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PDC
IX
48
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Francisco Huenchumilla.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.12 horas.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El acta de la sesión 27ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 28ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
RÉPLICA A ALUSIÓN PERSONAL (Aplicación del artículo 34 del Reglamento).


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El diputado señor Arturo Longton ha solicitado hacer uso del derecho que le confiere el artículo 34 del Reglamento.


Tiene la palabra su señoría.


El señor LONGTON.- Señora Presidenta, el derecho de las personas a expresarse e informarse por medio de una prensa libre es uno de los rasgos distintivos de una sociedad democrática.


A estas alturas, nadie discute que el ejercicio del periodismo debe enmarcarse en principios de objetividad y ética que respeten la honra y el compromiso con la verdad. No es mi propósito abrir debate acerca de la misión del periodismo: todos tenemos bastante claro que se trata de uno de los cimientos de la democracia más perfecta, que todos queremos. Pretender dictar cátedra al respecto me parece inoficioso.


Sin embargo, quiero referirme a un hecho sucedido la semana pasada en el programa Contacto, de Canal 13, conducido por Mercedes Ducci. En dicha edición se realizó una denuncia en la que estarían presuntamente involucrados, en forma directa, algunos parlamentarios de gobierno. Se trata de una situación que cada cual tendrá que preocuparse de aclarar, explicar o desmentir, por razones obvias. Está bien, el periodismo, entre sus funciones, tiene la de fiscalizar. Lo que no me parece correcto, sin embargo, es el uso malicioso y antojadizo de la información.


Sucede que en aquella ocasión aparecí mencionado muy huidizamente -pero mencionado al fin y al cabo-, en virtud de la asesoría que habría prestado a uno de los legisladores cuestionados, quien, en algún momento, fue mi socio en un bufete de abogados.


El asunto, en definitiva, es que se ha querido mezclar mi nombre en situaciones algo turbias porque participé en una sociedad, que ya no existe, con un abogado que, en su legítimo derecho, asesoró a quien hoy es puesto en tela de juicio por una investigación periodística. Eso me parece poco serio, malintencionado y rebuscado, y rechazo profundamente que algunos reporteros se afanen en buscar noticias y vínculos inexistentes, con el único objetivo de lograr titulares. Me parece injusto y también contrario a la ética.


Me queda la sensación de que se ha querido sopesar la aparición de parlamentarios de gobierno, y que, para dar “más equilibrio”, es decir, una mala interpretación de la objetividad, se optó por integrarme a un grupo de personas relacionadas con negocios poco transparentes. Eso se hizo de manera antojadiza, por cuanto ni siquiera se me conectó con la supuesta irregularidad, pero se preocuparon de mencionar que el abogado en cuestión era mi socio, lo que, indudablemente, teje un manto de duda gratuito en torno de mi persona.


El derecho a la información no es una prerrogativa exigible única y exclusivamente por los periodistas. El sujeto universal del derecho a la información es el ciudadano, y cuando los periodistas se ponen en acción para ejercerlo, lo hacen en esa condición de ciudadanos.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, todo individuo tiene el derecho a la libertad de opinión y de expresión. Este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas sin limitación de fronteras por cualquier medio de expresión. 


La acepción amplia reconocida en la declaración desglosa el derecho en varios campos temáticos, de los cuales tal vez el más complejo y poco susceptible de regulación es el que se refiere al derecho de los ciudadanos a recibir información veraz y oportuna de parte de los medios de información. 


La responsabilidad de garantizar la materialización de este derecho radica en los periodistas, directores y dueños de los medios de comunicación. Pero el derecho no puede sancionar la mala calidad del periodismo, sino sólo establecer límites y sanciones al periodista y al medio cuando trastroquen los derechos de terceros. Ese es el punto, porque tampoco quiero que alguien deduzca de mis palabras que ahora estoy en contra de una prensa libre.


El ejercicio de la libertad de expresión y de prensa no es absoluto. Toda sociedad democrática ha incorporado en sus normas jurídicas reglas para respetar los derechos de las personas a la privacidad, a la intimidad, al honor y a la imagen propia. 


El derecho de los ciudadanos a un periodismo de calidad no es homologable con el derecho de acceso a la información pública. Se trata de dos ámbitos perfectamente diferenciables, que, sin perder su naturaleza específica, constituyen vertientes del derecho a la información considerado en su sentido amplio. El derecho de acceso a la información pública alude al derecho de los ciudadanos a saber acerca de la información radicada en los poderes públicos. No hay recurso más poderoso para debilitar y desterrar las prácticas de corrupción y alentar los procesos democráticos que establecer, por mandato de la ley, la obligación, por parte de los poderes públicos, de entregar la información que les demanden los ciudadanos y periodistas, con las excepciones establecidas por la propia ley.


Por eso, el periodismo no puede seguir considerándose como el cuarto poder. No lo es y mucho daño le hace a la democracia y a las libertades civiles y políticas al hecho de que importantes medios y periodistas se consideren y actúen como un poder alterno a los poderes públicos.


Los medios de información y los periodistas contrapesan, controlan e inhiben los excesos del poder y hacen un servicio invaluable a la democracia y a los ciudadanos cuando orientan su ejercicio por principios fundamentales, como la búsqueda de la verdad, la difusión y la preservación del interés público. Si la ética no es suficiente, entonces aparece la ley para garantizar la protección del interés público, sin detrimento de los derechos de los ciudadanos.


La prensa libre es un activo social irreemplazable, y tiene, frente a los ciudadanos, la obligación de ofrecer una información de calidad.


Si bien creo que el periodismo chileno tiene grandes profesionales, de pronto existen situaciones reprochables, que hay que criticar. Si no es a través de la prensa, porque muchos medios profesionales se protegen entre ellos, la Cámara me parece una buena instancia para hacer valer mi derecho a réplica. Tampoco se me ha dado otra. Incluso, el director del Canal 13, incapaz de darme una explicación de lo sucedido, se limitó a comentarme que, de ser necesario, estaba dispuesto a responder y a asumir sus responsabilidades. Las preguntas que cabe hacerse son: ¿Cómo, de qué manera? ¿Recurriendo a los tribunales? ¿Acaso esa es la única alternativa cuando la honra y la credibilidad son atropelladas por la falta de ética y de escrúpulos de un director o de un editor? ¿Qué pasa con la mayoría de los chilenos, que no tienen tribuna ni medios económicos para defender su honorabilidad?


Por lo demás, aun con todas las posibles rectificaciones posteriores, a la honra y a la imagen pública no es posible borrarles las cicatrices.


Pido que esta intervención sea enviada al director del Canal 13.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Así se hará, diputado señor Longton.


El señor GALILEA (don Pablo).- Señora Presidenta, pido la palabra.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Galilea.


El señor GALILEA (don Pablo).- Señora Presidenta, pido que la copia de la intervención del diputado Longton sea enviada con la adhesión de la bancada de Renovación Nacional.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Muy bien, señor diputado.

V. ORDEN DEL DÍA

PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LAS REPÚBLICAS DE CHILE Y DE COREA. Primer trámite constitucional.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En el Orden del Día, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo que aprueba el tratado de libre comercio entre las Repúblicas de Chile y de Corea, suscrito en Seúl el 15 de febrero de 2003.


Diputados informantes de las comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, y de Hacienda, son los señores Edgardo Riveros y José Pérez, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3279-10, sesión 14ª, en 8 de julio de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Informes de las Comisiones de RR.EE. y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 7 y 8, respectivamente.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, y sus anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003.


Como lo destaca el informe, este tratado, con sus anexos y apéndices, tiene una extensión, aproximadamente, de 1 mil 250 páginas, de manera que me referiré, en términos generales, a los antecedentes que se tuvieron en consideración en la Comisión para adoptar la decisión unánime de proponer a la honorable Cámara la aprobación de este tratado, y dejaré para el debate de la Sala el tratamiento de los aspectos específicos que puedan interesar a los colegas.


Al destacar la importancia de este tratado para la política exterior chilena, su Excelencia el Presidente de la República señala, en su mensaje, que este instrumento crea una sólida y profunda zona de libre comercio entre Chile y la República de Corea, lo que constituye un factor fundamental para dar seguridad y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial bilateral, para lo cual se incorporan las reglas y disciplinas comerciales correspondientes. 


Estamos en presencia de un acuerdo histórico, ya que es el primer tratado de libre comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental. Asismismo, es el primero para la República de Corea y, además, el primer acuerdo de libre comercio transpacífico, logro que distingue a nuestro país como pionero en la apertura y profundización de vínculos con el Asia Pacífico.


A través de este tratado, Chile estará en condiciones de ser un puente efectivo entre Asia y América y de seguir aumentando su mercado, el que llega a 858 millones de personas con los acuerdos comerciales vigentes, cantidad que se verá aumentada con los 47 millones de habitantes de la República de Corea. Más aun, se ampliará el vasto espectro de eventuales compradores de exportaciones chilenas si se tiene presente la participación de la República de Corea en la Asociación de Países del Sudeste Asiático, Asean, y en el esquema de cooperación económica entre países de la región Asia-Pacífico, Apec.


Refiriéndose a la importancia comercial que la República de Corea tiene para Chile, señala que este país se ubica entre el cuarto y el sexto destino de nuestras exportaciones, compitiendo con Brasil y México. Se indica que es la economía número once del globo, con 47 millones de habitantes y un ingreso per cápita de 9 mil 400 dólares. Es, además, una de las economías de mayor crecimiento en las últimas décadas, pues ha tenido niveles de crecimiento sostenido de 8,9 por ciento durante la década de los ochenta y de 5,7 por ciento en la de los noventa.


Sostiene que una de las claves del éxito de la economía de la República de Corea ha sido el crecimiento de las exportaciones, las que tienen un elevado porcentaje de bienes de alta tecnología, que alcanza al 35 por ciento de las ventas externas coreanas.



El tratado de libre comercio sometido a la consideración de la Cámara de Diputados, dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos clave en materia de exportación. Hoy, los aranceles de la República de Corea son altos. Varían desde niveles del 7 por ciento en el sector industrial y 50 por ciento en la agricultura. En este último sector, abundan los aranceles sobre 40 por ciento y no son escasos aquellos superiores a ciento por ciento. 


De manera que los exportadores chilenos, por ser éste el único tratado de libre comercio negociado por la República de Corea, disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos, particularmente respecto de productos pesqueros, mineros, forestales, agrícolas, industriales y agroindustriales.


Por otro lado, las ventajas arancelarias, junto a disciplinas diversas, orientadas a otorgar estabilidad a las decisiones bilaterales de comercio e inversión, y a un adecuado sistema de solución de controversias, transforman a este tratado en un instrumento preciso para consolidar favorables expectativas de inversión, de exportaciones y de crecimiento.


Finalmente, el mensaje señala que este tratado forma parte de los esfuerzos realizados por Chile en la última década para avanzar en la liberalización e integración comercial, y en la creación de un marco claro en materia de normas y de disciplinas comerciales, tanto a nivel multilateral y unilateral como respecto de las negociaciones bilaterales y regionales. De este modo, la política comercial de Chile constituye una pieza clave del modelo de desarrollo nacional.


Por su parte, la señora ministra de Relaciones Exteriores y el director general de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, órgano técnico negociador de este tipo de tratados de libre comercio, al informar a la Comisión sobre la importancia de la República de Corea en la consolidación de la estrategia exportadora chilena, señalaron que el tratado celebrado con esa nación establece entre ambos países una nueva alianza de proyecciones estratégicas en un escenario global y regional en pleno cambio.


Sostuvieron que la República de Corea, aunque fue una de las economías más afectadas por la crisis asiática de 1997 y 1998, ha recuperado su dinamismo productivo y ha tomado la delantera, en Asia, en la implementación de reformas estructurales conducentes a una plena inserción de su economía en los flujos internacionales de bienes, servicios y capitales. La negociación de acuerdos bilaterales de libre comercio, partiendo por el TLC con Chile, es, precisamente, la innovación más trascendente de la nueva política comercial coreana, que, entre otras cosas, incluyó una sustantiva apertura unilateral del comercio y de las inversiones.


Agregaron que las perspectivas de esa economía, aun considerando el impacto regional que ha causado la epidemia del Síndrome Agudo Respiratorio Severo, Sars, en el este de Asia, son auspiciosas. Se proyecta una tasa de crecimiento del PGB del orden del 3,5 por ciento para este año, la segunda más alta en el este de Asia, después de la República Popular China, y una tasa de expansión del producto superior al 5 por ciento para los próximos cinco años, también una de las más altas de la región.


Informaron que la República de Corea es uno de los socios comerciales más antiguos e importantes de Chile en Asia Pacífico -la principal región de destino de nuestras exportaciones-, como que en 2002 ocupó el décimo lugar. Ese mismo año, fue el tercer destino para las exportaciones chilenas al Asia -detrás de Japón y de la República Popular China, países que tienen un tamaño mucho mayor-, y séptimo a nivel mundial.


Una visión global de las estadísticas del intercambio comercial bilateral -que figuran en el informe escrito- muestra que éste ha crecido desde los 382 millones de dólares registrados en 1990, hasta un máximo de 1.577 millones de dólares, cuando irrumpe la crisis asiática. Luego de la marcada caída del intercambio comercial en 1998, éste se ha venido recuperando. De hecho, los datos del primer semestre de 2003 muestran un ritmo de incremento que ya supera los 510 millones de dólares, con un aumento de 46 por ciento respecto de similar lapso del año anterior. De mantenerse el mismo ritmo en la segunda mitad del año, las exportaciones a ese país podrían sobrepasar los mil millones de dólares, cantidad que superaría el récord alcanzado en 1997.


En su informe técnico-comercial, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, Direcon, sostiene que este tratado es un poderoso instrumento para que las tradicionales complementariedades entre las economías asiáticas y latinoamericanas se proyecten hacia los nuevos ámbitos de las relaciones económicas e involucren a un mayor universo de empresas y agentes económicos, en especial a las pequeñas y medianas empresas. Por la cobertura y profundidad del acuerdo, también es un aporte significativo a los avances que se logren en las negociaciones multilaterales en la Ronda de Doha, en el seno de la Organización Mundial del Comercio, para mejorar sustantivamente el clima de negocios, su transparencia y predictibilidad, profundizando la liberalización comercial multilateral.


Por otra parte, afirma que al concluir exitosamente las negociaciones con la Unión Europea, el Área de Libre Comercio Europea, Efta, los Estados Unidos de América y la República de Corea, Chile se ha convertido en un nodo directamente conectado a buena parte de los grandes espacios económicos de la economía global. Sólo estos cuatro acuerdos permiten el acceso preferencial de nuestros productos al 57 por ciento del PIB mundial.


De este modo, con los acuerdos vigentes, ya negociados, y con aquellos a los que les resta su ratificación parlamentaria, Chile está consiguiendo que el 70 por ciento de sus exportaciones ingrese con trato preferencial a un mercado equivalente a dos tercios del PIB mundial. Lo acontecido con las últimas negociaciones es muy significativo, pues gracias a ellas hemos dado un salto histórico: del 7 por ciento podríamos llegar al 64 por ciento del PIB mundial en el año 2004.


Desde otro punto de vista, señala que en su conjunto, esta red de acuerdos permite convertir al país en una plataforma estable y transparente de negocios hacia el hemisferio americano. Ello también se ve potenciado por los avances en la liberalización y protección de las inversiones, por los acuerdos que evitan doble tributación y por el propósito de las autoridades de convertir a Chile en una plataforma de inversiones y servicios. El tratado de libre comercio entre Chile y la República de Corea del Sur es una pieza fundamental de esta nueva arquitectura, que busca expandir la frontera y la escala del intercambio económico entre América latina y el este de Asia.


La existencia de este TLC debería estimular las inversiones coreanas en Chile al aumentar sus garantías y las oportunidades comerciales. Los beneficios arancelarios que Chile ha obtenido en las últimas negociaciones están disponibles para cualquier inversionista internacional que se instale en el país, considerando el trato no discriminatorio que Chile ofrece.


La República de Corea tiene un patrón de inversión altamente intensivo en innovación tecnológica, en el cual destacan los sectores de telecomunicaciones, automotor, siderurgia, metalurgia, textiles y confección, así como en el de tecnologías de información. Chile ofrecería a los empresarios coreanos el atractivo de un mercado sudamericano ampliado, producto de los acuerdos comerciales negociados en la región, además del atractivo para las inversiones coreanas en los sectores agroindustrial, silvícola, pesquero y minero, reforzando sus potencialidades como plataforma de negocios en América del Sur. El vínculo entre la modernización productiva de estos sectores y los avances en tecnologías de la información, ámbito donde la República de Corea ejerce liderazgo a nivel mundial, abre interesantes posibilidades de joint ventures.


El tratado de libre comercio también estimula las alianzas empresariales estratégicas en sectores que gozan de preferencias arancelarias en otros países sudamericanos, en México, en Canadá y en Estados Unidos de América, cuyos insumos productivos provengan en una medida importante desde la República de Corea. En ese sentido, destacan los sectores intensivos en el uso de productos derivados de la petroquímica 
-textiles y confección-, así como también una amplia variedad de insumos industriales -máquinas, bombas, ascensores, palas mecánicas, motores y tornos-, de los que la República de Corea es un importante productor mundial.


La política comercial es una pieza clave del modelo de desarrollo chileno, el cual busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos. Reforzar, en esta política, el vínculo con Asia Pacífico, la zona de mayor crecimiento en la economía mundial en los últimos treinta años, es un objetivo estratégico.


Hemos partido por Corea, indica el Ejecutivo, y, probablemente, en años próximos podremos ir sumando nuevos acuerdos con otros significativos mercados asiáticos.


El tratado, además de establecer una zona de libre comercio entre Chile y Corea, persigue los siguientes objetivos, cuyos contenidos se encuentran detallados en el informe de que disponen los señores diputados, por lo que me limitaré sólo a enunciarlos:

1.
Estimular la expansión y diversificación del intercambio comercial bilateral;

2.
Eliminar los obstáculos técnicos al comercio y facilitar el movimiento transfronterizo de bienes y servicios entre los territorios de los dos países;

3.
Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio:

4.
Aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión entre los dos países;

5.
Proporcionar protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual y para el cumplimiento de los mismos;
6.
Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias, y 

7.
Establecer un marco para la ulterior cooperación bilateral y multilateral, encaminado a ampliar y mejorar los beneficios del tratado.


Además de su preámbulo, el tratado consta de siete partes, veintiún capítulos, más anexos y apéndices al articulado.


En el preámbulo se formulan las declaraciones de propósitos políticos fundamentales que inspiran la decisión de los gobiernos en la celebración de este tratado, entre los que destacan su voluntad de fortalecer los lazos de amistad y cooperación bilateral, la convicción común de que este TLC chileno-coreano producirá beneficios mutuos y contribuirá a la expansión del comercio internacional según el sistema multilateral de la OMC e, incluso, conforme los acuerdos celebrados en el marco de la Apec.


La parte I, relativa a los “Aspectos Generales”, consta de dos capítulos.


El capítulo 1 contiene las “Disposiciones Iniciales”. En ellas se formaliza la decisión gubernamental de establecer una zona de libre comercio entre ambos países; se definen los objetivos del tratado, ya enunciados; se confirma la relación de este instrumento con los derechos y obligaciones contraídos entre las partes, principalmente en el marco de la Organización Mundial del Comercio, y se compromete a los gobiernos a hacer efectivo el cumplimiento del tratado en sus respectivos territorios.


El capítulo 2 contempla las “Definiciones Generales”. Entre ellas, se precisa el alcance de los términos “ciudadano”, equivalente al de “nacional del respectivo país”, y el de “territorio”, que se hace extensivo al espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de cada Estado, comprendidos los espacios marítimos que sancionan el derecho internacional y el derecho interno.


La parte II regula el “Comercio de Bienes”. Sus capítulos se refieren al trato nacional y al acceso de bienes al mercado; a las reglas de origen, a los procedimientos aduaneros; a las medidas de salvaguardia, a los derechos antidumping y compensatorios; a las medidas sanitarias y fitosanitarias, y a materias relativas a normalización.


En virtud del trato nacional en materia arancelaria, los bienes de una parte, una vez ingresados al territorio de la otra parte, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de la parte importadora.


El anexo 3.4 contiene los compromisos de “eliminación de aranceles aduaneros”. En su sección 1 se establece el calendario de eliminación para las importaciones de productos originarios de ambos países, según listas que se anexan al tratado.


En el caso de las exportaciones procedentes de la República de Corea al mercado chileno, se negoció un calendario de desgravación que considera cinco listas, con distintos plazos para llegar al arancel cero: desgravación inmediata, y a cinco, siete, diez y trece años (en este último caso, se incluyen cinco años de gracia antes de comenzar a desgravarse).


Por su parte, para las exportaciones chilenas al mercado de la República de Corea se incluyen seis listas, con plazos de desgravación inmediata, y a cinco, siete, nueve, diez y dieciséis años (en este último caso, con seis años de gracia).


Considerando estos cronogramas, se observa que el 87 por ciento de los ítem arancelarios tendrá una desgravación inmediata, una vez entrado en vigor el tratado, cifra que representa el 41 por ciento del valor de las ventas chilenas al mercado de la República de Corea.


En desgravación a cinco años se incluye el 6,3 por ciento de los ítem, que constituyen 2,9 por ciento de las exportaciones chilenas. Luego, en desgravación a siete años, la República de Corea ubica el 53,5 por ciento del total de las ventas de Chile a ese mercado. En consecuencia, luego de siete años, Chile tendrá acceso libre de aranceles para el 97 por ciento del valor de las exportaciones al mercado de la República de Corea.


El 41 por ciento de las actuales exportaciones chilenas se ubican en desgravación inmediata. Distinguiendo entre exportaciones de cobre o de no cobre, el 78 por ciento de las exportaciones de no cobre de Chile a la República de Corea está en lista de desgravación inmediata. En el año cinco, Chile gozará de arancel cero para 88 por ciento de este tipo de exportaciones.


Si se consideran los principales productos de exportación chilenos, se observa que trece de los veinte productos que ocupan los primeros lugares llegarán a arancel cero en forma inmediata una vez que entre en vigor el tratado.


Respecto de las importaciones procedentes de la República de Corea que llegan a Chile, el 70 por ciento tendrá un acceso inmediato libre de arancel al momento de la entrada en vigor del tratado, lo que corresponde a 2.437 ítemes arancelarios, lo que representa el 41 por ciento del total de los ítemes. En un plazo de cinco años estarían libres de arancel 84 por ciento de las importaciones procedentes de la República de Corea, mientras que en diez años entrarían libres de arancel casi 90 por ciento de los productos importados desde dicho país.


En el plazo más largo, que en este caso es de trece años, con cinco de gracia, se han incluido productos que son sensibles para la industria nacional, como el polietileno, los textiles, el calzado y algunos aceros.


En las excepciones han quedado incluidos productos como lavadoras, refrigeradores, neumáticos y los productos con bandas de precios.


Respecto de los productos chilenos sensibles, ellos se ubican en categorías de desgravación de muy largo plazo, con períodos suficientemente largos para el ajuste frente a las nuevas condiciones de competencia provocadas por el tratado. Es el caso de algunos textiles, de algunos aceros, de calzados y de neumáticos nuevos de autos: trece años, con cinco de gracia. Asimismo, se incluyen otros textiles (la mayor parte del sector), algunos cementos y acumuladores eléctricos: diez años.


Se incorpora una salvaguardia especial para el sector agrícola.


Las principales características de esta salvaguardia son: primero, se activa cuando se produce un aumento en las importaciones que cause o amenace causar grave daño en los mercados de la otra parte; segundo, debe ser consultada con la parte involucrada; tercero, podrán tomarse medidas de emergencia, y cuarto, las partes podrán acordar compensaciones a la parte afectada.


Es importante considerar esto -segura-mente, será mencionado por la señora ministra en su intervención- por cuanto ha sido motivo de discusión en Corea por ser uno de los aspectos medulares del tratado.


La parte III, referida a “Inversiones, servicios y asuntos relacionados a inversiones”, contempla normas análogas a las convenidas en los tratados bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones celebrados por Chile con una cincuentena de países, y, particularmente, en los tratados de libre comercio con Canadá y México.


Lo señalado explica que ambos países hayan convenido dejar sin efecto el Acuerdo bilateral de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, suscrito el 6 de septiembre de 1996 y sancionado por el Congreso Nacional el 9 de agosto de 1999.


Cabe hacer notar que, en materia de transferencias relativas a la inversión de la otra parte, los Gobiernos de Chile y de la República de Corea se comprometen a que ellas puedan realizarse libremente y sin demora, en una divisa de libre uso al tipo de cambio vigente en el mercado. El mensaje hace notar que la aplicación irrestricta de la norma del tratado podría ir en detrimento de las atribuciones que su ley orgánica constitucional confiere al Banco Central de Chile. Por ello, el Gobierno de Chile ha incluido una reserva a dicho artículo, que permitirá que el Banco Central aplique ciertas medidas restrictivas a las transferencias del capital, intereses o utilidades de la inversión con la finalidad de mantener la estabilidad de la moneda en términos diferentes a los actualmente permitidos por su ley orgánica.


La reserva, así formulada, afecta las facultades que el referido texto legal otorga al Banco Central para fijar el requisito de reserva, ya que reduce de 40 por ciento a 30 por ciento el monto máximo del encaje exigible y, además, limita su vigencia a un plazo no superior a dos años, que la norma legal citada no contempla.


Por tales motivos, la adopción del proyecto de acuerdo en trámite requerirá, respecto de dicho inciso de la reserva consignada en el anexo 10.11, del quórum especial exigido por el artículo 63 de la Constitución Política para la aprobación de las normas legales de carácter orgánico constitucional.


La parte IV, relativa a “Contratación Pública”, tiene por objeto asegurar una efectiva y recíproca apertura de los mercados públicos de las partes.


El tratado de libre comercio contempla un conjunto de disciplinas procesales orientadas a otorgar mayor certeza y predictibilidad jurídica al momento de acceder al mercado público de las partes. En efecto, se establece como regla general de contratación la licitación abierta, en tanto que incorpora un listado de causales específicas que permiten a las Partes recurrir a procedimientos distintos a dicha modalidad de contratación.


El mensaje destaca que estas normas representan un importante potencial de oportunidades de negocios para el sector privado chileno, en tanto que asegura la participación de proveedores y eventuales inversionistas en los procesos de contratación pública.


La parte V, relativa a “Derechos de Propiedad Intelectual”, impone a cada parte la obligación de otorgar, en su territorio, a los nacionales de la otra Parte, protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual garantizando que las medidas destinadas a cumplir esos derechos no se conviertan en obstáculos para el comercio legítimo. Para estos efectos, los gobiernos se comprometen a aplicar los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio, OMC, sobre la materia. 


En lo relativo a indicaciones geográficas, las partes se comprometen a proteger recíprocamente las indicaciones geográficas de la otra parte que cumplan con la definición de indicación geográfica del Acuerdo sobre los Aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio, Adpic. Se prohíbe la fabricación y venta de productos con indicaciones geográficas de la otra parte, y se contempla un mecanismo para listar las indicaciones geográficas que deben ser protegidas; incluso se admite la posibilidad de ampliarlas, como en el caso de Chile, a futuras zonas vitivinícolas.


La parte VI, concerniente a “Disposiciones Administrativas e Institucionales”, establece la Comisión de Libre Comercio, encabezada por los ministros de Relaciones Exteriores de ambos gobiernos; un secretariado, a cargo de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (Direcon), en el caso de Chile, y comités y grupos de trabajo.


La “Solución de Controversias” admite la posibilidad de recurrir a los procedimientos previstos en la OMC o a los especiales que se contemplan en este Tratado de Libre Comercio. Entre éstos, están las consultas entre las partes, y si ellas no prosperaren, la constitución de un grupo arbitral de tres miembros elegidos en la forma prevista en el Tratado, cuyo informe final es obligatorio e inapelable para las partes, sin perjuicio de que ellas puedan convenir otra cosa. Es decir, se trata de los requisitos lógicos en cuanto a recursos establecidos para el sistema arbitral de solución de controversias. 


En el curso del estudio de este tratado la Comisión recibió las exposiciones de diferentes personeros, encabezados por la ministra de Relaciones Exteriores y por el director general de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería.


Además, la Comisión escuchó a representantes de entidades del sector privado, entre otros, a los de la Corporación de la Madera, de la Asociación de Exportadores de Chile, de la Asociación de Productores Avícolas, de Coesam Limitada, de la Asociación de Viñas de Chile, de la Sociedad Nacional de Agricultura, de la Sociedad de Fomento Fabril, del Instituto Textil, de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones y de la Cámara Chileno-Coreana de Comercio.


Las opiniones recibidas tanto del Gobierno como del sector privado fueron favorables a la aprobación de este tratado, con excepción del representante del Instituto Textil, quien manifestó que, desde 1999, año en que se empezó a promover la idea de un tratado de libre comercio con la República de Corea, su organización ha reiterado su oposición, principalmente ante el director general de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también ante el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y el Presidente de la República.


Junto con otras aprensiones, el representante del Instituto Textil expresó que su organización tiene fundadas razones para asegurar que la industria chilena no tendrá ninguna posibilidad de éxito en los litigios que, con seguridad, surgirán como resultado del incumplimiento de los términos del Acuerdo por parte de Corea del Sur.


Ésta fue, reitero, la única opinión discordante de los comentarios positivos entregados por el resto de las personas consultadas tanto del ámbito público como del privado. 


En el Anexo Nº II, la Comisión proporciona lo sustanciales de lo expuesto por las autoridades y funcionarios de Gobierno y por los representantes de las entidades del sector privado.


Durante su estudio, la Comisión pudo constatar que el tratado de libre comercio con la República de Corea es un acuerdo de contenido análogo a otros ya aprobados por el Congreso Nacional, como los celebrados con la Unión Europea, Canadá, México y Centroamérica, y se remite en diversas materias a tratados internacionales multilaterales ya vigentes en el orden interno, como los suscritos en el marco de la Organización Mundial del Comercio. Por esa razón, no hay inconvenientes de derecho para su aprobación parlamentaria.


De modo que, por lo señalado y atendidos los antecedentes recibidos, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación al tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, y a sus anexos, con las correcciones formales introducidas a su texto en español mediante las notas verbales que se señalan en el artículo único del proyecto de acuerdo que su Excelencia el Presidente de la República ha propuesto mediante indicación sustitutiva que la Comisión propone adoptar, con modificaciones de menor entidad que no se estima necesario detallar ya que se salvan en su texto.


Es cuanto puedo informar.

-o-


-La señora ALLENDE, doña Isabel (Presidenta) saluda y da la bienvenida a una delegación de parlamentarios de Japón, encabezada por el presidente de la Cámara de Consejeros de ese país, señor Hiroyuki Kurata, y compuesta por los consejeros señores Kensei Mizote, Moto Kobayashi y Akira Koike.


-Aplausos.

-o-


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez, informante de la Comisión de Hacienda.


El señor PÉREZ (don José).- Señora Presidenta, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación, paso a informar, en representación de la Comisión de Hacienda, sobre el proyecto de acuerdo, originado en mensaje, que aprueba el tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, y sus anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003.


Asistieron a la Comisión, durante el análisis del proyecto, los señores Andrés 
Rebolledo, director de Asuntos Económicos para América Latina del Ministerio de Relaciones Exteriores; Raúl Sáez, coordinador de Asuntos Internacionales y director de Política Comercial del Ministerio de Hacienda, y Simón Accorsi, asesor del Ministerio de Hacienda.


El objeto de la iniciativa consiste en la aprobación del tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, y sus anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español en el título de la Parte III y al párrafo 2.(a) de su anexo 19.2, adoptadas por notas verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, respectivamente.


El tratado establece una zona de libre comercio entre los dos países, lo que constituye un factor fundamental para dar seguridad y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial bilateral, para lo cual incorpora las reglas y disciplinas comerciales correspondientes.


A decir del mensaje, se trata de un acuerdo histórico, ya que es el primer tratado de libre comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental; asimismo, es el primero para Corea del Sur y el primer acuerdo de libre comercio transpacífico.


El tratado dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos de exportación. Los aranceles sudcoreanos son altos: varían entre el 7 por ciento en el sector industrial y 50 por ciento en la agricultura. En este último sector abundan los aranceles sobre el 40 por ciento, y no son escasos aquellos superiores al cien por ciento. Es así como los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles para sus productos pesqueros, mineros, forestales, agrícolas, industriales y agroindustriales.


Lo anterior se enmarca en la política comercial de Chile, pieza clave del modelo de desarrollo nacional, que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos.


Las economías de ambos países se complementan, dado que Chile exporta a Corea del Sur gran cantidad de recursos naturales, como los de la minería, pesca, agricultura y del sector forestal, a la vez que importa bienes industriales. En Corea del Sur ocurre lo contrario, hecho que viene a reforzar el potencial crecimiento del comercio.


La regulación del comercio bilateral conforme a las normas de la OMC permitirá a Chile contar con herramientas para reducir o eliminar los problemas comerciales existentes en la actualidad, tales como subfacturación, triangulación de productos y aplicación arbitraria de medidas sanitarias, fitosanitarias y estándares técnicos.


La existencia de este acuerdo debería estimular las inversiones sudcoreanas en Chile, al aumentar las garantías y su certidumbre jurídica.


El intercambio comercial entre ambas partes sumó 1 mil 149,3 millones de dólares en 2002, con una balanza comercial que se inclinó a favor de nuestro país. Las exportaciones chilenas a Corea del Sur sumaron 710,5 millones de dólares FOB, en tanto que las importaciones sudcoreanas alcanzaron los 438,8 millones de dólares CIF.


Al analizar las exportaciones por sector productivo, se observa que el 80,4 por ciento de los envíos destinados a Corea del Sur provienen del sector minero. Le siguen el sector forestal, con el 12,3 por ciento, y la pesca y la agroindustria, con el 2,8 por ciento cada uno.


Cabe señalar que este instrumento internacional consta de 21 capítulos, distribuidos en siete partes.


El tratado contiene cuatro anexos generales, que se relacionan con los Capítulos 10, sobre “Inversiones”, y 11 sobre “Comercio Transfronterizo de Servicios”. Además, cuando ha sido necesario detallar alguna obligación o derecho específico de una o de ambas partes, se ha recurrido a la redacción de anexos particulares de determinados artículos o párrafos de los mismos.


El informe financiero remitido por la Dirección de Presupuestos plantea que el proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio con Corea, que, en el caso de las exportaciones de ese país a Chile, se lleva a cabo en cinco etapas, desde la aprobación de la iniciativa hasta transcurridos catorce años.


Agrega que el impacto financiero se ha estimado en términos estáticos, es decir, sin considerar cambios en las distintas variables de la economía. Señala que un acuerdo de las características descritas impacta negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de la recaudación de los aranceles y correspondiente IVA de las importaciones provenientes de Corea. Puntualiza que en la metodología de cálculo, que se adjunta a este informe como anexo, se contempla una desviación de comercio originada en el estímulo por importar mercaderías a menor arancel desde ese país, en desmedro de las provenientes del resto del mundo.


Finalmente, estima que la pérdida fiscal para el primer y último año de reducción arancelaria alcanzará a 30,8 millones y 42,6 



millones de dólares, respectivamente, en cifras expresadas en dólares de 2004 y en situación de 2004.


La presentación general del proyecto en la Comisión fue realizada por el señor 
Andrés Rebolledo, quien destacó la trascendencia del tratado objeto del proyecto de acuerdo en informe e hizo hincapié en que el próximo año le corresponderá a Chile presidir el Apec.


Explicó que se trata de un tratado de libre comercio similar a los ya celebrados con México y Canadá. En tal sentido, entre las materias estipuladas destacó, además de las normas sobre desgravación, el tratamiento de las inversiones, los servicios y el sistema de solución de controversias.


Respecto de a la negociación de los bienes, señaló que este acuerdo concilia dos aspectos: facilitar el acceso de las exportaciones agrícolas y pesqueras y dar un adecuado tratamiento a las sensibilidades del sector industrial.


Durante el debate en la Comisión, el diputado Julio Dittborn expresó que en una economía tan cerrada como la coreana podrían surgir serios problemas para la entrada en vigencia de un tratado de libre comercio. Al respecto, preguntó si se contemplan normas ágiles y adecuadas para la solución de controversias, particularmente en relación con las eventuales medidas proteccionistas que pudieran surgir.


El señor Rebolledo resaltó que el sistema de solución de controversias contemplado en el tratado está estandarizado con respecto a los tratados de esta naturaleza y que considera una opción para que la parte reclamante recurra, a su elección, al procedimiento establecido por la Organización Mundial del Comercio o al que contempla el tratado. En el caso de este último, se considera un sistema de consultas que, de no prosperar, permite recurrir a un panel de árbitros elegidos por las partes. Añadió que, en todo caso, si una de las partes acatara el fallo, se permite a la otra proceder a retaliar o recompensarse con medidas equivalentes.


En cuanto a las medidas sanitarias y fitosanitarias, sostuvo que se ha contemplado un capítulo especial sobre esta materia, y que se ha encargado a un comité específico las tareas de coordinación y control correspondientes.


El diputado Camilo Escalona argumentó que los vínculos de los países asiáticos entre sí son muy fuertes, por lo que le preocupa especialmente el tema de las reglas de origen. Consultó si esta materia es tratada adecuadamente en el tratado y si existen normas sobre porcentaje máximo de integración.


El señor Rebolledo manifestó que se consideran disposiciones encaminadas a evitar las triangulaciones. Destacó que las normas de origen que tuvieron mayor regulación fueron las relacionadas con el ámbito textil, toda vez que se trata de un sector muy sensible de nuestra industria. Puntualizó que se prohíbe realizar procesos productivos fuera de los países signatarios. Precisó, además, que en materia de integración existen reglas para cada producto, correspondiendo ejercer un control ex post sobre la mercadería importada.


Es necesario destacar que la de Asia-Pacífico es la principal región de destino de nuestras exportaciones. En 2002, Corea alcanzó el décimo lugar entre nuestros socios comerciales, fue el tercer país de destino de las exportaciones chilenas al continente asiático, después de Japón y China, y el séptimo a nivel mundial.


Entre las economías asiáticas y latinoamericanas existen complementariedades tradicionales que se pueden potenciar a través de este tratado de libre comercio, lo que permitiría la participación de un número mayor de empresas y agentes económicos, especialmente de las pequeñas y medianas empresas. También implica un importante aporte a los avances que se consignan en las negociaciones multilaterales de la ronda de Doha en el seno de la Organización Mundial del Comercio, mejorando significativamente el clima de negocios, su transparencia y predictibilidad, lo que profundiza la liberalización comercial multilateral.


Es importante destacar el impulso exportador que podrían tener las pymes y el desarrollo de la regiones.


Como se ha señalado, el tratado de libre comercio abre grandes posibilidades para estimular y afianzar el desarrollo exportador de las regiones, al permitir la actuación de una gama más amplia de pequeñas y medianas empresas de la cadena agropecuaria forestal, pesquera y minera. La desgravación arancelaria que ofrece el acuerdo impulsa las exportaciones de los productos y manufacturas de la madera, de las industrias alimenticia y vitivinícola y de los productores del mar, beneficiando a todas las regiones, según sea su actividad económica. En efecto, el tratado permitirá estimular el desarrollo exportador de las pequeñas y medianas empresas de regiones como la Quinta, la Séptima, la Octava, la Décima y la Metropolitana.


Por último, el tratado de libre comercio entrega una solución global y moderna que establece los cimientos para una nueva relación transpacífico, y representa un instrumento para que las complementariedades existentes entre ambas economías regionales se proyecten hacia nuevos ámbitos de las relaciones económicas, con lo cual Chile se convertirá en una plataforma que establece negocios transparentes en la región. Ello, de paso, permitirá expandir las fronteras y la escala de intercambio económico entre América Latina y el este de Asia.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del tratado y sus respectivos anexos. Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fue sometido a votación el artículo único del proyecto de acuerdo aprobado por la Comisión técnica, el que fue aprobado por unanimidad.


Acordado en sesión de fecha 14 de agosto de 2003, con la asistencia de los diputados señores Ortiz, don José Miguel, presidente accidental; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Pérez, don José, y Silva, don Exequiel.


Es todo cuanto puedo informar.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear.


La señora ALVEAR (ministra de Relaciones Exteriores).- Señor Presidente, para mí constituye un honor concurrir esta mañana a la Sala de la honorable Cámara de Diputados, ocasión en que se votará, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo que aprueba el tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea.


Como muy bien lo señalaron los diputados informantes de las comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, el tratado fue objeto de un exhaustivo estudio en el seno de ambas instancias, lo que se tradujo en muchas horas de trabajo, todo lo cual merece un reconocimiento. Cabe señalar que es el primero que se suscribe entre un país de América latina y otro de Asia. 


Hasta hace algunos minutos, hemos tenido una delegación de Japón, lo que refleja los vínculos que Chile tiene con los países de Asia. En particular, creo que el tratado de libre comercio alcanzado con Corea del Sur debe inscribirse dentro del esfuerzo que se despliega al participar en el foro de la Apec. 


En efecto, el año 2004 Chile será sede de ese foro, que reúne a veintiuna economías mundiales, entre las cuales una precisamente es Japón y otra Corea del Sur. Fue en ese ámbito en el que se iniciaron las conversaciones entre ambos presidentes, tendientes a alcanzar el acuerdo largamente trabajado. 


Durante el gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle se produjo el primer contacto. Las negociaciones, que no estuvieron exentas de dificultades, se iniciaron durante el gobierno del Presidente Lagos. Incluso, en un momento fue necesario hacer un paréntesis de varios meses para alcanzar un acuerdo que, en definitiva y por todas las razones aquí señaladas, es muy beneficioso para nuestro país.


Me parece importante señalar que Corea del Sur es un país de 47 millones de habitantes, con gran pujanza económica a nivel mundial. En efecto, es la décima tercera economía mundial en tamaño, de acuerdo con el producto geográfico bruto; ha tenido niveles de crecimiento muy importantes, con una expansión productiva en torno del 9 por ciento durante la década de los ochenta y del 6 por ciento en la década de los noventa; ocupa el décimo lugar entre nuestros socios comerciales, y luego de Japón y de China, es el tercero si se considera el destino de nuestras exportaciones hacia Asia. 


Asimismo, debo enfatizar que es el primer tratado de libre comercio que suscribe Corea del Sur. Por eso -por cierto fue parte de las conversaciones que sostuvimos en el seno de la Comisión de Relaciones Exteriores de la honorable Cámara de Diputados-, la existencia de movimientos y de manifestaciones en las calles de ese país en oposición a él. Precisamente, un país tan alejado de nuestro continente decidió iniciar con Chile su proceso de apertura hacia el mundo.


Quiero comentar, a título quizás anecdótico, que el año pasado, con ocasión de un foro de las democracias que tuvo como sede a esa nación, que convocó a más de cien países, al que asistí con satisfacción, por cuanto estaba en representación de Chile, pude apreciar el enorme interés de la prensa de Corea del Sur por conocer nuestro país. Participé en entrevistas radiales y de televisión por el hecho de que se había iniciado un proceso de apertura comercial con un país que se ubica en América del Sur. Eso debe ser motivo de orgullo y de distinción de los chilenos y de las chilenas, porque se considera que el nuestro es un país serio, creíble, donde impera el Estado de Derecho, con políticas macroeconómicas responsables; de un país que, en definitiva, se ha insertado en el mundo global sin dejar de buscar el crecimiento y la cohesión social para superar la pobreza, aun cuando ha sido capaz de reducirla a la mitad en la década de los 90.


Esa es la razón por la cual Corea del Sur decidió negociar con Chile.


También me entrevisté con parlamentarios, quienes me dijeron que en la Asamblea Legislativa se producirá una discusión muy profunda al respecto.


Sin lugar a dudas, con una política comercial exterior diversificada hemos logrado concluir, en ocho meses -y lo digo con satisfacción por nuestro país-, negociaciones con Estados Unidos de América, la Unión Europea y Corea del Sur.


Ha sido una apuesta inteligente, pues significará un salto a una segunda fase exportadora, porque Chile, que depende tan fuertemente del comercio exterior, exportará otros productos, con el consiguiente valor agregado y no tan solo los commodities actuales, lo cual permitirá crecimiento y mayores posibilidades de empleo.


Corea del Sur, por su parte, nos mira como una plataforma interesante para llegar al resto de América latina. Ésa es la razón por la cual esa enorme economía, tan pujante, inició el proceso de negociación con Chile, de sólo 15 millones de habitantes. 


Por tanto, hemos trabajado para fortalecer los procesos de apertura y tener mecanismos y reglas claros en materia de exportación, que posibiliten mayores inversiones en nuestro país. En ese contexto, el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico, Apec, de Chile será sede el 2004, suscita enorme interés en las diferentes regiones. 


Sin lugar a dudas, este tratado de libre comercio, tal como ha sido expuesto por los diputados informantes, significa grandes oportunidades para nuestro país, ya que es fruto de la experiencia que hemos adquirido, en especial al negociar con la Unión Europea y con Estados Unidos de América.


No me voy a referir a los 21 capítulos, porque ya lo hicieron los diputados informantes. Sin embargo, me parece interesante destacar que este tratado de libre comercio dota a Chile de ventajas competitivas en productos claves de nuestra canasta exportadora.


Corea del Sur es un país que tiene aranceles bastante altos. En efecto, en el caso de algunas de nuestras exportaciones, ellos alcanzan el 14 por ciento; en el ámbito agrícola, por ejemplo, llegan al 40 por ciento, y en algunos casos superan el ciento por ciento.


Pues bien, hemos logrado una rebaja arancelaria para un universo muy importante de productos desde el primer día en que comience a regir el tratado.


Si actualmente el país exporta 138 productos distintos a Corea del Sur, correspondientes a 251 empresas chilenas que han podido acceder a ese mercado pese a sus aranceles, podrán imaginarse los señores diputados las ventajas que tendrá la exportación sin aranceles, que es lo que se alcanza como consecuencia de este acuerdo.


La desgravación considerada en el tratado es lineal, a cinco años, y permite arancel cero desde el primer día en que comienza a regir, para el 87 por ciento de los ítemes arancelarios, hasta llegar, en los años progresivos, a cero por ciento de arancel para el ciento por ciento de esos ítemes.


En este tratado de libre comercio pusimos una lista reducida de productos sensibles exceptuados de la desgravación arancelaria. Hay excepciones; es decir, así como Corea del Sur puso excepciones para las exportaciones de peras, manzanas y arroz chilenos, nosotros hicimos lo mismo para las de lavadoras, refrigeradores y neumáticos coreanos. Como consecuencia del diálogo con el sector privado -que tenemos permanentemente-, nos pareció que debíamos preocuparnos en ese sentido.


Las exportaciones chilenas a Corea representan el 4.1 por ciento de nuestros envíos totales y se encuentran especialmente concentradas en el sector minero. También se han ido incrementando las exportaciones de productos agrícolas, no obstante los aranceles altísimos que acabo de mencionar. En la agricultura y la pesca existe un gran potencial de crecimiento, por cuanto Corea destina 10 mil millones de dólares anuales a la importación de esos productos. Algunos estudios concluyen que cuando se alcance el arancel cero por ciento en el mercado coreano, las exportaciones chilenas de esos productos podrán aumentar en alrededor de 200 millones de dólares. Si a ello sumamos el hecho de que este tratado es el único que ha suscrito Corea del Sur, ciertamente vamos a tener ventajas comparativas respecto del resto de los países. Por ello, empresarios chilenos -me consta por conversaciones que hemos sostenido- están pendientes de esta enorme oportunidad que, además, es complementaria de los otros acuerdos que hemos alcanzado en los últimos meses.


Es importante destacar que algunos rubros se verán favorecidos más rápidamente por los propios patrones de consumo de los coreanos, los cuales, dicho sea de paso, se han ido incrementando y diversificando con la mayor afluencia de su población. En este rubro caben las exportaciones de frutas frescas y la carne de cerdo.


Para el sector frutícola nacional, Corea es muy importante, en especial en lo que se refiere al kiwi y la uva de mesa. Pues bien, si ya hemos llegado con esos productos al mercado coreano, cualquiera se imaginará nuestra potencialidad sin los altos aranceles que tienen en la actualidad.


Aunque algunos plazos de desgravación pueden parecer largos a algunos sectores, sobre el particular existe un doble consenso. Por una parte, los beneficios potenciales son muy grandes, más aún siendo Chile el único socio comercial de Corea que estará en situación de desgravación. Por otra, hubo que acomodar las preocupaciones existentes en ambos países para lograr los equilibrios que acabo de mencionar, que, incluso, en el caso del tratado, excluyó los productos ya indicados.


En cuanto al sector de manufacturas, se abren interesantes perspectivas, en especial para la agroindustria.


En el grupo de embarques no tradicionales destacan los productos industriales, con el 85 por ciento del total, y los alimentos, con el 56 por ciento. Aquí encontramos productos congelados tan importantes como pescados, jamones sin deshuesar y carne de porcino, salmones y meros, y, además, vinos con denominación de origen.


Desde el punto de vista de las regiones, es importante considerar el impacto que significará para cada una de ellas el proceso de apertura hacia Corea del Sur, junto con el Acuerdo con la Unión Europea, cuyo capítulo comercial empezó a regir el 1 de febrero del año en curso. Asimismo, como consecuencia del trabajo de la Comisión especial de esta honorable Cámara, iniciado ayer, esperamos estar pronto en condiciones de aprobar el tratado de libre comercio con los Estados Unidos de América.


Las inversiones de Corea del Sur en Chile, en conformidad con lo que establece el decreto ley Nº 600, son muy bajas; representan un ingreso de sólo 56 millones de dólares. Sin lugar a dudas, la suscripción de este tratado de libre comercio abre en ese sentido perspectivas realmente interesantes, que se incrementan con la existencia de un intercambio comercial entre ambos países; más aún, reitero, cuando Chile será sede de la reunión de Apec en 2004. 


Las economías de Chile y de Corea son complementarias como pocas, lo que, en la práctica, con los debidos resguardos tomados a través de las excepciones y de los plazos de desgravación que hemos comentado en esta Sala, deja satisfechos a todos los sectores productivos. Ello quedó en evidencia durante la negociación del tratado y, al mismo tiempo, por las presentaciones y expresiones de los empresarios e invitados especiales que la Comisión de Relaciones Exteriores tuvo a bien convocar a sus reuniones, las cuales están recogidas en el respectivo informe.


Se trata, además -insisto-, del primer tratado con Corea del Sur, el cual permitirá, junto con la existencia de claras definiciones sobre política interna que nuestro país ha tomado -léase mercado de capitales- en materia de fortalecer los corredores bioceánicos, una conexión interesante entre los países de América Latina y Corea del Sur. Chile es pionero en avanzar en esta dirección.


Finalmente, reitero mis agradecimientos por el trabajo efectuado por ambas comisiones, cuyos miembros dedicaron muchas horas de atención para obtener, felizmente, una aprobación unánime, lo cual refleja las bondades del tratado de libre comercio para nuestro país.


Gracias.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, es evidente que el tratado de libre comercio con Corea del Sur, materia que hoy nos convoca, es de vital importancia para el futuro económico del país. Concordante con ello y como una clara muestra de voluntad de reconocer que en esta materia se están haciendo las cosas de manera adecuada, la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó en forma unánime. De esta manera, el acuerdo, una vez aprobado por esta Sala, será remitido inmediatamente al Senado a fin de que éste lo despache de igual forma.

El tratado de libre comercio entre ambos países es considerado un excelente acuerdo. Corea es un socio atractivo para Chile, pues su economía exhibe altas tasas de crecimiento. Además, este tratado convertirá a Chile en una plataforma de inversiones entre ambas regiones, constituyéndose en un puente transoceánico.


En el ámbito comercial, el arancel promedio que afecta hoy a las exportaciones chilenas es de 14 por ciento; en el sector industrial, en tanto, alcanza a 7 por ciento, y en el agrícola, a 50 por ciento. En este último rubro existen aranceles que, incluso, llegan hasta el ciento por ciento.


Una vez que el acuerdo entre en vigencia, el 87 por ciento de los ítem arancelarios se verá favorecido con desgravación inmediata; a los cinco años se sumará el 6,3 por ciento de los ítem, que constituye el 2,9 por ciento de las exportaciones chilenas, para finalizar, en un período de siete años, con el 97 por ciento de nuestras exportaciones libres de arancel.


El año pasado, Chile exportó ciento treinta y ocho productos al mercado coreano, a través de doscientas cincuenta y una empresas. Con este acuerdo, trece de los veinte principales productos nacionales de exportación tendrán desgravación inmediata, como minerales de cobre y sus concentrados, alcohol metílico, metanol, pasta química de maderas de coníferas, pellets de hierro y pescados congelados.


Las ventajas arancelarias darán estabilidad a las decisiones bilaterales del comercio y la inversión. Asimismo, se contará con un adecuado sistema de solución de controversias, lo que transforma a este tratado en un valioso instrumento para consolidar expectativas favorables de inversión, de exportaciones y de crecimiento.


Estamos en presencia de un muy buen acuerdo, que garantiza un nuevo horizonte comercial y de cooperación entre ambas naciones, y que representa reales posibilidades de crecimiento para nuestro país.


El tratado con Corea no representa una amenaza para ningún sector productivo nacional. Por el contrario, abre a los productores nacionales las puertas del inmenso mercado asiático, toda vez que los países de este continente tienden a actuar como bloque en el ámbito comercial. Si existe un mecanismo formal de ingreso expedito como el que se inicia gracias a este importante acuerdo comercial, en la práctica, los productos nacionales, en su totalidad, entrarán al mercado asiático con un sistema de privilegios recíprocos, enmarcado en el acuerdo que nos convoca hoy.


Son éstas las verdaderas oportunidades que un país como el nuestro no debe dejar pasar, ya que la suscripción de este convenio bilateral implica un reconocimiento a su estabilidad y responsabilidad, pero también conlleva el desafío de mantenerlas en el tiempo.


Corea presenta similitudes con Chile. En décadas pasadas, las políticas económicas de Corea consiguieron atraer la inversión extranjera y las industrias de exportación en desarrollo, lo que dio como resultado una de las economías de crecimiento más rápido del mundo. Corea tiene una política comercial muy estable y razonable, un nivel bajo de proteccionismo, una carga impositiva moderada, un nivel muy bajo de inflación y un muy buen nivel de flujo de capital e inversión extranjera, características todas muy positivas y favorables para la economía chilena.


En cuanto a sus exportaciones, sus principales socios son Estados Unidos de América, Japón, China, Hong Kong y Taiwán. En lo referente a importaciones, sus principales lazos comerciales son con Estados Unidos de América, Japón, China, Australia y Arabia Saudita.


Por todo lo anterior, tengo la certeza de que este tratado amerita un amplio respaldo de nuestra Corporación, pues abre enormes posibilidades para Chile. Por ello, votaré favorablemente este acuerdo.


En ese sentido, anuncio que la Unión Demócrata Independiente, el partido popular más grande en representación parlamentaria, va a apoyar este tratado.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Presidente de la República y a la ministra de Relaciones Exteriores por lograr este acuerdo, aprobado tanto en la Comisión de Relaciones Exteriores como en la Comisión de Hacienda.


Debo recordar que Chile sustenta su nivel de crecimiento y desarrollo en sus exportaciones. El intercambio comercial con Corea del Sur ha crecido desde los 382 millones de dólares registrados en 1990 hasta un máximo de 1.577 millones de dólares. Sólo hubo un balance negativo para Chile en 1998, con motivo de la crisis asiática.


Como se ha señalado, vamos a suscribir un tratado con una nación con 48 millones de habitantes y un ingreso per cápita de 9.400 dólares. Además, Corea ocupa el tercer lugar entre los países asiáticos con mayor flujo comercial con Chile, luego de Japón y China, y el puesto decimotercero entre los países con mayor índice de desarrollo.


Pero lo más importante es destacar que este tratado es el primero que se suscribe entre un país del mundo asiático con otro del mundo occidental, lo que nos da una ventaja comparativa en todos los rubros. 


Quiero señalar, también, que el tratado de libre comercio suscrito con la Unión Europea y los que firmaremos con los Estados Unidos de América y con Corea significan abrir nuestras fronteras hacia mercados que representan el 64 por ciento del total de la economía mundial. Ello va a otorgar grandes ventajas a nuestro país, y también representa un tremendo desafío.


Asimismo, prácticamente todos los sectores de nuestra economía se verán beneficiados; sólo se manifestaron algunas reticencias del sector textil. Pero estimo que, en el futuro, éste también se verá beneficiado.


Por último, y para ser breve -hay mucho interés de mis colegas por participar-, quiero destacar que este tratado une el mundo asiático con el mundo occidental. El tratado entre Corea, que posee alta tecnología, y Chile, que tiene gran necesidad de generar empleo, otorga la posibilidad de hacer joint ventures, de manera que, al unir la tecnología coreana con el esfuerzo chileno de mejorar nuestra economía, podamos acceder a una nueva tecnología, a través de un comercio claro y transparente, que abarca un mercado de 1.200 millones de habitantes.


Tal como dije al inicio de mi intervención, ésta es una excelente oportunidad para que nuestro país crezca en tecnología en un ambiente de transparencia, en el que habrá mejores servicios y mejor inversión, para dar, finalmente, lo que realmente necesita nuestro país: mayor cantidad de empleos, de mejor calidad y con mejores salarios.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Ignacio 
Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, anunciamos nuestro voto favorable al proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado de libre comercio con la República de Corea del Sur, país que tiene un creciente comercio bilateral con el nuestro, con una balanza comercial positivo para Chile.


En primer lugar, fruto de este acuerdo, el 75 por ciento del universo de productos exportados a Corea quedará con arancel cero, lo que es extraordinariamente ventajoso para nuestro país, puesto que, tal como explicó la ministra señora Soledad Alvear, Corea tiene aranceles relativamente altos comparados con los nuestros.


El acuerdo es particularmente ventajoso para productos como la madera, que produce la Décima Región, no obstante que todavía no se avance en la tramitación de la ley de bosque nativo, normativa que nos permitiría sacar mayor provecho del acuerdo.


En segundo lugar, quiero destacar la antigüedad de la cultura coreana, de más de cuatro mil años, y su cultura económica, fundada en la confianza y en el cumplimiento de compromisos.


Como bien señaló el presidente de la Cámara Chileno-Coreana de Comercio, una vez lograda la confianza de una empresa, es fácil ganar la de otras. Asimismo, en el caso de los países asiáticos, una vez conseguida la confianza de un país, es más fácil ganar la de los demás.


Finalmente, quiero mencionar mi preocupación por las sucesivas alzas de impuestos de todo orden que hemos experimentado en el último tiempo, en particular del IVA, que pueden disminuir los beneficios de los tratados comerciales, e, incluso, anularlos.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, valoro el nuevo tratado de libre comercio presentado por la ministra de Relaciones Exteriores, y no puedo dejar de mencionar cuánto ha avanzado nuestro país en esta materia en los últimos años, durante los gobiernos de la Concertación.


Destaco la importancia del tratado con Corea, país muy importante, cuyas exportaciones e importaciones fluctúan, aproximadamente, entre los 168 mil millones de dólares y 152 mil millones de dólares, casi cinco veces la cifra chilena, lo que abre tremendas posibilidades dentro del marco de Apec, y que se suma al resto de los tratados en los que hemos avanzado, tanto con la Unión Europea como con Estados Unidos de América.


El tratado establece una plataforma importante para que Corea opere con otros países de América latina; asimismo, tiende a estimular las inversiones coreanas en Chile 
-cuestión muy importante, puesto que sabemos cuán difícil es atraer capitales a América latina- y estimula, en ese sentido, la alianza estratégica, a través de Chile, de otros países de América latina, con Estados Unidos, Canadá y otras naciones con las cuales hemos aumentado el intercambio comercial.


En relación con este tratado, Chile siempre se ha visto beneficiado, por cuanto la balanza comercial con Corea ha sido positiva. Por lo tanto, no existe el temor de que en la banza haya desequilibrio negativo para nosotros; al contrario, es un tremendo mercado el que se nos abre y, en definitiva, nos permite avanzar mucho desde el punto de vista comercial.


Varios productos, fundamentalmente agrícolas, el cobre y los forestales, los pesqueros y las manufacturas son beneficiados con este tratado; y, por supuesto, es muy interesante el tema de la pequeña y mediana empresa, como las agroindustriales, que también pueden ser una gran fuente de recursos para el país.


Existen aprensiones respecto de la solución de controversias; pero los mecanismos que se fijan son los habituales previstos en la Organización Mundial del Comercio: consultas bilaterales entre las partes y grupos arbitrales. Por tanto, está suficientemente asegurado el tema de la solución de controversias en este tratado.


Otra preocupación son los derechos de propiedad intelectual. En este sentido, existen acuerdos en la Organización Mundial del Comercio y el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (Adpic). Se trata de normas generales, armonizaciones legislativas que debemos consagrar en virtud de estos tratados internacionales, en los cuales participan la mayoría de los países que hoy tienen intercambio comercial.


El tratado deja fuera algunos productos sensibles para Corea y para Chile, lo que es normal dentro de un instrumento de esta naturaleza. Además, desgrava rápidamente nuestros productos sensibles, como textiles, algunos aceros, calzado, neumáticos nuevos, con una desgravación de trece años con cinco de gracia.


Sin duda alguna, la agrícultura será la más beneficiada, por cuanto Chile no importa productos agrícolas desde Corea. Desde el punto de vista agrícola, ese país no puede competir con nosotros. Sí se verán beneficiadas las exportaciones de carnes blancas, productos agrícolas y forestales, que, obviamente, están comprendidos en este tratado.


Es un tratado muy importante, por cuanto Corea es un gran socio de Chile en el tema comercial. Siempre la balanza ha sido favorable para nosotros, salvo en 1998. Por lo tanto, es una gran oportunidad para Chile.


Felicito a la señora ministra de Relaciones Exteriores por este tratado que se suma al firmado con la Unión Europea y a otro que está a punto de suscribirse con Estados Unidos.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, en razón de lo que hemos escuchado hasta el momento aquí y en otras conversaciones informales y, además, de lo expuesto en las comisiones de Hacienda y de Relaciones Exteriores, no cabe duda alguna de que este tratado será aprobado por la unanimidad de los parlamentarios.


Con este tratado, Chile ingresa en forma dinámica y pujante al mercado asiático, tan importante para nosotros. La totalidad de los productos señalados en los documentos, que serán motivo de una importante iniciativa para incorporar mayor cantidad de exportaciones, permite pensar que el aumento de ellas será muy favorable para el país. 


Por lo demás, las medidas de protección de algunos productos que necesitan un tratamiento especial tal como también lo pidió Corea, significan que el tratado ha sido muy bien estudiado por la agrupación de funcionarios y personas que intervinieron en su elaboración, lo que ha estimulado lo que desde ayer empezamos a analizar en la Comisión de Relaciones Exteriores: el tratado de libre comercio con Estados Unidos.


En relación con la Novena Región, no aparecen puntos importantes, pero cabe señalar que, lamentablemente, en esta región no tenemos puerto de exportación. Lógicamente, muchas mercaderías, especialmente en el caso de la fruta, no figuran como un rubro importante de exportación, porque otros lugares cuentan con cámaras de frío y las correspondientes envasadoras. 


Esperamos que los agricultores y empresarios de la Novena Región se preocupen del tema, porque es lamentable que aparezcamos disminuidos en las estadísticas como entes exportadores.


En el caso de las salsas de tomates, es bueno señalar que el tratado de libre comercio las deja inmediatamente con arancel cero. Debemos recordar que los tratados de libre comercio con la Unión Europea y con Estados Unidos establecieron cuatro y doce años, respectivamente, para llegar a ese arancel. En consecuencia, existe la posibilidad de que este acuerdo permita aumentar su producción en forma considerable, pues todos sabemos que la salsa de tomates es un componente importante en la comida chatarra. 


¿Por qué la menciono en forma especial? Porque Ángol y Renaico, que forman parte de mi distrito, son grandes productores de tomates. Incluso, estamos orgullosos de que el tomate angolino sea preferido por el consumidor debido a su alta calidad.


Los antecedentes que entregaron otros colegas en relación con los porcentajes, la importancia y el cambio que se producirá en el aumento de la producción, lo que lógicamente generará un incremento del empleo que no podemos cuantificar, nos hace mirar con optimismo no solamente este tratado, sino también el de la Unión Europea. Precisamente, la prensa señala hoy que, entre enero y julio del presente año, las exportaciones hacia la Unión Europea han aumentado en 10 por ciento.


Por lo tanto, es lógico suponer que este tratado, que tendrá efecto a los pocos días de su aprobación por los Congresos de ambos países, también producirá un impacto importante en la creación de empleo, al igual que cuando entre a regir el tratado de libre comercio con Estados Unidos. 


Además, destaco que durante las conversaciones con los representantes de diversos organismos empresariales, exportadores, productores avícolas, etcétera, todos estuvieron de acuerdo en que este tratado será favorable para nuestro país. Hubo cierta reserva del sector textil, por cuanto ha sido afectado por economías extranjeras que no cuentan con una legislación que permita controlar el trabajo de menores, que otorgue beneficios provisionales similares a los que tienen nuestros trabajadores o que permita fiscalizar con fuerza sus leyes laborales.


Por lo tanto, podemos decir con satisfacción que la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana ha despachado el tratado en un tiempo relativamente corto, el cual va a propiciar y a permitir que nuestro país siga en un camino ascendente en materia de exportaciones, lo que, indudablemente, significará más trabajo para nuestra gente, materia que nos debe preocupar.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo para extender el debate hasta las 13.30 horas, porque aún hay varios diputados inscritos?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, manifiesto mi agrado por la relación entregada por los diputados informantes y por el énfasis y la alegría puestos en su intervención por la señora ministra de Relaciones Exteriores, lo que demuestra lo compenetrada que está con el tratado, uno de los mejores que la Cancillería ha logrado en los últimos años. También atribuyo este logro a nuestro embajador Osvaldo Rosales y al equipo de la Cancillería, encabezado por el señor Gonzalo Arenas. Según los antecedentes que tenemos, ellos siempre nos entregaron toda la información necesaria para mejor entendimiento nuestro de un tratado de esta importancia.


Pese a la distancia, Corea del Sur es un país que comparte con Chile ciertas características que se deben destacar. Para que un país pueda hacer negocios en el mundo y relacionarse políticamente con otras potencias, no basta con que tenga libertades económicas, como se ha expuesto aquí, sino que, además, se le exige que existan libertades políticas y democracia. En suma, el régimen que tenemos nos da fortaleza para llegar a un acuerdo de tal magnitud. Aquí existe respeto a los derechos del hombre.


La primera de estas características es que Corea del Sur, en su historia política e institucional, también ha estado marcada por dolorosos hechos de sangre y por separaciones entre connacionales, situación que permanece hasta hoy. La existencia de dos Coreas, una abierta al mundo y otra totalitaria, es un hecho que nos debe llamar la atención, más aún cuando demuestran tan disímiles niveles de desarrollo social y económico.


Otro factor importante es que Corea del Sur ha vivido un proceso de transición democrática similar al nuestro. Su democracia, también naciente, ha servido de impulso a su inserción en el comercio internacional, pues el modelo exportador coreano, que se basa en el desarrollo de alta tecnología, también comenzó en tiempos difíciles. A mi modo de ver, este punto es base fundamental del tratado.


Los diputados informantes y quienes han intervenido señalaron que Corea del Sur es el cuarto destino de nuestras exportaciones, según los parámetros que se tomen para medir este factor.


Muchos parlamentarios no saben que Corea del Sur tiene casi 50 millones de habitantes y ahora no se enteran, porque prefieren comentar asuntos ajenos al que se está tratando, lo que deberían hacer en el living ubicado detrás de la testera. Cuando queremos entrar en un debate serio y responsable, nos encontramos con que todos conversan y nadie sabe lo que se está tratando. Deseo que quienes están conversando y comentando temas que nada tienen que ver con el tratado, aprendan un poco de quienes creemos entender estos temas por haberlos estudiado.


En este tratado hay factores estratégicos que van más allá de la sola potenciación de los intercambios bilaterales. La señora canciller señaló que es la primera vez que Chile firma un acuerdo de libre comercio con una economía asiática. Agregó que Corea es la cabeza de playa de futuros emplazamientos de nuestra acción internacional hacia otros países de la región del Asia-Pacífico, que deben motivarnos a actuar con mucha decisión en esta materia.


Como bien señala el informe, los aranceles de la República de Corea son altos. Varían desde niveles del 7 por ciento hasta el 50 por ciento, especialmente en el sector agrícola, en el cual abundan aranceles sobre el 40 por ciento y no son escasos los superiores al ciento por ciento, por lo que resulta fundamental para nuestros productos del agro que se apruebe este tratado, con el objeto de aumentar su competitividad en el país de destino.


Esto me da fuerza para no aceptar el, a mi juicio, mal redactado informe financiero, que señala que la pérdida por recaudación fiscal ascenderá a 30,8 millones de dólares durante el primer año, pero que no dice que después de tres años existe la posibilidad de lograr saldos positivos.


Reitero, el informe financiero de Hacienda no me agrada y no estoy muy conforme con su redacción, pero ello no resta importancia al tremendo significado que tiene este tratado internacional para nosotros.


En consecuencia, en nombre de la bancada del Partido por la Democracia, anuncio nuestro voto favorable y destaco nuevamente el agrado con que la distinguida señora canciller y los señores Osvaldo Rosales y Gonzalo Arenas están entregando al país este acuerdo que, a mi modo de ver, es piloto en Sudamérica.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Les ruego a los señores diputados hablar un máximo de cuatro minutos, a fin de dar la oportunidad de intervenir a todos los inscritos.


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señora Presidenta, el tratado de libre comercio negociado entre Chile y la República de Corea establece una nueva alianza entre ambos países de proyecciones estratégicas, en un escenario global y regional en pleno cambio. Como aquí se ha señalado, se trata no sólo del primer acuerdo comercial que concreta Corea, sino también del primer acuerdo de libre comercio entre una economía asiática y otra extra asiática.


La historia de Corea de los últimos cincuenta años está llena de encuentros y desencuentros. En agosto de 1946, se establece la República de Corea en la zona sur de la península del mismo nombre, con su capital Seúl, después de una sangrienta guerra que la deja en una situación de extrema pobreza. Su ingreso per cápita no superaba los 300 dólares, mientras que el de Chile ascendía a alrededor de 500 dólares.


En la actualidad, el ingreso per cápita de Corea alcanza a 9.400 dólares, mientras que el de Chile no supera los 4.500 dólares. Es como para preguntarse a qué se debe este crecimiento espectacular que ha tenido Corea con respecto a Chile.


Corea, con una población cercana a los 47 millones de habitantes y con un ingreso per cápita, como señalé, de 9.400 dólares, es hoy la decimotercera economía mundial en tamaño -medida de acuerdo con su producto geográfico bruto- y una de las de mayor crecimiento, registrando niveles sostenidos de expansión en torno al 9 por ciento en la década de los años 80 y al 6 por ciento en la de los años 90.


Corea es uno de los socios más antiguos e importantes de Chile en Asia-Pacífico, principal región de destino de nuestras exportaciones.


En 2002, Corea ocupó el décimo lugar entre nuestros socios comerciales, con un intercambio de bienes y servicios de casi 1.150 millones de dólares. Durante ese año, fue el tercer destino de las exportaciones chilenas al Asia, después de Japón y de China, que tienen un tamaño mucho mayor, y el séptimo a nivel mundial.


El tratado de libre comercio es un poderoso instrumento de complementación de las economías asiáticas y latinoamericanas, de modo que se proyecten hacia nuevos ámbitos de relaciones económicas e involucren un universo mayor de empresas y de agentes económicos, en especial a las pequeñas y medianas empresas.


Por la cobertura y profundidad del acuerdo, también constituye un aporte significativo en los avances que se logren en las negociaciones multilaterales de la Ronda de Doha, que se efectuará próximamente en México. En dicha ronda se pretende lograr que los países desarrollados dejen de subsidiar a sus productos agrícolas. Esperamos que en México también tengamos una ayuda real de Corea en ese aspecto.


En resumen, estamos ante un tratado de muy buen nivel tanto para Corea como para Chile. Creemos que Corea, de acuerdo con sus índices de crecimiento -uno de los más altos después de China- es un potencial mercado de insospechadas perspectivas para Chile.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, lo que debo señalar es muy breve, porque en mi calidad de diputado informante expresé los elementos centrales del tratado de libre comercio con Corea del Sur.


Sólo quiero destacar un factor que es esencial -lo manifesté ayer en la Comisión especial encargada de analizar el tratado de libre comercio con Estados Unidos- y que está implícito en todos los tratados de libre comercio: la generación de certezas. Al existir un instrumento jurídico como los tratados de libre comercio, las partes pueden tener certeza en cuanto a la evolución, al desarrollo y a las reglas del juego en su relación comercial. De esa manera, se evita que existan medidas unilaterales adoptadas por una u otra parte. El tema del comercio internacional es sensible. Cuando no hay reglas del juego claras, que sólo las puede dar un instrumento jurídico eficiente, como los tratados de libre comercio, lo que se afecta es la planificación y la visión de mediano y largo plazo en torno al comercio internacional.


En el caso de Corea del Sur, estamos hablando de un Estado que forma parte de la región que constituye el principal destino de nuestros productos de exportación. Como se ha expresado tanto en el informe como en el debate y en la exposición de la ministra, Corea es una de las economías más dinámicas de esa región. En ese sentido, tener un tratado de libre comercio que otorgue certezas jurídicas y reglas del juego claras es muy importante.


Además, no podemos dejar de lado en el análisis de esta normativa jurídica un aspecto que es vital, cual es tener sistemas idóneos de solución de controversias. Cuando no hay relaciones, no hay nada en este plano que pueda generar algún punto de vista dispar entre las partes. Sin embargo, si existe una fluida relación comercial, la posibilidad de controversias surge como algo natural. Por lo tanto, tener mecanismos idóneos de solución de controversias es muy importante.


En el marco global están las normas de la Organización Mundial de Comercio, pero también en estos tratados de libre comercio -y es el caso del Tratado con Corea- tenemos aspectos específicos normativos para solucionar controversias.


Quiero destacar este punto pues no sólo es importante la parte sustantiva relacionada con el intercambio comercial, sino también aquello que está en la línea de prevenir situaciones y de establecer mecanismos seguros para resolver litigios.


Todo lo demás está en la línea de lo que ya ha sido señalado, como la magnitud del comercio, el hecho de que la economía coreana funciona con aranceles altos en rubros variados y que, por esta vía, se va configurando un marco claro y cierto de un proceso de desgravación, en el cual algunos productos, una vez entrado en vigor el tratado, podrán entrar inmediatamente en el mercado coreano con arancel cero. A la vez, en nuestro país se producirá todo un proceso de oportunidades en el acceso a productos que indudablemente formarán parte del proceso de dinamismo de nuestra economía.


Por todas estas razones, el proyecto contará con nuestro voto favorable.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Carmen Ibáñez.


La señora IBÁÑEZ (doña Carmen).- Señor Presidente, hoy nuestra Cámara tiene que votar el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado de libre comercio que nuestro país suscribió con Corea el 15 de febrero de este año.


Ésta es una muestra de los reales efectos del fenómeno de la globalización en la vida de las personas comunes y corrientes.


¿Por qué digo esto? Porque se trata de un acuerdo histórico, ya que es el primer tratado de libre comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental, logro que distingue a nuestro país como pionero en la apertura y profundización de vínculos con el Asia-Pacífico.


El tratado de libre comercio, sometido a la consideración de nuestra Cámara, dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos de exportación que son realmente claves para nosotros. De esta manera, los exportadores chilenos, por ser éste el único Tratado de Libre Comercio negociado con la República de Corea, disfrutaran de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos y, particularmente, para productos pesqueros.


Por todo lo anterior, hoy daremos un paso importante, en aras del progreso de nuestro país, al aprobar este Tratado.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Tarud.


El señor TARUD.- Señor Presidente, cuando en 1994 nuestro país ingresó a la Apec, en Bogor, Indonesia, muchos se preguntaron para qué era esa asociación. Y hoy, cuando vemos los resultados de lo que ha significado nuestra inserción en Asia, tanto en el ámbito económico como político, la ciudadanía lo ha entendido claramente.


Un acuerdo de libre comercio significa la inserción, a paso firme, en Asia. Ésta representa, para Chile, el tercio de sus exportaciones globales, es decir, significa trabajo para muchos chilenos y chilenas. 


Incluso, entre los países que integran la Asean, Asociación de Naciones del Sudeste Asiático, no existe un acuerdo de libre comercio como el que ha logrado un país, como el nuestro, tan distante geográficamente. Éste es un hecho que debemos valorar, por cuanto también significa un adelanto de lo que Chile puede lograr con otras naciones del Asia como, por ejemplo, la República Popular China, potencia mundial que representa el cuarto punto de destino de nuestras exportaciones globales.


Quiero felicitar al Gobierno y a la canciller, señora Soledad Alvear, como también a los asesores que participaron en este gran acuerdo, que nos abrirá las puertas de esa región.


En los acuerdos de libre comercio siempre habrá sectores afectados, como el agrícola, por ejemplo. Sin embargo, en este caso, los agricultores nacionales quedarán en una excelente posición exportadora.


En esta materia, al Congreso Nacional le compete una importante labor: intensificar los lazos de amistad entre Asia y Chile. Pero no sólo con los parlamentos, sino también con los dirigentes políticos, por cuanto existe un perceptible distanciamiento en estos ámbitos. Debemos conocernos mejor. Las relaciones económicas y políticas tienen que ir a la par. Que nada signifique para Chile que mañana, en Corea del Sur o en Japón, cambie el gobierno. Las relaciones de estabilidad se dan trabajando a la par.


Por eso, llamo a mis colegas a que trabajemos nuestras relaciones políticas con el Asia.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día.


Cerrado el debate.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, 
Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier, Longueira, Luksic, Martínez, 
Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Rojas, 
Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock, 
Walker y Girardi.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel) y Sepúlveda (doña 
Alejandra).


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra la ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad 
Alvear.


La señora ALVEAR, doña Soledad 
(ministra de Relaciones Exteriores).- Señora Presidenta, quiero agradecer sinceramente el trabajo realizado por las comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, por cuanto destinaron muchísimo tiempo a fin de elaborar los informes que hoy hemos conocido. También quiiero agradecer los aportes que se han hecho durante la discusión en la Sala. Estamos convencidos de que éste es un gran tratado que abrirá nuevas oportunidades para Chile. En ese sentido, no quiero sino agradecer el apoyo tan sustantivo de esta Corporación.


Muchas gracias.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

MANTENCIÓN DE HOSPITALES TIPO CUATRO Y MAYORES RECURSOS PARA SU FUNCIONAMIENTO.


El señor SILVA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 257.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 257, de los diputados señores Barros, Bauer, Errázuriz, Pérez, don Aníbal, y de la diputada señora 
Sepúlveda, doña Alejandra.


“Considerando:


Que la Federación de Funcionarios de la Salud (Fenats) de la Sexta Región, del Libertador General Bernardo O’Higgins, ha planteado su preocupación por las ‘medidas restrictivas que han estado adoptando las autoridades sanitarias hacia los hospitales tipo 4’, lo que se traduce en contar cada vez con menos recursos para atender necesidades de salud de los usuarios del sistema público.


Que, por la congelación de las plantas de personal, la negativa a proveer oportunamente los cargos vacantes, efectuar reemplazos, otorgar horas extraordinarias necesarias para el buen funcionamiento del servicio, se ha provocado un deterioro en la calidad y en la cantidad de atenciones.


Que si bien la situación anterior afecta a los hospitales de las comunas de Graneros, Coinco, Peumo, Pichidegua, Lolol, Litueche, Marchigüe, Chimbarongo, Nancagua y Pichilemu, es un fenómeno que podría estar ocurriendo en el resto del país.


Que la Fenats de la Sexta Región teme -debido a informaciones de prensa no desmentidas- que exista un plan subterráneo para llevar a cabo el término de los hospitales tipo 4 y su transformación en consultorios, dado que su mantenimiento no resulta rentable.


Que lo anterior ha sido categóricamente desmentido por el ministerio, no obstante lo cual persiste la falta de recursos en los términos planteados anteriormente. 


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a US. que reitere por escrito que los hospitales tipo 4 no desaparecerán para transformarse en consultorios y que reponga los recursos que permitan terminar con el 
congelamiento de las plantas de personal, efectuar reemplazos y pagar las horas extraordinarias necesarias para el buen funcionamiento de dichos servicios”.

El señor SILVA (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Alejandra 
Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, diputados de la Sexta Región hemos presentado este proyecto de acuerdo por la preocupación de que los hospitales tipo cuatro dejen de utilizarse o no cumplan las mismas funciones que los otros centros asistenciales, sobre todo en las comunas de San Vicente, Peumo, Chimbarongo y Pichidegua y en aquellas representadas por los diputados Eugenio Bauer y Ramón Barros.


Por eso, pedimos al ministro de Salud que reitere por escrito que los hospitales tipo cuatro no desaparecerán y, al mismo tiempo, que contarán con los recursos necesarios para entregar ayuda asistencial sobre todo a las personas más humildes, que más lo necesitan y que siempre acuden a esos establecimientos.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Barros.


El señor BARROS.- Señor Presidente, todos aquellos que representamos zonas rurales constatamos, día tras día, el drama que sufren las personas que buscan atención de salud en nuestros distritos. 


Por ello y de acuerdo con lo señalado por la diputada señora Sepúlveda, hacemos un llamado a adoptar medidas que tiendan a resolver ese problema.


Hemos sido contactados por dirigentes de la salud, durante nuestros recorridos distritales, quienes permanentemente nos piden “salvavidas”, puesto que son dramáticas las condiciones en que hoy operan, particularmente en los sectores rurales.


Solicito a los señores diputados apoyar este proyecto de acuerdo y al ministro, independiente del curso que tome el plan Auge, dictar las políticas que posibiliten una mejor atención de salud para la gente y un buen ambiente de trabajo para los funcionarios de esos hospitales.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, el proyecto está mal planteado. En sus conclusiones pide que se acuerde “reiterar por escrito que los hospitales tipo cuatro no desaparecerán para transformarse en consultorios”. Sin embargo, en los considerandos se plantea que los hospitales tipo cuatro tengan más recursos. Me parece que son dos aspectos distintos y contradictorios.


En segundo lugar pide “reponer los recursos que permitan terminar con el congelamiento de las plantas de personal, efectuar reemplazos y pagar las horas extraordinarias necesarias para el buen funcionamiento del servicio”. Esto es diferente.


El Ministerio de Salud ha demostrado que los hospitales tipo cuatro tienen muy bajo rendimiento. El nivel de ocupación de las camas no supera el 40 por ciento, lo que significa que el 60 por ciento están desocupadas. Una buena cantidad de estos hospitales pueden ser convertidos en consultorios, lo que sería mejor, pero con una buena relación con el hospital base, regional o cabecera de provincia, de tal manera que los médicos de estos establecimientos atiendan en los consultorios. No me parece bueno que esos hospitales mantengan una cantidad de camas desocupadas y un bajo rendimiento.


Por esa razón, votaré en contra.


He dicho


El señor SILVA (Vicepresidente).- Tiene la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo, el diputado señor Juan 
Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, me parece bien lo planteado por los señores diputados, porque la salud debe ser una preocupación prioritaria de todos.


Sobre la materia, quiero señalar que ante la inquietud de que algunos hospitales tipo cuatro se iban a cerrar, el ministro de Salud hizo llegar a la Comisión, y a este parlamentario en particular, un oficio manifestando que eso no es así.


A mi juicio, no hubo un estudio acabado y profundo de la situación por quienes presentaron el proyecto de acuerdo. Más bien, se actuó precipitadamente.


El Ejecutivo sigue adelante con el plan Auge, que les dará más autonomía y dotará de mejor forma a esos hospitales, por lo tanto, seguir ahondando en el tema, lo único que provocará es inquietud en la población y en los profesionales y personal que trabaja en estos hospitales.


Ayer me entrevisté con el intendente, el secretario ministerial y con el director del servicio de salud de la Sexta Región para empezar a trabajar en equipo con los parlamentarios que la representan, con el fin de armar la red asistencial que nos corresponde como región y que está dispuesta en la ley. Tenemos que llevar tranquilidad a todas las comunas y no aumentar el descontento.


Debemos ser positivos y trabajar juntos para que la atención de salud mejore cada día más en la Sexta Región.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez, Álvarez-Salamanca, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Cardemil, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Delmastro, Díaz, Encina, Escalona, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Ibáñez (don Gonzalo), Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Lorenzini, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Palma, Pérez (don José), Quintana, Recondo, Rojas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura)l, Tapia, Tuma, Uriarte, 
Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, 
Vilches y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Caraball (doña Eliana), Cornejo, 
Masferrer, Melero, Molina, Mora, Olivares, Ortiz y villouta.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bayo y Egaña.

-o-


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, me gustaría saber qué ocurre con el proyecto de acuerdo Nº 255.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Está suspendido.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- ¿Quién lo suspendió?


El señor SILVA (Vicepresidente).- Usted misma, señora diputada.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Sí, pero mi petición era para la sesión pasada. Por lo tanto, debe discutirse en esta sesión.


El señor SILVA (Vicepresidente).- Señora diputada, para ello debe renovarlo.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, pido que recabe la unanimidad de la Sala para poner en discusión el proyecto de acuerdo Nº 255, cuya discusión se encuentra bastante atrasada.


El señor SILVA (Vicepresidente).- ¿Habría unanimidad para acceder a lo solicitado.


No hay acuerdo.

-o-

INFORMACIÓN SOBRE DETENCIÓN DE MENORES DE EDAD EN BASE MILITAR NORTEAMERICANA DE GUANTÁNAMO.


El señor SILVA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 258, de los señores Walker, Paredes, Ortiz, Tapia, y de las señoras Caraball, doña Eliana, y Tohá, doña 
Carolina.


“Considerando:


Que la prensa internacional ha denunciado la existencia de detenciones de menores de edad en la base militar de Guantánamo, menores que pertenecerían al grupo terrorista Al Qaeda y al movimiento fundamentalista islámico Talibán, los que habrían sido trasladados desde Afganistán.



Que, frente a estas denuncias, la organización protectora de los derechos humanos, Human Rights Watch, instó al Gobierno de EE.UU., en abril de 2003, a respetar los derechos humanos del grupo de menores detenidos de forma indefinida en la base, indicando que la detención ‘injustificada’ de aquellos menores pone en peligro su bienestar, particularmente porque son sometidos a interrogatorios y no tienen acceso a un abogado.


Que la respuesta entregada en este punto por el jefe del Estado Mayor Conjunto estadounidense, general Richard Myers, señaló que, al igual que los adultos, los menores no han sido acusados formalmente de delito alguno, pero se consideran ‘combatientes enemigos’, por lo que no tendrían derechos legales bajo la Convención de Ginebra.


Que es necesario conocer la situación actual de los detenidos en la base militar de Guantánamo, especialmente si existieran entre ellos menores, así como el cumplimiento de la normativa internacional vigente en materia de derechos humanos.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a US. que se sirva recabar toda la información pertinente de Human Rights Watch y de la Embajada de Estados Unidos en Chile, en relación con las detenciones de menores de edad efectuadas en la base militar norteamericana de Guantánamo”.


El señor SILVA (Vicepresidente).- para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, el proyecto nace a raíz de la inquietud de muchos diputados por lo que ha informado la prensa internacional en torno a la existencia de menores de edad detenidos en la base militar de Guantánamo. Se dice que muchos de ellos pertenecerían al grupo terrorista Al Qaeda y al movimiento fudamentalista islámico Talibán, y que habrían sido trasladados a ese lugar desde Afganistán.


En abril de 2003, la organización protectora de los derechos humanos Human Rights Watch instó al Gobierno de Estados Unidos a respetar los derechos humanos del grupo de menores detenidos por tiempo indefinido en dicha base e indicó que con esas detenciones “injustificadas” se ponía en peligro su integridad física. 


La respuesta entregada por el jefe del estado mayor conjunto estadounidense, general Richard Myers, señaló que, al igual que los adultos, los menores no han sido acusados formalmente de delito alguno, pero que se consideran combatientes enemigos, por lo que no tendrían derechos legales bajo la Convención de Ginebra.


Nosotros siempre nos preocupamos de los derechos humanos, donde sea que se afecten, sin importar el tinte ideológico que tengan los gobiernos de turno. Queremos que se respeten los derechos humanos y la normativa internacional respectiva.


Por lo tanto, solicitamos que se oficie al ministro de Relaciones Exteriores, para que recabe a Human Rights Watch y a la embajada de Estados Unidos, todos los antecedentes sobre a las posibles detenciones de menores de edad en la base militar norteamericana de Guantánamo. 


He dicho.


El señor SILVA (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SILVA (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Araya, Ascencio, Bauer, Bayo, Becker, Burgos, Caraball (doña 
Eliana), Correa, Delmastro, Escalona, 
Espinoza, Galilea (don José Antonio), Hales, Jaramillo, Jarpa, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don 
Pedro), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tuma, Vilches, Villouta y Walker.

VII. INCIDENTES

SITUACIÓN DEL PROYECTO ALUMYSA. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, esta tarde la Comisión de Hacienda continuará analizando el proyecto relativo al mercado de capitales, oportunidad en que recibirá la visita de representantes de la Cámara de Comercio de Santiago, quienes recientemente dieron a conocer una información que llama profundamente la atención, ya que, según las estadísticas que ellos manejan, las inversiones chilenas en el extranjero alcanzan aproximadamente los 30 mil millones de dólares. Lo curioso es que en el primer semestre de este año tales inversiones habrían crecido en 22 por ciento, lo que resulta tremendamente preocupante para este parlamentario, porque, lamentablemente, por otro lado se han suspendido o paralizado grandes proyectos de inversión en el país, como el de Alumysa, situación que tiene preocupada a la región de Aysén, dado que contempla inversiones cercanas a los 2.500 millones de dólares.


Cierto es que hay varios parlamentarios que se oponen a la realización de este tremendo proyecto en el sur de nuestro país; sin embargo, con las tecnologías que hoy existen se pueden realizar proyectos como el de Alumysa sin afectar la producción de salmones –cuestión que preocupa a algunos diputados-, como queda demostrado con el ejemplo de Noruega, principal productor de salmones en el mundo.


Por lo tanto, en el momento oportuno, se podría llegar a un acuerdo entre quienes difieren acerca de la realización de este proyecto, para no dejar escapar la inversión extranjera que llega con gran sacrificio a nuestro país, en este caso, cerca de 3 mil millones de dólares.


En consecuencia, solicito se oficie al ministro de Minería y al ministro presidente de la Comisión Nacional de Energía para que nos informen acerca de la situación de este proyecto de inversión que está a punto de perderse por –tal vez- haber faltado el ánimo y la ayuda necesaria de nuestro Gobierno.


Sin duda, será muy bueno escuchar esta tarde a los representantes de la Cámara de Comercio de Santiago sobre el tema que es objeto de su preocupación, en cuanto a la inversión de capitales chilenos en el extranjero.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo manifiestan.


Tiene la palabra el diputado señor 
Leopoldo Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, sólo deseo clarificar algunos dichos -sin duda, fueron pronunciados con la mejor intención- emitidos por el colega de mi partido, diputado señor Jaramillo, respecto del proyecto Alumysa, una suerte de fantasma del que se viene hablando desde hace casi 15 años en la región que represento.


Hoy, una de las principales crónicas publicadas en “El Mercurio” deja la sensación ante la opinión pública de que el proyecto prácticamente estaba listo y que se habría ido a “pique” debido a una intervención hecha por el Presidente de la República en Puerto Chacabuco. Eso no es efectivo, como tampoco lo es que el Gobierno se esté oponiendo a su realización. Sí es efectivo que el proyecto debe cumplir todas las exigencias medioambientales, porque es sabido que las industrias productoras de aluminio son muy contaminantes, razón por la cual en los últimos 25 años ningún país desarrollado ha otorgado autorización para que ellas funcionen. Quienes intentan instalar plantas de aluminio buscan emplazarlas en países en vías de desarrollo o subdesarrollados, que cuentan con energía eléctrica barata, lo que constituye la clave del negocio.


Repito, he querido clarificar este punto para que no quede la sensación de que el Presidente de la República echó a “pique” el proyecto. Sus proponentes, particularmente la empresa Noranda, utilizaron ese argu​mento para retirar un proyecto que, tal como estaba planteado, presentaba objeciones medioambientales insalvables si se llegaba a emplazar en la bahía de Puerto Chacabuco.


En lo personal, me gustaría que en el país se desarrollaran proyectos tan importantes como Alumysa. Sin embargo, es necesario respetar lo que señala la legislación y cuidar el medioambiente. No por el espejismo de una visión cortoplacista vamos a liquidar la vocación medioambiental que anima a 
Aisén. A largo plazo, ese proyecto tampoco es adecuado ni apunta al desarrollo de la región. Para ello, hay que buscar proyectos que se relacionen con ese espíritu medioambiental, es decir, con el turismo, la pesca y la acuicultura, áreas que se desarrollan exitosamente en la región.


He dicho.

ACTUACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EN HECHOS ACAECIDOS EN 1973.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el turno del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO (de pie).- Señor Presidente, intervendré desde este podio porque considero que el tema a abordar lo amerita.


Haré uso de algunos minutos para cumplir con un imperativo personal de carácter político, ético y moral relacionado con lo que hoy significa recordar lo sucedido hace treinta años.


Mi intención no es polemizar ni hacer juicios marcados por ideologismos que ahondan las diferencias y dificultan la verdadera reconciliación.


Todo Chile es testigo de una verdadera andanada de opiniones, algunas objetivas e informadas, otras subjetivas y carentes de base, que mediatizan la verdad histórica difícil de precisar para los actores de ayer e imposible de hacerlo para los que no lo fueron, quienes reciben antecedentes muchas veces sesgados que limitan una visión clara y objetiva.


El valiente, rescatable y verdadero mea culpa de quienes reconocen haber pecado de ceguera ideológica o el error de haber alentado la lucha de clases, dividiendo gravemente a la sociedad en esa década, aún es cuestionada por algunos y desorienta claramente a la juventud.


Este diputado del distrito 48 lo era también en agosto de 1973, al igual que mi compañero de bancada, Maximiano Errázuriz. Teníamos en ese entonces, y tenemos hoy, las mismas atribuciones y responsabilidades como representantes del pueblo. En el cumplimiento de esas funciones fue que ayer nos sentimos conminados por la civilidad para actuar en la forma que permitía y mandataba la Constitución: fiscalizar los actos del Gobierno.


Cuando ya la Contraloría General de la República había hecho presente las violaciones a sus atribuciones de que estaba siendo objeto, y la Corte Suprema, por unanimidad, el 26 de mayo de 1973, se dirigía al Presidente de la República “representándole por enésima vez la actitud ilícita de la autoridad administrativa y el desprecio abierto y voluntario por los fallos judiciales, generando una crisis en el Estado de Derecho y el quiebre perentorio o inminente de la legalidad de la nación”, el Poder Legislativo, del cual formábamos parte, no podía desoír la voz del pueblo, expresada multitudinariamente en diferentes oportunidades y formas.


Es así como llegamos al 22 de agosto de 1973. Ese día un grupo de diputados presentó un proyecto de acuerdo, precedido de quince considerandos, todos muy graves, de los que destaco por ser pertinentes, los siguientes: 

“a.
Que en lo que se refiere a la Contraloría General de la República -un organismo autónomo esencial para el mantenimiento de la juricidad administrativa-, el Gobierno ha violado sistemáticamente los dictámenes y actuaciones destinados a representar la ilegalidad de los actos del Ejecutivo o de entidades dependientes de él. 

b.
Lo que tiene la más extraordinaria gravedad ha hecho tabla rasa de la alta función que el Congreso tiene como Poder Constituyente, al negarse a promulgar la reforma constitucional sobre las tres áreas de la economía, que ha sido aprobada con estricta sujeción a las normas que para este efecto establece la Carta Fundamental.

Se concluía con el acuerdo que establecía: 


Primero.- Representar a su Excelencia el Presidente de la República y a los señores ministros de Estado, miembros de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Carabineros el grave quebrantamiento del orden institucional y legal de la República que entrañan los hechos y circunstancias referidos en los considerandos Nºs 5º a 12 precedentes; 


Segundo.- Representarles, asimismo, que en razón de sus funciones, del juramento de fidelidad a la Constitución y a las leyes que han prestado y, en el caso de dichos señores ministros, de la naturaleza de las instituciones de las cuales son altos miembros y cuyo nombre se ha invocado para incorporarlos al Ministerio, les corresponde poner inmediato término a todas las situaciones que infringen la Constitución y las leyes, con el fin de encauzar la acción gubernativa por las vías del derecho y asegurar el orden constitucional de nuestra patria y las bases esenciales de convivencia democrática entre los chilenos;


Tercero.- Declarar que, si así se hiciere, la presencia de dichos señores ministros en el Gobierno importaría un valioso servicio a la República. En caso contrario, comprometerían gravemente el carácter nacional y profesional de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Carabineros, con abierta infracción a lo dispuesto en el artículo 22 de la Constitución Política y con grave deterioro de su prestigio institucional, y 


Cuarto.- Transmitir este acuerdo a su Excelencia el Presidente de la República y a los señores ministros de Hacienda, Defensa Nacional, Obras Públicas y Transportes y Tierras y Colonización.”


Dios guarde a vuestra Excelencia. 


Luis Pareto González, Presidente. 


Raúl Guerrero Guerrero, Secretario. 


Esta iniciativa fue aprobada por 81 votos a favor y 47 en contra. Esa fue la posición de la Cámara de Diputados en 1973.


Reitero que mi deseo no es abrir polémica ni debate alguno, pero permítaseme recordar y relevar este hecho objetivo, puntual y determinante en el devenir histórico de Chile.


No fue un acto irracional, irreflexivo o improvisado, sino el producto de un análisis serio, racional, muy meditado, en el que jugaron un papel decisivo personalidades políticas como Patricio Aylwin, Claudio Orrego, Mario Arnello, Francisco Bulnes, Enrique Ortúzar y varios otros.


Como diputado de ese período, hoy reafirmo mi convicción de que hicimos lo que correspondía, en el contexto de la situación que vivía el país. El paso del tiempo ha confirmado la validez de ese acuerdo como el único medio de que disponía el Congreso Nacional para alertar sobre el colapso de las instituciones y sobre la ilegitimidad en que había caído el gobierno. Constituía, así, el último acto de una democracia que moría y a la cual, desgraciadamente, no pudimos salvar pese a los muchos esfuerzos y sacrificios que hicimos.


El gran escritor e intelectual ruso Alexander Solzhenytsin, quien denunció el horror de los campos de concentración de la Unión Soviética, afirmó que “el comunismo sólo se detiene cuando encuentra una muralla”. La realidad en Chile es que esa muralla fue construida, inicialmente, por la civilidad organizada, con una fuerte y progresiva resistencia, y la presión generada no pudo ser desconocida por el Parlamento que la representaba y decidió terminarla, sólida y definitivamente, con ese acuerdo. Gracias a esa muralla sobrevivía la esperanza de un Chile mejor. 


Hoy, después de 30 años, bajo un gobierno militar y tres gobiernos civiles, vivimos el restablecimiento de la democracia, dando un gran salto hacia el progreso y la modernidad en el que todos los chilenos, sin distinción, estamos empeñados y que es aplaudido por el mundo entero. Para lograrlo es preciso asumir las responsabilidades del pasado y concordar la construcción de un futuro cimentado en la verdad del ayer y en la consideración de los errores de ese pasado, a fin de no repetirlos.


No hay un mañana sin un verdadero ayer.


He dicho.


-Aplausos.
RECHAZO A CARGOS FORMULADOS EN PROGRAMA ”CONTACTO” DE CANAL 13.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Radical y Socialista, tiene la palabra el diputado Alejandro Navaro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la sesión de mañana vamos a recibir al diputado Juan Pablo Letelier, quien hará uso de los cinco minutos que le otorga el artículo 34 del Reglamento.


A propósito de lo anterior, quiero dar lectura a una carta abierta, que he titulado “Todos bajo sospecha”.


“A mis amigos, electores y opinión pública”:


En días pasados, en el programa “Contacto” de Canal 13 exhibió un reportaje titulado “La basura, ¿negocio sucio?”, en el cual se me atribuyen actitudes reñidas con la honestidad, y, peor aún, haciéndome partícipe de un supuesto ‘tráfico de influencias’.


Lamentablemente, esta situación se construye sobre la base de inexactitudes, presunciones y tácitas conclusiones. Como servidor público, sé que estoy expuesto, legítimamente, a la opinión, juicio y ‘fiscalización’ de los electores, de la opinión pública y, por cierto, de los medios de comunicación.


“Quienes llevamos varias décadas de servicio público lo sabemos. Por eso, en este caso, en el lapso de tres meses concedí tres entrevistas a periodistas del programa, sin pauta previa y sin eludir ninguno de los temas abordados. Sin embargo, en este caso, ello no fue suficiente para recibir un trato más riguroso y profesional, propio del periodismo investigativo concordante con la irrenunciable libertad de prensa.


“Pareciera ser que hemos pasado de la detención por sospecha a la ‘acusación por sospecha’, dejando atrás el principio de la inocencia: uno es culpable de todo lo que se le impute hasta que pruebe lo contrario.


“Frente a este hecho, que me ha significado un cuestionamiento que considero absolutamente injusto, tengo mi conciencia tranquila. Quienes hemos hecho política desde la honestidad, no sólo hoy, sino siempre, sabemos que tarde o temprano, recibiremos algún “golpe bajo” con la intención de enlodarnos.


“Quienes me conocen desde mi juventud, en mi vida laboral en el sector privado, desde los tiempos de la universidad o desde cuando los ciudadanos del distrito Nº 45 me han honrado eligiéndome tres veces consecutivas como diputado, la última vez, con la primera mayoría regional, saben que mi opción por el servicio público jamás ha estado marcada por algún interés de carácter personal.


“Por eso, es necesario señalar que no he filtrado ningún ‘documento confidencial’ de las comisiones de Medio Ambiente, de Trabajo o de Discapacidad, ya que todos y cada uno de ellos son documentos, informaciones y resultados públicos.


“La acusación constitucional a que se refiere el reportaje fue elaborada por diputados de todas las bancadas, y no es información confidencial de la Cámara de Diputados. Hacer tal afirmación es un grave error del informe periodístico.


“En segundo lugar, también es incorrecto que se diga que mientras se discutía la acusación constitucional contra el intendente metropolitano, Marcelo Trivelli, yo estaba en Alemania. La acusación se discutió y se votó el 10 de julio, y mi viaje a ese país fue entre el 8 y 15 de junio del año pasado, con motivo de una invitación de la Universidad de Bremen, a propósito del debate sobre zonas costeras. Yo soy diputado por un distrito que tiene tres puertos y siete caletas costeras. Estuve presente en el debate de la acusación constitucional; es más, la impulsé. Todo el país sabe los motivos políticos que llevaron a que ésta fuera rechazada, a pesar de que iba dirigida, precisamente, en contra de quien autorizó la apertura de los vertederos. Es decir, la acusación apuntaba a revertir su autorización.


“También se ha pretendido cuestionar, innecesaria e injustamente, mi relación de amistad de hace muchos años con Alex Quevedo, cuando ambos aún estábamos en la universidad. Afirmar que al venderle su auto a un amigo que trabaja -por sus méritos y gran prestigio profesional- en una empresa relacionada con el área de fiscalización de los diputados uno está ejerciendo tráfico de influencias me parece, por lo menos, exagerado. Hasta donde sé, a los diputados no se les exige incluir a sus amigos en la declaración de intereses.


“Quiero expresar públicamente mi solidaridad y mis disculpas a Alex, a Pamela, a toda su familia. Aquí, el objetivo de los disparos es el diputado Navarro; pero las esquirlas han herido también a un gran amigo.


“De asumirse como válida esta última ‘acusación’, entonces todos estamos bajo sospecha y podemos suponer que incurren en tráfico de influencias todos los parlamentarios, ministros, alcaldes o concejales que tienen amigos o hijos en el sector privado o en el público.


“Se ha intentado dañar mi honorabilidad a partir de una relación de amistad, a pesar de ser el diputado que más ha fiscalizado el tema de los vertederos. De ello pueden dar fe alcaldes, directores de servicios de salud y directores regionales de la Conama y la propia Comisión de Medio Ambiente que he presidido y que está integrada por diputados de todas las bancadas, incluso, de la Oposición.


“No quiero pensar que para algunos medios existen parlamentarios de primera y de segunda clase, dependiendo de su apellido o patrimonio: ‘A estos últimos los fiscalizamos, a éstos les montamos un artificio’.


“Finalmente, resulta lamentable que para sustentar esta ‘acusación’ se exhiba un correo electrónico que envié desde el extranjero a mi oficina en la Cámara. Creo que para realizar una investigación periodística legítima y sana, en busca de irregularidades, no es bueno recurrir a prácticas poco claras que vulneran la privacidad y que, eventualmente, podrían llegar a constituir delitos informáticos.


“Adicionalmente, es conveniente señalar que se hacen rankings sobre los proyectos que presentamos, inasistencias y el número de viajes, pero no acerca de la fiscalización. Demando que también se hagan rankings a este respecto, porque los diputados no sólo hacen leyes, sino que también fiscalizan. ¿Por qué no hay rankings sobre esta materia? Sabemos que desde el momento en que entramos al servicio público y tocamos intereses de grupos de poder, debemos estar dispuestos a asumir los costos de ello. Se me había advertido al respecto. Hay dos procesos de desafuero en mi contra en la Corte de Apelaciones de Santiago, por fiscalizar, por enfrentar a los poderosos. Pero seguiremos defendiendo las causas que consideramos justas, porque siempre hemos dicho que los poderosos no necesitan que los defiendan; siempre estaremos del lado de los más débiles, de quienes necesitan más ayuda, de los que viven de su trabajo.


“Seguiré impulsando los proyectos de ley de los cuales soy el principal autor, como el que tiene por finalidad regular el lobby, que está instalado en Chile y que se lleva a cabo en la oscuridad. Junto con otros diputados presenté un proyecto que obliga a todas las autoridades a declarar sus bienes, y no sólo sus intereses, y otra iniciativa que tiene como propósito establecer inhabilidades, a fin de evitar el tránsito de funcionarios del sector público al privado, como una forma de cautelar la credibilidad en la política.


“Lamentablemente, el reportaje del programa ‘Contacto’ olvidó mencionar que soy el único diputado que desde hace años, publica en su página web personal su liquidación de la dieta parlamentaria y los gastos en personal, teléfono y oficinas. También olvidaron decir que en mi declaración de intereses y bienes sólo hay una equis, porque no tengo intereses ni bienes que declarar. Tampoco mencionaron que he estado en Dicom por años, porque he preferido endeudarme a recibir financiamiento privado para mis campañas. Ello, porque después tendría que devolver favores y me restaría libertad de conciencia a la hora de votar.


“Por estas razones y porque creo justo defender mi trabajo honesto de tantos años y la honra de mis amigos, he decidido entregar todos los antecedentes relacionados con esta materia a la Comisión de Ética de la Cámara de Diputados y al Tribunal Supremo del Partido Socialista, instancias que deberán investigar e informar públicamente sobre los resultados y que, espero que sean dados a conocer a la brevedad”.


No es justo que estemos expuestos a sufrir este tipo de ataques sin tener el mismo derecho a réplica. Por la tranquilidad de la familia de Alex y de la mía, espero que esta situación se aclare lo antes posible. Cada cual deberá responder por sus actos. Estoy a favor del periodismo investigativo y no eludo la fiscalización de las autoridades públicas; sólo pido que cuando se investigue se diga la verdad y, en este caso, se ha faltado a ella.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- El tiempo que sigue corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


HOMENAJE AL PADRE ALBERTO 
HURTADO CRUCHAGA CON MOTIVO DEL 51º ANIVERSARIO DE SU MUERTE. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jorge 
Burgos.


El señor BURGOS (de pie).- Señor Presidente, la semana recién pasada se cumplieron 51 años de la muerte del padre Alberto Hurtado Cruchaga, declarado beato por el Vaticano y cuyo proceso de canonización se encuentra en marcha.


Su vida estuvo marcada por el servicio, por la concreción cotidiana del Evangelio. “En todo, amar y servir”, solía decir. Pero más que decirlo, lo practicaba.


Para millones de chilenos, Alberto Hurtado encarna el paradigma de lo que debe ser un buen católico: aquel que no presenta diferencias o áreas indefinidas entre su discurso y su praxis; aquel que entiende que la solidaridad se construye en cada acto reflexivo del ser humano; aquel que, sin temor, llama a las cosas por su nombre.


Frente a la injusticia y a la falta de oportunidades, fue capaz de preguntarse en su época si Chile era un país católico. Esa interrogante, por cierto, aún vigente, significó en ese tiempo un escándalo no menor. ¿Cómo un sacerdote católico se atrevió a poner en duda una verdad para muchos absoluta?


Pues, lo hizo, y con razón. Sí, la razón de las cifras, de las estadísticas que daban cuenta de una inequitativa distribución de las riquezas, de las actitudes abusivas con los trabajadores. Si Alberto Hurtado siguiera aún con nosotros, probablemente seguiría planteándose la misma interrogante; reconocería los avances, pero no callaría las muchas tareas pendientes. Pero no sólo repetiría esa interrogante, sino que también emprendería tareas para superar las injusticias.



Ahí está el desafío de quienes debemos reconocer en el Evangelio, en nuestros actos y al emprender tareas individuales y colectivas, la verdadera misión del católico en política: En todo, amar y servir. Hay que decirlo y practicarlo.


Al terminar mis palabras, quiero brevemente aludir a un muy buen artículo del profesor Enzo Solari, publicado en el último número de la revista “Mensaje”, la cual también fue obra de Alberto Hurtado, quien escribe sobre la dimensión política del cristiano basado en la maravillosa carta que la filósofa carmelita Edith Stein, de origen judío y hoy canonizada, escribió al Papa Pío XI, en 1942, en la cual le hizo ver, de manera respetuosa, el significado del actuar de la iglesia alemana frente al terror persecutorio del régimen nazi.


La carta es de gran interés y pone en primer plano la dimensión política del cristianismo. Edith Stein asegura que el evangelio de Jesucristo es radicalmente incompatible con determinadas configuraciones y prácticas políticas, en las cuales la corporización histórica del mal es especialmente sensible.


Dentro de la repulsa evangélica de las diversas formas que asume el misterio de la iniquidad no cabe duda que el enfrentamiento martirial con los poderes establecidos, cuando éste ha tenido lugar, constituye uno de los capítulos más gloriosos del pueblo de Dios. Ésta es la razón, dicho sea de paso, por la cual resulta tan cuestionable la justificación cristiana conservadora o progresista de regímenes opresivos.


Cada cristiano tiene el derecho y el deber de denunciar el abuso del poder, en cualquiera de sus variantes, y también, si es el caso, la colusión eclesiástica con dichos abusos, ya que las iglesias cristianas están medidas por el mismo evangelio. Es la iglesia de Jesucristo la que está al servicio del reinado de Dios y no al revés. La misión tiene una iglesia, no una iglesia una misión.



Tanto nuestro beato Alberto Hurtado como santa Edith Stein, en su época, fueron capaces de singularizar, con precisión, la dimensión del cristiano en política.


Es bueno tenerlo presente en una hora en que se nos recuerda cómo deben actuar los católicos en política.


Pido que se envíe copia de mi intervención al provincial de la Compañía de Jesús, señor Guillermo Baranda; al director del Hogar de Cristo, padre Agustín Moreira, y a los presidentes de los centros de alumnos de los colegios San Ignacio de El Bosque y Alonso Ovalle.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores José 
Miguel Ortiz, Edmundo Villouta, Pablo Lorenzini, Francisco Bayo, Gabriel 
Ascencio y Carlos Abel Jarpa.

REVISIÓN DE TARIFAS DE NOTARIAS, CONSERVADORES Y ARCHIVOS. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, siempre me ha interesado y preocupado lo que ocurre con los diversos organismos relacionados directamente con el Ministerio de Justicia, como juzgados, notarías, servicios de menores, Gendarmería y otros.


En esta ocasión, pido que se oficie a la ministra de Justicia, a fin de que disponga revisar y, en lo posible, estudiar el aumento de los aranceles que se cobran en las notarías, en los conservadores de bienes raíces y archivos, por cuanto, según la información de que dispongo, éstos no han variado desde 1998, lo que a la fecha significa una merma 



en relación con el cobro de esos servicios de aproximadamente 12 ó 15 por ciento.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión del diputado señor Lorenzini.
URGENCIA A PROYECTO SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL. Oficio.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, pido que se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para que tenga a bien otorgar calificación de urgencia al proyecto sobre responsabilidad penal juvenil en estudio en la Cámara.


No sé en que trámite se encuentra dicha iniciativa, pero, de todas maneras, se le debe otorgar urgencia, ya que las cifras en relación con delitos cometidos por menores, no solamente en la Novena Región, de las cuales estoy al tanto, sino que también en la Región Metropolitana y otras, han subido considerablemente. 


De acuerdo a la información que tengo, en la Novena Región, al 31 de julio fueron detenidos trescientos menores por distintos delitos, incluso con resultados de muerte, acuchillamiento y otros.


Esos menores, por no ser imputables, pronto fueron dejados en libertad y entregados a sus padres, quienes no ejercen ningún control sobre ellos, como se desprende de la declaración de la abuela de un jovenzuelo con más de treinta detenciones, según su ficha penal, quien declaró que lo recibe en su casa porque carece de sus padres, pero que no tiene forma de controlarlo.


El proyecto en trámite busca una solución a este problema mediante la aplicación de una sanción más drástica a los menores que delinquen, porque, según lo han expresado los medios de difusión, muchos adultos se aprovechan y actúan en concomitancia y en complicidad con ellos, ya que saben que 



no van a ser imputados al cometer delitos muchas veces de gravedad. Por lo tanto, sería conveniente tramitarlo con prontitud.


Pido, entonces, que se oficie al ministro de Justicia en tal sentido.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión del diputado señor Pablo Lorenzini.

PARTICIPACIÓN DESTACADA DE DEPORTISTAS MAULINOS EN JUEGOS PANAMERICANOS. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo 
Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, creo que compartirá el orgullo que siento de pertenecer a la Región del Maule, vecina a la suya.


Hace algunos días, terminaron los Juegos Panamericanos de Santo Domingo, República Dominicana. Allí, dos muchachos maulinos, de Constitución, Jonathan Tafra y Fabián López, de 20 y 23 años, respectivamente, obtuvieron un cuarto lugar en competencia de canoa doble, 500 metros. Además, lograron una medalla de plata por ocupar el segundo lugar, en canoa doble, 1.000 metros.


Esta es una buena manera de hacer Chile, de hacer patria. 


Jonathan Tafra, de 20 años, a los diez comenzó en el canotaje. Fabián López comenzó a los 14. Se trata de dos muchachos muy jóvenes con una trayectoria de 10 años en ese deporte. 


Para qué voy a enumerar los títulos nacionales. Eso es poco. En 1996 fueron campeones sudamericanos de maratón canoa individual y doble en Mercedes, Uruguay. Trece años tenía uno y dieciséis el otro. 


En 1997, fueron campeones sudamericanos en Valparaíso y obtuvieron el segundo lugar en un sudamericano. 


Ese mismo año ocuparon el tercer lugar en el Panamericano de Canoa, en Brasil.


En 1998, consiguieron el tercer lugar de los Juegos Panamericanos de Cuenca, Ecuador, canoa doble 500 y 1.000 metros.


En 1999, el primer lugar en el Campeonato Sudamericano, en canoa doble, 200 metros, y el segundo lugar, en 500 y 1.000 metros. 


¡Qué pareja, señor Presidente! 


En el año 2000, primer lugar en velocidad en 500 y 1.000 metros, en el Campeonato Sudamericano realizado en Curitiba, 
Brasil. Ese mismo año, en Estados Unidos, cuarto lugar de la especialidad de canoa individual. En el año 2001 salieron campeones sudamericanos de velocidad en San 
Pedro de la Paz, en Concepción, y obtuvieron el segundo lugar en velocidad canoa single, en 200 y 500 metros. El mismo año, campeones de la copa del mundo en Curitiba, Brasil, en 200 y 500 metros en canoa doble. En el año 2002, en los Juegos Odesur, obtuvieron el segundo lugar en canoa single, en 1.000 metros, y el primer lugar en canoa, en 200, 500 y 1.000 metros.


Además, este año ya tienen récord nacional de los 1.000 metros en ciudad de México, y recientemente, como ustedes han escuchado, medalla de plata en los Juegos Panamericanos de Santo Domingo.



¡Qué orgullosos deben sentirse Rosa 
Quitral y José Miguel Tafra, padres de 
Jonathan! ¡Qué orgullosos también deben sentirse los papás de Fabián, Gina Valdés y Domingo López! Ambos jóvenes, además, han sido premiados en más de una oportunidad como mejor deportista del país en canotaje por el Círculo Deportivo de Chile.


Éste es un ejemplo para nuestra juventud: muchachos jóvenes, de hogares bien constituidos, que cuentan con el respaldo de su ciudad natal, en este caso, Constitución. Allí, a cualquier hora, se los puede ver entrenando. Ellos se van ahora a los mundiales de Atlanta, Estados Unidos, y luego les esperan los próximos Juegos Olímpicos.


Desde aquí les rindo un homenaje.


Solicito que se oficie, adjuntando copia de mi homenaje, al alcalde de Constitución, don Roberto Ruz, y a los padres de estos muchachos.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del suscrito.


Por haber cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.


-Se levantó la sesión a las 14.27 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el acta Constitutiva del Centro de Formación para la Integración (Cefir), adoptada en río de Janeiro, el 27 de junio de 1999. (boletín Nº 3319-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acta Constitutiva del Centro de Formación para la Integración (Cefir), adoptada en Río de Janeiro, el 27 de junio de 1999.

I. ANTECEDENTES.


El Centro de Formación para la Integración Regional es una institución que funciona desde 1993 y tiene su sede en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay. Surgió como resultado de la Segunda Reunión Ministerial Institucionalizada de ministros de Relaciones Exteriores de las Comunidades Europeas y del Grupo de Río, celebrada en Santiago de Chile, los días 28 y 29 de mayo de 1992. En esa oportunidad, se adoptó la decisión de poner en ejecución un Programa de Formación para la Integración Regional, creándose, para su instrumentación, el Cefir con carácter permanente.


En una primera etapa, el financiamiento del Cefir provino de la Unión Europea y el Gobierno uruguayo le otorgó facilidades para que la sede operase en Montevideo. No obstante, a partir de 1999 el presupuesto debe ser asumido por los países del Grupo de Río.


Asimismo, considerando la importante experiencia acumulada por el Cefir y el aporte que ha significado en el desarrollo de los procesos de integración regionales, los ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de Río-Unión Europea, en las Reuniones de 1997, en Noordwijk, Países Bajos, y en la Reunión de Panamá, en febrero de 1998, acordaron dotar al Cefir de la institucionalidad necesaria como organismo intergubernamental autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que le permita desarrollar su labor en todos los ámbitos públicos y privados de los Estados Miembros, así como captar recursos dentro de su competencia.

II. EL ACTA CONSTITUTIVA.


El Acta Constitutiva del Cefir se estructura sobre la base de un Preámbulo y XIX Artículos.

1.
Establecimiento del Cefir.


Se establece el Cefir como un organismo intergubernamental autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio (Artículo I).

2.
Objetivo.


El objetivo central del Cefir es contribuir al desarrollo de la formación y de la capacidad de gestión en materia de integración y cooperación de los sectores públicos y privados de los Estados Miembros (Artículo II).

3.
Acciones.


Para el logro de su objetivo, corresponderá al Cefir identificar necesidades de formación y capacitación; definir proyectos conjuntos de asistencia técnica; ejecutar acciones de información y comunicación en materia de integración; promover la realización de proyectos y programas de cooperación en el campo de la formación; procurar que los organismos públicos y entidades privadas latinoamericanas dispongan de una experiencia comparada en materia de gestión de la integración y de los conocimientos necesarios para que proyecten, preparen, ejecuten, gestionen y evalúen programas de formación, entre otras acciones (Artículo III).

4.
Sede.


La sede del Cefir continuará en Montevideo, República Oriental del Uruguay, con la cual celebrará el respectivo Acuerdo de Sede. No obstante, podrá establecer subsedes o entidades donde lo determine su Consejo Directivo para el mejor desarrollo de sus actividades (Artículo IV).

5.
Institucionalidad.


El Cefir realizará sus funciones a través de los siguientes órganos: el Consejo Directivo, el Consejo Académico y el Director del Centro. Asimismo, contará con una Junta de Patrocinantes (Artículo V).

a.
El Consejo Directivo.


El Consejo Directivo es el órgano superior del Cefir, integrado por los Representantes de los Estados miembros que hayan expresado su voluntad de formar parte del mismo. El quórum exigido para darlo por reunido es la mitad más uno de sus miembros (Artículo VI). 


Debe sesionar ordinariamente por lo menos una vez al año, y puede hacerlo de manera extraordinaria a petición de la mayoría de sus miembros (Artículo VIII).


El Consejo Directivo cuenta con una amplia gama de atribuciones estatutarias tendientes a dar cumplimiento a sus objetivos (Artículo VII).

b.
El Consejo Académico.


Por su parte, el Consejo Académico es un cuerpo asesor del Consejo Directivo, quien designa a sus integrantes, sobre la base de una distribución geográfica equitativa, entre personalidades o representantes de instituciones de reconocido prestigio en el ámbito de la integración (Artículo IX).

c.
El Director.


El Director del Cefir será designado por el Consejo Directivo y le corresponderá la conducción académica y la dirección técnica y administrativa del Centro, junto con ejercer la Secretaría del Consejo Directivo y del Consejo Académico. 


Sus funciones, en términos generales, dicen relación con las actividades de orden interno e internacional del Cefir (Artículo X).

d.
La Junta de Patrocinantes.


Por último, la Junta de Patrocinantes se integrará con las personas físicas o jurídicas, tanto públicas como privadas, que sean invitadas por el Consejo Directivo en función de su contribución sustancial a las actividades del Cefir. 


El objetivo de esta Junta es contribuir al funcionamiento autosustentable del Cefir a través de aportes financieros, en especie y de otras modalidades (Artículo XI).

6.
Financiamiento.


El Cefir se financiará con los aportes financieros o en especie que realicen los Estados Miembros, la Unión Europea, organizaciones internacionales, organismos regionales y personas físicas o jurídicas, tanto públicas como privadas, así como con la venta de servicios de capacitación y consultoría.


Tanto el presupuesto como el patrimonio del Cefir estarán sometidos a un control interno y a una auditoría externa. Asimismo, los Estados Miembros podrán solicitar auditorías con la aprobación previa del Consejo Directivo (Artículo XII).

7.
Disposiciones finales.


La presente Acta Constitutiva está abierta a la firma de los Estados Miembros del Grupo de Río y de la Unión Europea, así como a la adhesión de los demás Estados Latinoamericanos (Artículos XIV y XV) . 


Entrará en vigor a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación o adhesión, y regirá indefinidamente, aunque cualquiera de los Estados miembros podrá denunciarla (Artículos XVII y XVIII).


El depositario del instrumento original del Acta, así como de los instrumentos de ratificación y adhesión, será el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay (Artículos XVI y XIX).


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acta Constitutiva del Centro de Formación para la Integración (Cefir), adoptada en Río de Janeiro, el 27 de junio de 1999.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACTA CONSTITUTIVA DEL CENTRO DE FORMACIÓN PARA LA INTEGRACIÓN (CEFIR)


Los ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de Río y de la Unión Europea considerando que:


Es propósito de los países del Grupo de Río y de la Unión Europea fortalecer los procesos de integración y cooperación y que ellos sean de beneficio general y contribuyan al relacionamiento armónico entre ambas regiones.


Los desafíos planteados por los procesos de integración, múltiples y simultáneos, requieren de mayores y mejores capacidades de respuesta de los países y acrecientan así las exigencias cuantitativas y cualitativas de formación de recursos humanos.


Los Estados miembros del Grupo de Río y de la Comunidad Europea acordaron el 20 de diciembre de 1990, en la Declaración de Roma, institucionalizar su diálogo político y realizar acciones conjuntas de cooperación interregional, identificando entre ellas la instrumentación de programas de formación en el ámbito de la integración regional.


La Segunda Reunión Ministerial Institucionalizada de ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de Río-Unión Europea, celebrada en Santiago de Chile los días 28 y 29 de mayo de 1992, acordó la operación de un Programa de Formación para la Integración Regional, para cuya instrumentación se creó, con carácter permanente, el Centro de Formación para la Integración Regional (Cefir), activando así un esfuerzo conjunto de indudable sentido estratégico para ambas regiones.


En las declaraciones finales de la VII Reunión Ministerial Institucionalizada de ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de Río-Unión Europea efectuada el 8 de abril de 1997 en Noordwijk, Países Bajos, y de la subsiguiente VIII Reunión realizada en la ciudad de Panamá el 12 de febrero de 1998, los ministros de Relaciones Exteriores de ambas regiones acordaron realizar la consolidación y ampliación del Cefir a través de su institucionalización.


El Cefir ha realizado una importante contribución al desarrollo de los procesos de integración de la región aportando, a través de una formación especializada y aplicada, que se complementa con otras existentes, las experiencias obtenidas en la Unión Europea, en el Grupo de Río y en otras regiones integradas en un intercambio creativo de alto valor agregado.


El Centro debe permitir dar una respuesta flexible a las exigencias específicas de los diferentes procesos de integración y desarrollar sus actividades tanto con el sector público como con el privado de los Estados Miembros.


Es necesario y conveniente dotar al CEFIR de una estructura flexible y eficiente que le permita adaptarse a los cambios futuros de los procesos regionales de integración y a,.las necesidades de los países que los integran.


El Centro debe tener la personalidad jurídica que le permita realizar los cometidos enunciados, en estrecha colaboración con las instancias nacionales, subregionales, regionales e internacionales, así como con las distintas organizaciones de la sociedad civil.


Han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I


Establecer el Centro de Formación para la Integración Regional (Cefir) como organismo intergubernamental autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio.

ARTÍCULO II


El Cefir tiene como objetivo contribuir al desarrollo de la formación y de lá capacidad de gestión en materia de integración y cooperación de los sectores públicos y privados de los Estados Miembros.

ARTÍCULO III


Para el logro del objetivo a que se refiere el artículo anterior, el Cefir llevará a cabo, entre otras, las siguientes acciones:

a)
asistir a los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales y los organismos regionales y subregionales en la identificación de necesidades de formación y capacitación y en la definición de proyectos conjuntos de asistencia técnica, así como la ejecución de acciones de información y comunicación en materia de Integración;

b)
mantener un foro permanente de intercambio de ideas y experiencias, organizar cursos de formación y de perfeccionamiento; así como realizar consultorías y estudios dirigidos al desarrollo y fortalecimiento de las capacidades regionales y nacionales para la integración y cooperación;

c)
promover la realización de proyectos y programas de cooperación en el campo de la formación, en complementariedad con otras instituciones y programas de formación existentes en la región;

d)
procurar que los organismos públicos y entidades privadas latinoamericanas dispongan de una experiencia comparada en materia de gestión de la integración y de los conocimientos necesarios para que proyecten, preparen, ejecuten, gestionen y evalúen programas de formación, de manera flexible y descentralizada;

e)
apoyar a las organizaciones de la sociedad civil de la región en el fortalecimiento de su capacidad de participación en los procesos de integración y cooperación;

f)
facilitar el consenso y fomentar la confianza entre los diversos actores regionales e interregionales reuniendo en sus actividades a formuladores de políticas, tomadores de decisiones, negociadores y gestores de los procesos de integración junto a expertos y académicos, en un ámbito, de intercambio creativo diferente del habitual de negociación;

g)
fomentar la capacitación de las nuevas generaciones de cuadros públicos y privados para afrontar los desafíos crecientes de los dinámicos procesos de integración, en un ambiente multinacional, interdisciplinario y multicultural que promueva la solidaridad y el trabajo conjunto;
h)
coadyuvar y proceder, en su caso, al establecimiento de entidades o programas educativos de nivel terciario o universitario, especializadas en las temáticas antes enunciadas;

ARTÍCULO IV


El Cefir mantendrá su sede en Montevideo, República Oriental del Uruguay, con la cual celebrará el respectivo Acuerdo de Sede. Asimismo, podrá establecer subsedes o entidades donde lo determine el Consejo Directivo para el mejor desarrollo de sus actividades.

ARTÍCULO V


Son órganos del Cefir los siguientes:

A.
Consejo Directivo.

B.
Consejo Académico.

C.
Director del Centro.


Además, contará con una Junta de Patrocinantes.

ARTÍCULO VI

CONSEJO DIRECTIVO

El Consejo Directivo es el órgano máximo del Cefir y está integrado por los Representantes de los Estados Miembros que hayan expresado su voluntad de formar parte del mismo. Para que se reúna el Consejo, deberán estar presentes la mitad más uno de sus Miembros.


Asimismo, podrán ser invitados a participar, de las reuniones del Consejo Directivo, según sea el caso, un representante de cada una de las organizaciones internacionales y de los organismos regionales que contribuyan de forma sustancial a1 desarrollo de las actividades del Centro, así como un representante designado por la Junta de Patrocinantes.


El Reglamento del Consejo definirá las condiciones de participación de estos Representantes mencionados en el párrafo anterior teniendo en' cuenta su carácter no estatal.

ARTÍCULO VII


El Consejo tendrá las siguientes funciones:

a)
aprobar su propio Reglamento así como el del Consejo Académico y el de la Junta de Patrocinantes;

b)
aprobar el presupuesto y programas del Cefir;

c)
aprobar la memoria y los informes financieros anuales, debidamente auditados interna y externamente;

d)
designar a los miembros del Consejo Académico;

e)
formular las invitaciones a las personas físicas y jurídicas para integrar la Junta de Patrocinantes;

f)
nombrar y remover al director del Cefir.

ARTÍCULO VIII


El Consejo Directivo deberá reunirse obligatoriamente, con carácter ordinario, una vez al año, y con carácter extraordinario, a petición de la mayoría de sus miembros. En su primera reunión elegirá a su Presidente y dos Vice-Presidentes, designará al Director del Cefir, aprobará su Reglamento y los demás reglamentos que rijan las actividades del Centro.


A los fines de un seguimiento permanente de las funciones del Cefir, el Consejo Directivo tendrá una Mesa Ejecutiva integrada por el Presidente del Consejo y dos Vice-presidentes, en lo posible miembros de 1a Troika dei Grupo de Río. El Reglamento del Consejo Directivo definirá las atribuciones de esta Mesa Ejecutiva.

ARTÍCULO IX

CONSEJO ACADEMICO

El Consejo Académico estará conformado por personalidades o por representantes de instituciones, de reconocido prestigio en el ámbito de la integración.


Sus miembros serán designados por el Consejo Directivo, siguiendo un criterio de distribución geográfica equitativa.


El Consejo Académico tiene las siguientes funciones:

a)
prestar asesoramiento con respecto a los planes y orientaciones del Cefir, así como a su excelencia académica;

b)
asistir al Director en la elaboración de la propuesta de Programa Anual;

c)
someter al Consejo Directivo, a solicitud de éste, recomendaciones sobre temas específicas;
d)
las demás que le encomiende el Consejo Directivo.


Su funcionamiento, integración y demás cometidos serán materia del Reglamento que apruebe el Consejo Directivo.

ARTÍCULO X

DIRECTOR

El Director , ejerce la conducción académica y la dirección técnica y administrativa del Cefir.


Será designado por el Consejo Directivo por la mayoría de dos tercios de sus Miembros por un periodo de 5 años. Su mandato podrá ser renovado por un período de igual duración.


Tendrá las funciones siguientes:

a)
ejercer la representación permanente del Cefir;

b)
consultar y coordinar actividades con las contrapartes nacionales y cuando lo estime pertinente con los organismos subregionales y regionales de integración;

c)
preparar con la Mesa Ejecutiva el temario de las reuniones del Donsejo Directivo;

d)
convocar a las reuniones ordinarias y extraordinarias de) Consejo Directivo de acuerdo con el Reglamento;

e)
ejercer la Secretaria del Consejo Directivo y del Consejo Académico;

f)
elaborar el proyecto de Programa Anual y los planes de actividades del Centro que serán sometidos a la aprobación del Consejo Directivo;

g)
elaborar el presupuesto anual, que será sometido a la aprobación del Consejo Directivo;

h)
ejecutar el presupuesto y administrar el patrimonio del Cefir;

i)
enajenar los bienes del Cefir sujeto a las condiciones establecidas por el Consejo Directivo;
j)
presentar al Consejo Directivo la Memoria y los Informes financieros: anuales debidamente auditados interna y externamente;

k)
nombrar y remover al personal técnico, administrativo y de servicio del Cefir;

l)
decidir conjuntamente con la Mesa Ejecutiva la aceptación de donaciones u otros tipos de contribución;

m)
cumplir las demás funciones que establezca el Reglamento aprobado por el Consejo Directivo;
n)
ejecutar otros cometidos que le asigne el Consejo Directivo.

ARTÍCULO XI

JUNTA DE PATROCINANTES

La Junta de Patrocinantes estará integrada por las personas fisicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, que sean invitadas por el Consejo Directivo en función de su contribución sustancial a las actividades del Centro.


Su objeto es contribuir al funcionamiento autosustentable del Cefir a través de aportes financieros, en especie y de otras modalidades.


La Junta de Patrocinantes se reunirá, como mínimo una vez al año, para anunciar la programación de las contribuciones de sus Miembros a las actividades del Cefir. A esos efectos, recibirá, con la debida antelación, la Memoria Anual del Cefir y el Programa de Actividades. con la respectiva estimación de costos.


En su reunión anual elegirá a su representante a los fines del Articulo VI.

ARTÍCULO XII


Los recursos,del Cefir estarán conformados por los aportes financieros ,o en especie efectuados por los Estados Miembros y por los aportes, financieros o en especie de la Unión 
Europea y de las organizaciones internacionales y organismos regionales. El Cefir podrá recibir, además, aportes financieros o en especie de personas físicas o jurídicas, tanto públicas como privadas. Asimismo, podrá proceder a la venta de servicios de capacitación y consultoría.


El presupuesto y patrimonio del Cefir estarán sometidos a un control interno y a una auditoría externa efectuados por una institución financiera de reconocido prestigio internacional. Los Estados Miembros podrán solicitar auditorias, previa aprobación del Consejo Directivo.

ARTÍCULO XVII


La presente Acta Constitutiva entrará en vigor a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento a que se refiere el Articulo XVI. Para cada Estado que deposite el respectivo instrumento con posterioridad a aquella fecha, el Acta entrará en vigor a partir de la fecha del depósito de dicho instrumento.

ARTÍCULO XVIII


La presente Acta Constitutiva regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Miembros podrá denunciarla. La notifcación será enviada al Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha del depósito de la notificación de denuncia, el Acta Constitutiva cesará en sus efectos para el Miembro denunciante y permanecerá en vigor para los demás Miembros.

ARTÍCULO XIX


El instrumento original de la presente Acta, cuyos textos en idiomas español, francés, inglés y portugués, son igualmente auténticos, será depositado en el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay el que enviará copia certificada de su texto a todos los Miembros y cumplirá las demás obligaciones que corresponden al depositario de acuerdo con la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados.

ARTÍCULO XIII


La presente Acta podrá ser modificada mediante decisión adoptada por mayoría de las dos terceras partes de sus Miembros en Reunión convocada a ese efecto por el Consejo Directivo. Las modificaciones así acordadas serán aplicables para cada Miembro, a partir de la fecha en que haya notificado su aceptación al Ministerio , de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay, de conformidad con los procedimientos exigidos por su legislación nacional,

ARTÍCULO XIV


La presente Acta Constitutiva está abierta a la firma de los Estados Miembros del Grupo de Río y de la Unión Europea.

ARTÍCULO XV


La presente Acta Constitutiva queda abierta a la adhesión de los demás Estados latinoamericanos.

ARTÍCULO XVI


El Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental; del Uruguay será el depositario de los instrumentos requeridos por las respectivas legislaciones nacionales para que un Estado sea miembro del Cefir.


Firmado en la ciudad de Río de Janeiro a los veintisiete días del mes de junio de mil novecientos noventa y nueve en en ocasión de la cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de América Latina y el Caribe-Unión Europea.


Por la Rep. Oriental del Uruguay.


Por los Estados Unidos Mexicanos.


Por la Rep. de Bolivia.


Por la Rep. de Panama.


Por la Rep.de Ecuador.


Por la Rep. de Chile.


Por la Rep. Federativa del Brasil.


Por la Rep. de Perú.


Por la Rep. Argentina.


Por a Rep. de Colombia.


Por la Rep. de Venezuela.


Por la Rep. de Paraguay.


Conforme cons u original.


(Fdo.): CRISTIÁN BARROS MELET, Embajador Subsecretario de Relaciones Exteriores Subrogante”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 59 de la ley general de Urbanismo y Construcciones, estableciendo la caducidad de declaratoria de utilidad pública contenida en los planes reguladores. (Boletín Nº 3247-14).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4430, de fecha 16 de julio de 2003, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que adecua la legislación que indica conforme a los acuerdos de la Organización Mundial de Comercio (OMC), suscritos por Chile (boletín Nº 2421-03).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Segundo informe de la Comisión de Familia acerca del proyecto de ley que introduce modificaciones en la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar. (boletín Nº 2318-18)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Familia pasa a informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en una moción de las diputadas señoras María Antonieta Saa Díaz y Adriana Muñoz D’Albora.


Durante el análisis de esta iniciativa, para los efectos de este segundo informe, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración de la ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Cecilia Pérez; la abogada Jefe del Departamento Situación Jurídica de la Mujer, señora Patricia Silva; la abogada asesora del mismo, doña Mitzy Henríquez; el abogado asesor del Departamento Reformas Legales, señor Marco Antonio Rendón, todos ellos del Sernam, y los asesores parlamentarios señores Leonardo Estradé y Cristián Contador.


Se hace constar además que la Comisión, durante este trámite reglamentario, contó con las opiniones y observaciones formuladas por escrito de las siguientes personas:


Señoras María Eugenia Díaz Mujica y Luz Rioseco Ortega, Directora y abogada de la Corporación de Desarrollo de la Mujer Domos, respectivamente; señora Soledad Rojas B., Coordinadora Nacional de la Red Chilena contra la Violencia Doméstica y Sexual; señora Rosario Castillo Iribarren, Secretaria Ejecutiva de la Fundación Apes, y señora María Sandra Pinto Vega, Profesora de Derecho Penal Clínico de la Universidad Central de Chile.

-o-


De conformidad con lo preceptuado en los artículos 130 y 288 del Reglamento de la Corporación, este informe versa sobre el proyecto aprobado en general por la honorable Cámara, en su sesión 12ª ordinaria de fecha 2 de julio de 2003, con todas las indicaciones presentadas y admitidas a tramitación en la Sala, que constan en la respectiva “hoja de tramitación” elaborada por la Secretaría de la Corporación, sin perjuicio de las nuevas modificaciones que la Comisión pudiere acordar introducirle con ocasión de este segundo trámite reglamentario, debiendo referirse expresamente a las materias siguientes:

1.
De los artículos que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones en el segundo informe.


En esta situación se encuentran los artículos 5º; 6º y 12 (que ha pasado a ser 9º) permanentes y el artículo transitorio del texto del proyecto propuesto al final de este informe.


Asimismo, se encuentran en esta situación los artículos 9º (que ha pasado a ser 14) y 13 (que ha pasado a ser 17) permanentes, respecto de los cuales cabe dejar expresa constancia que fueron objeto de indicaciones rechazadas por la Comisión.


Se hace constar, además, para efectos de lo preceptuado en los artículos 131, inciso segundo, y 288, del Reglamento de la Corporación, en relación con el inciso primero del artículo 30 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que de las disposiciones mencionadas precedentemente, el artículo 13 (que ha pasado a ser 17), tiene carácter orgánico-constitucional dado que deroga un cuerpo legal que contiene normas de esa naturaleza, razón por la cual debe votarse en particular.
2.
De los artículos calificados como normas de carácter orgánico-constitucional o de quórum calificado.


i) El artículo 13 (que ha pasado a ser 17) del texto del proyecto propuesto en la parte final de este informe, que deroga la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar, tiene carácter orgánico-constitucional en conformidad con lo dispuesto en los artículos 63, inciso segundo, y 74, inciso segundo, de la Carta Fundamental. Ello, debido a que dicha derogación comprende el artículo 2º del citado cuerpo legal vigente, el cual encomienda el conocimiento de los conflictos originados por la comisión de actos de violencia intrafamiliar al juez de turno en lo civil dentro de cuyo territorio jurisdiccional se encuentre ubicado el hogar donde viva el afectado.


ii) No existen en el proyecto disposiciones legales de quórum calificado.

3.
De los artículos suprimidos.


En esta situación se encuentra el artículo 10 del texto del proyecto propuesto en el primer informe, el cual la Comisión acordó suprimir por mayoría (seis votos a favor y cuatro en contra). Tal determinación se fundó en la consideración de que las circunstancias agravantes de responsabilidad criminal están bastante bien reguladas en el Código Penal. Asimismo, se tuvo en consideración la opinión adversa de los representantes del Ejecutivo, quienes advirtieron que en Derecho Penal rige el principio de que una misma circunstancia no puede ser doble fuente de incriminación. Así, si el parentesco, por ejemplo, es elemento constitutivo de parricidio, no puede agravar el homicidio, porque ya está incorporado en la figura típica. Tampoco puede ser agravante en el delito de violencia intrafamiliar, porque ya está incorporado en la descripción del tipo, ni respecto de algunos delitos sexuales en los que se incluye como agravante especial.

El texto del artículo que se suprime es el siguiente: 


“Artículo 10.- Circunstancia agravante de responsabilidad penal. Tratándose de delitos contra las personas o de los establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal, se considerará circunstancia agravante el tener la víctima alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de esta ley respecto del ofensor.”

4.
De los artículos modificados.


En este segundo trámite reglamentario, la Comisión introdujo en el articulado del proyecto las siguientes modificaciones:

Artículo 1º


Dispone que el objeto de la ley en proyecto es proteger la integridad física y psíquica y la seguridad de las víctimas de la violencia intrafamiliar, y regular las consecuencias y sanciones de dicha violencia.


Los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva, a fin de concordar esta disposición con lo señalado en el artículo 2º, que considera acto de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física, psíquica o sexual de quienes la sufran, formularon una indicación para agregar en ella el término “sexual”.


No obstante, teniendo en cuenta que los diferentes aspectos de la integridad personal de las víctimas se encuentran enumerados en la definición del concepto de violencia intrafamiliar contenida en el artículo 2º, y estimando preferible utilizar una terminología lo más amplia posible al definir el objeto de la ley, la Comisión acordó, por unanimidad, rechazar la indicación precedente.


En cambio, y a sugerencia de los representantes del Ejecutivo, las diputadas señoras Sepúlveda, Saa y Vidal, y los diputados señores Barros y Urrutia, formularon una indicación para reemplazar el artículo 1º por el siguiente:


“Artículo 1º. Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto proteger la integridad ý la seguridad de las víctimas de la violencia intrafamiliar, así como establecer las sanciones a dicha violencia.”


La norma sustitutiva elimina la referencia a las dimensiones física y psíquica de la integridad personal, por la misma razón que se tuvo en cuenta para no incorporar la alusión al aspecto sexual de la misma; modifica la redacción para evitar el uso reiterativo de la conjunción “y”, y suprime la mención a las consecuencias de la violencia intrafamiliar, por estimarse que su regulación no forma parte del objeto de la ley en proyecto.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por 5 votos a favor, 1 voto en contra y una abstención.

Artículo 2º


Define como constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física, psíquica o sexual de quien tenga respecto del ofensor la calidad de pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, adoptante, adoptado o cónyuge, sea que viva o no en la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


Su inciso segundo agrega que también habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta antes referida se ejecute en contra de la persona con la que se mantiene una relación de convivencia; sobre los parientes por consanguinidad de ésta en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive; entre los padres de un hijo común, aun cuando no medie convivencia ni matrimonio, o cuando recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado personal o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


Finalmente, su inciso tercero dispone que cuando los hechos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar importen la comisión de alguna de las faltas contempladas en los números 4 ó 5 del artículo 494 del Código Penal, se les aplicarán las sanciones contempladas en esta ley.


-En relación con el inciso primero, la diputada señora Cristi y los diputados señores Kast y Barros formularon una indicación para sustituir en él la expresión “misma morada” por “mismo techo”. Explicaron que el objeto de la indicación es conservar la terminología usada en la ley vigente, por estimar que el concepto de “morada” es demasiado rebuscado y se encuentra obsoleto, en tanto que el propuesto en su lugar, siendo más común y actual, cumple la misma función.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por mayoría (cinco votos a favor, un voto en contra y una abstención), con la enmienda de reemplazar además, por motivos de redacción, las palabras “en la” que siguen a la expresión “vivan o no” por “bajo el”.


Asimismo, en relación con el inciso primero, la diputada señora Saa formuló una indicación para agregar en él la expresión “ex cónyuge”, a continuación del vocablo “cónyuge”.


A juicio de la autora de la indicación, la inclusión de los ex cónyuges como posibles sujetos de violencia intrafamiliar se justifica plenamente debido a que las agresiones de los ex cónyuges son incluso peores que las de aquéllos que permanecen casados, porque la mayoría de las veces se trata de personas frustradas, vengativas, a las que se les ha herido gravemente en su amor propio, por lo que son capaces de hacer cualquier cosa.


Al respecto, los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la ley en proyecto confiere un trato mesurado a la violencia doméstica porque hay relaciones de largo plazo que se desea cautelar, cosa que en el caso de los ex cónyuges desaparece, siendo razonable entonces proteger sólo a los hijos comunes, tal como hace el inciso segundo de esta disposición. En cambio, el maltrato inferido por o al ex cónyuge debe quedar cubierto por las normas penales comunes, pues no hay ninguna relación de largo plazo que aconseje darle un trato más beneficioso.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por mayoría (siete votos a favor y un voto en contra).


-En relación con el inciso segundo, la diputada señora Cristi y los diputados señores Kast y Barros formularon una indicación para sustituirlo por otro similar, en el cual se reemplaza la oración “sobre los parientes por consaguinidad de ésta en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive” por la frase “sobre los hijos de aquélla”, además de eliminar la palabra “personal” que sigue a la expresión “cuidado”.


Según sus autores, el objeto de esta indicación es restringir la protección otorgada por la ley en proyecto a los hijos de un conviviente que fuere agredido por el otro, a fin de no ampliar en demasía el universo de personas amparadas por esta iniciativa, toda vez que los demás parientes del conviviente se encontrarían protegidos por otras normas, incluso, de carácter penal.


En relación con la indicación precedente, las representantes del Ejecutivo consideraron preocupante que se establezca una suerte de discriminación entre las uniones matrimoniales y las uniones de convivencia respecto de la protección de los parientes, porque mientras el inciso primero incluye a los consanguíneos y afines de los cónyuges en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, el inciso segundo sólo comprende a los consanguíneos del conviviente y ahora, si se acoge la indicación, se reduciría únicamente a sus hijos. Hicieron presente que está en el espíritu de la ley en proyecto hacerse cargo de la configuración informal de las familias en la sociedad chilena actual, por lo que no les pareció adecuado volver atrás en esta materia.


Los demás integrantes de la Comisión, que no adhirieron a la indicación, abogaron por dar igual protección a todos los miembros de cualquier núcleo familiar, sea que esté o no legalmente constituido, pues es sabido que la violencia se da siempre entre personas que tienen algún tipo de relación afectiva e incluso recrudece cuando esas relaciones se rompen y las partes ya no viven bajo un mismo techo, lo cual requiere un tratamiento legislativo diferente del que recibe la violencia generada entre personas extrañas.


Recordaron, además, que el inciso en comento protege especialmente a los menores de edad y discapacitados que se encuentren bajo el cuidado de algún miembro del grupo familiar, entendiendo por tal no sólo a la familia sustentada en el matrimonio, sino también al núcleo formado por los convivientes y sus respectivos parientes consanguíneos, que la norma asimila a los afines de los cónyuges, los cuales quedarían excluidos si se restringiera su aplicación solamente a los hijos de aquéllos.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría (cuatro votos a favor y tres votos en contra).


-Finalmente, en relación con este artículo, y a fin de precisar que si producto de la violencia se ha cometido algún delito de los regulados por el Código Penal, éste deberá juzgarse conforme a dicho cuerpo legal, la diputada señora Sepúlveda formuló una indicación para agregar en él el siguiente inciso cuarto:


“Cuando los hechos denunciados fueren constitutivos de delito, el juez remitirá los antecedentes al Ministerio Público.”


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

Artículo 3º


Dispone que, cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo anterior, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Su inciso segundo dispone que se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando, habiendo precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor, concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: una o más denuncias por violencia intrafamiliar; condena previa por violencia intrafamiliar; procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal; o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Su inciso tercero, además, ordena al tribunal cautelar especialmente los casos en que la víctima esté embarazada o se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.


En relación con el inciso segundo, las diputadas señoras Cristi y Saa, y los diputados señores Becker, Kast y Rossi, formularon una indicación para agregar en él los términos “drogadicción; alcoholismo;” a continuación de la expresión “tales como:”, por estimar que ambas circunstancias configurarían por sí solas situaciones de riesgo inminente.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría (ocho votos a favor y dos votos en contra).

Artículo 4º


Dispone que se castigará al autor de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar con alguna de las siguientes sanciones:

1.
Prisión
 de siete a sesenta días;

2.
Reclusión nocturna de quince a ciento veinte días;

3.
Multa de media a quince unidades tributarias mensuales, a beneficio del gobierno regional de la comuna del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la respectiva región y que sean de financiamiento público.


Su inciso segundo obliga al juez a considerar, para determinar la sanción aplicable al ofensor, la gravedad del maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar.


Su inciso tercero prohíbe al juez aplicar la sanción de multa tratándose de una segunda condena por violencia intrafamiliar.


En relación con el encabezamiento del inciso primero de esta norma, los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva formularon una indicación para agregar en él, entre la palabra “intrafamiliar” y la preposición “con”, la expresión “atendida su gravedad”.


Los representantes del Ejecutivo observaron que la estimación de la gravedad del maltrato está ordenada en el inciso segundo del artículo en comento. No obstante ello, estimaron que la referencia a ella quedaría mejor en el encabezamiento, por lo que sugirieron aprobar la indicación, eliminando el citado inciso segundo por innecesario.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime, con la enmienda de eliminar el inciso segundo.

Artículo 7º


Dispone que el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un registro especial de personas condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las resoluciones que se ordene inscribir al tenor de esta ley.


Su inciso segundo ordena al tribunal competente, una vez ejecutoriada la sentencia respectiva, oficiar al Registro Civil individualizando al condenado y la sanción aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar, circunstancia que el mencionado Servicio hará constar en su respectivo certificado de antecedentes. Agrega que dicho registro especial será puesto en conocimiento del tribunal que lo requiera, en los casos que la ley regula.


En relación con el inciso segundo, la diputada señora Cristi y los diputados señores 
Barros, Becker, Kast y Urrutia formularon una indicación para eliminar la oración “circunstancias que el mencionado Servicio hará constar en su respectivo certificado de antecedentes”.

Los autores de la indicación manifestaron su conformidad con la existencia de un registro especial de sanciones, pero objetaron que la violencia intrafamiliar aparezca en el certificado de antecedentes del agresor, porque, sin perjuicio de su gravedad, se trata de un hecho de la vida privada cuya figuración en un documento público impedirá rehacer su vida a las personas que se hayan rehabilitado o que hayan incurrido en violencia intrafamiliar una sola vez, impidiéndoles reinsertarse laboral y socialmente, lo cual resultaría injusto para quienes han recibido ya una sanción por la falta o el delito cometidos. 


Por su parte, quienes no estuvieron a favor de la indicación estimaron que el certificado de antecedentes debe dar cuenta del hecho de la violencia, que ya no sólo será constitutiva de falta sino que será también delito en determinadas circunstancias, sin perjuicio de que, pasado un tiempo y bajo determinadas condiciones, pueda eliminarse la anotación, tal como sucede con quienes han sido condenados por conducir en estado de ebriedad.


Los representantes del Ejecutivo consideraron pertinente acotar las anotaciones por violencia intrafamiliar al caso de la falta regulada en el artículo 2º, estableciendo que, en caso de condena, ésta deberá figurar en el certificado de antecedentes del autor como infracción a dicho precepto, y dejar que el delito de violencia intrafamiliar se rija al efecto por el Código Penal y sus normas complementarias, toda vez que el proyecto de ley sobre tribunales de familia ordena anotar las resoluciones que autorizan la suspensión condicional del procedimiento, la cual debe cancelarse un año después y, si ello es así para quien no ha sido condenado, no existe razón para no dar la misma facilidad al que ha recibido una sanción, sin perjuicio de su incorporación en el registro.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría (seis votos a favor y cuatro votos en contra).

Artículo 8º


Tipifica el delito de violencia intrafamiliar, disponiendo que: “el que habitual, continua o permanentemente ejerza violencia física, psíquica, o ambas, sobre una persona que tenga a su respecto alguna de las calidades referidas en el artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, sin perjuicio de que el hecho merezca una pena mayor.”


-En relación con esta norma, la diputada señora Vidal y el diputado señor Araya formularon una indicación para sustituir la frase “merezca una pena mayor” por los términos “revista caracteres de un delito de mayor gravedad.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron la indicación señalando que, si bien en la figura descrita por este artículo como delito de violencia intrafamiliar se subsumían determinados ilícitos contra las personas, parecía necesario precisar que la pena que la norma en estudio establece sería aplicable en la medida en que el hecho delictivo de que se tratare no constituyere, a su vez, un delito más grave, sancionado por la ley con una pena más elevada.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.


-Asimismo, en relación con este artículo, los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva formularon una indicación para agregar en él la expresión “sexual”. Ello, con el propósito de concordar esta norma con la definición de violencia sexual contenida en el artículo 2º del proyecto.

Al respecto, los representantes del Ejecutivo recordaron que el artículo 1º de la ley en proyecto fue modificado para excluir en él la alusión a los aspectos físico y psíquico de la integridad personal como objetos de su protección, los cuales se mencionan sin embargo en el artículo 2º, junto con el aspecto sexual de la misma, estableciendo que todo maltrato que los afecte se considerará violencia intrafamiliar. Restando determinar, en consideración a lo anterior, si la afectación de esas tres dimensiones sería la que configuraría el delito de violencia intrafamiliar, estuvieron de acuerdo en que así debiera ser, pero, en tal caso, enfatizaron que convendría delimitar el concepto de violencia sexual, de manera tal que esta figura no permita subsumir otros delitos que también importan el ejercicio de ese tipo de violencia. Al respecto, informaron que el Ejecutivo era partidario de comprender en esta figura solamente aquellas conductas de significación sexual no reconocidas por el sistema penal actual.


Puesta en votación la aludida indicación, fue aprobada por mayoría (seis votos a favor, un voto en contra y una abstención), con las enmiendas de anteponer al término “sexual” la conjunción “o” y de eliminar las palabras “o ambas” y la coma que las antecede, todo ello por motivos de redacción.


-Luego, habida consideración de los planteamientos de los representantes del Ejecutivo, y con la colaboración de éstos, las diputadas señoras Mella, Saa, Sepúlveda y Vidal, y los diputados señores Becker y Kast, formularon una indicación para agregar a este artículo el siguiente inciso segundo:


“Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por violencia sexual cualquier acto de significación sexual no comprendido en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, que vulnere la integridad de la víctima.”


La indicación se fundó en la necesidad de precisar que el delito de violencia intrafamiliar, que tipifica este artículo, comprende todo acto de significación sexual no sancionado por el Código Penal como delito de esa naturaleza, figuras que dicho cuerpo legal incluye en los tres párrafos señalados, como también, en la conveniencia de incluir la mención del bien jurídico protegido, en este caso la integridad de la víctima, el que, en concordancia con lo establecido en el artículo 1º, debe verse afectado para que se entienda configurado el delito de violencia intrafamiliar.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.

Artículo 11 (pasa a ser 13)


Establece que siempre será circunstancia especial de atenuación calificada de responsabilidad, respecto de ilícitos que afecten la vida o la integridad física o psíquica, la de haber sido el hechor víctima de sevicia o violencia intrafamiliar por parte de quien figura actualmente como víctima u ofendido; o cuando el hechor tenga alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º respecto del ofendido.


Su inciso segundo dispone que lo anterior es sin perjuicio de las eximentes o atenuantes generales que procedan conforme a derecho.


-La diputada señora Mella formuló una indicación para eliminar, en el inciso primero de esta disposición, los términos “de sevicia o” y la oración final “o cuando el hechor tenga alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de esta ley respecto del ofendido”, incluido el punto y coma (;) que la antecede. Ello, porque -en su opinión- la sola posesión de las calidades señaladas en el artículo 2º respecto del ofendido no puede ser fuente de atenuación de la pena para el hechor.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 6 votos a favor y una abstención.

5.
De los artículos nuevos introducidos.

Artículo 10, nuevo


Los diputados señores Becker, Kast y señora Saa formularon una indicación para incorporar al proyecto el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Formalización de la medida de tratamiento. Las instituciones que desarrollen aquellos programas indicados en el Nº 4 del artículo 11 darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.”


Se explicó que la norma propuesta busca preservar la facultad judicial de imponer la medida de tratamiento, sin perjuicio de que sean las instituciones que ofrecen terapia las encargadas de definir el tipo de intervención y de informar al tribunal sobre el inicio y término de la misma. En cuanto a la determinación del plazo de duración del programa terapéutico, éste deberá fijarlo el juez ateniéndose a lo dispuesto en el inciso final del artículo relativo a las sanciones accesorias, según el cual éstas pueden subsistir sin perjuicio de que la sanción principal aplicada al agresor se encuentre cumplida.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Artículo 11, nuevo


Las diputadas señoras Saa y Mella formularon una indicación para incorporar al proyecto el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Interés público prevalente. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, se entenderá existir un interés público prevalente en la continuación de la persecución penal cuando el delito de lesiones menos graves haya sido precedido por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley.”


Los representantes del Ejecutivo, quienes colaboraron con las autoras de la indicación en su elaboración, explicaron que una de las salidas alternativas que contempla el nuevo proceso penal, y que implica no condenar al imputado, es el acuerdo reparatorio. No obstante, el Ministerio Público, en un instructivo emitido en enero del presente año, dispuso que los fiscales debían favorecer los acuerdos reparatorios respecto de los delitos de lesiones menos graves y leves tipificados en los artículos 399 y 494 Nº 5 del Código Penal, sin perjuicio de negarse a ello en caso de existir un interés público prevalente en su persecución, noción que ejemplifica con aquellas lesiones que sean resultado de la violencia al interior de la familia constitutiva de delito y que se presenten en el marco de una relación de violencia que deba ser interrumpida, y que, en todo caso, corresponde definir al propio Ministerio Público.


Por ello, la indicación declara que existe un interés público prevalente en la continuación del proceso penal tratándose de lesiones menos graves que han sido precedidas por amenazas con armas blancas o de fuego, o por otras lesiones de carácter leve.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 5 votos a favor y 3 votos en contra.

Artículo 12, nuevo


Las diputadas señoras Saa y Mella, y los diputados señores Becker y Kast, formularon una indicación para incorporar al proyecto el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Condiciones imperativas para la suspensión del procedimiento penal. Tratándose de los delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, que hayan sido precedidos por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, si el tribunal decretare la suspensión condicional del procedimiento, impondrá conjuntamente las condiciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 238 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de las demás que estime pertinentes.”


Explicaron sus autores que esta indicación sólo establece una mayor exigencia a la suspensión condicional del procedimiento penal tratándose de los delitos que se señalan, casos en los cuales deben imponerse conjuntamente las obligaciones que la norma expresa (abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas y someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza), sin perjuicio de otras condiciones que el tribunal estime aconsejables.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Artículo 15, nuevo


Las diputadas señoras Saa y Vidal, y el diputado señor Urrutia, formularon una indicación para agregar al proyecto el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Restricciones a la concesión de beneficios de la ley Nº 18.216. Tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, si el hechor hubiere cometido previamente en contra de la víctima actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, no tendrá lugar la remisión condicional de la pena ni la libertad vigilada, contempladas en la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. Con todo, cuando el hechor incurriere en lesiones menos graves, el tribunal, por resolución fundada en antecedentes que obren en el proceso, podrá otorgar la libertad vigilada.


Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la citada ley Nº 18.216.”


Explicaron sus autores que la indicación pretende acotar las restricciones impuestas a la concesión de los beneficios que contempla la ley 18.216 a la circunstancia de haberse cometido el delito precedido de amenazas con armas blancas o de fuego, o de lesiones menos graves, en contra de la víctima.


Los representantes del Ejecutivo sugirieron enmendar la disposición en debate en el sentido de que la restricción de tales beneficios sea facultativa para el juez. Asimismo, observaron que lo determinante para la denegación de los beneficios de libertad vigilada y remisión condicional de la pena es que el delito se haya cometido precedido de alguna de las faltas a que se refieren los números 4 y 5 del artículo 494 del Código Penal. Es decir, no se trata de cualquier acto de violencia, sino de las formas más intensas de violencia intrafamiliar constitutiva de falta.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por 7 votos a favor y 1 voto en contra.

Artículo 16, nuevo


Los diputados señores Araya, Becker y Montes formularon una indicación para agregar al proyecto el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Modificación al artículo 369 del Código Penal. Reemplazáse la regla 2ª del inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal por la siguiente:


‘2ª Cualquiera sea la circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido el juez podrá poner término al procedimiento, en consideración a los antecedentes que obren en el proceso.’.”


Explicaron sus autores que el artículo 369 del Código Penal obliga al juez a poner término al procedimiento por violación en contra de un cónyuge o conviviente si la víctima así lo solicita, a menos que dicho juez tenga motivos fundados para oponerse. Por ello, y a fin de darle mayor flexibilidad, se propone enmendar la disposición en el sentido de que sea facultativo para el tribunal acceder al requerimiento de la víctima, debiendo en caso afirmativo fundar su resolución en antecedentes que obren en el proceso.


Considerando que la forma verbal “podrá” deja a salvo la posibilidad de que el juez deniegue la petición del ofendido, siempre por motivos fundados, la Comisión aprobó la indicación por 9 votos a favor y una abstención.

6.
De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


No hay.

7.
De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

1.
De los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva, para agregar, en el artículo 1º, el término “sexual” (Por mayoría).
2.
De los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva, para agregar, en el artículo 2º, el siguiente nuevo inciso:


“Cuando los hechos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar importen la comisión de algún delito, se aplicarán las penas que corresponden al hecho típico.” (Por mayoría).

3.
De las diputadas señoras Muñoz, Saa y Vidal, para sustituir el inciso segundo del artículo 3º por el siguiente:


“Sin perjuicio de otros casos, se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando concurran en el denunciado una o más circunstancias tales como el uso de drogas o alcohol, tenencia de armas, conducta violenta fuera del hogar, antecedentes siquiátricos o sicológicos que denoten características de personalidad violenta; existencia de una o más denuncias por violencia intrafamiliar; condena previa por violencia intrafamiliar; procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas, o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Código Penal. De igual modo, se presumirá que existe una situación de riesgo cuando la violencia física se ha incrementado en violencia y severidad implicando riesgo vital para el o la denunciante. En ningún caso podrá exigirse a la parte denunciante la presentación de documentos o antecedentes escritos que verifiquen tales circunstancias.” (Por mayoría).

4.
De los diputados señores Ojeda y Araya, para suprimir el artículo 8º (Por mayoría).
5.
De los diputados señores Barros y Kast, para agregar en el artículo 8º, a continuación de la expresión “artículo 2º”, la frase “del cual derive grave o irreparable daño a la víctima” (Por mayoría).
6.
De las diputadas señoras Muñoz, Saa y Vidal, para reemplazar el artículo 9º por el siguiente:


“Artículo 9º.- En caso de condena por la comisión del delito previsto en el artículo 8º de esta ley, o de los delitos agravados en conformidad a los señalado en el artículo siguiente, el otorgamiento de cualquiera de los beneficios previstos en la ley Nº 18.216 se sujetará siempre a las condiciones que establece el artículo 30 de dicho cuerpo legal, a menos que, por resolución fundada en antecedentes que obren en el proceso, el juez estime innecesario el establecimiento de dichas condiciones para la seguridad de la víctima.” (Por mayoría).

7.
De las diputadas señoras Muñoz, Saa y Vidal, para reemplazar el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Circunstancia agravante de responsabilidad penal. Será circunstancia agravante de responsabilidad, respecto de los ilícitos que afecten la vida o la integridad física o síquica, o de los establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal, la de haber cometido el delito precediéndole sevicia por parte del hechor en contra de la víctima, entendiéndose por tal las reiteradas acciones ejecutadas o expresiones proferidas constitutivas de malos tratos en contra de la víctima; o cuando la víctima tenga alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de esta ley respecto del ofensor.” (Por mayoría).

8.
De los diputados señores Ojeda y Araya, para suprimir el artículo 11 (Por mayoría).
9.
De los diputados señores Saffirio, Burgos y Silva, para sustituir, en el artículo 11, la expresión “Siempre será” por “Se considerará” (Por mayoría).
10. De la diputada señora Cristi y de los diputados señores Barros y Kast, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 12. Formalización de la medida de tratamiento. Las instituciones que realicen los tratamientos deberán dar cuenta al respectivo tribunal del inicio y término de los mismos.


Corresponderá a estas instituciones definir la pertinencia de la terapia, el tipo de intervención y la duración de los mismos en cada caso, de lo que darán inmediata cuenta al tribunal.” (Por unanimidad).

11. Del diputado señor Kast, para suprimir el artículo 13 (Por mayoría).
12. De las diputadas señoras Saa y Sepúlveda, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ....- Para los efectos previstos en esta ley, no tendrá aplicación el Nº 2 del ar-tículo 369 del Código Penal.” (Por mayoría).
8.
Indicaciones declaradas inadmisibles.


No hay.

-o-


Cabe consignar que la Comisión acordó, en forma unánime, encomendar a su Secretario la determinación del orden en que debían figurar los nuevos artículos incorporados a la iniciativa en debate, la cual fue concordada con los representantes del Ejecutivo, optándose en definitiva por ordenarlos conforme a la relación existente entre las materias que ellos abordan y a la cronología de las situaciones que ellos regulan.


Fruto de lo anterior, se determinó que, a continuación del artículo 8º, debe figurar el relativo a las sanciones accesorias (artículo 12 del primer informe, que pasa a ser 9º), por estar éstas asociadas tanto a las penas de que trata el artículo 4º como a la asignada al delito de violencia intrafamiliar (artículo 8º). En seguida, se consignó, como nuevo artículo 10, el relativo a la formalización de la medida de tratamiento, por referirse al cumplimiento de una de las sanciones accesorias. Posteriormente, deben figurar, como artículos 11 y 12, las nuevas disposiciones relativas al interés público prevalente en la persecución del delito de lesiones y a las condiciones imperativas para la suspensión del procedimiento penal (en relación con los delitos contra las personas y de naturaleza sexual), respectivamente; como artículo 13, el 11 del primer informe, que se refiere a la circunstancia atenuante de responsabilidad penal (respecto de los delitos que afecten la vida o la integridad física o psíquica); como artículo 14, el 9º del primer informe, que trata de la condicionalidad de los beneficios de la ley Nº 18.216 (en relación con el delito previsto en el artículo 8º); como artículo 15, la disposición relativa a restricciones a la concesión de beneficios de la ley Nº 18.216 (en relación a la aplicación de medidas alternativas respecto de los delitos contra las personas y de naturaleza sexual ); como artículo 16, la modificación a la regla 2ª del artículo 369 del Código Penal y, como artículo 17, la derogación de la ley Nº 19.325, sobre violencia intrafamiliar.

-o-

9.
Proyecto de ley aprobado por la comisión.


Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad os dará a conocer el señor diputado Informante, esta Comisión os recomienda aprobar el siguiente proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la honorable Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY.

“DICTA NORMAS DE PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

1º
De la violencia intrafamiliar.


Artículo 1º.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto proteger la integridad y la seguridad de las víctimas de la violencia intrafamiliar, así como establecer las sanciones a dicha violencia.


Artículo 2º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física, psíquica o sexual de quien tenga respecto del ofensor la calidad de pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, adoptante, adoptado, cónyuge o ex cónyuge, sea que viva o no bajo el mismo techo y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente se ejecute en contra de la persona con la que se mantiene una relación de convivencia; sobre los hijos de aquélla; entre los padres de un hijo común, aun cuando no medie convivencia ni matrimonio, o cuando recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


Cuando los hechos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar importen la comisión de alguna de las faltas contempladas en los números 4 ó 5 del artículo 494 del Código Penal, se les aplicarán las sanciones contempladas en esta ley.


Cuando los hechos denunciados fueren constitutivos de delito, el juez remitirá los antecedentes al Ministerio Público.


Artículo 3º.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo anterior, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando, habiendo precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor, concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción; alcoholismo; una o más denuncias por violencia intrafamiliar; condena previa por violencia intrafamiliar; procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5º y 6º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal; antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, en que se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.

2º
De las responsabilidades y sanciones.


Artículo 4º.- Sanciones. Se castigará al autor de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con alguna de las siguientes sanciones:

1.
Prisión de siete a sesenta días.

2.
Reclusión nocturna de quince a ciento veinte días.

3.
Multa de media a quince unidades tributarias mensuales, a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la respectiva región y que sean de financiamiento público.


En caso de tratarse de una segunda condena por violencia intrafamiliar, el juez no podrá aplicar la sanción de multa.


Artículo 5º.- Desembolsos y perjuicios patrimoniales. La sentencia establecerá la obligación del condenado de pagar a la víctima los desembolsos y perjuicios de carácter patrimonial que se hubieren ocasionado con la ejecución del o los actos constitutivos de violencia intrafamiliar objeto del juicio, incluida la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos. Estos perjuicios serán determinados prudencialmente por el juez.


Artículo 6º.- Multa. El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días. Si no pagare dicha multa, sufrirá por vía de sustitución y apremio, la pena de prisión, regulándose un día por cada quinto de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de sesenta días.

3º
Disposiciones generales.


Artículo 7º.- Registro de sanciones. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las resoluciones que la ley ordene inscribir.


El tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.


Artículo 8º.- Delito de violencia intrafamiliar. El que habitual, continua o permanentemente ejerza violencia física, psíquica o sexual, sobre una persona que tenga a su respecto alguna de las calidades referidas en el artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, sin perjuicio de que el hecho revista caracteres de un delito de mayor gravedad.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por violencia sexual cualquier acto de significación sexual no comprendido en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo, del Código Penal, que vulnere la integridad de la víctima.


Artículo 9º. Sanciones accesorias. Si el juez aplicare alguna sanción en virtud de los artículos 4º u 8º de esta ley, podrá imponer, además, como sanción accesoria, una o más de las siguientes:

1.
Obligación de abandonar el hogar que comparte con la víctima.

2.
Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido.

3.
Prohibición para portar y/o tener armas de fuego.

4.
La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar.


El cumplimiento de las sanciones accesorias señaladas podrá subsistir sin perjuicio de que la sanción principal aplicada al agresor se encuentre cumplida.


Artículo 10.- Formalización de la medida de tratamiento. Las instituciones que desarrollen aquellos programas indicados en el Nº 4 del artículo 9º darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


Artículo 11.- Interés público prevalente. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, se entenderá existir un interés público prevalente en la continuación de la persecución penal cuado el delito de lesiones menos graves haya sido precedido por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley.


Artículo 12.- Condiciones imperativas para la suspensión del procedimiento penal. Tratándose de los delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, que hayan sido precedidos por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, si el tribunal decretare la suspensión condicional del procedimiento, impondrá conjuntamente las condiciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 238 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de las demás que estime pertinentes.


Artículo 13.- Circunstancia atenuante de responsabilidad penal. Siempre será circunstancia especial de atenuación calificada de responsabilidad, respecto de los ilícitos que afecten la vida o la integridad física o psíquica, la de haber sido el hechor víctima de violencia intrafamiliar por parte de quien figura actualmente como víctima u ofendido.


Lo anterior es sin perjuicio de las eximentes o atenuantes generales que procedan conforme a derecho.


Artículo 14.- Condicionalidad de los beneficios de la ley Nº 18.216. En caso de condena por la comisión del delito previsto en el artículo 8º, el otorgamiento de cualquiera de los beneficios previstos en la ley Nº 18.216 se sujetará a lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.


Artículo 15.- Restricciones a la concesión de beneficios de la ley Nº 18.216. Tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, si el hechor hubiere cometido previamente en contra de la víctima actos descritos en el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, no tendrá lugar la remisión condicional de la pena ni la libertad vigilada, contempladas en la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. Con todo, cuando el hechor incurriere en lesiones menos graves, el tribunal, por resolución fundada en antecedentes que obren en el proceso, podrá otorgar la libertad vigilada.


Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la citada ley Nº 18.216.


Artículo 16.- Modificación al artículo 369 del Código Penal. Reemplázase la regla 2ª del inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal por la siguiente:


‘2ª Cualquiera sea la circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido el juez podrá poner término al procedimiento, en consideración a los antecedentes que obren en el proceso.’.


Artículo 17.- Derogación. Derógase la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar.

Disposición transitoria


Artículo transitorio.- Los procesos por actos de violencia intrafamiliar iniciados al amparo de la ley 19.325 se seguirán substanciando conforme al procedimiento establecido en dicha ley.”

-o-


Sala de la Comision, a 6 de agosto de 2003.


Acordado en sesiones de fechas 9, 16 y 30 de julio, y 6 de agosto, de 2003, con asistencia de las diputadas señoras María Angélica Cristi Marfil, María Eugenia Mella Gajardo, María Antonieta Saa Díaz, Alejandra Sepúlveda Orbenes (Presidenta) y Ximena Vidal Lázaro, y de los diputados señores Sergio Aguiló Melo (Juan Bustos Ramírez), Pedro Araya Guerrero, Ramón Barros Montero, Germán Becker Alvear, José Antonio Galilea Vidaurre, José 
Antonio Kast Rist, Carlos Montes Cisternas (Juan Bustos Ramírez), Fulvio Rossi Ciocca, Ignacio Urrutia Bonilla y Edmundo Villouta Concha (Pedro Araya Guerrero), a las que concurrieron, además, los diputados señores Zarko Luksic Sandoval y Sergio Ojeda Uribe.


Se designó diputado informante al señor Barros, don Ramón.


(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario de la Comisión”.

5.
Informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.175, en materia de fortalecimiento de la transparencia en la administración privada de las quiebras, fortalecimiento de la labor de los síndicos y de la superintendencia de quiebras. (boletín Nº 3180-03)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a informaros el proyecto de ley, originado en un mensaje de S. E. el Presidente de la República, que se individualiza en el epígrafe.

I. CONSTANCIA PREVIA.


Al proyecto de ley en informe se le ha hecho presente el trámite de urgencia, calificada de “simple”.


La Comisión acordó que las disposiciones contenidas en los incisos tercero y cuarto de la letra d), del artículo 8º, numeral 1) deben ser votadas con quórum especial, por tener carácter de Ley Orgánica Constitucional, ya que establecen nuevas atribuciones a los tribunales de justicia.

-o-

II. ANTECEDENTES GENERALES.


Para una mejor comprensión de la materia en estudio, se inserta a continuación legislación comparada de Estados Unidos de Norteamérica, España y México.

a)
Estados Unidos de Norteamérica1.


La Ley de Quiebras en Estados Unidos de Norteamérica se encuentra en el US Code Título 11, llamado “Bankruptcy2“. Esta norma legal cuenta con 8 capítulos. Se complementa con el Título 28 del mismo Code relativo a la Organización de los tribunales de judiciales y al Departamento de Justicia3. 


En este último Ministerio se encuentra el United States Trustee Program4, organismo cuya finalidad principal es promover la eficiencia, proteger y preservar la integridad del sistema de quiebras. De acuerdo a la sección 101 del Título 11 y la sección 508 del Título 28, deberá además, fiscalizar a los Trustees, en materia de quiebras, que son la figura más próxima a nuestros Síndicos.


Fundamentalmente, existen tres tipos de juicios de quiebras, regulados en el capítulo 7, 11 y 13 del Título 11 del US Code.5 


El Capítulo 7 se refiere a la liquidación de la masa y se regula aquellos casos en que no existe posibilidad de una solución alternativa a la situación financiera del deudor quien bajo ningún parámetro puede pagar sus pasivos. Se deberán vender y liquidar los bienes de la masa para pagar a los acreedores. Las leyes de cada uno de los Estados excluyen de este procedimiento ciertos bienes del deudor que permanecerán en su patrimonio. 


El procedimiento del Capítulo 11, corresponde a aquel en que se autoriza a los empresarios y personas individuales a reorganizar sus problemas financieros mediante el acuerdo con sus acreedores en un plan de pagos.


Finalmente, el Capítulo 13, está referido a las personas naturales que tienen ingresos permanentes y que a la fecha de la demanda de quiebra, tienen deudas líquidas, no controvertidas y no caucionadas menores a U$ 290.000 o bien líquidas, no controvertidas pero caucionadas, menores a U$ 870.000. Se puede pactar un programa de pagos de las deudas, pero el deudor debe aumentar el monto de sus ingresos o patrimonio para calificar como fallido de este Capítulo. 


Los juicios de los Capítulos 11 y 13 pueden convertirse durante su tramitación en procedimientos de liquidación del Capítulo 7, en la medida que no se cumplan los programas de pago acordados.

Trustees


El concepto Trustee, en general, debe ser entendido como administradores patrimoniales. Pueden desempeñarse, al menos en dos tipos de actividades, en materia de fideicomisos y en las quiebras. 


En Estados Unidos de Norteamérica se reconoce, en materia de quiebras, que existen los Private Trustees y los US Trustees6. Los primeros, son aquellos funcionarios auxiliares a los tribunales de justicia que administran la propiedad de un deudor y que son nombrados por estos últimos cuando se ha determinado que la administración no puede permanecer bajo el control del fallido. Su gestión debe ir en beneficio de los acreedores. Los US Trustees son los funcionarios del Departamento de Justicia, designados para diversas regiones geográficas del país y cumplen labores similares a las de la Fiscalía Nacional de Quiebras en Chile. 


A continuación se describen ambas figuras:

US Trustees


Los US Trustees, como funcionarios del Departamento de Justicia deben velar en general, porque los juicios de quiebras se desenvuelvan de manera justa, expedita y económica, controlar la conducta de los partes y Síndicos, tomar acciones para asegurar el cumplimiento de las leyes aplicables e identificar e investigar quiebras fraudulentas y abusivas. En términos concretos, los US Trustees deben supervisar lo siguiente:


La administración de los procedimientos de liquidación de patrimonios establecidos en el Capítulo 7, sección 701 a 704, de la ley de Quiebras (US Code, Título 11). En este caso el procedimiento lo realiza un Private Trustee y su finalidad es liquidar o reducir a dinero los bienes del deudor que no tiene posibilidad de continuar con el giro y entregarlos a los acreedores, con excepción de aquellas deudas que han sido condonadas y cuyas sumas serán entregadas al fallido.


La gestión financiera y administrativa de los procedimientos de reorganización de deudas, establecidos en el Capítulo 11 de la ley de Quiebras y que ha sido acordado por el deudor y por los acreedores. Normalmente, será el mismo fallido quien deberá continuar con la administración de su patrimonio, salvo que el tribunal determine el nombramiento de un Private Trustee para dichos fines. En este caso se deberán pagar costas al US Trustee por la quiebra.


La reorganización financiera de las deudas de empresas familiares agrícolas de acuerdo al Capítulo 12, se encuentran en quiebra. Este procedimiento tiene por finalidad el pago de las deudas y la continuación del funcionamiento de la actividad familiar. En este caso, el United States Trustee Program, designa provisoriamente un Private Trustee que deberá ser ratificado, posteriormente, por el tribunal.

La reorganización financiera de las personas naturales asalariadas en situación de quiebra, de acuerdo al Capítulo 13. El United States Trustee Program, designa provisoriamente un Private Trustee que deberá ser ratificado, posteriormente, por el tribunal.

La actividad de los Private Trustees, designados por ellos o por los tribunales y servir como tales en caso que los Síndicos no puedan cumplir su labor por incapacidad o inhabilidad. 

Private Trustees


Los Private Trustees, tal como se señaló, deben administrar la masa de bienes del fallido. Participan mayormente de los juicios del Capítulo 7 de la ley de Quiebras, es decir de la liquidación del patrimonio del fallido.

b)
España.


El ordenamiento jurídico español regula el concurso de acreedores y la quiebra, los que han venido distinguiéndose entre sí, fundamentalmente por la calidad subjetiva del deudor, así como un tratamiento de mayor dureza frente al mismo, en el caso del procedimiento de quiebra.


En lo que se refiere al concurso de acreedores, el procedimiento corresponde al deudor no comerciante. Quien no tiene la calidad de comerciante, no puede constituirse ni ser declarado en quiebra.


Es necesario hacer esta distinción ya que hay una excesiva concurrencia de normas legales que regulan indistintamente ambas materias, sin implicar una distinción fundamental entre uno y otro procedimiento. 


La regulación del procedimiento de quiebra se encuentra dispersa en distintos cuerpos normativos, algunos caracterizados por su antigüedad, tal es el caso de las principales normas que la regulan: el Código de Comercio (C.Cº), de 1829 y de la Ley de enjuiciamiento Civil de 1881 (LEC), que poseen un gran número de concordancias que hacen más compleja su interpretación. Además de estas normas, el Título XII de la Ley Procesal, relativo al concurso de acreedores, por virtud de lo dispuesto en el artículo 1.319, se aplica en todo lo que no está previsto y ordenado en el Código de Comercio sobre la forma de proceder en las quiebras.

Sindicatura de Quiebras

Requisitos

“La ley exige para el nombramiento de la sindicatura, que cada uno de los elegidos reúna la cualidad de acreedor, bien por derecho propio o en representación ajena, preferentemente quien ejerza o haya ejercido el comercio, pero además y como detalle importante, el Juzgado ya no interviene en su nombramiento y son los propios acreedores reunidos en junta general convocada al efecto, quienes designan a aquellos de los suyos que han de administrar y representar en lo sucesivo a la masa”.7

En la LEC solamente el artículo 1.215, integrado dentro de las normas del concurso no mercantil, se refiere a las condiciones personales que han de reunir los Síndicos: varones8, mayores de veinticinco años, que se hallen presentes en la Junta, que sean acreedores por derecho propio, que no tengan conocida preferencia crediticia ni la pretendan y que residan en el lugar del juicio. En lo que a la quiebra se refiere, “existe una variante: el artículo 1.070 del CCº, de 1829, recogiendo asimismo la condición de mayor de veinticinco años y residente en el lugar en que se siga la quiebra, añade que el nombramiento he de recaer sobre persona física, que serán preferidos los que ejerzan o hayan ejercido el comercio, y que resulta indiferente que los elegidos sean acreedores en nombre propio o ajeno”9.


El nombramiento de Síndico se ha de hacer en persona determinada, y no colectivamente en sociedad alguna de comercio.
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c)
México.


Por lo que a México se refiere, la regulación de esta materia se encuentra en la nueva Ley de Concursos Mercantiles (LCM), que entró en vigor en el año 2000 y sustituyó a la antigua ley de Quiebras y Suspensión de Pagos. Dicha norma, contempla en caso de quiebra un procedimiento denominado “concurso mercantil”, que se encuentra dividido en dos etapas, la primera de conciliación y la segunda de quiebra.

Sindicatura de Quiebra

Requisitos:


La Ley de Concursos Mercantiles, establece que los Síndicos, deberán cumplir con los siguientes requisitos (artículo 326): 


No desempeñar empleo, cargo o comisión en la administración publica, ni ser parte de los poderes legislativo o judicial, en cualquiera de los tres ámbitos de gobierno; 


Ser de reconocida probidad; 


Cumplir con los procedimientos de selección que le aplique el instituto, así como los procedimientos de actualización que determine el mismo, y 


No haber sido condenado mediante sentencia ejecutoriada, por delito intencional que merezca pena corporal, ni inhabilitado para empleo, cargo o comisión en el servicio publico, el sistema financiero, o para ejercer el comercio.


Las personas que cumplan con los requisitos señalados serán inscritas por el instituto en los registros de visitadores, conciliadores o Síndicos, previo pago de los derechos correspondientes. Es el Instituto Federal de Especialistas el encargado de registrar y fiscalizar las funciones de los Síndicos.

Inhabilidades e incompatibilidades


En cuanto a las inhabilidades e incompatibilidades, la ley establece que estas serán aplicables a las tres especialidades anteriormente señaladas, por lo que no podrán ejercer como tal en los siguientes supuestos:


Ser cónyuge, concubina o concubinario o pariente dentro del cuarto grado por consanguinidad o segundo por afinidad, del comerciante sujeto a concurso mercantil, de alguno de sus acreedores o del juez ante el cual se desarrolle el procedimiento; 


Estar en la misma situación a que se refiere la fracción anterior respecto de los miembros de los órganos de administración, cuando el comerciante sea una persona moral y, en su caso, de los socios ilimitadamente responsables; 


Ser abogado, apoderado o persona autorizada, del comerciante o de cualquiera de sus acreedores, en algún juicio pendiente; 


Mantener o haber mantenido durante los seis meses inmediatos anteriores a su designación, relación laboral con el comerciante o alguno de los acreedores, o prestarle o haberle prestado durante el mismo período, servicios profesionales independientes siempre que éstos impliquen subordinación; 


Ser socio, arrendador o inquilino del comerciante o alguno de sus acreedores, en el proceso al cual se le designe, o 


Tener interés directo o indirecto en el concurso mercantil o ser amigo cercano o enemigo manifiesto del comerciante o de alguno de sus acreedores. Esta incompatibilidad será de libre apreciación judicial.
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III. MINUTA DE LAS IDEAS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.


Las modificaciones contempladas en esta iniciativa legal, tienen por objeto mejorar la institucionalización de los Síndicos privados y perfeccionar el sistema de administración contenida en la actual ley de Quiebras Nº 18.175, de 1982.


La característica fundamental de dicha normativa (la ley Nº 18.175) es la privatización del sistema concursal, a través de su administración por Síndicos privados que reemplazó la administración estatal consagrada en la Ley 4.558 de 1929, que creó la Sindicatura General de Quiebras.


Sobre la base de lo antes expuesto, el proyecto en estudio se restringe a las siguientes materias de interés prioritario:


Fortalecer y dar mayor transparencia al sistema de administración privada de las quiebras, a fin de evitar la eventual ocurrencia de abusos;


Generar mayor eficiencia en la administración del sistema, y 


Mejorar la institucionalidad de la Superintendencia de Quiebras, regulando sus facultades sancionatorias.


Los problemas que en estas materias han generado la citada ley, han quedado de manifiesto paulatinamente desde su entrada en vigor, tanto por las dificultades en su aplicación que han encontrado las partes, los tribunales, y el organismo fiscalizador, como por los estudios realizados en el ámbito académico y la doctrina.


Con el transcurso del tiempo han quedado al descubierto las debilidades que presenta la actual ley de quiebras, y se ha hecho indispensable, con el fin de preservar el sistema de Síndicos privados y evitar que se torne ineficiente o controvertido, proponer modificaciones que solucionen los problemas más importantes que han sido detectados.


Este sistema de administración privada, que revivió la legislación del antiguo Código de Comercio, derogada en 1929, obligó a sustituir el ente estatal de administración de las quiebras por una institución fiscalizadora de los Síndicos privados, la Fiscalía Nacional de Quiebras, actual Superintendencia de Quiebras, que está además -dada su especialización- a cargo de la persecución criminal de los responsables de los delitos de quiebra culpable y fraudulenta.


La característica principal de la ley Nº 18.175 es el retorno al sistema de Síndicos que en otro tiempo estableció el Código de Comercio. Con el transcurso del tiempo han quedado al descubierto otras debilidades que presenta la ley en vigor, como la administración y liquidación de los patrimonios insolventes. Esta es una de las materias más complejas y delicadas que puedan darse en los sistemas económicos y ciertamente han sido uno de los más graves problemas que han debido enfrentar los sistemas concursales. De ahí que sea menester corregir las desviaciones que presenten.


El actual funcionamiento del sistema de administración privada de las quiebras ha recibido justas críticas desde diferentes sectores de la ciudadanía. Con el objeto de perfeccionarlo y evitar caer en la tentación de volver al antiguo régimen de sindicatura estatal que, por lo demás, sería muy costoso para el erario nacional, se han diseñado una serie de mecanismos relativos fundamentalmente a la inclusión de los Síndicos en la Nómina, a su nombramiento en cada una de las quiebras y a sus honorarios y los de sus asesores.


En razón de que la ley actual es muy poco exigente en los requisitos para ser Síndico, lo que no se aviene con la seriedad y envergadura de esta función, sobre todo en lo relativo al resguardo de la fe pública, se ha querido ser más riguroso en el acceso de los postulantes, y además exigirles una caución de fiel desempeño de su cargo al ingresar a la Nómina.


Asimismo, se propone llenar algunos vacíos de la actual ley con relación a las inhabilidades e incompatibilidades, tanto para integrar la Nómina cuanto para asumir como Síndico en una quiebra, y se establecen algunas prohibiciones para los Síndicos en el desempeño de sus funciones. En este ámbito, el proyecto viene a subsanar una carencia que se ha hecho sentir con mucha fuerza, e incorpora criterios ya presentes en otras normas sobre probidad de nuestro ordenamiento jurídico.


Así, se establecen como inhabilidades para adquirir la calidad de Síndico la notoria insolvencia, el desempeño como director de una sociedad fallida en los dos años anteriores a la declaración de quiebra, la incapacidad física o mental, y algunas inhabilidades sobrevinientes.


En relación con estas últimas, se señalan como causales de exclusión de la nómina el haber infringido ciertas prohibiciones, relativas en general a la falta de probidad, tales como intervenir en quiebras ajenas, adquirir o enajenar bienes para sí o para determinadas personas relacionadas, y proporcionar u obtener ventajas indebidas. Para todos los casos de exclusión, se detallan las obligaciones de los Síndicos con relación a las quiebras que se encontraban bajo su administración.


Por último, en lo que respecta a los impedimentos para que un Síndico de la nómina sea designado en una quiebra, convenio o cesión de bienes determinada, se establecen ciertas inhabilidades e incompatibilidades fundadas en su parentesco o relación con el fallido.


En cuanto a la designación del Síndico en una quiebra determinada, se ha propuesto consagrar plenamente el principio privatista que inspira la ley, y que considera que son los acreedores los principales interesados en la buena administración del patrimonio del fallido y de su liquidación con vistas al pago de sus créditos. 


En efecto, si la quiebra se declara a solicitud de un acreedor, éste señalará el nombre del Síndico que deberá ser nombrado por el juez en calidad de provisional. En caso de que la quiebra sea solicitada por el propio deudor, el juez citará a los tres principales acreedores a una audiencia previa para el nombramiento del Síndico provisional.


El mismo criterio de preeminencia de la voluntad de los acreedores, basado en su interés preferente en los resultados de la quiebra, se sigue cuando ésta es declarada como consecuencia del rechazo del convenio judicial preventivo, y de la declaración de la nulidad o de la resolución del convenio, como asimismo en los casos en que debe intervenir un Síndico como informante e interventor en un convenio judicial preventivo o en las calidades que le correspondan en la cesión de bienes a varios acreedores del deudor civil.


Con esto se consigue, además de la transparencia en la designación de Síndicos, eludiendo operaciones clandestinas, evitar las incomodidades que se originan al tribunal cuando se dispone a declarar una quiebra tanto para efectuar una designación, si la quiebra es de altos ingresos, como para no efectuarla, cuando carece de bienes o éstos son escasos; además, se persigue entregar desde el inicio a los acreedores la decisión relativa a la persona que representará sus intereses, aun en forma provisional.


Junto con la forma de nombramiento de los Síndicos en las quiebras, el tema que mayores críticas justificadas han generado a la actual ley es la forma de remuneración de los Síndicos y de sus asesores, y el de los gastos de las quiebras, siendo estos últimos de naturaleza prededucibles.


En esta materia, cabe indicar, por una parte, que la actividad de Síndico es de naturaleza estrictamente personal y por ende son únicamente los Síndicos quienes pueden ser remunerados con cargo a los fondos que produzca la liquidación de los bienes del fallido. Otras personas podrán ser remuneradas siempre que así lo acuerde expresamente la junta de acreedores, según se expresa más adelante.


Por la otra, con el objeto de darle la mayor claridad y especificidad a los acuerdos que se adopten en la materia, se hizo un estudio sobre las remuneraciones de los Síndicos sumadas a las de sus asesores, que han sido cobradas en la realidad durante la vigencia de la ley de Quiebras. Con el objeto de proteger los créditos laborales y valistas, entre otros, se establece un límite máximo a los honorarios que pueden cobrar los Síndicos, en conformidad a una Tabla, por tramos, progresiva y gradual, sin perjuicio de consagrar la más amplia libertad para pactar honorarios mayores con los acreedores que así lo acuerden. 


El honorario determinado por la Tabla deberá ser único, comprender todos los gastos del Síndico, incluidos los honorarios de las personas que deba contratar para la quiebra. Estos no se calcularán sobre la base de los ingresos como ahora, sino de los repartos, de los cuales se deben descontar en cada oportunidad en que éstos se efectúen.


En forma excepcional, y previo acuerdo adoptado en junta extraordinaria, se permite efectuar determinadas contrataciones especiales con los requisitos que señala el mensaje.


En lo que dice relación con los gastos de la quiebra, se dispone que éstos deberán estar incluidos y detallados en instrucciones generales impartidas por la Fiscalía Nacional de Quiebras, con el objeto de que correspondan a la realidad y que no se conviertan en una vía de escape para retirar fondos de la quiebra y eludir las normas sobre limitación de los montos de los honorarios.


Finalmente, y con el ánimo de facilitar la administración del Síndico y de evitar que incurra en responsabilidades por actos que no le son imputables, se regulan sus facultades en caso de dictarse órdenes de no innovar o de decretarse la suspensión del procedimiento durante la tramitación del recurso especial de reposición. Lo anterior viene a solucionar el problema que se suscita al quedar paralizada la quiebra, y los bienes que la componen, puesto que no podrían ser administrados por el Síndico ni por el fallido.


El retorno al sistema de administración privada de las quiebras obligó a crear la Superintendencia de Quiebras, encargada de fiscalizar la labor de aquéllos y de perseguir criminalmente a los responsables de los delitos de quiebra culpable o fraudulenta. Sin embargo la ley no la dotó de la facultad sancionatoria, propia de la función fiscalizadora.


De este modo, la Superintendencia de Quiebras, es uno de los pocos organismos fiscalizadores existentes en Chile que carece de facultades sancionatorias. 


Debido a lo expresado, y sin alterar las funciones, atribuciones y deberes de la Superintendencia, se propone dotarla de la facultad de aplicar las sanciones de suspensión, multa y censura por escrito a los Síndicos que no cumplan con las instrucciones y normas que imparta o fije, todo lo anterior con la debida protección de los fiscalizados quienes podrán recurrir a los tribunales de justicia.


Además, el proyecto incluye la facultad de la Superintendencia para fiscalizar a los Síndicos no solamente en las quiebras, sino que también como resulta lógico, en los convenios y en las cesiones de bienes en que sean nombrados, puesto que estas funciones son asumidas en atención a su pertenencia a la Nómina Nacional de Síndicos, desempeñando una función de carácter público.


En consonancia con las facultades del resto de los organismos fiscalizadores, se precisa que la Superintendencia puede aplicar e interpretar administrativamente la ley e impartir instrucciones a los Síndicos en uso de sus atribuciones de fiscalización, las cuales tendrán tanto carácter general como particular.


En el mismo orden de ideas, se incluye el reconocimiento legal de la facultad de la Superintendencia de objetar las cuentas definitivas de administración que presenten los Síndicos, que ya le ha sido reconocida por la jurisprudencia de nuestros tribunales. Además, se establece un sistema muy estricto de presentación de cuentas periódicas, con el fin de exigir al Síndico que mantenga permanente y completamente informados a los acreedores sobre la marcha de la administración de la quiebra. 


Por otra parte, el proyecto da una solución similar a la contenida en la ley de Bancos en relación con la conservación y custodia de la documentación, tanto del fallido como de la quiebra, debido a que el vacío legal en esta materia ha creado a los Síndicos un serio problema que dificulta enormemente su tarea y la hace más onerosa.


La Superintendencia, según lo que se propone, podrá poner en conocimiento del juez de la quiebra o de la junta de acreedores, las infracciones de que tome conocimiento y, en caso de que pida la remoción del Síndico, el juez deberá suspenderlo de inmediato de sus funciones.


Finalmente, dentro de este mismo objetivo, se señala expresamente, y con la finalidad de uniformar criterios de aplicación de la ley, que la Superintendencia podrá informar a los tribunales de justicia cuando sea requerida; y además, con el objeto de facilitar la información, deberá llevar registros de quiebras, continuaciones de giros, convenios judiciales y cesiones de bienes con designación de Síndico.
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IV. NÓMINA DE LAS PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


La Comisión recibió a las siguientes personas, las que en representación de sus instituciones, entregaron sus observaciones sobre la iniciativa legal:


Don Diego Lira Silva, abogado, Superintendente de Quiebras.


Don Juan Pablo Román, abogado, asesor de la Superintendencia de Quiebras y profesor de derecho comercial.


Don Raúl Varela, abogado, asesor de la Superintendencia de Quiebras y profesor de derecho comercial. 


Don Pablo Norambuena, abogado, asesor de la Superintendencia de Quiebras.


Don Fernando Dazarolla, abogado, jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia.


Don Mauricio Zelada Pérez, abogado de la División Jurídica del Ministerio de Justicia.


Don Axel Buccheister, abogado, asesor del Instituto Libertad y Desarrollo.


Don Pablo Kaginser, abogado, asesor del Instituto Libertad y Desarrollo.


Doña Andrea Barros, abogada, en representación de la Fundación Jaime Guzmán.


Don Pablo Cifuentes, Síndico, en representación de la Asociación de Síndicos.


Don Diego Corvera Vergara, abogado, Presidente de la Asociación Gremial de abogados 
laboristas. 


Don Enrique Ortiz, Síndico, en representación de la Asociación de Síndicos.


Don Gonzalo Torres, Síndico, en representación de la Asociación de Síndicos.


Don Nicolás Montt, abogado y Síndico de quiebras.


Don Leonel Stone, abogado y Síndico de quiebras.


Don Julio Reyes, profesor de derecho comercial y abogado del Banco del Estado de 

Chile.


Don Juan Gumucio, representante de la Asociación de Abogados Laboralistas.


Don Mauricio Cordaro, en representación de Conapymes.


Don José Manuel Montes, fiscal de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras.


Don Javier Fuenzalida, representante de la Sofofa.


Don Ronald Fischer profesor de la Universidad de Chile.
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SÍNTESIS DE LAS OBSERVACIONES EMITIDAS

a)
Señor Diego Lira Silva, Superintendente de Quiebras.


El Supremo Gobierno, a través del señor Lira, manifestó que las modificaciones propuestas tienen por objeto mejorar la institucionalización de los Síndicos privados y perfeccionar el sistema de administración contenido en la actual ley de quiebras Nº 18.175, de 1982.


Al efecto, precisa que la característica fundamental de la ley Nº 18.175 sobre quiebras es la privatización del sistema concursal, a través de su administración por Síndicos privados que reemplazó la administración estatal consagrada en la ley Nº 4.558 de 1929, que creó la Sindicatura General de Quiebras.


La referida ley requiere ser modificada en numerosos aspectos pero hay mayor urgencia en resolver algunos problemas relacionados con las actividades de los Síndicos y la administración de las quiebras. En 1999 se retiró del Congreso Nacional un proyecto que se encontraba en primer trámite constitucional en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, que introducía innumerables modificaciones a la ley perfeccionándola en las materias cuestionadas, con el objeto de sustituirlo por uno que abarcara los aspectos señalados.


Los problemas que, en estas materias, ha generado la citada ley han quedado de manifiesto paulatinamente desde su entrada en vigor, tanto por las dificultades en su aplicación que han encontrado las partes, los tribunales y el organismo fiscalizador, como por los estudios realizados en el ámbito académico y la doctrina.


Con el transcurso del tiempo han quedado al descubierto las debilidades que presenta la actual ley de Quiebras, y se ha hecho indispensable, con el fin de preservar el sistema de Síndicos privados y evitar que se torne ineficiente o controvertido, proponer modificaciones que solucionen los problemas más importantes que han sido detectados.


El objetivo fundamental del proyecto en estudio es consolidar el sistema de administración privada de las quiebras por Síndicos vigentes en Chile desde 1982. Este sistema reemplazó al de administración estatal de las quiebras por la Sindicatura General de Quiebras creada en 1929.


El objetivo se logrará a través de:


Hacer más transparente el sistema mediante normas de probidad relativas al nombramiento, remuneración, inhabilidades y prohibiciones de los Síndicos, otorgando mayores facultades a los acreedores.


Hacer más eficiente la labor fiscalizadora de la Superintendencia mediante la aplicación de sanciones en caso de violaciones de ley, reglamentos o instrucciones.


Lo anterior, se traduce en las siguientes modificaciones:

1.
Nombramiento de los Síndicos.


Para ser Síndico se requiere la inclusión, por decreto del Ministerio de Justicia, en una Nómina Nacional de Síndicos. Se mantendrá esta nómina abierta a todos los postulantes que cumplan con los requisitos exigidos por la ley. Sin embargo, en atención a la seriedad e importancia de esta función, sobre todo en lo relativo al resguardo de la fe pública, se ha querido ser más riguroso en el acceso de los postulantes, y además exigirles una caución de fiel desempeño de su cargo y acreditar conocimientos suficientes en el área.


La designación de los Síndicos en cada quiebra será hecha en adelante con total preeminencia de los acreedores, consagrando plenamente el principio privatista que inspira la ley, y que considera que son los acreedores los principales interesados en la buena administración del patrimonio del fallido y de su liquidación con vistas al pago de sus créditos. 


En efecto, si la quiebra se declara a solicitud de un acreedor, éste señalará el nombre del Síndico que deberá ser designado por el juez en calidad de provisional.


En caso de que la quiebra sea solicitada por el propio deudor, el juez deberá nombrar al Síndico en conformidad a un procedimiento en el que intervienen sumariamente los principales acreedores. 

Normas de Probidad


Con el fin de compatibilizar la ley de Quiebras con las demás leyes que rigen en Chile en el ámbito económico, se establecen prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, tanto para integrar la Nómina como para asumir como Síndico en una quiebra, con el objeto de garantizar la probidad de estos profesionales en la administración de las quiebras y dar mayores garantías a los acreedores y fallidos.


En esta materia, el proyecto viene a subsanar una carencia que se ha hecho sentir con mucha fuerza, e incorpora criterios ya presentes en otras normas sobre probidad de nuestro ordenamiento jurídico.


Así, con relación a estas últimas, se señalan como causales de exclusión de la Nómina el haber infringido ciertas prohibiciones, relativas en general a la falta de probidad, tales como intervenir en quiebras ajenas, adquirir o enajenar bienes para sí o para determinadas personas relacionadas, y proporcionar u obtener ventajas indebidas. Para todos los casos de exclusión, se detallan las obligaciones de los Síndicos con relación a las quiebras que se encontraban bajo su administración. 


Por último, se establecen ciertas inhabilidades e incompatibilidades fundadas en el parentesco o relación con el fallido para designar a un Síndico en una quiebra.

Ámbito de la fiscalización


La fiscalización a los Síndicos se extenderá no sólo a las quiebras que administran, como es actualmente, sino que también a los convenios y cesiones de bienes en que ellos intervienen, lo que llena un vacío importante de la ley vigente.


Se establece la facultad de la Superintendencia para que en casos calificados, en conformidad a normas generales previas, pueda exigir en determinadas quiebras auditorías externas de auditores independientes.

Remuneración de los Síndicos y sus asesores


Uno de los temas que mayores problemas han generado es el de las remuneraciones de los Síndicos y de sus asesores y el de los gastos de la quiebra, por naturaleza prededucibles.


Se hizo un estudio sobre las remuneraciones de los Síndicos sumadas a las de sus asesores, que han sido cobradas en la realidad desde la vigencia de la ley de Quiebras. 


Para proteger a los acreedores laborales y valistas, entre otros, se establece un límite máximo a los honorarios que pueden cobrar los Síndicos, en conformidad a una tabla, por tramos, progresiva y gradual, sin perjuicio de consagrar la más amplia libertad para pactar honorarios mayores con los acreedores que así lo acuerden. 


El honorario determinado por la tabla deberá ser único, comprender todos los gastos del Síndico, incluidos los honorarios de las personas que deba contratar para la quiebra, y no se calcularán sobre la base de los ingresos como ahora, sino de los repartos, de los cuales se deben descontar en cada oportunidad en que éstos se efectúen.


En forma excepcional, y previo acuerdo adoptado en junta extraordinaria, se permite efectuar determinadas contrataciones especiales con los requisitos que señala el proyecto.

Gastos


En lo que dice relación con los gastos de la quiebra, se dispone que éstos deberán estar incluidos y detallados en instrucciones generales impartidas por la Superintendencia de Quiebras, con el objeto de que correspondan a la realidad y que no se conviertan en una vía de escape para retirar fondos de la quiebra y eludir las normas sobre limitación de los montos de los honorarios.

Sanciones


El retorno al sistema de Síndicos privados obligó a crear la Fiscalía Nacional de Quiebras, hoy Superintendencia de Quiebras, encargada de fiscalizar la labor de aquéllos y de perseguir criminalmente a los responsables de los delitos de quiebra culpable o fraudulenta. Sin embargo, la ley no la dotó de la facultad sancionatoria, propia de la función fiscalizadora.


De este modo, la Superintendencia de Quiebras, es uno de los pocos organismos fiscalizadores existentes en Chile que carece de facultades sancionatorias. 


Debido a lo expresado, y sin alterar las funciones, atribuciones y deberes de la Superintendencia, se propone dotarla de la facultad de aplicar las sanciones de suspensión, multa y censura por escrito a los Síndicos que no cumplan con la ley o con las instrucciones y normas que imparta o fije, todo lo anterior con la debida protección de los fiscalizados quienes podrán recurrir a los tribunales de justicia.


Se mantiene por lo tanto, la facultad del juez de remover al Síndico de una quiebra determinada, y la del ministro de Justicia de eliminar a un Síndico de la Nómina nacional en caso de infracciones graves o reiteradas. Es decir, las sanciones más graves las impone el juez o el ministro, en este caso con recurso a la Corte de Apelaciones, y no la Superintendencia de Quiebras.

Rendiciones de Cuentas


En el mismo orden de ideas, se incluye el reconocimiento legal de la facultad de la Superintendencia de objetar las cuentas definitivas de administración que presenten los Síndicos, que ya le ha sido reconocida por la jurisprudencia de nuestros tribunales. 


Además, se establece un sistema muy estricto de presentación de cuentas periódicas con el fin de exigir al Síndico que mantenga permanente y completamente informados a los acreedores sobre la marcha de la administración de la quiebra.

Documentación


El proyecto da una solución similar a la contenida en la ley de Bancos con relación a la conservación y custodia de la documentación, tanto del fallido como de la quiebra, debido a que el vacío legal en esta materia ha creado a los Síndicos un serio problema que dificulta enormemente su tarea y la hace más onerosa.

Ordenes de no innovar


Finalmente, y con el ánimo de facilitar la administración del Síndico y de evitar que incurra en responsabilidades por actos que no le son imputables, se regulan sus facultades en caso de dictarse órdenes de no innovar o de decretarse la suspensión del procedimiento durante la tramitación del recurso especial de reposición. Lo anterior viene a solucionar el problema que se suscita al quedar paralizada la quiebra, y los bienes que la componen en tierra de nadie, puesto que no podrían ser administrados por el Síndico ni por el fallido.

Conclusiones


Con este proyecto se persigue mejorar el funcionamiento del sistema y otorgar mayores facultades y garantías a sus principales actores. Por ejemplo:

A.
Los acreedores.


Tendrán la totalidad de las atribuciones en el nombramiento del Síndico de la quiebra, cualquiera que sea la causal de su declaración, y sea ésta solicitada por un acreedor, por el propio deudor o consecuencial del rechazo, nulidad o resolución del convenio.


Tendrán claridad absoluta respecto de los costos de la quiebra, tanto con relación a los honorarios del Síndico y de sus asesores, como a los gastos de su administración.


Tendrán mayores garantías de probidad en la administración privada de las quiebras.


Estarán permanentemente informados de la marcha de la administración de la quiebra a través de las cuentas parciales del Síndico, y contarán con un procedimiento más expedito con relación a la cuenta definitiva.


Podrán recurrir eficazmente a la Superintendencia en casos de violaciones de normas o irregularidades, puesto que los reclamos que hoy interponen quedan sin sanción a pesar de haberse demostrado la falta. 


El patrimonio del fallido destinado al pago de sus créditos estará protegido en caso de dictarse órdenes de no innovar.

B.
Los Síndicos.


Tendrán total claridad con relación a sus honorarios, a los de sus asesores y a los gastos de la quiebra. Podrán retirar sus honorarios con cargo a los repartos y percibir los adelantos que se les autoricen, todo en conformidad a una tabla que refleja el máximo de los honorarios reales cobrados históricamente.


Tendrán mayores garantías de transparencia en la competencia con otros Síndicos, puesto que ellos serán más calificados y los acreedores elegirán soberanamente a los Síndicos más eficientes, capacitados y probos, lo que promoverá a los mejores Síndicos y eliminará naturalmente a los malos.


Contarán con un sistema de sanciones leves que podrá aplicar la Superintendencia, que les permitirá sanear sus infracciones durante la administración de la quiebra y evitar las sorpresas que pongan en peligro su responsabilidad al momento de la cuenta final de su administración. 


Harán menos gravosa y más llevadera la obligación de custodiar y mantener la documentación del fallido y de la administración de la quiebra.


Serán nombrados por los acreedores sin intervención judicial, lo que dará mayor certeza y estabilidad a su nombramiento.


Tendrán facultades de administración de los bienes de la quiebra en casos de órdenes de no innovar, con lo cual estarán a resguardo de eventuales responsabilidades.


Podrán administrar su quiebra con la opinión periódica de los acreedores que conocerán y se pronunciarán sobre sus cuentas parciales, sin encontrarse con sorpresas negativas en la oportunidad en que se discuta su cuenta definitiva.


Recuerda que la designación de los Síndicos por los tres primeros acreedores es provisional y va a ser la primera Junta de Acreedores, en que participan todos ellos, la que designa al Síndico definitivo 


Señala que en Chile hay 170 quiebras anuales aproximadamente, lo que significa que los jueces que tienen quiebras son muy pocos, por lo que son escasos los magistrados que tienen experiencia en esta materia y la quiebra es uno de los juicios más complicados en el derecho. De manera tal, que muchas veces los jueces delegan el nombramiento de los Síndicos en los oficiales de los juzgados por lo que allí empiezan las presiones o para que lo nombren cuando hay quiebras que involucran grandes recursos económicos o para que no lo designen cuando la quiebra es de bajo monto pecuniario y eso ha dado pábulo para que el sistema se desprestigie, aunque jamás se ha podido probar una acto de corrupción de este tipo en los tribunales, porque son muy difíciles de acreditar, ya que les llegan denuncias, pero no pruebas y, en definitiva, son delitos económicos, difíciles de pesquisar y comprobar, en que hay muchas complicidades, por lo que pretenden que sean los acreedores interesados en la quiebra los que, en definitiva, nombren al Síndico más eficiente y que no lo hagan ni los jueces ni funcionarios de tercera o cuarta categoría, aunque aclara que las denuncias que les han llegado nunca han sido contra los jueces.


Respecto de las incompatibilidades de los Síndicos, precisa que detrás de estas normas propuestas hay experiencia, ya que en la práctica se forman trenzas o equipos. Relata que de 792 quiebras vigentes en Chile, 352 están en proceso penal, y eso nueve enormes patrimonios con intereses contradictorios y con delincuentes entremedio, por lo que se pretende que el Síndico sea transparente, que cumpla una función reglamentada por la ley y que se ciña exclusivamente a eso y que no constituyan sociedades, por lo que la ley en 1982 estableció expresamente que el Síndico fuera una persona natural. En la práctica, los Síndicos hacen sociedades informales y, en alguna medida, se reparten las quiebras, ya que tienen amigos en los juzgados, aunque no acusa a ningún Síndico en particular.


Ante la consulta de por qué no se trabajó con abogados laboralistas en este proyecto, ya que el tema de los trabajadores no es fácil respecto del drama que les toca vivir cuando una empresa es declarada en quiebra y que, al final, ellos pretenden que también se les pague, responde que este tema se abordó con abogados comercialistas, por ser una materia de derecho comercial. Luego, recuerda que la quiebra es un procedimiento que abarca casi todo el derecho, como el civil, laboral, tributario, procesal y penal y se podría haber trabajado con los especialistas de todas esas áreas. Destaca, en todo caso, que han tenido contactos con abogados laboralistas en temas muy específicos. 


Acerca de los trabajadores, precisa que los que concurren a la quiebra son sus abogados, que conocen bastante bien el sistema y el problema de los abogados con los Síndicos es que exigen que se les pague de inmediato, ya que se les puede pagar administrativamente, sin necesidad de verificar créditos, con los fondos que existan, pero el Síndico o no tiene fondos o derechamente no saben cuánto pagar a cada trabajador, por ejemplo en una empresa en que hay 500 trabajadores y se debe determinar, entre otras cosas, cuanto gana cada uno, saber si hay remuneraciones pendientes, las cotizaciones provisionales, que tiene la misma preferencia que las remuneraciones de acuerdo al artículo 2472 Nº 5 del Código Civil, ver cuánto se le descuenta a cada trabajador respecto de las comisiones de las AFP, etcétera, por lo que al Síndico se le produce un problema administrativo por este tema y si les paga a muchos lo que piden, puede dejar a otros tanto sin dinero. De manera que los problemas que tienen los abogados laboralistas lo van a tener con cualquier Síndico, por lo que, para esos efectos, da lo mismo quien los designe.


Sostiene que la ley de Quiebras, de 1982, privatizó el sistema de las quiebras, ya que antiguamente era administrado por el Estado, a través de la Sindicatura General de Quiebras, del año 1929. A partir de 1982, la fiscalización de los Síndicos la tuvo la Fiscalía Nacional de Quiebras, hoy Superintendencia de Quiebras.


Veinte años después se tiene experiencia de cómo se ha ido aplicando la ley y cuáles han sido los vacíos, contradicciones y problemas que surgieron, por lo que se estimó necesario introducir una serie de modificaciones, especialmente en lo que se refiere a la administración de la quiebra por los Síndicos, porque hay una serie de reclamos al respecto y el sistema no está muy prestigiado y es indispensable, por lo mismo, consolidarlo y mantenerlo como privado, toda vez que, a su juicio, el Estado no está en condiciones de administrar quiebras, porque acarrea un enorme costo. Al efecto, recuerda que la Sindicatura General de Quiebras llegó a tener 550 funcionarios a lo largo de todo Chile, en cambio hoy la Superintendencia de Quiebras, que es un servicio público, tiene sólo 71 funcionarios, centralizados en Santiago.


Recuerda que los aspectos más criticados de la actual ley de Quiebras y que se pretenden subsanar con este proyecto, son cómo funcionan, se nombran y remuneran los Síndicos privados de quiebras.


Hoy los Síndicos de quiebra son nombrados en cada quiebra por los tribunales de justicia y allí se produce una especie de lobby que es muy mal mirado, incluso por los propios tribunales, que muchas veces, se sienten presionados por una serie de Síndicos que llegan a solicitar que los nombren, cuando se va a producir una quiebra importante y también se producen roces entre los propios Síndicos para ser nombrados en ese tipo de quiebras, por lo que la idea es que el nombramiento de los Síndicos en cada quiebra lo hagan en plenitud los propios acreedores, que son los que están realmente interesados en que la quiebra sea bien administrada, puesto que la quiebra tiene por objeto pagarle a ellos sus créditos, y se establece que habrá un Síndico provisional hasta la primera junta de acreedores que elegirá al Síndico definitivo.


Una segunda modificación que contempla este proyecto es el referido a los requisitos para ingresar a la nómina de Síndicos, puesto que hoy hay mucho relajo, ya que cualquier persona sin ningún título universitario puede ser Síndico, lo cual hace que empresas importantes y difíciles que caigan en quiebra puedan terminar siendo administradas por personas que no tienen ninguna preparación profesional para ello, por lo que se aumentan los requisitos para ser Síndicos y en la Subcomisión se propuso incluso mayores exigencias que las que establece el mensaje, en que se pide que el examen que se establece para optar al cargo de Síndico, también se le haga a los Síndicos en ejercicio, cada cierto tiempo.


Respecto de sus atribuciones, se las están extendiendo, aparte de las quiebras, a los convenios y a las cesiones de bienes y además se incorpora una facultad sancionatoria, que hoy no poseen, como las tienen las demás superintendencias, sanción que es reclamable ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Acerca de los honorarios de los Síndicos, que se dice que son excesivos y que, por otro lado, se los aumentaba con los honorarios a sus asesores, se hizo una tabla real, con relación a la experiencia de estos 20 años, en cuanto al cobro de honorarios. Dicha Tabla incluye honorarios de los Síndicos y de sus asesores y de los gastos, para saber, en definitiva, cuanto va a costar la quiebra.


Ante el temor de que los bancos acreedores manejen las quiebras, acota que no son los bancos los que van a designar al Síndico, sino que los acreedores mayoritarios y cuando hay más de un banco, están en disputa unos con otros, porque tienen garantías hipotecarias y prendarias y esas garantías, en definitiva, están al servicio de los acreedores de primera clase y, por ende, los bancos tiene que poner la diferencia y no la quieren hacer muchas veces y la ley los obliga, por lo que el Síndico les va a exigir que lo hagan y sino la Superintendencia de Quiebras se los exigirá y si todo ello no surte efecto, será, a la postre, el juez quien los obligará. Por lo anterior, no es tan claro que los bancos se vayan a poner tan fácilmente de acuerdo para nombrar al Síndico.


Ante las críticas al sistema de los Síndicos privados, en que hay unan serie de actos que se consideran corruptela y malas costumbres, se decidió presentar este proyecto y, por ende, separar la parte que se refiere a la transparencia y a la probidad. 


Agrega que lo central de este proyecto es la remuneración de los Síndicos y fortalecer la facultad de los acreedores en el nombramiento de los Síndicos y no se pretende que la designación de los Síndicos siga como está en la actualidad, en que los jueces los nombran y ello por la forma en que se ha llevado y no desean que los Síndicos abusen de sus funciones y que desconozcan el manejo de la quiebra y el patrimonio, para así aumentar sus ingresos y los de sus asesores.


Indica que la quiebra es ominosa y a nadie le gusta esa situación, ya que es desagradable para el empresario y para los acreedores que no van a recibir el pago de sus créditos. No obstante ello, hay que tener en cuenta que la ley chilena es una de las más blandas en el mundo con los deudores fallidos, ya que, por ejemplo, si el fallido no es comerciante, industrial, agricultor o minero, no es calificado, o sea no hay delito de quiebra para el deudor civil o común. Además, cuando el deudor no es condenado por quiebra fraudulenta, se extinguen los saldos insolutos de sus deudas después de dos años de aprobada la cuenta definitiva del Síndico, es decir, deja de ser deudor después de ese lapso, cosa que no pasa en otros países, en que cuando el deudor no paga, se sobresee temporalmente el proceso y sigue siendo deudor hasta que pague. Luego, la acción Pauliana, que tiene por objeto reintegrar bienes a la masa, en Chile prescribe en un año, de manera que todos los contratos celebrados con anterioridad al año, no pueden ser afectados, en cambio, en otros países, esta acción prescribe en tres años y por último no hay casi ninguna inhabilidad para el fallido, porque quien cae en quiebra, puede -en ese momento- igualmente administrar y tener una empresa paralela, ejecutar actos de comercio, ser mandatario, etcétera, hecho que no sucede en otros países y las únicas inhabilidades en Chile es que no puede ser juez, curador, tutor, etcétera..


Añade que la idea es consolidar el sistema de Síndicos privados, que está siendo muy cuestionado, y que después de vente años, ha demostrado tener una serie de fallas, que deben corregirse y evitar que se siga adelante con este sistema, que no está funcionando bien, para que el sistema subsista, porque de lo contrario van a ser tan fuertes las críticas, que va a surgir una corriente que va a solicitar que se vuelva al sistema de administración de las quiebras por el Estado, que desde 1929 hasta 1982 fue un sistema impecable, desde el punto de vista ético, en que no hubo ningún acto de corrupción por parte de la Sindicatura General de Quiebras, pero eso significó la existencia de una entidad estatal con 550 funcionarios, pagados por el erario nacional, y que involucraba un gran presupuesto.


Además, destaca que hay un punto que es siempre conflictivo y es el que se refiere a los 15 días que tiene el deudor para la petición de la quiebra y lo que se pretende con ello es que el deudor insolvente, amparado en la libertad de contratación, en la autonomía de la voluntad y en la ignorancia de su estado económico de la gente que contrata con él, siga contratando con personas que no conocen su situación y especialmente aquello afecta a los acreedores valistas, porque los acreedores institucionales o los financieros como los bancos, conocen la situación real de sus clientes o de sus deudores, ya que le piden balance, estado de situación y otros antecedentes que demuestran su situación y además hay garantías de por medio; en cambio el proveedor, que fundamentalmente son las PyMES, que son acreedores valistas, generalmente sin garantías a su favor, no conocen el estado de insolvencia de la persona con la cual está contratando. Añade que el profesional del comercio, que es el comerciante, tiene la obligación de manifestar su insolvencia y si no la manifiesta y sigue contratando con personas incautas o ignorantes de su situación, está cometiendo un delito, ya que lo está haciendo de mala fe y es por eso que la ley lo obliga a pedir su quiebra.


Está de acuerdo que tal vez 15 días sea un plazo muy breve y eso se puede discutir y pueden ser 60 ó 90 días, pero lo importante es no permitir que gente que sabe que no va a pagar sus deudas, siga engañando a las personas más débiles; para pagar, en definitiva, cuando quiebre a los acreedores privilegiados o preferentes y se han dado mucho esos casos.


Con este proyecto, se pretende desjudicializar lo más posible el proceso de quiebra. La quiebra es un juicio de ejecución colectiva, que es paralelo a la ejecución individual y tiene por objeto resguardar a los acreedores, en el sentido que todos ellos lleguen en igualdad de condiciones al patrimonio del deudor y hay que evitar que los acreedores mejor informados empiecen a debilitar aún más ese patrimonio con ejecuciones individuales y si bien es imposible sacar la quiebra de los tribunales de justicia, existe acuerdo en que se pueden acortar los plazos y se pueden eliminar trámites y muchas cosas que hoy dependen de los tribunales se pueden llevar a arbitraje, aunque reconoce que el arbitraje es caro, por lo que debe haber arbitraje para empresas grandes y debe ser voluntario, es decir, los acreedores tienen que estar de acuerdo en llevar sus diferencias a arbitraje, ya que en la quiebra hay demandas recíprocas entre los propios acreedores para optar al patrimonio.


Señala que la Superintendencia tiene ese nombre por una cuestión meramente accidental y es porque el jefe superior del recientemente creado Ministerio Público se llama Fiscal Nacional y se confundía con el Fiscal Nacional de Quiebras y en la ley de Quiebras hay una serie de disposiciones penales que se refieren precisamente al Fiscal Nacional y por todo ello, la ley adecuatoria de la reforma procesal penal les modificó el nombre, aunque continúan con las mismas facultades que antes, ya que son un organismo fiscalizador, tal como lo es la Contraloría General de la República y las superintendencias y no son fiscales, en que se defiende el interés fiscal y estaban defendiendo el interés de la comunidad sólo en la parte penal, porque la función de la Superintendencia de Quiebras es fiscalizar a los Síndicos privados en la administración de la quiebra, que involucra patrimonio ajeno y la segunda función es participar en los procesos penales de calificación de quiebras, que va a ir desapareciendo paulatinamente en la medida que vaya entrando en vigencia la reforma procesal penal, ya que esa atribución no la tienen en el nuevo procedimiento penal, de manera que la Superintendencia de Quiebras va a quedar circunscrita a la fiscalización de los Síndicos privados.


Acerca del interés público comprometido, explica que es cierto que en la quiebra hay intereses privados que son encontrados entre el fallido que no le puede pagar a sus acreedores y el de estos últimos que quieren sacar lo más posible, en perjuicio de los otros acreedores. Precisa que al igual que en la banca, lo que está comprometido aquí es el crédito publico y la fe pública, ya que las empresas no pueden prosperar ni tener crecimiento sin crédito, por lo que hay que proteger el crédito y la Superintendencia no es un ente regulador y no dicta normas, salvo cuestiones referidas a aspectos formales contables y de presentación de cuentas y para ello actúan de acuerdo a la ley. 


Agrega que la Superintendencia de Quiebras no regula y sólo fiscaliza a una persona privada que está administrando un patrimonio ajeno y que debe hacerlo de conformidad a la ley y, por ende, se deben preocupar de que el Síndico cumpla con la ley y que la junta de acreedores actúe conforme a la ley, ya que las mayorías de acreedores, a veces, abusan, exceden sus atribuciones y toman acuerdos y tratan de obligar al sindico a que cumpla acuerdos ilegales, por lo que su entidad debe evitar que las mayorías de acreedores en las juntas se impongan a las minorías y abusen de las mismas.


La quiebra, además de proveer al pago de los créditos, tiene otras funciones en la sociedad como es la conservación de empleo y empresas viables, continuidad de giro de las empresas que pueden seguir produciendo, la venta como unidad económica de la empresa para que no sea dividida, para que cambie de una mala por una buena administración y esos objetivos se tratan de reforzar en el segundo proyecto.


Sobre la interpretación administrativa de la ley, acota que no es más que una facultad que tienen todas las superintendencias y organismos fiscalizadores, como la de Bancos, AFP, la Dirección del Trabajo, etcétera y tener esa facultad no significa -de manera alguna- que la Superintendecia de Quiebras se va a superponer a las atribuciones judiciales. Tiene claro al respecto que la única interpretación obligatoria es la jurisdiccional y ellos se someten a esa interpretación, pero para poder aplicar la ley durante la administración de las quiebras a 100 Síndicos que ellos están fiscalizando hoy, se debe tener un criterio que debe ser uniforme en la práctica administrativa, que va a estar permanentemente discutida en los tribunales de justicia. En resumen, indica que la interpretación administrativa -en caso alguno- significa que la Superintendencia de Quiebras se va a arrogar facultades jurisdiccionales.


Destaca que los Síndicos no son privados, y quizás se les llamó así para contraponerlos al servicio público que antiguamente administraba las quiebras. Los Síndicos que administran las quiebras no son privados, en orden a que ejercen una función pública, tan pública que es una facultad judicial delegada, ya que si no existieran estos Síndicos, debería ser el juez quien administrara la quiebra.


Comenta que al principio los acreedores llegan muy interesados, para saber cuánto le corresponderá en definitiva, pero a medida que se van pagando los acreedores privilegiados y que va disminuyendo el patrimonio, los acreedores se desinteresan por la administración de la quiebra, aunque ella sigue adelante y llega un momento en el cual no hay junta de acreedores, porque no hay quórum y nadie se interesa por concurrir y en ese caso, se encuentra el Síndico solo frente a un fallido y ante la Superintendencia de Quiebras, para que este proceso llegue a buen fin. Recuerda que hay quiebras que llevan 20 años sin concluirse y esa demora no es culpa de los Síndicos, sino que hay una serie de hechos que se van produciendo, como demandas, acciones reivindicatorias, recuperaciones de bienes que no se encuentran y todo ello deben resolverlos los tribunales y eso va retardando las quiebras, que terminan con el Síndico y la Superintendencia de Quiebras, de manera que si ellos no existieran o no actuaran, podría haber abuso por parte de los Síndicos, con perjuicio de los acreedores valistas y por eso nadie se opone a las facultades de la Superintendencia de Quiebras, porque los Síndicos se sienten protegidos en virtud de esas facultades, en el sentido que ellos deben rendir cuenta tanto a los acreedores como al fallido, por lo tanto hay un interés común y es que se administren bien las quiebras y la Superintendencia de Quiebras, por ende, es un organismo especializado y tiene un criterio de colaboración y no de persecución y tener esta entidad detrás de los Síndicos significa que ellos pueden estar evitando en el futuro acciones de indemnización de perjuicios y penales que puede interponer en contra de ellos tanto el fallido como los acreedores.


La Superintendencia de Quiebras está proponiendo sanciones a los Síndicos y ello se debe a que un organismo fiscalizador que sólo pueda representar las irregularidades no tiene mucha autoridad para imponer sus criterios cuando hay violaciones a la ley o a las normas que rigen a los Síndicos y además que la Superintendencia de Quiebras es el único organismo en Chile que no tiene facultades sancionatorias y todas las demás superintendencias si pueden aplicar sanciones, de acuerdo s sus respectivas leyes orgánicas y las sanciones consisten en censura por escrito, multa o suspensión temporal y, en todo caso, la pena más grave que es la remoción le corresponde aplicarla al juez y la eliminación de la nómina de Síndicos la lleva cabo el Ministerio de Justicia, aunque ello es reclamable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Precisa que la facultad de la Superintendencia de Quiebras para objetar la cuenta del Síndico fue una omisión de la ley Nº 18.175, no obstante esa omisión, la jurisprudencia reiteradamente le ha reconocido a la Fiscalía, hoy Superintendencia de Quiebras, esa facultad, de manera que siempre han objetado las cuentas y ello lo hacen no porque estén sustituyendo la voluntad de los acreedores o del deudor, sino que debido a que ellos están permanentemente encima de cada quiebra y tienen la información necesaria y están hasta el final del proceso de quiebra y -muchas veces- no hay junta de acreedores para objetar la cuenta y si ellos no lo hicieran, los Síndicos podrían, en muchos casos, hacer lo que quisieran con las quiebras.


Añade que también pretenden regular los gastos de administración, y ello porque no quieren que por esta vía se burle lo esencial del proyecto, es decir la remuneración de los Síndicos y que, por lo mismo, haya claridad en ese tipo de remuneraciones, en orden a que se sepa cuanto va a percibir el Síndico y sus asesores por su labor, de forma tal que los acreedores sepan, desde un principio, cuanto les va a costar la quiebra. En la actualidad, los gastos de administración se burlan con la inclusión de los honorarios de los asesores que cada vez son más altos y otra forma era con gastos que no eran tales y es por eso que el artículo 111 de la ley Nº 18.175 exige hoy que el Síndico en la primera reunión tiene que presentar a los acreedores la nómina de gastos y un cálculo de los gastos futuros, pero ellos no quieren que dentro de esa lista se introduzcan gastos que no corresponden y por eso se le pretende dar la facultad a la Superintendencia de Quiebras para dictar reglamentos generales, estableciendo cuáles son los gastos que deben cobrarse.


Otro punto es que quieren aumentar los requisitos para ser Síndicos y en la actualidad hay más de 100 Síndicos y 170 quiebras al año y muchos Síndicos no tienen ninguna quiebra. Lo que pretenden es que subsistan los buenos Síndicos y ello va a suceder cuando sean nombrados por los acreedores, ya que ellos van a saber cual les va a administrar bien su quiebra.


Al efecto, para su designación se han desechado los sorteos, que significaría garantizar trabajo al que muchas veces no le corresponde y también se ha dejado de lado el sistema de hacer correr una lista correlativa. En consecuencia, se ha determinado que los acreedores elijan al Síndico, pero a Síndicos preparados, probos y capaces y en ese sentido estiman que hay que establecer requisitos para ser Síndicos, porque están administrando bienes ajenos y tienen facultades judiciales delegadas y, en definitiva, no es a cualquier persona que llaman los acreedores, para que administren sus bienes, vendan y paguen, por lo que tienen que ser personas con cierta calificación profesional.


Por otra parte, la ley, en la actualidad, es poco exigente para aceptar a cualquier persona como Síndico, ya que hoy con simples estudios en cualquier instituto profesional se puede ser Síndico, aunque en la práctica casi todos los Síndicos son abogados, aunque hay algunos que son ingenieros comerciales o contadores auditores, por lo que en este aspecto, lo que se está haciendo, no va a tener mucho efecto práctico, pero por lo menos, en adelante, el que quiera administrar bienes ajenos, va a tener que tener ciertas capacidades y experiencia, por eso no sólo se exigen requisitos profesionales, mayor tiempo de experiencia profesional, sino que también se va a exigir un examen de conocimiento, para que sean personas capacitadas las que administren esos bienes ajenos y no suceda que personas que no saben nada administren quiebras, sobre todo de grandes empresas, como es el caso de la quiebra de la sociedad Pullinque, que es una empresa eléctrica muy grande y muy difícil de administrar y si hubiese sido tomada por un Síndico sin experiencia, hubiese producido un enorme problema en su administración.


Ante la pregunta de por qué se fijan 2.000 UF como boleta de garantía o bancaria a los Síndicos, contesta que ese monto se exige al iniciar la actividad de Síndico, aunque todavía no tengan quiebras y es una caución para el futuro si es que es responsable de algún perjuicio ocasionado, a raíz de su actividad y hoy, con la actual legislación, no existe caución.


Precisa que los Síndicos administran quiebras y no empresas y por eso la mayoría de ellos son abogados, y la administración de la empresa se podría producir si hay continuación de giro, y si así lo decide la junta de acreedores y que dura un año y el gerente de la empresa, que puede existir cuando se da esa continuidad de giro, puede ser cualquier persona, sin título, si así también lo determina la junta de acreedores.


Acerca de la pregunta de a partir de qué monto que adeuda la empresa se justifica designar un Síndico, recuerda que la ley establece causales de quiebras y cuando se produce una de estas causales, el juez está obligado a declarar la quiebra, cualquiera sea el monto de la quiebra y en ese instante debe designar un Síndico.


Indica que las quiebras sin bienes es un procedimiento muy abreviado y la ley hoy establece que el Estado paga un honorario de 15 UF al Síndico.


Acerca del ocultamiento de bienes, señala que suceden casos en que una persona que está en mala situación, traspasa sus bienes, ya sea a otra empresa a o a su cónyuge. Si esa persona no cae en quiebra no comete ningún delito, pero si cae en quiebra, obviamente ya ha defraudado a sus acreedores, porque la prenda general de los acreedores de ese patrimonio fue disminuida en forma fraudulenta y mal intencionada, con el solo objeto de no pagar a los acreedores y ahí está el delito de la quiebra fraudulenta, que debe cometerse con dolo y antes de entrar a aplicarse la reforma procesal penal, la Superintendencia de Quiebras es parte en los procesos de calificación de quiebra y se tienen en la actualidad 352 procesos penales pendientes.


Respecto de una persona que es propietaria de una empresa constructora que quiebra y por otro lado sigue en el mismo giro, pero con otra empresa, comenta que en esos casos no encuentra solución y se da el hecho que las empresas constructoras construyen con crédito bancario y le dan la garantía tal al banco, y venden “en verde” y con promesas de compraventa en que se paga una parte del precio o el total y luego la empresa cae en quiebra y el primero que se paga es el banco, porque tiene preferencia, ya que si se le da preferencia a los promitentes compradores ningún banco financiaría a esas empresas y, por otro lado, se está estafando a los promitentes compradores. Al respecto no conoce solución alguna a este tema.


Sobre si están regulando más como Superintendencia de Quiebras o están dando más libertad, precisa que la regulación existe a partir de 1982 y lo que se pretende hacer es sólo adecuar a la actualidad las mismas facultades que ya tienen, como por ejemplo la Superintendencia de Quiebras fiscaliza a los Síndicos en las quiebras, pero los propios Síndicos también participan en los convenios y en las cesiones de bienes y resulta absurdo que ante reclamos en contra de los Síndicos por mal manejo en los referidos convenios o cesiones de bienes, nada puede hacer la Superintendencia de Quiebras, por eso, más que quiebra, aquí se trata de concurso en general y cualquier concurso en que haya un Síndico, que es un funcionario aunque no público, que ejerce sí una función pública y que administra bienes ajenos, debe ser fiscalizado por la Superintendencia de Quiebras, en bien de la sociedad, de los acreedores y del fallido. 


Destaca que en el tema de quiebras está comprometido el interés social, porque las quiebras van produciendo problemas en cadena, ya que, por ejemplo, quiebra una gran empresa que deja de pagar a mucha gente, que podían ser proveedores, que a su vez tenían compromisos.


Aclara que con este proyecto, habrá más libertad para los acreedores, puesto que tendrán la totalidad de las atribuciones para el nombramiento del Síndico de la quiebra, función que hoy hacen los tribunales; tendrán claridad absoluta respecto de los costos de la quiebra; van a tener mayores garantías de probidad en la administración de las quiebras, porque se está estableciendo una serie de incompatibilidades y prohibiciones para los Síndicos, que son generales en la legislación chilena, pero no estaban contempladas en la ley de Quiebras. Es decir, en esta materia no se innova, sino que se traslada lo que existe como criterio general en la legislación chilena a la ley de Quiebras. Por ejemplo, que no compren bienes para si mismo o que no se los vendan a sus familiares, y estarán permanentemente informados de la marcha de la administración de la quiebra, porque en este proyecto se es más riguroso respecto de las rendiciones de cuenta del Síndico a los acreedores.


Agrega que el patrimonio del fallido estará protegido en caso de dictarse orden de no innovar, ya que lo que sucedía es que se declaraba la quiebra, la administración pasaba al Síndico y se dictaba la orden de no innovar y nada se podía hacer y el Síndico quedaba paralizado y esos bienes no los podía administrar ni el fallido, porque ya se había producido el desasimiento, ni el Síndico, puesto que había una orden de no innovar.


Precisa que el espíritu de la Superintendencia de Quiebras no es ni regular, ni coartar, ni paralizar, sino que se pretende que los acreedores tengan la mayor libertad, dentro de la ley, para sacar el máximo de ventaja posible.

-o-

b)
Señor Juan Pablo Román Rodríguez, asesor del Superintendente de Quiebras.

 
Sostiene que este proyecto es de gran importancia y ha sido producto de un largo trabajo de profesionales y expertos en esta materia, que es bastante compleja 


Recuerda que el tema de la quiebra es el trasfondo del sistema económico de un país y de allí la trascendencia de este mensaje 


Destaca que con este mensaje se entrá al centro del problema, porque el Síndico es el administrador de este procedimiento de liquidación de bienes y del saneamiento de las empresas en el proceso concursal de convenio o de recuperación o reestructuración de las empresas en crisis y que aquello nuestro sistema legal no lo tiene tan bien perfilado como otros ordenamientos jurídicos de Europa, con los cuales se supone que en un futuro se va a estar muy interrelacionado.


Recuerda que el Síndico es un profesional y a pesar de que ya lleva 20 años este sistema, se pretende que con el proyecto se perfeccione cada vez más y asuma un rol clave en este sistema. El sistema judicial civil chileno es pasivo, como en muchos países, de tal modo que el mecanismo de la quiebra tanto de la liquidatoria como los procedimientos de conservación y reestructuración de empresas a través de los convenios gira a través del Síndico, por lo que su nombramiento adquiere importancia y la consolidación de este sistema está referido a que sean los acreedores los que elijan al Síndico, porque ellos son los principales interesados.


Existen los acreedores profesionales que generalmente son los bancos, instituciones financieras, las AFP, el Fisco, los cuales están muy protegidos porque tienen prendas, hipotecas, preferencias legales, etcétera. Luego viene un grupo que son los más desvalidos y que se refiere a los valistas, especialmente las Pymes o como por ejemplo el jardinero de la empresa, el proveedor del casino de la empresa, el que proporciona lápices y papeles a un negocio etcétera y por otro lado están los trabajadores de la empresa que teniendo protecciones legales hasta cierto monto en la prelación de créditos, les interesa participar en un convenio de recuperación de la empresa, más que percibir algo de la liquidación de la empresa, aunque los trabajadores en ese punto no tienen injerencia.


Precisa que se pretende que los acreedores elijan al Síndico y que no lo siga haciendo el Estado, que a través del juez, lo designa, debiendo pagar sus servicios los propios acreedores. Es decir, la actual ley en ese sentido es intervencionista. Reconoce que la ley le da la posibilidad al acreedor de proponer tres nombres de Síndicos, empero hoy es el juez el que decide en definitiva y lo designa a su arbitrio o lo decide un funcionario subalterno del tribunal.


Reitera que para consolidar este sistema, los acreedores deben elegir al Síndico, el cual debe estar muy controlado, porque, conforme pasa el tiempo, los acreedores, especialmente los valistas, se van desinteresando de la quiebra y no supervigilan a los Síndicos, por lo que se propone que la Superintendencia como ente especializado y profesional lo controle directamente, para darle transparencia a su actividad y al sistema económico en general.


Destaca que este proyecto es un todo autónomo y funcionaría bien, aunque no se presenten los otros proyectos, referidos a la materia en estudio.


Respecto de la función del Síndico, algunos actores plantean que tenían dudas y el temor que algunos Síndicos fueran a estar más proclives hacia los grandes acreedores. Al efecto, señala que la masa de acreedores es una masa muy completa y compleja y cuando se declara la quiebra, muchas veces, no existe pleito con el fallido, sino que entre los propios acreedores y por eso se llama sistema concursal, porque concursan los acreedores para distribuirse los bienes que tiene el fallido y cómo se van a pagar sus créditos, toda vez que cada uno alega sus preferencias y privilegios legales y es allí donde comienza el problema, por lo que la pugna se resuelve al interior del proceso concursal, en que la preside un juez, quien va dictando las resoluciones correspondiente y que deberían especializarse en esta materia.


Comenta que la modificación propone que la masa de acreedores designe al Síndico y la masa está compuesta en forma muy heterogénea, en que hay muchas veces bancos que son muy fuertes y otras en que si bien la quiebra es importante, los bancos no tienen relevancia crediticia, sino que existen, por ejemplo, compañías de seguros.


El tema si bien es complejo, aclara que cualquiera sea la solución adoptada, siempre va a ser la mayoría de los acreedores los que van a designar al Síndico y van a mandar en la quiebra, pero dentro de la ley, por eso es importante que la Superintendecia sea el contrapeso frente a los acreedores que pretenden imponer ilegalmente su voluntad, pero con distorsiones o presiones a los Síndicos y es designado por la mayoría para estudiar asuntos administrativos, pero en el aspecto dispositivo, va a tener que acatar lo que la ley indica y esa ley va a estar respaldada por la Superintendencia, que es proba y competente, lo que se avala durante el trabajo de más de veinte años.


Reconoce que la gran pelea que tienen siempre los Síndicos es con los abogados laboralistas, que son los que defienden a los trabajadores, puesto que los grandes acreedores tienen abogados competentes en materia comercial y se están a los montos y preferencias que la ley les establece, y el juez decide, en definitiva.


En resumen, el tema no debe observarse, en orden a que los Síndicos van a ser empleados de alguna categoría de acreedores.


Explica que la quiebra en la civilización occidental tiene una larga historia, y en esta materia, Chile es heredero de la tradición europea y específicamente de la francesa10, aunque con algunos cambios.


En Chile, cuando se llega a la época republicana, regían las ordenanzas de Bilbao que tenía cosas bien notables, ya que el sistema funcionaba dentro del ámbito comercial, o sea en los consulados, que serían las actuales cámaras de comercio, allí funcionaban tanto las quiebras como el mecanismo de insolvencia y si el consulado estimaba que una personas debía quebrar, se pasaba el caso al Estado, para que actuara respecto de esa persona.


El sistema español era un poco más moderno e interesante y las Ordenanzas de Bilbao tuvieron gran influencia e importancia y se llega a 1865 y prácticamente se copia el Código de Francia, con modificaciones del año 1838. Los Síndicos en esa época no tenían ningún control ni profesión y por tradición eran designados por las cámaras de comercio y ese sistema dura desde 1865 hasta 1929, y en el intertanto (1902) se dicta el Código de Procedimiento Civil y se introduce una regulación más estricta en los procedimientos judiciales de la quiebra.


En 1929, el sistema colapsa y la corrupción que existía en esta materia era enorme, época en la cual era Presidente de la República don Carlos Ibáñez del Campo y ante esto no sólo reaccionan los comerciantes, sino que también la banca y la economía en general, para poner atajo al sistema de quiebras, por lo que el General Ibáñez estatiza el sistema de quiebras y establece la Sindicatura General de Quiebras y tantos Síndicos como Cortes de Apelaciones existían en el país, hasta llegar a 1982 con 550 funcionarios.


En 1982, lo que se buscó muy notablemente es no repetir la experiencia que se había producido en Chile desde la independencia hasta 1929, es decir buscar un contrapeso y generar Síndicos privados, porque se estimó que iban a funcionar mejor. Son auxiliares de la administración de justicia, son encargados de administrar justicia, porque la quiebra, primero es justicia distributiva y después justicia conmutativa y la ley creó un sistema de nombramiento de los Síndicos por los jueces, pero que si bien estuvo bien inspirado no ha funcionado como corresponde en la práctica y si eso no se modifica, puede producirse una situación muy problemática en 10 años más. Añade que hoy los bancos están desesperados con este sistema y la economía muy afectada por esto, asunto que también perciben los inversionistas extranjeros.


Hay que buscar un equilibrio entre la designación de los Síndicos por los acreedores y el rol de fiscalizador de la Superintendencia de Quiebras, que es un contrapeso frente a la total libertad con que podría quedar el Síndico, que administra justicia y debe rendir cuenta de dineros ajenos y esa rendición debe hacerse en forma pública y transparente y además se debe privilegiar la eficiencia, en orden a que los Síndicos que lo hagan bien, volverán a ser nombrados por los acreedores, que saben que ese Síndico es competente. Por lo mismo, se están incrementando los requisitos para que haya muchos profesionales que actúen en este negocio y así como la sociedad necesita, por ejemplo, de jueces, que hayan estudiado Derecho y que existe la Academia Judicial que los prepara y que en el Ejercito hay buenos generales, que han pasado por la Academia de Guerra, por lo mismo que la sociedad en materia económica necesita también que hayan buenos profesionales que ejerzan como Síndicos y con un contrapeso en su supervigilancia y eso es lo que existe en los sistemas europeos actualmente vigentes.

-o-

c)
Señor Javier Fuenzalida Asmussen, Gerente de Operaciones de la Sociedad de Fomento Fabril, (Sofofa).


Precisa que es importante tener presente que la actual ley es más amplia que un mero procedimiento de quiebras. Por lo tanto, se está frente a una legislación que norma el rescate de activos de una empresa para posibilitar el pago de sus deudas, en que el procedimiento de quiebra puede ser el resultado de la imposibilidad de adoptar otras alternativas más eficientes.


En este sentido, la ley actual, a pesar de su artículo 1º, es un procedimiento de rescate de entidades en insolvencia con el objeto de producir la máxima recuperación de las acreencias de los acreedores y es ese carácter el que se estima que debe orientar su modificación.


En consecuencia, proponen, como primer punto, una nueva redacción del artículo 1º, señalando que el propósito de la ley es posibilitar la recuperación de una entidad en falencia, mediante una reorganización de su estructura y gestión, con el objeto que pueda generar los recursos necesarios para financiarse y pagar las obligaciones contraídas con sus acreedores y en última instancia, en caso de no ser viable tal reorganización, proceder a la liquidación de los activos mediante el procedimiento de quiebra.


Es preferible condicionar el pago de las obligaciones con la generación de nuevos flujos resultantes de una reorganización, aun considerando los riesgos por la incertidumbre del futuro, en lugar de una recuperación parcial o menor de las obligaciones, resultantes de la venta de los activos. Esto, por que los activos por separado valen menos que en su conjunto operativo y por que, además, los valores de liquidación de los activos usados suelen ser muy bajos, lo que determina que los acreedores preferentes solo recuperan una parte de sus créditos y nada los acreedores valistas.


El examen de la actual ley Nº 18.175 de quiebras, bajo el prisma del nuevo concepto que se sugiere, indica que será necesario el reordenamiento de las materias tratadas en la ley actual, donde las normas sobre convenios primen sobre el procedimiento de quiebra e introducir las modificaciones requeridas al articulado, acordes con el nuevo enfoque que se propone.


La lógica de la proposición es prevenir estados de insolvencia, y en caso de producirse dar prioridad a los acuerdos entre las partes, deudor y acreedores y como última instancia el procedimiento de quiebra.


Un esquema como éste tiene la ventaja que disminuye los riesgos de que el deudor, en su natural preocupación de salvar la situación, cometa, voluntaria o involuntariamente actos ilícitos de carácter penal.


La proposición es semejante a las modernizaciones sobre las leyes de quiebras que se han aprobado en países como España, México y Perú y que reflejan la tendencia moderna de privilegiar el acuerdo entre deudor y acreedores, reorganizando la empresa como procedimiento para maximizar el pago de las obligaciones, a la liquidación de la empresa para pagar sus deudas.


El esquema puede resumirse de las siguientes forma:

1.
Experto Facilitador.


Se crea la figura del Experto Facilitador, que es una entidad que percibe que tiene una alta probabilidad de enfrentarse a la imposibilidad de cumplir con sus obligaciones financieras puede, por iniciativa propia o de acuerdo con sus acreedores, requerir la intervención de un Experto Facilitador, cuya misión es la de analizar la situación económica y financiera del deudor y determinar si mediante una reorganización de sus actividades puede generar los recursos necesarios para pagar sus obligaciones dentro de un determinado plazo y condiciones a definir.

2.
Convenios.


Las conclusiones del Experto Facilitador, en caso de demostrar la viabilidad del deudor, sustentarán una proposición de Convenio entre las partes, en el que se establecerá la repactación de las obligaciones en cuanto a plazos, tasas de interés, garantías y demás resguardos; quien será el gestor, las facultades de la Comisión de Acreedores, los procedimientos de supervisión del cumplimiento del Convenio y la eficiencia de la gestión de los administradores del mismo.

3.
Quiebra.


En caso que el parecer del Experto Facilitador sea que el deudor no es viable, o en caso que los acreedores rechacen la proposición del Convenio, entonces procede la declaratoria de quiebra.


La quiebra pasa a ser un procedimiento residual de última instancia. Incluso puede existir la posibilidad de que, para aquellos acreedores valistas que no recuperen nada, puedan capitalizar los créditos no recuperados y pasar a ser los nuevos propietarios de la empresa, y con los activos remanentes que no pudieron ser liquidados, iniciar otras actividades, si a juicio de ellos, tienen aun algún valor económico.


Los convenios tienen la gran virtud de ser un acuerdo entre el deudor en falencia y sus acreedores, de modo que ambas partes son las más indicadas para llegar a una entendimiento sobre la forma de proceder.


Las experiencias de los años 80 indican que fue mucho más eficiente rescatar empresas mediante convenios que la recuperación de deudas por la vía de la quiebra, tanto bajo el punto de vista del porcentaje de recuperación para los acreedores como de la capacidad productiva de los activos que se recuperaron en forma de unidad económica.


Es importante destacar que las ideas que se plantean para una moderna ley de quiebras en cierto modo ya están contenidas en diversas leyes vigentes.


Desde luego se ha señalado la incorporación de los convenios a la modificación de la ley Nº 18.175, de quiebras, de 1982.


Por otra parte, la ley de Seguros, contempla un procedimiento diferente para la liquidación o quiebra de una compañía de seguros (artículos 75 a 87). Una compañía que entra en liquidación anticipada puede practicar su propia liquidación, si el Superintendente de Valores así lo aprueba. Opcionalmente, es el propio Superintendente de Valores el liquidador o Síndico, según sea liquidación o quiebra, o la persona que el designe que puede ser o no ser un Síndico.


En el caso de las sociedad anónimas, el Título X de la ley Nº18.046 trata de la liquidación anticipada, la que puede ser practicada por una Comisión Liquidadora designada por la Junta de Accionistas que acuerda el término anticipado.


De igual modo, la ley de Bancos e Instituciones Financieras (artículos 127 a 140), establece para los casos de insolvencia varios procedimientos como la capitalización por parte de los accionistas, el convenio con sus acreedores y admite la quiebra sólo cuando se encuentre en liquidación voluntaria.


Lo anterior demuestra que, en los precedentes señalados, existe un procedimiento que antecede al de la quiebra. Por lo tanto, lo que se propone es un reordenamiento de la actual ley de quiebra, con el objeto de contar con procedimientos alternativos que permitan a los acreedores obtener el máximo de recuperación de sus créditos y al mismo tiempo posibilitar que los activos comprometidos no pierdan su capacidad productiva y se preserven también los puestos de trabajo.


Naturalmente, tal reordenamiento significa revisar las disposiciones de la actual ley e introducir otras acordes con la propuesta que presentamos.


Existe la necesidad de despenalización de la ley de quiebras, por las siguientes razones:


La primera es que las falencias o “muertes de empresas” no son sólo consecuencias de actos delictivos que pudieran haber cometido sus administradores.


Las causales de esta mortalidad son a veces ajenas a la conducción misma de los negocios. Por ejemplo, el ciclo económico o las perturbaciones externas que sufre la economía del país, como la recesión de 1976 después de la crisis internacional del petróleo, la de 1982 por la crisis financiera internacional, o de la 1997 producida por la crisis asiática, o como pueden ser las consecuencias de un fenómeno natural como un terremoto.


Sin embargo, la mayor causa de la corta sobrevivencia se produce por la incapacidad de los administradores para asegurar una permanencia exitosa en el mercado debido a que no consiguen captar los cambios en la demanda, o introducir los cambios tecnológicos en la gestión como lo hicieron sus competidores. Es la dinámica del mercado, de una economía en crecimiento.


Al efecto, hay estudios en diversos países, incluyendo Chile que muestran que la vida media de las empresas es corta. Una alta proporción, del orden del 60 %, no sobrepasa los 10 años y que se da con mayor frecuencia en las Pymes. Este es un fenómeno universal.


Ninguna de las causales anteriores son delitos de carácter criminal. Ni siquiera son delitos ya que los acreedores, sus financistas y proveedores, trabajadores, gobierno, etc., asumieron junto a la empresa un riesgo comercial. Creyeron en la capacidad empresarial de sus administradores para actuar eficiente y competitivamente en el mercado, algo que nadie puede garantizar.


Dentro de este proceso, la falencia es una de las tantas formas como desaparecen empresas del mercado.


Es posible que además haya otras razones y que se refieren a conductas delictuales de algún administrador. Para ello existe la legislación penal.


Sin embargo, si se debiera establecer un orden, la imposibilidad de permanecer en el mercado es la primera razón de la mortalidad, los ciclos y las perturbaciones externas la segunda y las causadas por actos delictivos son marginales.


La segunda razón para la despenalización es de carácter práctico. Sometido a consideración del juez del crimen competente, éste ordenará las investigaciones y diligencias que estime oportunas, resultantes en citación, posibles detenciones, incautación de documentación, designación de peritos y expertos cuyos gastos son con cargo a la masa, en perjuicio de los acreedores valistas principalmente, actos todos que retardan o dificultan la recuperación de la empresa en falencia.


En este sentido, la actual legislación casi se asemeja al Código de Hamurabi en materia de presunciones de delitos. El artículo 219 señala 12 causales de presunción de quiebra dolosa, el 220, 10 causales sobre quiebra fraudulenta y el 221 indica 7 causales sobre complicidad de terceros en una quiebra.


De su lectura, se puede concluir que es altamente probable que cualquier administrador caiga en una de ellas involuntariamente. Entre otras, por ejemplo, el haber efectuado pagos preferentes a terceros con fondos que pertenecen a la masa, a los acreedores.


El tribunal fijará la fecha de cesación de pagos del deudor hasta un año antes de la quiebra (artículos 62 y 63), por lo tanto, como el plazo para solicitar la quiebra es de 15 días a contar de la fecha en que entró en cesación de pagos, el deudor estuvo 345 días operando con recursos de los acreedores, lo que indica una quiebra dolosa y por lo tanto con sanción penal.


Cabe señalar que la cesación de pagos se define como el incumplimiento en el pago a su vencimiento de una obligación mercantil (artículo 41).


Es práctica habitual en el mercado que en los contratos se establezcan penalidades en casos de mora, bajo la forma de intereses penales, comisiones y gastos en que el acreedor incurre. Un deudor en mora de una obligación mercantil debería solicitar su quiebra a fin de no caer en las disposiciones sobre quiebra dolosa o fraudulenta.


Los balances de los bancos incluyen cuentas en que se consignan la “cartera vencida” constituida por créditos impagos por más de 90 días e internamente manejan cuentas con créditos morosos ( impagos por menos de 90 días). Todos esos deudores cuyo objeto social es comercial, industrial, agrícola o minero, de acuerdo con la ley de quiebra deberían haber solicitado su quiebra por estar en cesación de pagos, o los propios bancos y otras instituciones de crédito y proveedores deberían solicitar la quiebra de esos clientes.


-La quiebra sería calificada de dolosa, cuando menos.


Ello no sucede por que los acreedores no solicitan la quiebra, ya que prefieren los acuerdos y renegociaciones que permitan recuperar sus créditos y además que el deudor siga existiendo como cliente. Eso es lo real y eso es lo que la ley nueva debiera normar para hacer de ello un proceso eficiente, no solo para la relación entre deudores y acreedores, sino también para todo el país en su conjunto.


-Beneficios sociales de una nueva ley de recuperación de empresas.


Acerca de las experiencias de los años 80, al comienzo se sostuvo que el estado de quiebras de proporciones que se produjo era un mero “cambio de propiedad de los activos”. Sin embargo, las batallas legales, no sólo entre deudor y acreedores, sino también entre los propios acreedores: reconocimiento e impugnación de créditos, impugnación de convenios, exigencias de los acreedores preferentes, etc., llevó a que los procesos de recuperación de las empresas o la misma quiebra se dilatara innecesariamente, con varios resultados negativos:


Primero, un manifiesto deterioro de los activos en disputa. Campos sin cultivar y limpiar, plantaciones sin fertilizar ni desinfección, industrias paradas con maquinarias y equipos sin mantención y limpieza, construcciones abandonadas sin terminar con el deterioro consecuente, etcétera.


Hubo una pérdida importante de capital en el país.


Segundo, una inversión cuantiosa en la “puesta en operaciones” de tales activos después de un largo período de ociosidad con grave deterioro en su capacidad productiva.


Tercero, una “canibalización” de empresas, en que la venta de las maquinarias y equipos por separados no rinde lo mismo que como unidad productiva para las que fueron diseñadas.


Cuarto, tal vez el mas grave, un atraso en la recuperación económica que mantuvo innecesariamente personas desocupadas, comparado con una situación en que hubiere imperado un sistema más eficaz de resolución de los problemas entre deudor y acreedores.


Todo ello importó una importante pérdida de capital para el país.


-Quiénes deben quedar al amparo de la nueva ley.


La ley vigente, en el artículo 41, se refiere a los que desempeñan actividades comerciales, industriales, mineras o agrícolas, suponiendo que una quiebra es la consecuencia de actos de carácter mercantil.


Cuando la moderna ley tiene por objetivo la recuperación de los recursos de los acreedores mediante los procedimientos aquí propuestos, entonces debe considerarse también otras actividades diferentes de las indicadas en el artículo 41.


Existen instituciones tanto públicas como privadas que no teniendo fines de lucro, realizan actos de comercio y que pueden entrar en falencia.


A modo de ejemplo, pueden citarse fundaciones, corporaciones de derecho privado, organismos públicos que han entrado en falencia o en insolvencia y sus acreedores no pueden acudir a la ley de quiebra por cuanto no realizan las actividades señaladas en el artículo 41.


Existen servicios del Estado, como los, dependientes del Ministerio de Salud, que no son empresas, ni tienen por objeto las actividades señaladas en el artículo 41, pero que sin embargo, compran medicamentos e insumos médicos y los venden, o prestan servicios de salud cobrando por ello. Reciben la dotación de recursos conforme el presupuesto de la nación, sólo contabilizan esos ingresos y gastos, no llevan contabilidad como entidad productiva y tienen cuantiosas deudas con sus proveedores que en los últimos años se han acumulado en forma alarmante; no paga intereses penales, ni intereses corrientes sobre tales deudas.


Si hubiera sido una empresa, aun pública, los acreedores podrían haber acudido a esta ley, no en el ánimo de solicitar su liquidación, sino en busca de una fórmula para recuperar sus acreencias y poder continuar operando. 


Hay por el lado del sector público cuantiosos atrasos en otras reparticiones sin que los acreedores puedan defenderse, aun cuando esas reparticiones han realizados actos regidos por el derecho privado.


Hay fundaciones que han quebrado sin que haya habido algún resultado.


Es por ellos que la nueva ley no puede circunscribirse a los que realicen actividades comerciales, industriales, mineras o agrícolas. Es mas que ello. La ley debe referirse a todo aquel que realice actos de comercio, puesto que lo que se persigue es el pago de las deudas, preferentemente mediante la reorganización de las actividades del deudor.


Respecto del examen del proyecto actual, comenzando por su mensaje, se indica que su proposición está implícita en los motivos que inspira al Ejecutivo y es concordante con las ideas contenidas en la Agenda Pro Crecimiento acordada con la Sociedad de Fomento Fabril y que el gobierno la ha reiterado y la ha considerada como prioritaria en la agenda país acordada con los partidos políticos a inicios del año.


El punto primero del mensaje es muy claro al respecto, ya que señala, siguiendo el orden en que las enuncia, que el objeto es:


Establecer las facultades del Superintendente de Quiebras.


La regulación de la crisis de las empresas expuestas a la iliquidez.


Tratamiento del sistema general de quiebras.


Opinan que para establecer una estructura lógica de un proyecto de tal importancia, el primer punto a discutir debiera ser la regulación de las crisis de iliquidez, a seguir con el tratamiento general y concluir con las facultades de la autoridad reguladora que se desprenderán de los dos primeros.


Sin embargo el proyecto parte por la implementación de las regulaciones sin antes discutir los fundamentos y objetivos.


Con todo, y no obstante esta falta de lógica, hay algunas nuevas disposiciones que nos merecen comentarios particulares.

1)
No parece oportuno proponer modificaciones a las facultades del regulador sin antes definir el objetivo de la ley y los procedimientos que se propondrán como lo hemos señalado.

Por lo tanto el numeral 1 del proyecto es prematuro.

2)
En cuanto al numeral 2 que modifica el artículo 16 es restrictivo por cuanto establece requisitos profesionales para ser Síndico. ¿Por qué excluir a un ingeniero forestal o a uno de pesca o a un dentista o un corredor de propiedades o un liquidador de seguros? Al respecto recordamos que en el caso de compañías de seguro el Síndico es el Superintendente o quien designe, que podrá ser una personas cuya profesión u oficio pueda ser diferente de las que aquí se proponen

3)
Tampoco concordamos con la atribución del Ministerio de Justicia de restringir o racionar el registro. Esta será una violación a la ley sobre la libre competencia por cuanto introduce una restricción a la libertad de entrada.

4)
Los numerales 12 y 13 establecen la forma de remunerar al Síndico. Somos de opinión que esa es facultad de los acreedores como bien lo señala el inciso ante penúltimo propuesto para el artículo 34.


Esta facultad es consistente con lo propuesto en el numeral 16 que entrega a los acreedores la facultad de designar al Síndico.


Los restantes numerales no nos merecen comentarios por el momento, ya que desconocemos la parte más importantes del proyecto y que se refiere a la regulación de las empresas en iliquidez y las facultades del regulador como lo señala el mensaje. 


Finalmente, indican que lo que se convino en la Agenda Pro Crecimiento es una modificación en profundidad de la actual ley dentro de los delineamientos que han expuesto y que el mensaje lo señala pero que no los ha traducido en una propuesta concreta en el proyecto de ley en comento.

-o-

d)
Señor Axel Buccheister, abogado del Instituto Libertad y Desarrollo.

1.
El proyecto. A pesar de lo indicado oficialmente en la Agenda Pro Crecimiento, el proyecto del Ejecutivo apunta a objetivos muy diversos, e incluso contradictorios o inconsistentes con ellos.


El proyecto no abarca en ningún momento los tópicos a que se comprometió en aquella, sino que lo que hace fundamentalmente es otorgar mayores facultades a la Superintendencia de Quiebras y establece mayores requisitos para ser Síndico de quiebras.


Según el proyecto, esta iniciativa forma parte de la Agenda Pro Crecimiento, solo que es un primer proyecto sobre el tema de quiebras, al que seguirán dos más sobre las penas contempladas en la Ley de Quiebras y un mejoramiento de convenios que se pueden celebrar en torno a una situación de insolvencia, aspectos que sí están dentro de dicha agenda. Al hacer un solo “paquete” de temas sobre la ley de quiebras, anunciando que el presente es un primer paso, no se repara en que estamos ante un proyecto regulador y que los restantes son de tendencia desreguladora, y que, por lo mismo, no pueden consistentemente formar parte de una misma agenda. Lo que en realidad ha sucedido, es que el Gobierno tenía preparado un proyecto para aumentar las regulaciones en materia de quiebra y ha aprovechado de enviarlo al Congreso, presentándolo como una iniciativa “pro crecimiento” y dando a entender que está cumpliendo el compromiso asumido.

2.
Superintendencia de Quiebras. Hasta el año 1982, en Chile la función de Síndico era cubierta por un organismo público denominado “Sindicatura Nacional de Quiebras”, que era el encargado de administrar las quiebras y liquidar los bienes del fallido. Como se podrá suponer, los procesos de quiebras eran de una lentitud y burocracia enormes. En ese año, se modificó la legislación de quiebras y se volvió al sistema que había existido hasta comienzos del siglo pasado, en que las quiebras son administradas por Síndicos privados, nombrados por el tribunal.


Por su parte, la Sindicatura Nacional de Quiebras fue transformada en la “Fiscalía Nacional de Quiebras”, que era -y es hasta hoy- un organismo que cumple un rol propio de una fiscalía: representar en el juicio de quiebra el interés de la colectividad. En otras palabras, la Fiscalía es una de las partes litigantes en el juicio y no tiene facultades reguladoras; y si bien tiene por misión fiscalizar a los Síndicos, ella se traduce en hacer presente al tribunal las anomalías que detecte y pedir que tome las medidas que en derecho correspondan.


Sin embargo, este enfoque empezó a cambiar sin que se haya anunciado formal y claramente, y sin el debido debate. Así el 31 de mayo de 2002, se dictó la ley Nº 19.806, que contiene normas adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penal, y en la cual se procedió a cambiarle la denominación a la Fiscalía Nacional de Quiebras, por “Superintendencia de Quiebras”. El argumento que se dio es que el uso de la palabra “fiscalía” de cara a las potestades investigadoras del Ministerio Público, cuyos integrantes se denomina “fiscales”, podría inducir a error. Sin embargo, ello no explica por qué se mantuvo dicha denominación a la “Fiscalía Económica” -en materias de libre competencia- en la misma ley.


Lo concreto es que una fiscalía no es una Superintendencia, porque ésta es un regulador de un mercado o actividad económica, y el órgano competente es materia de quiebras no es un regulador de acuerdo con sus facultades legales, sino que una parte litigante.


Sin embargo, el cambio de nombres no es meramente formal, cuando se analiza el contenido del presente proyecto; en efecto, lo que él hace en la práctica es dotar a la Superintendencia de las facultades propias de un organismo de esta naturaleza. Así, se le otorgan atribuciones para interpretar administrativamente la legislación sobre quiebras, para impartir instrucciones generales y específicas a los Síndicos, para aplicarles sanciones, etc. Por otra parte, se extienden las facultades fiscalizadoras respecto de los Síndicos ya no a los procesos de quiebras, sino a la participación que les quepa en otros procedimientos concursales relacionados, como son los ya mencionados convenios y las cesiones de bienes, que básicamente son acuerdos con los acreedores y en los cuales la autoridad administrativa no tiene ningún rol que cumplir.


Asimismo, se le otorga a la Superintendencia la facultad de objetar la cuenta del Síndico. Esta atribución cobra relevancia cuando los acreedores ni el fallido han objetado la cuenta o una determinada parte de ella, y, aún así, puede hacerlo el órgano público; ¿qué justifica que se le otorgue a la Superintendencia esta facultad de oponerse a una rendición de cuentas que satisface a los únicos y directos interesados?


Nada explica la interferencia de la autoridad administrativa en la gestión de los Síndicos y el proyecto hará a éstos más dependientes de ella. Es evidente, que ahora los Síndicos no podrán hacer mucho sin contar con la venia de la Superintendencia, en circunstancias que en definitiva éstos son mandatarios de los acreedores. ¿Si el interés involucrado entre los acreedores y el fallido es enteramente privado, por qué se le dan estas facultades a una autoridad pública? La pregunta es más válida aun cuando se recuerda que si el mismo deudor no es declarado formalmente en quiebra, los acreedores podrán cobrar por separado sus créditos, sin ninguna intervención de la autoridad. En consecuencia, estas normas determinarán una mayor reticencia de los acreedores a pedir una quiebra, que como procedimiento universal -si estuviere bien concebido- puede tener efectos más positivos, frente a la alternativa de una cobranza separada de cada uno de ellos. En cualquier caso, es menester recordar que las diferencias entre los acreedores y de éstos con el fallido deben ser resueltas a todo evento por el tribunal y no por un órgano público.


Por último, se dispone que los gastos de administración de la quiebra deberán ajustarse a las instrucciones generales de la Superintendencia de Quiebras. Esta atribución es amplísima y no tiene fundamento alguno, porque los únicos interesados en restringir o ampliar el nivel de gastos son los acreedores y el fallido -porque ello puede determinar que quede un sobrante-, y no a la Superintendencia. Se trata de una potestad reguladora que abarca el ámbito privado en que deben mantenerse las decisiones en el proceso de quiebra.


Por todo lo dicho, en este proyecto se está cambiando radicalmente el enfoque del sistema, pasando a uno con importantes potestades reguladoras de la autoridad en materia de quiebras, lo que por cierto no era parte de la mentada Agenda Pro crecimiento.

3.
Restricción del número de Síndicos. Se le otorga al ministro de Justicia la facultad -que obviamente será ejercida a instancias de la Superintendencia- de restringir en determinados períodos el ingreso a la nómina nacional de Síndicos por causas graves o urgentes, o por exceso de Síndicos en el ámbito nacional o regional.


Resulta difícil imaginar qué constituye una “causa grave o urgente” que amerite cerrar el ingreso a la actividad de Síndico. Más claro es el objetivo del caso de “exceso de Síndicos”, que en definitiva no es otra cosa que proteger a los que están desarrollando actualmente la actividad, con el argumento que si hay demasiados no será rentable la función de Síndico, olvidándose que el mercado -las respectivas juntas de acreedores- y en función de la demanda, es capaz de regular el número óptimo en cada lugar, de forma que si por el ingreso de alguno nuevo “sobra” uno, por simple lógica sobrevivirán aquellos que sean más capaces, diligentes, prestigiados y confiables.


En cambio, el proyecto opta por la decisión discrecional de la autoridad, que -como se dijo- se transforma en una protección de los que ya están y que no necesariamente son los mejores. Este tipo de facultades se presta para la captura del regulador y actos reñidos con la probidad, porque es de esperar que siempre habrá presiones para que la autoridad ejerza esta atribución.

4.
Requisitos para ser Síndico. Otro de los cambios que introduce el proyecto, es hacer más estrictos los requisitos para ser Síndico, que básicamente es tener alguno de los títulos profesionales que se señalan, haber ejercido la profesión al menos cinco años y poseer la idoneidad suficiente, calificada por el Ministerio de Justicia.


La ley actual es similar a lo anterior, pero contempla que también pueden serlo quienes tienen un título técnico y exige sólo tres años de experiencia calificada. También entrega la ponderación de la idoneidad al Ministerio de Justicia; sin embargo, el proyecto hace una mejora en este sentido pues contempla -aunque no obligatoriamente- que aquélla sea medida a través de un examen, lo que importa establecer un sistema más objetivo.


En realidad no hay razón alguna para que se deban cumplir requisitos para ser nombrado Síndico por la junta de acreedores. En efecto, si en definitiva los acreedores son los que están llamados a decidir quién cumplirá la función de Síndico de una quiebra, ellos son los que deberían establecer los requisitos; si estiman que una determinada persona es la más indicada para cumplir ese papel, aunque no esté en la nómina de Síndicos; ¿por qué tiene que decidir la ley quién puede ser Síndico más allá de la voluntad de los directos y únicos interesados?


Por otra parte, la ley asume que sólo están capacitados para el rol de Síndicos quienes tienen un título profesional y lo han poseído por cierto tiempo. La función de Síndico la más de las veces es carácter comercial -vender bienes- y para ello puede estar mejor preparado quien tenga experiencia como empresario, como comerciante o alguien especializado en corretajes, que un profesional por el solo hecho de haber estudiado en la universidad y haber ejercido su profesión por cierto lapso.


Finalmente, dejar la calificación de la idoneidad a la autoridad pública, se presta para tráfico de influencias y otras formas de corrupción.


El proyecto, además, obliga a los Síndicos a constituir una caución (boleta de garantía, etc.) de 2.000 unidades de fomento ante la Superintendencia, para garantizar el debido ejercicio de su función. Ello implica un costo para ejercer ésta, que no se justifica en la medida que a los acreedores no les es relevante; por lo mismo, debiera quedar entregado a la decisión de éstos que quien asuma la función de Síndico en una quiebra deba rendir garantía.

5.
Procedimientos respecto de medidas aplicadas a los Síndicos. El proyecto contempla regulaciones relativas a las medidas aplicables a los Síndicos, que son cuestionables.


En primer lugar, establece que de aplicarse una multa, el Síndico para recurrir a los tribunales debe pagarla. Esta es una forma de limitar el ejercicio del derecho a la defensa. Al respecto hay que recordar que en tiempos recientes la Corte Suprema al informar otros proyectos de ley11 -como debe suceder en este caso- ha dicho que estas consignaciones (que en este caso en el hecho es el 100%) “hacen ilusoria” la posibilidad de reclamar.


En segundo lugar, se faculta a la Superintendencia para pedir al juez la remoción del Síndico de una quiebra y en tal caso se procederá suspender al Síndico sin más trámite. Vale decir, se presume cierta la imputación de la Superintendencia, lo que es contrario al más elemental principio de derecho. En este caso debiera establecerse, quien sea el que pida la remoción del Síndico, que el tribunal si estima que la petición está revestida de fundamento plausible, podrá suspender desde luego al Síndico.

6.
Remuneraciones del Síndico. En esta parte el proyecto contiene una proposición positiva, pues actualmente existe una tabla de emolumentos que es exigua para solventar una adecuada remuneración al propio Síndico y a sus asesores. Esto ha llevado, en la medida que la ley nada dice, a que todos los asesores del Síndico son remunerados con el activo de la quiebra, gastos que no tienen tope.


Ahora, se propone una remuneración significativamente superior, y por ende más realista, pero se establece que los honorarios de los asesores del Síndico son de cuenta de éste y que no se pueden cargar a la masa de bienes. Se agrega, que si algún acreedor estima apropiado pagar más por los servicios del Síndico o sus asesores, ello es posible pero de cargo de quienes aprueben tales mayores gastos.


Esta proposición resulta correcta, porque no debe olvidarse que la quiebra respecto de los acreedores es un proceso forzado, al que son obligados a concurrir, y que se gobierna por mayorías, de forma que es razonable que haya una garantía para todos de un tope en los gastos, en particular para proteger a las minorías. Sin embargo, el proyecto agrega que todo aquel que estime que el trabajo del Síndico o sus asesores vale más, o que es necesario un incentivo para el buen éxito de la gestión, puede pagar ello. En suma, se conjuga adecuadamente un criterio regulador con uno de mercado.

7.
Designación del Síndico en una quiebra. Actualmente la ley prevé que el juez designe a un Síndico provisional hasta su ratificación por la junta de acreedores. Las inercias de los procesos hacen que la junta termine -por simple pasividad- ratificando lo hecho por el juez. Esta realidad ha llevado a que se ejerzan permanentes influencias indebidas en el ámbito de los tribunales para ser designado en las quiebras que son solicitadas.


Para abordar ese problema, el proyecto propone un mecanismo que en lo esencial pretende trasladar la decisión de la nominación del Síndico provisional del juez a los acreedores, lo que es conceptualmente correcto. En cualquier caso, hay que señalar que si los propios acreedores, que siempre han sido los que al final están llamados a decidir sobre el Síndico, muestran desidia en defender sus intereses, no hay regulación que pueda mejorar en el fondo la situación; la ley no tiene porque amparar a quienes son poco diligentes.

8.
Conclusión. El proyecto de modificación de la ley de Quiebras que ha presentado el Gobierno, insiste en el esquema fundamental que anima hoy esta legislación, que en algunos aspectos es anacrónico e inadecuado, pero, además, profundiza en la lógica de otorgar más facultades a los organismos públicos, en desmedro de las decisiones que corresponden a los particulares interesados en el asunto. Se ha dicho que este es un primer paso en concretar la llamada Agenda Pro Crecimiento en este tema, lo que no es efectivo, sino por el contrario, es contradictorio con ella.

-o-

e)
Señor Lionel Stone Cereceda, abogado, Síndico de quiebras.

Designación del Síndico

Es de público conocimiento para aquellos que se desenvuelven en el ámbito profesional de las quiebras en general, que la disposición en actual vigencia del artículo 44 de la ley del ramo, que permite al acreedor que solicita la quiebra de un deudor, proponer al tribunal una terna de Síndicos, que formen parte de la nómina vigente, para que de entre ellas, designe el tribunal un Síndico titular y un suplente, ha caído en desuso, y ha sido reemplazada por instrucciones de la propia Corte de Apelaciones de Santiago, que contraviniendo el texto expreso de la ley, instruyen a los magistrados para que designen Síndicos, por listas, turnos u otros arbitrios igualmente discrecionales. Ello ha provocado la actual pugna de los numerosos Síndico recientemente designados, para obtener un nombramiento, recurriendo a toda clase de recursos y presiones indebidas.


El proyecto pretende eliminar este lado oscuro del inicio de toda quiebra, con la simple consagración de dejar esta facultad al acreedor que solicita la quiebra, quien deberá señalar en la respectiva solicitud el nombre del Síndico titular y el del Síndico suplente, y el tribunal está obligado a designarlos en ese mismo orden.


Estima que la disposición actual del artículo 44, que consigna la facultad de proponer una terna es más respetuosa con el tribunal de la quiebra, y por lo tanto no debiera modificarse siempre y cuando, se cumpla su letra y espíritu, y no se desvirtúe como ocurre en los hechos actualmente, y además, sea una obligación del acreedor peticionario proponer la terna de Síndicos y no una simple facultad.


Por el contrario, el procedimiento proyectado para designar Síndicos en quiebras solicitadas por el propio deudor, es claro y transparente.

Inhabilidades y Multas

Si bien es correcto que la actual Superintendencia de Quiebras pueda sancionar a los Síndicos, con una gradualidad de penas, no parece correcto que para reclamar de una multa deba previamente pagarse su monto, porque puede hacer ilusorio el recurso y defensa del Síndico.


En cuanto a la modificación del artículo 22 actual de la ley de Quiebras, se introduce en nuevo número 3, como causal de exclusión de la nómina, la siguiente:


“Por intervenir a cualquier título en quiebras que no estuvieren o hayan estado a su cargo...”


La interpretación de esta virtual prohibición de un Síndico para intervenir en otra quiebra, atenta a nuestro juicio al derecho constitucional de ejercer una actividad comercial o profesional remunerada. No se entiende porque un abogado, que es Síndico, y que por ende ejerce su profesión en esa especialidad del derecho comercial, no pueda representar o patrocinar a un acreedor en una quiebra administrada por otro Síndico, o eventualmente a un fallido. Actualmente los Síndicos son casi 100 personas, y por lo tanto prácticamente no se conocen entre sí, lo que elimina cualquier suspicacia de entendimiento o influencias indebidas. Esta prohibición afecta en los hechos a los Síndicos cuya profesión es ser abogado, y no a un Síndico de otras especialidades profesionales.

Rendiciones de Cuentas. Objeciones

Otorgar la facultad expresa a la actual Superintendencia de Quiebras para que pueda objetar la cuenta es plenamente atingente, siempre y cuando, al igual que el fallido y la junta de acreedores, deba interponer sus observaciones en el plazo fatal de 30 días corridos, y no como se pretende en el proyecto de eliminar en el actual artículo 30 de la ley la frase “dentro de”, por la simple proposición “a”.


Lo anterior se basa en lo siguiente:


La ex Fiscalía de Quiebras, actual Superintendencia, aún sin tener un texto expreso que la habilitara para revisar y objetar una cuenta en una quiebra, las objeta en los hechos, pero con un retardo a veces de más de 3 o 4 años de haberse rendido la cuenta por el Síndico, sin objeciones, y sin que ningún acreedor reclame o sostenga una objeción a la labor del Síndico. Este hecho no es puntual, sino reiterado, y se comprenderá lo engorroso que resulta revisar antecedentes y papeles depositados en bodega por todo ese lapso de tiempo. Anecdóticamente señala, que en lo personal se han solicitado a su sindicatura antecedentes de quiebras con cuentas rendidas en 1987.


Pero más grave aún, resulta el proyecto de modificación en esta misma materia de observaciones a la cuenta del Síndico, por cuanto se contempla la posibilidad de que “algún acreedor” pueda objetar la cuenta, aun cuando ya la junta de acreedores respectiva citada en forma extraordinaria la haya aprobado, por cuanto, deja al Síndico ya no sólo sujeto a la actitud que pueda asumir un fallido en su contra, sino además un acreedor en forma particular. Recuérdese que reiteradas las observaciones a la cuenta del Síndico, éste no puede asumir nuevas quiebras, con lo cual, tal acreedor puede amenazar o presionar a un Síndico a un acto o pago indebido. El proyecto debe ser claro que aparte de la Superintendencia de Quiebras y el Fallido, es sólo la junta de acreedores la que puede objetar la cuenta del Síndico.

Remuneraciones del Síndico

En esta parte el proyecto es francamente difícil de entender, en cuanto a que:


Sólo en junta extraordinaria el Síndico puede proponer la contratación de asesores que en su concepto sean necesarios para la correcta administración de quiebra.


Esta fórmula no se condice con la celeridad en que se deben adoptar determinadas resoluciones, como por ejemplo deducir una demanda revocatoria concursal, que tiene, como se sabe, plazos de prescripción de un año a contar de la fecha del acto o contrato que se pretende atacar de inoponible; la masa de acreedores a través del Síndico muchas veces es objeto de demandas de gran cuantía, y que requieren de una asesoría letrada de excelencia, y el mecanismo de las juntas extraordinarias es de suyo lento, por la necesidad de obtener una resolución del tribunal de la quiebra que cite a junta extraordinaria, publicación en el Diario Oficial, transcurso del plazo de 7 días.


La experiencia indica, que todo aquello que el Síndico no exponga y que la junta de acreedores no acuerde, en sus primeras reuniones de acreedores, simplemente cae en una inercia y inactividad, por falta de quórum de asistencia. Por ello es que la actual Ley de Quiebras dispone en su artículo 111 todas las materias que son esenciales para la correcta administración de una quiebra, y este procedimiento ha funcionado aceptablemente, luego cambiarlo por juntas extraordinarias no parece ni necesario ni simplificador de la gestión de la quiebra.


La modificación que se propone, que algunos acreedores puedan concurrir con su voto a mejorar o premiar la remuneración del Síndico, ya aprobada en junta, desvirtúa el proceso colectivo de las quiebras, y deja al Síndico en una suerte de peligrosa dependencia de aquellos acreedores más generosos, respecto de los otros que rechazaron sumarse al mejoramiento de la remuneración.


Se ha dicho que el Síndico es un simple administrador y vendedor de bienes, lo cual, con todo respeto a la labor mercantil, es un craso error.


Entre las labores más delicadas de un Síndico, está la de examinar los créditos verificados y eventualmente impugnarlos.


¿Podría ese Síndico impugnar el crédito de aquel acreedor que le otorgó un premio contra el reparto que obtenga en la quiebra?


¿Podría impugnar los créditos, si con ello retarda los repartos, y por ende el cobro de sus honorarios que hoy día se vincula precisamente al reparto de créditos?


Necesariamente tal Síndico, y en general los Síndicos no impugnaran los créditos, de modo de efectuar los repartos lo más pronto posible, y con ello, cobrar sus remuneraciones, debilitando de tal modo una de las actuaciones más relevantes e importantes de un Síndico.


Finalmente, no se advierte porque razón se establece en el proyecto la inhabilidad para que el Síndico designado como interventor de un convenio preventivo, no pueda ser designado Síndico del mismo deudor si luego es declarado en quiebra, cuando se supone que tal Síndico ya ha conocido la empresa, sus debilidades y fortalezas y las razones de la no viabilidad del convenio.


Fiscalización de la Superintendencia de Quiebras en los convenios judiciales preventivos.

Al tratarse de la proposición que formula un deudor a sus acreedores, de un convenio para evitar la quiebra de su empresa, proposición que se formula a través de un tribunal de la República, y se nombra un Síndico como interventor e informante del convenio al tribunal, si tal convenio se aprueba, es un típico acto enmarcado en la autonomía de la voluntad entre acreedores y deudores, por lo que no se entiende que pueda agregar o fiscalizar la Superintendencia de Quiebras, o, que no puedan asistirse por si mismos, los propios acreedores en defensa de sus intereses, no existiendo razón alguna para que el estado vaya a asesorar a bancos, instituciones de créditos, comerciantes.


Hay que advertir que en este tipo de convenios, judiciales preventivos, no participan, por no empecerles ni los trabajadores, ni los institutos previsionales e I.N.P., ni el Fisco, por ser todos ellos en general acreedores privilegiados, en tanto que, el convenio se delibera y vota sólo con los acreedores valistas en general.

-o-

f)
Señor Pablo Cifuentes, abogado, Síndico, representante de la Asociación de Síndicos.


Señala cuales, a su juicio, son las observaciones particulares al proyecto de ley.

1.
Interpretación administrativa de las leyes.


Se agrega un inciso al Nº 1 del artículo 8º que dota a la Superintendencia de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas”, esto es los Síndicos.


La principal ley que rige y debe hacer cumplir el Síndico es la ley de quiebras, sin perjuicio de todas aquellas que en general o para el caso particular, atendida la quiebra administrada, el Síndico debe velar por su correcta aplicación.


La redacción de la norma propuesta señala un abanico tan amplio en materia de interpretación legal que puede producir conflicto, si esta se hace extensiva a normas que rigen a los acreedores, lo que puede acarrear más de un problema, por lo que estimo se debe precisar el alcance de esta modificación

2.
Mecanismos para la determinación de sanciones.


La letra d) del proyecto sustituye el Nº 5 del artículo 8 dotando a la Superintendencia de facultades para aplicar a los Síndicos y a los administradores de continuidad de giro como sanciones de las instrucciones que imparta y las normas que fije, censura por escrito, multa a beneficio fiscal de una cien unidades de fomento o suspensión hasta por seis meses para asumir nuevas quiebras, convenio o cesiones de bienes.


Esta disposición continua señalando el procedimiento, aplicación y reclamo, sin embargo no se encuentran determinadas que la sanción se aplica a cual caso, como tampoco la escala de las multas, por lo que estimo pertinente se especifiquen los hechos y cuantías de la sanción. 

3.
El Nº 2 del proyecto sustituye el artículo 16 insertando un inciso segundo que señala como requisito para integrar la nómina nacional de Síndicos un examen de conocimientos de los candidatos(examen que debe ser aprobado).Somos de la opinión que este requisito cumple un propósito por todos querido, cual es tanto que exista un parámetro objetivo para calificar entre otros la idoneidad suficiente por parte del Ministerio de Justicia, y por otro la profesionalización de la actividad.


En tal sentido, estima que la norma debe ser más rigurosa, en términos que este examen también sea rendido por los Síndicos que actualmente se encuentran integrando la nómina y que este debe tener una periodicidad, esto es que debe rendirse cada cierto lapso a futuro, toda vez que tanto la legislación y la interpretación administrativa de la ley, los instructivos circulares, oficios de la Superintendencia modifican permanentemente esta área del derecho, en tal sentido su conocimiento debe evaluado periódicamente.


De allí que es necesario incluir en la ley la creación de una persona de derecho público cuyo objeto sea el estudio de los fenómenos concursales tanto del país como de las naciones que tengan tratados comerciales o industria de país, institución que, compuesta por funcionarios de la fiscalía, profesores de derecho comercial y Síndicos, se aboque a estudiar, investigar, efectuar docencia, recopilar jurisprudencia, crear un repertorio nacional e internacional sobre esta institución concursal, respecto de los temas y pueda también representar a nuestro país en foros internacionales, en definitiva crear un centro de estudio sobre la materia.


Sin embargo su actividad más importante será precisamente la consistente en el permanente contacto entre servicio público a través de este instituto con el servicio de administración de las quiebras efectuadas por los Síndicos, lo que será tanto enriquecedor para todos los agentes involucrados en el tema de las falencias, cuando permitiera crear una instancia de debate cuyo objeto será la mutua colaboración para otorgar en forma preventiva las oportunas y correspondientes líneas de acción.


Todo lo anterior permitirá una verdadera profesionalización de la actividad que lograra que el conocimiento más que la sanción permita su desarrollo óptimo.

4.
Objeción a la cuenta.


La letra e) del proyecto otorga la facultad de objetar la cuenta a la Superintendencia, o hacerse parte en la objeción de un tercero.


Lo anterior se debe concordar con lo señalado en el punto 10 que sustituye el artículo 31 de la ley, disposición que señala que aún cuando la Superintendencia objetare la cuenta el tribunal resolverá previo informe de la Superintendencia.


Estima que es incompatible la facultad de objetar con la de efectuar informes que para el caso son considerados verdaderas pericias, toda vez que no se puede ser parte y perito a la vez; creemos que el informe sólo procede cuando la Superintendencia no es ni se ha hecho parte en la objeción.

5.
La letra b) del número 5 del proyecto traslada el actual Nº 3 como Nº 7 quedando el siguiente Nº 3 que impone la sanción consistente en dejar de formar parte de la nómina nacional a los Síndicos que intervengan a cualquier título en quiebras que no entienden o hayan estado a su cargo.


Entiende que es absolutamente reprochable que un Síndico actúe en interés particular en quiebras a su cargo, pero no vislumbramos el fundamento de sancionar en cualquier forma, menos de manera tan grave en libre ejercicio de la profesión, más aún si no existe fundamento de defensa de intereses contrapuestos, al atender otros asuntos.


Se ha tratado de buscar en nuestra legislación la prohibición de ejercer la profesión en áreas temáticas a funcionarios privados, a la fecha no se ha encontrado una situación similar.


Por último piensa que al privarse de este ejercicio profesional, se vulnera la garantía constitucional de libertad de trabajo.


Distinta es la situación de quien, aprovechándose de su calidad de Síndico influye de cualquier modo ilegítimo no sólo en quiebra sino en cualquier procedimiento, lo que naturalmente está del todo acuerdo que es una acción así no sólo debe irrogar sanciones administrativas sino civiles y penales.


En síntesis, el solo hecho de ser Síndico no es causal para privarlo de ejercer la protección en áreas de su competencia, salvo que se utilice el cargo para a través de éste, se obtengan ventajas indebidas, situación en la cual la responsabilidad es civil, penal en su caso.

6.
El numeral quinto que modifica el artículo 22 en su letra d, introduce un nuevo numero 5 que reemplaza al Nº 8 y que sanciona con exclusión de la nómina a los Síndicos que enajenaren bienes a las personas que indica.


No cabe la menor duda que esta disposición pretende que el Síndico se inhiba de utilizar su investidura para proporcionar para si o terceros vinculados una mejor condición de venta en perjuicio de la masa, lo que nos parece del todo apropiado


Sin embargo, estima que la disposición no puede afectar al Síndico cuando la venta se ha efectuado en forma pública, salvo que se le acredite la mala fe, toda vez que en algunas ocasiones puede ser una variable incontrolable que una de estas personas adquiera bienes en los procedimientos públicos.


Por otra parte, cree que esta norma debe hacerse extensivas a las sociedades anónimas abiertas en que el Síndico tenga participación tal, que pueda influir en la adquisición de bienes.


En síntesis, precisa que esta norma debe tener como sentido la prohibición de compra de bienes, efectuado en una forma que perjudique a la masa adquirida por alguna persona que el Síndico que tenga influencia directa.

7.
Cree que concordante con lo señalado en el número 3 de este informe se debe agregar una nueva causal de exclusión de la nomina a los Síndicos que reprobaren el examen periódico allí indicado.

8.
El Nº 9 modifica el artículo 30 de la ley.


Al respecto, piensa que la única institución idónea para objetar cuentas en la Fiscalía Nacional de Quiebras y nadie más. Lo anterior por las siguientes razones.


Cuenta con personal especializado y calificado en la materia.


A través de sus inspecciones periódicas conoce permanentemente el desarrollo de la quiebra.


Permitirá descomprimir y desvincular al Síndico de los intereses de los acreedores ya que éste únicamente se debe a la ley y a las instrucciones de la Superintendencia. De esta forma su actuación se independizará con más fuerza evitando las distorsiones y presiones efectuadas tanto por los acreedores como la fallida.

9.
El Nº 13 modifica el artículo 34 de la ley señalando una escala de honorarios, en la cual se aplica, aún cuando no se dice, el artículo 12 del código civil.


Este tema, cuya discusión data de largo tiempo fue concebida en una primera instancia como un honorario único, sólo modificable por el afectado o quórum mayores de pasivos de la quiebra.


Sin embargo su actual redacción señala que por quórum simple se puede reducir, lo que implica que más que una escala objetiva de honorarios es una mera recomendación.


Sea cual sea la escala, esta debe tener mínimos obligatorios para otorgar certeza jurídica a todas las partes involucradas.


Finalmente, opina del suscrito que si esta tabla como impuesto a beneficio fiscal, financiaría perfectamente una sindicatura pública, probablemente se producirá un excedente para el fisco, lo que ocurre cuando esta administración esta atomizada en más de 100 Síndicos que deben atender las aproximadamente 120 Quiebras que se declaran al año.

10. En cuanto al nuevo artículo 36 propuesto, comenta que una vez señalada la quiebra y antes de celebrarse la primera junta el sindico debe tomar todas y cada una de las providencias necesarias para la conservación, custodia y mantención de los activos, lo que en algunos casos particulares van más allá que la simple contratación de seguridad y vigilancia, en ocasiones hay que proveer de ciertos insumos o servicios especiales para la mantención de maquinarias tales como frigoríficos, embarcaciones, etc., de hecho que el inciso segundo del artículo 64 de la ley en su parte final faculta al fallido para ejecutar todos los actos conservatorios de sus bienes en caso de negligencia del Síndico.


De esta redacción se concluye que el Sindico es negligente si no realiza los actos conservatorios y dada la onerosidad de aquellos, este debe tener la facultad de disponer de fondos para hacerlos.

11. El Nº 16 del proyecto señala un procedimiento para la designación de Síndicos en caso de solicitud de propia quiebra, el que en definitiva es aquel que señala los tres mayores acreedores.


Aún cuando se comprende que uno de los puntos sensibles en materia de transparencia corresponde precisamente a este tema, no podemos dejar de señalar que por regla general de estas acreencias son titulares las instituciones financieras.


Lo anterior producirá como efecto, que en un número muy reducido de acreedores, estará concentrada la decisión de la persona del Síndico, lo que nos parece perjudicial tanto por las presiones que podrán imponer que limitará cualquier independencia como por la poca variedad de Síndicos que en un plazo más breve que lejano serán en su calidad de favorita, designada.


Entonces ¿qué pasará con aquel Síndico que para beneficiar créditos de primera clase intente acciones paulianas en contra de los bancos?, lo señalado no es un ejemplo de laboratorio, por lo general estas instituciones con anterioridad a la quiebra reciben en pago bienes con que están garantizados sus créditos, saldan la obligación por intermedio de una empresa de leasing que también manejan y posteriormente lo entregan en leasing al mismo deudor; conclusión: se retira anticipadamente un bien del perteneciente al activo de la deudora para que cuando esta sea fallida únicamente lo tenga en calidad de arrendataria; en perjuicio para la primera clase que ampara entre otros a los créditos de los trabajadores.


Con el sistema propuesto de designaciones, ¿serán tan independientes los Síndicos para iniciar estas acciones o informar a los acreedores la existencia de pagos efectuados en una forma distinta a la convención?.


La designación de Síndicos debe ser independiente de la voluntad de acreedores individuales, poco diversos (los grandes acreedores de una de las 28 instituciones financieras) y si se pretende modificar el sistema actual, damos fe que la institución más idónea para indicar de acuerdo a un orden correlativo y justo, la persona del Síndico a designar es la Superintendencia de Quiebras, toda vez que el principal propósito de los Síndicos debe ser los cumplimientos de la ley y las instrucciones señaladas por ese servicio, lo que por lo demás es absolutamente compatible al hecho que sea tal repartición la única titular de la acción de objeción de cuentas.

12. El número 23 modifica el artículo 175 de la ley, utilizando un sistema similar en la designación del sindico de convenio. Estimamos para este caso, sin perjuicio de lo señalado previamente, que como es convenio es dirigido a los acreedores valista quien decida deberán tener tal calidad.

13. Respecto de los honorarios del sindico interventor, cabe hacer presente que la actuación del Síndico en el convenio judicial preventivo no es menor, y muchas veces debe asesorarse por profesionales técnicos para ejercer su cometido. A continuación señalo cuales, a juicio del suscrito son las actividades que se realizan.


De acuerdo al diccionario de la Real Academia Española, Interventor: “Es la persona que autoriza y fiscaliza ciertas operaciones para asegurar su corrección”.


En términos prácticos, la existencia de la intervención, es útil ya que facilita la transparencia de las operaciones y actuaciones destinadas al cumplimiento del convenio, pero para que esta utilidad en la práctica se aplique eficientemente, el interventor debe estar investido de facultades suficientes para proteger los derechos de los acreedores.


Para ejercerla, la ley sólo da un marco de referencia, el que dependiendo de las características de cada convenio puede ser aplicado de diversas formas.


En principio, se puede decir que de conformidad a lo dispuesto en el Nº 1 del inciso 3º del artículo 175 de la ley, la resolución que tiene por propuesto el convenio dispone: 1º “que el deudor quede sujeto a la intervención de un Síndico que forme parte de la Nómina Nacional de Síndicos. Al efecto, el Juez designará un Síndico titular y uno suplente.”


Esta intervención tiene las siguientes características:

a)
Es obligatoria.


La ley suple en este caso la voluntad del deudor y acreedores, disponiendo la designación de éste para que informe y controle los negocios del deudor.

b)
Es dirigida.


El Nº 2 del inciso tercero del citado artículo señala con precisión las funciones que le corresponden cumplir al Síndico desde el momento que comienza a desempeñar el cargo; esto es:

1.
que dentro del plazo de treinta días desde publicada la resolución en el Diario Oficial de las proposiciones del Convenio, debe evacuar al Tribunal, informe sobre la viabilidad del convenio de acuerdo a las proposiciones presentadas por el deudor, informe que debe estar a disposición de los acreedores en cuaderno de la tramitación de este concurso;

2.
la confección de una nómina de acreedores con derecho a concurrir y a votar en la Junta, y
3.
la supervisión del proceso de comunicación escrita por carta certificada a los acreedores extranjeros, en las cuales debe existir la orden que en el término de emplazamiento, que se expresará en cada carta, comparezcan con los documentos justificativos de sus créditos bajo apercibimiento indicado en el Nº 3 del inciso tercero del artículo 175 de la ley (Nº 4 inciso tercero del artículo 175 de la ley de quiebras.

c)
Determina el pasivo concursado.


El inciso segundo del artículo 179 de la ley dice: “En el Convenio Judicial Preventivo sólo tendrán derecho a voto los acreedores que aparezcan en una nómina que el Síndico presentará, para este efecto, con diez días de anticipación a la fecha fijada para la celebración de la Junta.” Esta Nómina deberá actualizarse a esa fecha y de be agregarse a los autos y notificarse por aviso, conjuntamente con la resolución que la tiene por acompañada, nómina que, además puede ser ampliada por el Síndico con las mismas formalidades.


El Síndico debe, en consecuencia, validar la información otorgada por el proponente y en ella incluir tanto, los créditos que esté obligado en forma directa o indirecta y los montos deben ser aquellos que efectivamente se deban al momento de la celebración de la Junta, independientemente del concepto que la proponente haya definido en el convenio para la determinación de los mismos, por cuanto dicha nómina es la que sirve para determinar los créditos reales, que pueden o no transformarse en otros guarismos, dependiendo si se aprueban o rechazan las proposiciones. 


Por último, señala que si bien el convenio va dirigido a los acreedores valistas es importante que la nómina incluya también a los preferentes, toda vez que éstos tienen la opción de renunciar a éstas. Finalmente en el listado debe señalarse en forma separada a aquellos acreedores que sólo pueden votar en contra del convenio indicados en los artículos 180 y 182 de la ley. 


Por último, esta nómina además debe contener los créditos que se generen durante el período de la intervención, nómina de créditos que se debe actualizar a la fecha de la Junta.

d)
Auditoria y otras funciones.


Aún cuando la ley no lo señala, se desprende que la correcta función del Síndico está destinada a ejecutar todas las acciones tanto a la protección del patrimonio concursado, como la legitimación del pasivo informado por el deudor.


En el caso de convenio, cuyo objeto es el abandono de bienes el Síndico deberá dar instrucciones destinadas a la protección y seguridad de los mismos, tales como la contratación de vigilancia y seguros si estimare que éste y aquellos son insuficientes.


En el caso de convenio cuyo objeto es de flujos, adicionalmente deberá impetrar las medidas que se aseguren la correcta administración del deudor, desarrollando las siguientes actividades:


-Visación de Pagos.


El Síndico debe realizar un exhaustivo control de los egresos, de modo tal que sólo pueden ser autorizados aquellos que digan relación con los gastos necesarios para la continuación del giro de la empresa. Lo anterior es de toda lógica. Se tiene en consideración que el interventor debe actuar con el criterio suficiente, para permitir que el negocio del deudor siga funcionando hasta la fecha de la aprobación o del rechazo del mismo, toda vez que tratándose de este tipo de convenios es indispensable que el negocio del deudor no sea paralizado o alterado de modo tal, que los acreedores al momento de tomar la decisión lo hagan respecto de una empresa en marcha. 


En principio los gastos que puede autorizar el Interventor sólo son aquellos relacionados con el pago de insumos necesarios para continuar con la actividad de la empresa, los pagos de aquellos insumos indispensables aun cuando se hubieren devengado antes de la fecha de la suspensión de pagos, cuando los proveedores son monopólicos y esos insumos son indispensables e irremplazables por para el giro, y por último, los pagos íntegros de remuneraciones de los trabajadores que laboran en la empresa.


Además, por la naturaleza misma del convenio no se puede dejar de tener como antecedente que éste se propone a los acreedores valistas, por lo que es posible autorizar también el pago de créditos preferentes. De esta forma y a vía de ejemplo si en el lapso de intervención se produce el despido de un trabajador por necesidades de la empresa, puede autorizarse el pago del crédito en aquella parte preferente.


Finalmente, indica que el Síndico debe abstenerse de visar los pagos de obligaciones devengadas con anterioridad a la fecha de suspensión de pagos.


-Cotejo del Inventario Fijo


Aún cuando esta obligación no está señalada en la ley, para que el Síndico pueda informar documentada e independientemente al Tribunal, debe proceder al cotejo de l inventario fijo, de modo tal de ilustrar a los acreedores sobre la veracidad de la relación detallada que el proponente confecciona dando cumplimiento a la obligación que le impone el Nº 1 del ar-tículo 42 de la ley, y que se relaciona con el listado de todos sus activos con expresión del lugar en que se encuentren, el de su valor estimativo, y de los gravámenes que los afectan.


Este informe tiene incidencia para los siguientes efectos:

A)
La impugnación del convenio. El Nº 5 del artículo 186, señala como causal de esta acción, el error u omisión sustancial en la lista de bienes. De allí que cobre importancia este informe para ilustrar a los acreedores de modo tal que tengan elementos de juicio para ejercerla, y

B)
En conformidad al inciso final de los artículos 207 y 214, la resolución que tiene por rechazado el convenio judicial preventivo o que se pronuncie sobre la nulidad del mismo, acarrea necesariamente la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio. Al respecto, debemos tener presente que la quiebra también produce efectos penales, y que para el caso en comento, la presunción de calificación por quiebra culpable contenida en el Nº4 del artículo 219, señala la circunstancia que en la manifestación que hiciere el deudor, no reuniere las condiciones que prescribe el artículo 42, entre las que figura, la relación del Inventario.

C)
Enajenaciones del activo fijo


En principio, no le corresponde al Interventor prestar su consentimiento a la enajenación de este tipo de activos, sin perjuicio de que pueda autorizar la enajenación de aquellos bienes que señala el inciso sexto del artículo 177 bis, esto es, los expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa o sean estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad.


No obstante lo anterior, si es necesario la venta de otros activos fijos, es obligación de la proponente informar de estas operaciones, ya que como se señaló, el Síndico, debe rebajarlo de la confección del inventario y sólo legitima estas operaciones el hecho de que estas operaciones se refieran a bienes prescindibles y su producto sea indispensable para financiar la marcha de la empresa, es decir, en estos casos, el Síndico debe ocuparse del destino de los fondos obtenidos por las referidas liquidaciones e informar de esta circunstancia al tribunal.

D)
Supervisión del inventario variable.


El inventario variable es “el acopio de materias primas directas, materias primas indirectas, insumos, materias primas en proceso, y artículos terminados, que en un momento dado constituyen propiedad de la empresa”.


En un establecimiento en marcha el Síndico se encontrará con las existencias de este tipo de bienes los que por su naturaleza son esencialmente mutables, y transables, de acuerdo al giro de la empresa, por lo que difícilmente, en stock físico de la de inicio de intervención va a ser el mismo que al término de ésta. Sin perjuicio de lo anterior, el Síndico deberá tomar las providencias administrativas contables que permitan mantener un control de aquellas que le permitan detectar mermas en el proceso productivo. De producirse esta circunstancia deberá ser informado al tribunal.

E)
Auditoría.


Como señala Fernando Martino Mendiluce en su Diccionario de Conceptos Económicos y Financieros. Auditoría: “Es una de las herramientas de control en el proceso de administrar. Consiste en el análisis (Revisión y evaluación) de las materias sometidas a su consideración con el propósito de verificar el cumplimiento de las normas establecidas con relación a ellas”. En cuanto al tema que nos ocupa el Síndico primero debe auditar las declaraciones efectuadas por el proponente en conformidad al artículo 42 de la ley, vale decir proceder a la evaluación de la fidelidad de toda la información allí señalada, como asimismo, debe efectuar una auditoria contable es decir proceder al análisis de dichos registros y de sus estados financieros al fin de verificar, si éstos cumplen con los principios de contabilidad generalmente aceptados y las disposiciones legales y reglamentarias referidas a ellas, analizando además la corrección de los asientos es decir los incluidos en los balances cuentas perdidas y ganancias, como asimismo la constatación de la existencia y legitimidad de los documentos que los respaldan, circunstancia que también debe incluir en el informe que se acompaña al tribunal.

F)
Flujo de Caja.


Una vez evaluado todos estos antecedentes como asimismo, con la correcta información sobre las tendencias de los negocios desarrollados por la empresa y el particular posicionamiento en el mercado de éstos de parte de la proponente, el Síndico está en condiciones de elaborar un flujo de caja, esto es, “una corriente de ingresos y egresos monetarios del giro durante un período determinado”.


Teniendo en especial consideración que ese flujo se dirige a los acreedores valistas, se debe considerar, el servicio de la deuda a los acreedores preferentes tomando en consideración los diversos convenios particulares a que con ellos ha llegado la proponente y los demás elementos a considerar como, a vía de ejemplo, aumento de capital, condicionado a la aprobación del convenio, venta de activos prescindibles, y en general todas las fórmulas que la proponente indique con relación a la obtención de flujos extraordinarios, a fin de estar en condiciones de efectuar el análisis de los remanentes y su factibilidad de pago a los créditos valistas, de acuerdo al programa señalado en el Convenio. Copia de este instrumento debe acompañarse también como anexo al informe ya aludido.

G)
Informe Legal.


El Síndico debe proceder a un análisis exhaustivo de los estatutos sociales, verificando el cumplimiento de los requisitos legales, como asimismo, se debe proceder al estudio de títulos respecto de los bienes raíces y de otra naturaleza que la proponente señale como suyos en el inventario, exigido en el artículo 42, debiendo informar también de ello, al tribunal.


-Informe del Síndico.


De conformidad al Nº 2 del artículo 175 de la ley, el Síndico debe informar al Tribunal sobre las proposiciones del convenio dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde la fecha de la notificación de la resolución por aviso, que lo tuvo por presentado.


La ley no contempla plazo para evacuar el informe, cuando el deudor con posterioridad a la presentación de sus proposiciones las modifica. Estimamos que, en este caso, el Síndico debe informar de estas modificaciones al tribunal, en la fecha que éste lo determine, lo que en este caso no puede ser posterior al inicio de la junta de acreedores citada para deliberar y votar sobre las proposiciones de convenio.


Como se podrá apreciar, para efectuar la labor en algunos casos es de sumo compleja, estimamos que los honorarios del sindico y sus asesores deben tener un referente objetivo y nos parece apropiado aplicar el propuesto en el punto 18 de esta modificación, esto es el 75% de la remuneración del gerente o representante legal, mismo criterio que debe aplicarse respectivas de cargo similares en la compañía para la remuneración de las demás asesoras contratadas por el sindico.

14. Respecto de lo señalado en el punto 26 se estima que la resolución y nulidad del convenio produce el efecto jurídico de retrotraer, como si el convenio no hubiere existido, al mismo estado anterior al de su aprobación, por lo que consideramos que parta estos casos especialísimos, debe ser el sindico primitivamente designado quien continúe con la quiebra.

-o-

g)
Señor Diego Corvera Vergara, abogado, Presidente de la Asociación Gremial de abogados laboralista. 


La finalidad perseguida por la iniciativa es plenamente compartida por la Asociación. Sin embargo, la solución que propone el proyecto a los defectos que se observan en la actualidad lesiona gravemente los intereses de los trabajadores de la empresa fallida, concretamente a la modalidad de designación del Síndico provisional y a la posibilidad que la ley reconoce a los acreedores que así lo acuerden, de pactar honorarios mayores para el Síndico que los fijados como marco de referencia. En ambos aspectos se plantean normas que en los escenarios de común ocurrencia se traducirán ni más ni menos en que los Síndicos sean en la práctica dependientes de las instituciones bancarias y financieras. Y ello, lejos de corresponder al espíritu privatista que informa la legislación concursal, implica una grave desnaturalización del rol del Síndico que puede corromper, paradojalmente, la transparencia que se le quiere asegurar con esta iniciativa. 


En lo concreto, en situaciones de marcada insolvencia, lo normal es que la pugna de intereses se dé entre los créditos preferentes de primera clase y las acreencias hipotecarias y prendarias. La finalidad de los bancos acreedores es limitar al máximo posible el monto de los créditos laborales preferentes a los efectos de asegurar una mejor posición para sus créditos hipotecarios o prendarios. Siendo así, fácil resulta comprender que el proceso de quiebra administrado por un Síndico provisional designado por los bancos, que normalmente estarán en condiciones preferentes para ser citados entre los tres mayores acreedores individuales, sólo augura un negro futuro para los trabajadores que no obstante ser acreedores -en su conjunto- de créditos aún mayores que los de las instituciones financieras - nada podrán influir en la designación del Síndico provisional.


La realidad arroja la evidencia de que lo usual es que los trabajadores no sean los que soliciten la quiebra de la empresa. Antes, por el contrario, lo normal es que la declaratoria de quiebra es la que recién determina el despido de los trabajadores y la posibilidad de accionar por el cobro de acreencias laborales. Tanto por lo dicho como porque los montos individuales de los créditos laborales son pequeños es de toda evidencia que los trabajadores -no obstante ser acreedores preferentes y en conjunto generalmente los mayoritarios en el pasivo- serán actores ausentes en la designación de Síndico provisional.


No sólo en lo dicho sino que en otras materias de la mayor importancia, el Síndico tiene una influencia determinante que hace inaceptable que represente los intereses de una parte de los acreedores en desmedro de los intereses de otros que están en pugna concursal. Desde luego el pago administrativo de los créditos laborales del Nº 5 del artículo. 2472 del Código Civil (artículo 148 ley de Quiebras) depende, en la práctica, de la actividad, diligencia y decisión del Síndico, quien es el que dispone de los antecedentes documentales para proceder al pago. ¿Si esos pagos son contradictorios a los intereses de los acreedores bancarios que han designado al Síndico, cómo podrá confiarse en la diligencia y corrección de quien es llamado a hacerlos?


La Asociación encuentra absolutamente inapropiado el sistema de designación de Síndico provisional propuesta en el proyecto, así como la posibilidad de pactar honorarios adicionales para el Síndico por parte de acreedores, pues ambas ideas lesionan lo que a nuestro juicio debería ser un principio inamovible, cual es el de que el Síndico por la naturaleza extremadamente delicada de sus funciones debe dar garantías de imparcialidad a todos los acreedores.


Se coincide que el actual sistema de designación de Síndicos es inapropiado, pero piensa que la modalidad sustitutiva ideada en el proyecto es todavía peor. En consecuencia sugiere una modalidad de designación que se construya a partir de los siguientes elementos: 


-Mantener la facultad de designación del Síndico provisional en el juez de la quiebra; 


-Limitar el ámbito de decisión del juez a una pauta objetiva que sólo le permita elegir entre los tres primeros nombres de Síndicos que figuren en un turno confeccionado a partir de un rol de Síndicos, confeccionado según sorteo u otra forma, 


-Llamado un Síndico a asumir una quiebra en razón del turno, si no la acepta - cualquiera sea la causa- pasa de inmediato a ocupar el último lugar del mismo, a fin de evitar malos manejos. 

-o-

h)
Señor Julio Reyes Madariaga, abogado regional V Región Costa del Banco del Estado.


Señala que el proyecto se refiere a las atribuciones y deberes del Síndico de Quiebras.


Dado que la auditoría externa que puede ordenar el Síndico de Quiebras conforme al proyecto de reforma se limita a una quiebra (inciso 2º), piensa si acaso no se justifica respecto de la administración de un convenio o en una cesión de bienes. Sobre el particular, cabe recordar que el inciso 1º del Nº 2 faculta a la Síndico de Quiebras para examinar los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a las quiebras, convenio o cesión de bienes.


Se faculta al Síndico de Quiebras, entre otras sanciones, para suspender a un Síndico hasta por seis meses en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios o cesión de bienes. Puede que no sea correcta la expresión “suspensión...en el cargo”, porque daría a entender que se trata de la suspensión de su designación como tal en una quiebra ya declarada, en circunstancias que entendemos que se trata de suspenderlo de su condición de integrante de la nómina nacional de Síndicos. Piensa que el cargo de Síndico sólo se concreta cuando asume en la quiebra en que ha sido designado.


Sólo contempla las quiebras, en lo tocante al ejercicio de la acción penal contra el Síndico y otras personas que hubieren tenido injerencia en la administración. Sin embargo, no se contempla para la actuación de los Síndicos en convenios y cesión de bienes.


No se entiende la expresión: “ El juez, de oficio o a solicitud de la Superintendencia”, conocerá de la remoción; creemos que el vocablo correcto es: decretará. Al menos, ese es el sentido de la explicación que acompaña al proyecto. 


Por otro lado, tal vez sería conveniente precisar que el fallido y los acreedores podrán intervenir en el incidente de remoción como coadyuvantes, quienes podrían tener algo que aportar en este debate.


Artículo 16.- Este artículo se refiere a los requisitos que debe reunir una persona para integrar la nómina de Síndicos.


Nuestras dudas son las siguientes: ¿qué pasa con los Síndicos que actualmente integran la nómina nacional y no reúnen los nuevos requisitos?; ¿por qué es facultativo para la Síndico de Quiebras el examen de conocimientos, y no se hace obligatorio?


Artículo 17.- Este artículo impone inhabilidades para ser Síndicos.


¿Qué se debe entender por encontrarse en notoria insolvencia? Esta es una cuestión de hecho y un concepto difícil, que también está prevista en el artículo 1496 Nº 1 del Código Civil como caso de caducidad de obligaciones sujetas a plazo. ¿No podría precisarse el concepto? ¿Lo precisará la Síndico de Quiebras a través de una normativa general?


Se plantean estas interrogantes porque cree que una persona que es insolvente, aunque su insolvencia no sea notoria, no debiera administrar recursos ajenos. 


Las personas que ...... se encontraren procesadas.- ¿no debiera decir ...que se encontraren procesadas o se hubiera dictado en su contra auto de apertura del juicio oral?. Cabe recordar la modificación introducida por la ley 19.806 (adecuación de términos a la reforma procesal penal), entre otros, al artículo 174 Nº 2, y que reemplazó la expresión “no esté encargado reo” por “no se haya dictado auto de apertura del juicio oral”. Entre paréntesis, el artículo 175 no ha sido modificado y utiliza la expresión: “esté declarado reo..”


Artículo 21 bis (incorporado en el proyecto).- Este artículo se refiere a la garantía que debe rendir la persona que pasa a integrar la nómina nacional de Síndicos.


Duda: ¿qué se debe entender por mantener vigente la garantía mientras subsista su responsabilidad? ¿Acaso se refiere a la acción de responsabilidad civil por delito o cuasidelito, que prescribe en 4 años? ¿se entiende que por ese lapso deberá estar vigente la garantía?


Artículo 22.- Este artículo establece los casos de exclusión de la nómina nacional de Síndicos.


Nº 3.- No parece clara la modificación que se propone. Dice: “3. Por intervenir a cualquier título en quiebras que no estuvieren o hayan estado a su cargo, salvo........” 


Entiende que la idea de la norma propuesta es que los Síndicos no intervengan en quiebras que no estuvieren a su cargo, o en quiebras en que habiendo actuado como Síndicos ya hubieran cesado en el cargo. Si es así, estima que la norma debiera decir: “3. Por intervenir a cualquier título en quiebras que no estuvieren a su cargo, o en quiebras en que hubiere cesado en su cargo, salvo las actuaciones que le correspondan en su calidad de Síndico, de acreedor con anterioridad a la quiebra, de representante legal en conformidad al artículo 43 del Código Civil, y de lo previsto en el artículo 28”. 


Artículo 34.- Este artículo regula el honorario que corresponde al Síndico en las quiebras.


No queda suficientemente clara la regla del inciso cuarto, en cuanto a que para la determinación del porcentaje de honorarios que corresponda aplicar, deberán considerarse los repartos anteriores. Si se considera cada reparto en forma independiente uno del otro, podrían programarse los repartos de modo de fijar siempre los tramos altos de la escala de honorarios del Síndico. 


En consecuencia, es necesaria una norma que señale que en la determinación del porcentaje que corresponde percibir por honorarios, se deberán agregar los repartos ya efectuados. Así por ejemplo: si en el primer reparto se determinó un porcentaje de honorarios equivalente al 20% por no superar las 2.000 unidades de fomento, en el segundo, aunque no supere dicha cantidad, deberán sumarse ambos repartos y fijar el porcentaje considerando la suma global repartida y así sucesivamente.


Puede entenderse que el inciso cuarto zanja la duda. Sin embargo, creemos que la norma debe ser clara en la materia. 


Sugiere al efecto el siguiente inciso cuarto: “Para el cálculo del honorario que corresponda al Síndico en cada reparto, la tabla precedente se aplicará en la forma progresiva descrita, a partir del respectivo tramo. En consecuencia, para la aplicación de la tabla y determinación del porcentaje de honorario que le corresponda en cada reparto, deberá considerarse el monto total distribuido en repartos anteriores”.


Artículo 42.- Este artículo regula la petición de quiebra formulada por el propio deudor.


Concuerda con el sistema de designación de Síndicos propuesto en la reforma cuando la quiebra es solicitada por el propio deudor, en virtud de la cual la designación queda entregada al acuerdo de los 3 mayores acreedores. 


Le preocupa sin embargo la excesiva demora que podría producirse entre la petición de quiebra y la declaración de ésta, lo que tiene importancia para diversos efectos consursales de la quiebra, tanto para la futuro, cuanto para el ejercicio de las acciones revocatorias. No se debe olvidar que la inoponibilidad, respecto de la masa, de los actos y contratos del deudor, es decir el desasimiento, sólo se producirá a partir de la declaración de quiebra; lo mismo que la suspensión de las ejecuciones individuales; el ejercicio de las acciones revocatorias, por su parte, de algún modo penden de la fecha de la declaración de quiebra, etc. 


En vista de lo anterior, opina que tal vez sería suficiente un solo intento de designación a través de los 3 mayores acreedores, dando paso enseguida a la designación por sorteo que prevé la propia reforma. (Esta misma idea podría aplicarse para la designación de los síndicos que actuaran como interventor cuando el deudor propone un convenio judicial preventivo; artículo 175 Nº 1), así como para otros casos semejantes que prevé el proyecto. 


Artículo 57.- Este artículo regula el recurso especial de reposición.


Está de acuerdo con el proyecto de reforma, porque es conveniente que la interposición del recurso no paralice el curso de la quiebra, al menos en lo que concierne a actos de administración indispensables.


En la misma idea, plantea lo siguiente en relación con los efectos de este recurso:


La sentencia que acoge el recurso es apelable en ambos efectos en conformidad al artículo 58 inciso segundo, lo que en nuestro concepto plantea graves dificultades si el recurso sólo tenía por objeto la rectificación de la calificación del deudor (el hecho de que esté o no comprendido en el artículo 41), sin afectar la procedencia de la quiebra. Tal vez en ese caso, la apelación debiera concederse en el solo efecto devolutivo, de manera de permitir el curso normal de la quiebra.


La solución a esta observación se puede obtener modificando el inciso segundo de la norma legal citada en los siguientes términos: “La sentencia que acogiendo la reposición deja sin efecto la declaración de quiebra, será apelable en ambos efectos”.


Artículo 148.- Este artículo se refiere al pago de los créditos en la quiebra.


La reforma regula el pago de las costas devengadas a favor del peticionario de la quiebra, así como de los gastos en que incurrió el deudor que pidió su propia quiebra.


En relación con las costas del acreedor peticionario, el proyecto parte de la base de que éstas se devengan. Sin embargo, como precisa la explicación acompañada al proyecto, para que se devenguen es necesario que el tribunal que declare la quiebra condene en costas. 


Propone, por tanto, la siguiente redacción el inciso 3º para una mayor claridad: “Las costas personales del acreedor peticionario, cuando el tribunal da lugar a ellas en la sentencia que declara la quiebra, gozarán de la preferencia...”


Por otro lado, las referidas costas se regulan en función del monto del crédito del acreedor peticionario pero es frecuente que el acreedor peticionario tenga más de un crédito contra el deudor. En consecuencia, para zanjar cualquiera duda sobre el particular, sugerimos la siguiente redacción: “...el 2% de los créditos invocados si no exceden de 10.000 unidades de fomento y el 1% en lo que exceda de dicho valor. 


Por su parte, en lo tocante al deudor que solicita su quiebra, el proyecto le da un tratamiento de gastos y no de costas al costo que para él implica la petición de quiebra, lo que nos parece correcto, y su monto se regula, según entendemos, en función de las obligaciones impagas que invoca en su solicitud.


En consecuencia, para una mejor claridad sugerimos reemplazar la expresión “crédito” por “obligación” y agregar la expresión “impaga” a continuación de la palabra obligación, de modo que la parte pertinente del inciso 3º quedaría redactada así: “Para estos efectos, si la quiebra es solicitada por el propio deudor, y éste invocare más de una obligación impaga, se estará a aquélla en cuyo pago hubiere cesado en primer lugar. El saldo, si lo hubiere, se considerará valista”.


Ello en razón de que la expresión crédito apunta mas bien al sujeto activo, es decir al acreedor. 


En relación con este artículo 148, hace notar la aparente contradicción relativa al pago que se prevé respecto de las indemnizaciones convencionales de origen laboral (hasta un límite de un equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicios y fracción superior a seis meses), en circunstancias que el artículo 2472 Nº 9 del código civil otorga preferencia a la indemnización laboral hasta un limite de 3 ingresos mínimos mensuales por cada año de servicios y fracción superior a seis meses.


Artículo 175.- Este artículo regula el procedimiento a que se somete la proposición de un convenio judicial preventivo.


-(agregado por el proyecto)-


En relación con la proposición de honorarios que haga el Síndico designado en la tramitación del convenio judicial preventivo, se pregunta si el deudor tendrá el ánimo y la capacidad negociadora suficiente para objetarla, teniendo en cuenta la importancia que tendrá el Síndico como interventor de su empresa. A lo mejor, debiera pensarse derechamente en un sistema que comprenda la intervención de los tres mayores acreedores en la determinación de tales honorarios.


Duda: si el deudor no se pronuncia por escrito dentro de los tres días de formulada la propuesta, ¿se entenderá que no hay acuerdo?. 

IV. PROPOSICIÓN DE MODIFICACIÓN DE LA NORMA SOBRE COMPETENCIA JUDICIAL PARA CONOCER DE LA PETICIÓN DE QUIEBRA, PREVISTA EN EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES:


El actual artículo 154 de este código, señala que es juez competente en materia de convenios, quiebras y cesiones de bienes el del lugar en que el fallido o deudor tuviere su domicilio.


Lo anterior, ha permitido que algunas empresas abran oficina en otra ciudad, y a poco andar pidan su quiebra ante el juez de dicho lugar, con el único objeto de dificultar el ejercicio de los derechos a sus acreedores concursales.


Para impedir tal estrategia, se debería modificar el citado artículo 154 del Código Orgánico de Tribunales. agregándole dos nuevos incisos, del siguiente tenor:


“Si el fallido o deudor tuviere varios domicilios, se estará al que constituya el asiento  principal de sus negocios.”


“Si el deudor o fallido fuere una persona jurídica, se estará al domicilio estatutario, y si tuviere varios domicilios se aplicará la regla del inciso precedente.”

-o-


i) Señor Nicolás Montt Díaz, abogado, Síndico de Quiebras y profesor de Derecho Comercial.


El proyecto de ley trata de dos problemas principales, que son: 


Las Facultades de la Superintendencia de Quiebras; y 


Los Síndicos, en lo que se refiere principalmente a su nombramiento, sus remuneraciones, limitaciones, honorarios, y su actuar. 


Respecto a las facultades de la Superintendencia de Quiebras, cabe hacer presente que ha existido siempre una pugna entre el organismo máximo del Juicio de Quiebras, que es la Junta de Acreedores, y el órgano fiscalizador y coadyuvador del actual sistema de bancarrota en Chile, la Superintendencia de Quiebras. 


Hace presente, que este tópico fue expresa y abiertamente discutido por la Comisión que estudió la actual ley Nº18.175, donde había distinguidos comercialistas con muchos años de experiencia, tales como don Julio Chaná Cariola, y don Alvaro Puelma Accorsi, autor de un Libro de Derecho Concursal Chileno, por el cual han estudiado numerosas generaciones de abogados, ambos ya fallecidos. Hoy se han agregado autores como Juan Esteban Puga Vial, y Ricardo Sandoval López, ambos con largos estudios en el extranjero sobre el derecho concursal más avanzado. Y la Comisión redactora del proyecto de aquella época decidió no otorgar facultades sancionatorias a la Superintendencia de Quiebras, antes Fiscalía de Quiebras, por cuanto se quería evitar que los organismos públicos se inmiscuyeran en asuntos abiertamente propios de los particulares, además de evitar entregar demasiado poder a los organismos públicos. Se deseaba mantenerla sólo en un plano de coadyuvador del juez de la quiebra y de la Junta de Acreedores. 


Así, la Superintendencia no puede objetar cuentas de los Síndicos, ni imponer sanciones a estos, ya sea pecuniarias, de censura por escrito o de suspensión o de remoción. 


Es cierto que la Superintendencia siempre ha llevado muy acuciosamente un control de las actuaciones de los Síndicos y de sus cuentas, y ha objetado las cuentas ante el Tribunal respectivo cuando ha creído que amerita hacerlo. La finalidad de esta objeción no es otra que el Tribunal conozca sobre el particular para darlo a su vez a conocer a su vez a la Junta de Acreedores para su opinión final. 


El proyecto de ley pretende que la Superintendencia de Quiebras sea parte principal en el procedimiento de objeción de cuentas, de tal forma que si la cuenta es rechazada en definitiva, el Síndico deje de ser Síndico de Quiebras, pues el rechazo de una cuenta por sentencia ejecutoriada es causal de exclusión de la nómina de Síndicos. 


También se pretende que la Superintendencia de Quiebras pueda imponer sanciones a aquellos Síndicos que no se avienen a sus instrucciones de carácter general, o no entregan la información que ésta le pide, o se atrasan en entregarla, o no rinde cuenta dentro de ciertos plazos.


Finalmente, con respecto a este tópico, el proyecto quiere que dentro de la facultad de fiscalizar por parte de la Superintendencia de Quiebras, se encuentre también incluida la de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas.


Estas son a su juicio, las principales innovaciones, que plantea el proyecto de ley, y para observarlas o comentarlas nos guiáremos por el texto actual del proyecto:


El proyecto pretende que la Superintendencia de Quiebras, dentro de su facultad de fiscalizar, tenga aquella de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las personas fiscalizadas. Sin perjuicio de dicha interpretación administrativa, en el evento de existir un conflicto entre la Superintendencia y un ente fiscalizado por ella, deberá ser la Justicia Ordinaria quien determine en definitiva cómo se debe aplicar la ley, esto es, interpretarla;


Estima excelentes las normas que posibilitan la contratación de auditores externos independientes.


Estima también muy laudables las normas sobre conservación de documentos, pues este es un problema serio de los Síndicos. Cree que podría subsistir sólo aquella norma que señala que la Superintendencia de Quiebras podrá autorizar a los Síndicos para devolver al fallido parte de sus libros y papeles antes del sobreseimiento definitivo a que se refiere el Título XI de la ley de Quiebras, ya que los otros incisos referentes al mismo tópico son de carácter reglamentarios y no propios de una ley.


Respecto a la facultad de la Superintendencia de Quiebras de aplicar sanciones tales como censura por escrito, multa y suspensión hasta por seis meses, no lo encuentra adecuado, pues hoy se critica que los organismos públicos puedan aplicar sanciones. Se desea que sean sólo los tribunales quienes puedan aplicar sanciones. Se trata de mantener una división de poderes para poder preservar la igualdad ante la ley. También está en total desacuerdo con el principio “solvet et repet”, esto es, “paga y después reclama” por que puede dejar a una de las partes en la indefensión. También, y por el mismo motivo, no está de acuerdo con la afirmación que la interposición del reclamo no suspenda los efectos de las resoluciones. A mayor abundamiento, en el evento que se conserve esta facultad a la Superintendencia, deberá contemplarse la posibilidad de que el sancionado recurra a ella, pidiendo la reconsideración, dentro de un plazo de 5 días hábiles, sin la exigencia del pago de parte alguna de la multa, de manera tal que esta disposición se encuentre en armonía con la ley de Bases Generales de Administración del Estado. Todo ello, sin perjuicio de que se debe establecer, necesariamente, la posibilidad de recurrir a los tribunales ordinarios de justicia, y que se cumpla la sanción sólo una vez que se encuentre ejecutoriada la resolución respectiva.


Está de acuerdo con que la Superintendencia de Quiebras pueda objetar la cuenta de administración del Síndico, salvo que la junta de acreedores haya aprobado dicha cuenta. De este modo, la Superintendencia sólo podrá objetar cuando la cuenta no sea aprobada por la Junta de Acreedores. E incluso, si la junta de acreedores aprueba la cuenta definitiva de administración del Síndico, después de que la haya objetado la Superintendencia de Quiebras, la objeción de esta última deberá quedar sin efecto. Lo anterior se funda en que el órgano máximo de la Quiebra sigue siendo la junta de acreedores, quien es libre y soberana para realizar y aprobar actos que conciernen a su patrimonio. Hace presente que la Superintendencia de Quiebras siempre ha tenido un papel estupendo y muy loable en las objeciones que efectúa, pero no puede abarcar el campo de libertad de los patrimonios particulares. Y esto aunque un acreedor pequeño esté de acuerdo con la objeción de la Superintendencia de Quiebras, pues en el derecho concursal siempre han operado las mayorías. En todo caso, deberá conservarse la norma que exige que la objeción de la cuenta sea formulada dentro de un plazo determinado, que es de 30 días: si nadie reclama dentro de él, deberá entenderse aprobada la cuenta.


Está totalmente de acuerdo con el juicio de remoción del Síndico, pues en la “Viña del Señor”, existen Síndicos que son a veces poco dados a cumplir con las normas que se imparten en beneficio de todos los acreedores y de la transparencia, y que este juicio de remoción pueda ser incoado por la Superintendencia de Quiebras. No cabe duda que esta lo hará cuando el Síndico incumpla sus instrucciones y las normas que fije. Se recomienda el procedimiento sumario para este fin, y donde la sentencia definitiva solo sea apelable en el efecto devolutivo. El tribunal en este caso, en casos graves decretará la suspensión del Síndico, en cualquier estado del juicio.


También este proyecto quiere modificar normas que deben aplicarse a los Síndicos:


Concuerda con la facultad de Ministerio de Justicia para restringir en determinados periodos el ingreso a la nomina nacional de Síndicos por causas graves o urgentes o por exceso de Síndicos a nivel nacional o regional. Lo anterior por que dada las circunstancias actuales, existen Síndicos que pasan años sin ser nombrados en ninguna quiebra.


También concuerda con la facultad de la Superintendencia de Quiebras de establecer como requisito para integrar la nomina nacional de Síndicos un examen de conocimiento a los candidatos en conformidad de un reglamento que deberá dictarse para tales efectos.


Respecto a la caución que deba rendirse por el Síndico Privado para mantenerse en la nómina los Síndicos, cree que es útil, pero que su exigencia sólo debe ser procedente respecto de aquellos Síndicos que efectivamente han sido designados en un Convenio o Quiebra. Así, aquellos Síndicos sin nombramiento vigente, no deberán ser obligados a rendir esta caución. Y desde la fecha de su nombramiento, deberán tener un plazo, de unos 30 días, para rendirla. Además recomiendo bajar el monto de la caución a 1.000 Unidades de Fomento.


Con respecto a la causal de exclusión de la nómina consistente en la intervención del Síndico en otra quiebra que no estuviera o haya estado a su cargo, salvo que sea acreedor con anterioridad a la quiebra, o representante legal en conformidad al artículo 43 del Código Civil, o por ser mandatario en conformidad al artículo 28 de la ley del ramo, cabe señalar que ésta es una limitación al ejercicio de la profesión de abogado, pues es común que un estudio jurídico de abogados deba en muchos casos tratar activa o pasivamente problemas concursales. Son “pan de cada día” la verificación de créditos, o la recomendación de convenios, o la impugnación de estos, como también el solicitar el beneficio de artículo 29 de la ley Nº 18.591 consistente en notas de débito, o la impugnación de verificaciones o la obtención de dineros en repartos de fondos de diferentes quiebras. En consecuencia, esta causal de exclusión afecta exclusiva y únicamente a los Síndicos que son abogados y ejercen activamente la profesión en tribunales. Por otra parte no ve la incompatibilidad de carácter moral de efectuar estas gestiones en otras quiebras que no sean aquellas en que el Síndico no ha sido nombrado. Y lo anterior se ve agravado porque de acuerdo al actual sistema pueden pasar años o mucho tiempo sin que el Síndico sea designado en una quiebra. Es por lo anterior que considero que esta causa de exclusión debe ser suprimida.


Está totalmente de acuerdo con la causal de exclusión de la nómina consistente en infracciones reiteradas que constituyen una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Quiebras en uso de sus atribuciones. Creo que esta causal puede ejercerse por la Superintendencia de Quiebras en el procedimiento de remoción del Síndico y el que decide sobre el particular es el tribunal.


Respecto a los incisos cuarto, quinto y sexto nuevos agregados al artículo 42 está de acuerdo que en este caso, o sea de cesación del Síndico en sus funciones en una quiebra determinada. éste deba rendir cuenta, y entregar la documentación y demás bienes de la quiebra al nuevo Síndico, manteniéndose su responsabilidad civil y administrativa. Estimo que el plazo para rendir cuenta y para entregar la documentación al nuevo Síndico debiera ser el mismo, o sea, de treinta días. Hoy existe en el artículo 30 de la Ley 18.175 un plazo de 30 días para rendir la cuenta. No estoy de acuerdo con la aplicación de sanciones por parte de la Superintendencia de Quiebras por los motivos dichos anteriormente, pero sí que ésta sea una causal para que este organismo inicie un juicio de remoción. También puede existir una multa establecida por ley.


Con respecto a la cuenta definitiva del Síndico, cree que lo razonable es que las principales personas que puedan objetarla sean las Juntas de Acreedores y el fallido. También estima pertinente que pueda objetar la cuenta la Superintendencia de Quiebras, pero dicha objeción quedaría sin efecto si el organismo máximo de la quiebra, que es la Junta de Acreedores, aprueba dicha cuenta posteriormente. La administración pública no puede ir en contra de lo que quieran los particulares, y es por esto, que la Junta de Acreedores que es la persona principal en la objeción de las cuentas, tiene siempre la última palabra. También lo es el fallido, pues se está frente a la liquidación de un patrimonio que perteneció al fallido. No le parece aceptable que puedan objetar la cuenta definitiva cualquier acreedor, pues dicho sistema podría prestarse a abusos, malos entendidos, y presiones indebidas. Este tópico se habló largamente en la Comisión Redactora de la ley.


Apoya la escala global de remuneración a los Síndicos, pero esta norma debe aplicarse para las nuevas quiebras donde el Síndico sea nombrado, pues el sistema anterior permitía abonos, y mínimos superiores, ya pagados al Síndico respectivo. Es así entonces que las quiebras anteriores a la vigencia de la ley deberían regirse por el sistema antiguo de remuneraciones. Lo mismo se dice con respecto a los gastos. Lo mismo se indica para los casos en que el Síndico actúe de abogado en un juicio, cuyo honorario se hubiera pactado con la junta y que dicho honorario pactado lo sea con fecha anterior a la vigencia de la ley. En otras palabras, estima que los honorarios del Síndico como abogado en juicios ya contratados no se vean afectados por estas modificaciones y que la prohibición de percibir de la quiebra por si y por interpósita persona cualquier ingreso adicional al honorario señalado en la ley deba regir sólo para las quiebras que el Síndico acepte una vez que se hubiere aprobado esta modificación, y sea ley. En otras palabras, cabe señalar que estas modificaciones deben imperar para las quiebras que el Síndico acepte y jure una vez vigente esta nueva ley y no para las anteriores, pues se estaría violando los principios del derecho adquirido. Considero que la ley es poco dúctil con respecto a los anticipos pues a veces ocurre que los repartos deben esperar hasta que se resuelvan impugnaciones en la Corte Suprema y esto puede durar varios años. Debería autorizarse que la Junta de Acreedores decidiere sobre el particular.


Con respecto al nombramiento de los Síndicos encuentra que la norma para designar a los Síndicos titulares provisorios es demasiado engorrosa. Piensa que los Síndicos debiera proponerlos al tribunal la Superintendencia de Quiebras de acuerdo al orden alfabético de la nomina y basado en la fecha en que se presenta la petición de convenio o de quiebra al tribunal o a distribución de causa.


Dentro del sistema propuesto por el texto del proyecto, no comprende que sentido tiene que se agregue un inciso final nuevo al artículo 44, ya que no tiene ninguna relevancia que el acreedor señale en su solicitud la designación de los Síndicos y que solo a ellos el tribunal deba designar en la sentencia que declare la quiebra.


También considera que el sistema señalado para designar Síndicos provisorios podría llevar al prurito de que estos sean designados siempre por empresas bancarias y así podría distorsionarse por lo menos en apariencia la independencia de éstos.


Considera también muy laudable la norma agregada al final del artículo 47 sobre la facultad de los Síndicos frente a la suspensión del procedimiento o de ordenes de no innovar. Esta materia ha sido muy tratada por la legislación concursal Italiana y no cabe duda que esta es una solución de tipo general bastante práctica en la generalidad de los casos. Lo anterior no obstante, que al suscrito no le gustan las normas, en casos, a veces muy discutibles, pues prefiere dejar entregado cada caso particular al criterio del juez.


Encuentra también loable la reglamentación de las costas personales para el peticionario de la quiebra.


Encuentra engorroso el sistema de determinación del honorario de Síndico en los convenios. Mi impresión es que dicho honorario debería ser parte de la junta de acreedores que apruebe el convenio.

-o-

V. DISCUSIÓN DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.
a)
Discusión general.


Se señala, en el debate habido por parte de los señores diputados, que el propósito principal del proyecto es la transparencia en las diversas instancias de aplicación de la ley de quiebras, y consecuente con ello, una estricta fiscalización de los Síndicos en todas sus actuaciones. Para este efecto, se considera importante el entregar atribuciones a la Superintendencia de Quiebras.


Esta fiscalización comprende no sólo las actuaciones de los Síndicos en las quiebras, sino que también en los convenios y cesiones de bienes, dadas las dificultades que se han producido en la materia.


Se considera necesario incorporar en el texto legal el otorgar la facultad a la Superintendencia de interpretar administrativamente la ley, con el propósito de uniformar criterios de aplicación de las normas que rigen el procedimiento de quiebras vigente. A su vez, se logra una armonización de las facultades de que disponen las otras superintendencias y organismos fiscalizadores.


Otro aspecto que fue ampliamente debatido, es aquel relativo a la facultad que se entrega a la Superintendencia para aplicar sanciones a las personas, naturales o jurídicas, sujetos a su fiscalización. Se dijo en el debate en la Comisión que se hacía necesario disponer de esta facultad dado que a la fecha, la institución fiscalizadora no dispone de ella.


Naturalmente, se regula el procedimiento para reclamar de una sanción que, a juicio del afectado, pudiese ser mal aplicada.


Se incorpora una disposición que autoriza a la Superintendencia para objetar las cuentas rendidas por el Síndico. Con esta norma se pone término a una discusión lata que se había producido relativa a determinar si la Superintendencia contaba o no con esta facultad.


El juez podrá decretar de oficio o a petición de la Superintendencia la remoción del Síndico en los casos que se señalan, por ser consideradas como causas graves. A su vez, se establece como obligatorio para el juez decretar la suspensión del Síndico, cuando la solicitud de remoción sea presentada por la Superintendencia.


Otro aspecto que se incorpora en la ley, es aquel relativo a disponer que la Superintendencia deberá informar a los órganos jurisdiccionales sobre las materias de su competencia, cuando éstos así lo requieran.


Una materia de interés en el nuevo texto es aquella que amplía las atribuciones de la Superintendencia en materia de registro, a los convenios judiciales, continuaciones de giro y cesiones de bienes a varios acreedores, dado que la atribución de la Superintendencia de fiscalizar las actuaciones de los Síndicos comprende no sólo las ejecutadas en la quiebra sino que también en los convenios, cesiones de bienes a varios acreedores y continuaciones de giro, de las cuales no existe registro oficial.


Cabe destacar, en lo relativo a la nominación de Síndico, que para postular deberán acreditar una serie de requisitos de idoneidad, capacidad profesional y rendir examen de conocimiento.


Se informó a la Comisión que el establecer nuevos requisitos para integrar la nómina nacional de Síndicos permitirá seleccionar un grupo más especializado de profesionales que estén en condiciones de enfrentar nuevas exigencias que ha traído la economía al país.


En cuanto a las inhabilidades que afectan a los Síndicos para ejercer el cargo, éstas ordenan en mejor forma en el texto legal, lo que permitirá evitar la corrupción y mantener la probidad, lo que constituye un mejoramiento del sistema.


Con relación a la remuneración que percibe el Síndico por sus funciones, se ha propuesto por el Ejecutivo un nuevo sistema que se considera más justo y expedito.


En la ley Nº 18.175, de Quiebras, vigente hoy, se dispone en su artículo 33 que los honorarios del Síndico se considerarán dentro de los gastos de la quiebra. Ahora, en el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo se propone que la remuneración única que percibirá el Síndico será proporcional al monto de los repartos de fondos que se efectúen en la quiebra y deberá quedar comprendido dentro de los honorarios del Síndico, aquellos relativos a las contrataciones que éste requiera para el cumplimiento de su cometido.


La experiencia de 20 años de aplicación de la tabla de honorarios vigente ha demostrado la necesidad de modificarla y darle una estructura más acorde con los procedimientos que hoy se aplican.

-o-

VI. APROBACIÓN DE LA IDEA DE LEGISLAR.


La Comisión, luego de analizar el texto del mensaje propuesto y las observaciones formuladas por las personas invitadas, aprobó por unanimidad la idea de legislar.


Concurrieron a la respetiva sesión, los siguientes señores diputados y señora diputada:


-Eduardo Saffirio Súarez, (Presidente).


-Darío Molina Sanhueza.


-Fulvio Rossi Ciocca.


-Edmundo Salas de la Fuente.


-Carolina Tohá Morales


-Eugenio Tuma Zedán


-Gonzalo Uriarte Herrera


-Ignacio Urrutia Bonilla


-Patricio Walker Prieto.

-o-

b)
Discusión particular.
Artículo Único

Artículo 8º (del mensaje)

1.
Modifícase el artículo 8º en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese el número 1 por el siguiente: 


“1.Fiscalizar las actuaciones de los Síndicos en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, así como las de los administradores de la continuación del giro.


La facultad de fiscalizar comprende la de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas.;”;

b)
Sustitúyese el número 2 por el siguiente:


“2. Examinar, cuando lo estime necesario, los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a la quiebra, convenio o cesión de bienes.


La Superintendencia de Quiebras podrá en casos calificados, que se enmarquen dentro de las normas generales que haya dictado al efecto, exigir auditorías externas de auditores independientes, para determinadas quiebras.

Tanto la documentación de la quiebra como la del fallido deberán ser conservadas por el Síndico hasta por un año después del sobreseimiento definitivo, salvo lo dispuesto en el artículo 168.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo, aun sin sobreseimiento definitivo, y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los Síndicos para conservar reproducciones mecánicas o fotográficas de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente. El Superintendente de Quiebras podrá autorizar a los Síndicos para devolver al fallido parte de sus libros y papeles antes del sobreseimiento definitivo a que se refiere el Título XI;”.

c)
Elimínase en el número 3, a continuación de la palabra “Síndicos” la expresión “instrucciones generales” e intercálase en su reemplazo la siguiente frase: “y a los administradores de la continuación del giro instrucciones”;

d)
Sustitúyese el número 5 por el siguiente:


“5. Aplicar a los Síndicos y a los administradores de la continuación del giro, como sanción por el incumplimiento de las instrucciones que imparta y las normas que fije, censura por escrito, multa a beneficio fiscal de una a cien unidades de fomento o suspensión hasta por seis meses en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios o cesiones de bienes.


Las sanciones que corresponda aplicar serán impuestas administrativamente al infractor, previa audiencia, por resolución fundada, y las multas deberán ser pagadas dentro de diez días contados desde que se comunique la resolución respectiva. La resolución que aplique la multa servirá como suficiente título ejecutivo para su cobro. 


El afectado podrá reclamar de la resolución que lo suspenda temporalmente en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios y cesiones de bienes, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio. El reclamo deberá ser fundado y formularse dentro de diez días contados desde la fecha de comunicación de la resolución respectiva. La Corte dará traslado por seis días al Superintendente de Quiebras y, vencido dicho plazo dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso.


También podrá reclamarse, con sujeción al mismo procedimiento, de la resolución que aplique la multa. En este caso, la reclamación deberá interponerse dentro de diez días contados desde el pago de la multa, siempre que éste se haya efectuado dentro de plazo.


La interposición de reclamos no suspenderá los efectos de las resoluciones;”;

e)
Reemplázase el número 6 por el siguiente:


“6. Objetar las cuentas de administración en conformidad a lo dispuesto en el artículo 30.


Asimismo, podrá actuar como parte en este procedimiento, cuando la objeción fuere promovida por los acreedores o el fallido;”;

f)
Sustitúyese el número 9 por el siguiente:


“9. Poner en conocimiento del tribunal de la causa o de la junta de acreedores, cualquier infracción que observare en la conducta del respectivo Síndico o administrador de la continuación del giro, y proponer si lo estima necesario su remoción al juez de la causa o su revocación a la junta de acreedores, en la quiebra, convenio, cesión de bienes o administración de que se trate.


El juez, de oficio o a solicitud de la Superintendencia, conocerá de la remoción a que se refiere el inciso anterior, cuando las personas señaladas hubieren incurrido en faltas reiteradas, en falta grave, en el incumplimiento del pago de las multas señaladas en el número 5 de este artículo, en irregularidades en relación con su desempeño o si se encontraren en notoria insolvencia.


Si la remoción fuere solicitada por el Superintendente, el juez procederá a suspender al Síndico sin más trámite, mientras se tramita el incidente de remoción;”;

g)
Sustitúyese el número 10 por el siguiente:


“10. Informar a los Tribunales de Justicia, cuando sea requerido por éstos, en materias de su competencia;”;

h)
Intercálase el siguiente número 11, nuevo, pasando el actual 11 a ser número 12, y el actual número 12, a ser número 13:


“11.Llevar los registros de quiebras, continuaciones de giro, convenios judiciales y cesiones de bienes en el caso del artículo 246, los que tendrán carácter público, y extender las certificaciones y copias que procedan;”;

i)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Para el cumplimiento de las funciones señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que señala.”

El Ejecutivo señaló que el numeral transcrito se refiere a las facultades que tiene la Superintendencia de Quiebras. En este artículo, por ejemplo, en el Nº 1 que se refiere a la fiscalización de la actuación de los Síndicos, se agrega que, además de las quiebras, sean fiscalizados los Síndicos en los convenios y en las cesiones de bienes y que queden sujetos a esa fiscalización no sólo los Síndicos, sino que también los administradores de la continuación del giro, porque los Síndicos son nombrados no solamente para administrar quiebras, sino que también son nombrados para informar convenios o para las cesiones de bienes y también en la continuación del giro y durante un año, pueden ser administradores. 


Agrega que las cesiones de bienes son muy escasas y están contempladas en el Código Civil y han quedado para los deudores civiles y respecto de los convenios, no tienen autoridad para actuar, no obstante haber muchos reclamos de parte de los acreedores.

Se recuerda que el tema de los convenios se estudiará en un proyecto de ley posterior, que remitirá el Ejecutivo, no obstante ello, se explica que el Síndico comienza a tener una intervención muy importante, tal es así que el Síndico que está designado para informar el convenio, y si este no resulta, ese Síndico no puede asumir la quiebra que se declare, a raíz de la no aprobación del convenio.


Un señor diputado expresó que la redacción del número 1 es más comprensiva que la que se pretende aprobar, al incluir todos los aspectos de la administración de las quiebras, sin necesidad de descripción detallada que hace la propuesta. Por lo demás, en el caso de los convenios, se trata de acuerdos entre privados y no existe necesidad que haya un organismo público supervigilándolo. Además no puede incluirse dentro de las facultades de la Superintendencia de Quiebras, de interpretar normas, dado que se trata de ámbitos distintos. Se ha justificado su inclusión, ya que es una facultad que tienen todas las Superintendencias, pero en este caso no se trata de una Superintendencia como las tradicionalmente concebidas, sino que sólo es un ente encargado de representar a la colectividad y fiscalizar la actuación de un Síndico, además, al haber procedimientos judiciales involucrados, debe ser el juez quien interprete la ley en el evento de haber diferencias entre alguna de las partes.


Se acotó que el Síndico es una persona nombrada por decreto del Ministerio de Justicia, fundamentado en una serie de razones públicas, ya que es un funcionario que va a administrar bienes ajenos y está sujeto a una legislación determinada. Ahora bien, si la ley va a establecer que el Síndico no sólo va a administrar quiebras, sino que informar convenios y si ellos tienen quejas por la actuación de los Síndicos en el tratamiento de los convenios, lo más razonable es que la Superintendencia de Quiebras fiscalice al Síndico en su actuar respecto de los referidos convenios, sin entrar al contenido de los mismos, puesto que aquello es un acuerdo entre privados. Por ejemplo, hay Síndicos que solicitan sumas muy altas de dinero para informar convenios, que, a veces, son muy difíciles de pagar por los fallidos, en otros casos, los Síndicos hacen “lobby” para que se apruebe o rechace un convenio.


Por otra parte, se recuerda que la facultad de fiscalizar ha comprendido siempre la de interpretar administrativamente la ley y que es sólo una interpretación para el efecto de la fiscalización y que sólo obliga al Síndico en el ámbito de la Superintendencia de Quiebras, de ninguna manera esta interpretación es obligatoria, cuando el asunto llega a los tribunales de justicia y por eso se presentará una indicación agregando, a insinuación de la Excma. Corte Suprema, que la interpretación administrativa es “sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que corresponde a los tribunales competentes”. Es decir, se va a poder recurrir a los tribunales y siempre la interpretación obligatoria va a ser la de los tribunales y la de la Superintendencia de Quiebras tiene por objeto sólo ordenar la administración de las quiebras y poder aplicar las instrucciones que dicta la Superintendencia de Quiebras. Se recordó que esta facultad siempre ha existido, de lo contrario sería imposible fiscalizar y aplicar la ley, sino hay una interpretación previa administrativa. Si no se aprueba este tema, la Superintendencia de Quiebras quedaría en mal pie, ya que si antes podían interpretar la ley, sin que se dijera y si, por otro lado, esto se rechaza, va a quedar la idea que no tienen facultad de interpretar administrativamente la ley. Esta facultad la tienen expresamente las otras Superintendencias, por lo que sería pertinente que también la ley se la diera formalmente a la Superintendencia de Quiebras 


Un señor diputado expresó que la modificación a la letra a) del número 1 del artículo único del mensaje mantiene vigente las actuales facultades de la Superintendencia de Quiebras y que de verdad bastan, para los objetivos de este proyecto. Entiende que las nuevas facultades van más allá de lo que es la naturaleza de la Superintendencia de Quiebras, antes Fiscalía, y que es muy distinta a la Superintendencia de Valores y Seguros o de Servicios Eléctricos, que si tienen facultades normativas claras, que si interpretan la ley, muchas veces anticipándose a los procesos tarifarios.


Además, en este caso no se están regulando materias económicas que sólo deban ser normadas por ley, como si ocurre con la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Es decir, aquí se regulan actividades privadas, lo que ocurre entre un acreedor y un deudor y el interés que hay en esta relación jurídica es entre privados y esa relación debe regularse por el derecho privado y, por tanto, debe entregárseles a las partes la facultad para poder fiscalizarse entre ellas, sin perjuicio de la facultad que hoy tiene en la ley la Superintendencia de Quiebras para actuar en estos temas.


Otro señor diputado señaló que la idea de entregar estas facultades a la Superintendencia de Quiebras es para regular las actuaciones de los Síndicos y si no se le da, no habrá nadie que se preocupe del bien común, en orden a proteger a los acreedores respecto de una mala administración del Síndico. Se aclaró que la Superintendencia de Quiebras no regula relaciones entre privados, sino que va a fiscalizar a los Síndicos del modo en que van a administrar la quiebra.


El gobierno argumentó que la Superintendencia de Quiebras fiscaliza la función pública del Síndico y jamás se fiscaliza las relaciones privadas entre acreedores y fallidos y las instrucciones de la Superintendencia de Quiebras son sólo obligatorias para el Síndico y no para los deudores o acreedores y se refieren al cumplimiento y aplicación de la ley y lo único que la Superintendencia regula son materias reglamentarias en el ejercicio de la profesión de Síndico.


Añade que la interpretación administrativa de la ley consiste en señalarle al Síndico que tal ley prescribe tal cosa y por lo que debe aplicarse en tal sentido, pero si se aplica de otra manera, naturalmente será el tribunal el que actúe finalmente en ese caso y no la Superintendencia de Quiebras. Es decir, la referida Superintendencia no tiene facultad alguna para interpretar en forma obligatoria la ley, sino que sólo para poder aplicarla. 


Si el Síndico no comparte la interpretación de la Superintendencia de Quiebras, tiene dos caminos para actuar: 1.- recurrir ante el juez de primera instancia, que lleva la quiebra, que decidirá en forma obligatoria y la Superintendencia de Quiebras debe acatar ese fallo y 2.- puede interponer el recurso de protección, si considera que el actuar de la Superintendencia de Quiebras es ilegal. 


Aclara que la Superintendencia de Quiebras no ha tenido jamás un problema de interpretación de la ley, salvo con un Síndico que ha cometido todo tipo de delitos y se niega a ser fiscalizado, en cambio el resto de los Síndicos siempre han aceptado las instrucciones de la Superintendencia de Quiebras.


Se agrega que existen reglas y la autoridad hace un juicio a esas normas. Hoy en el derecho, todos estos juicios pueden ser sometidos a una segunda revisión que es la jurisdiccional. Lo grave sería que la revisión jurisdiccional se introduzca antes que se emita el juicio de valor, control o de adecuación de la norma con la actuación, porque se estaría negando en su esencia la potestad del Poder Ejecutivo en el proceso de fiscalización.


Se argumentó que en nuestro sistema jurídico, económico y político existen alrededor de ocho Superintendencias, incluyendo la de Quiebras. El concepto de Superintendencia está referido a la fiscalización y control de agentes, para que adecuen sus conductas a las reglas que existen en el mercado, normas que están establecidas en la legislación o reglamentación, de tal modo que es posible el desarrollo de un proceso de fiscalización de agentes que administran valores públicos.


Para el Ejecutivo es grave que la ley no haya incluido el tema de los convenios dentro de la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, y aunque es cierto que el convenio es una relación entre privados, con esa misma razón debería eliminarse al Síndico en el resto de las actuaciones. Se recuerda que desde 1865 hasta 1929, los Síndicos no tuvieron ninguna fiscalización y hubo muchos desfalcos por parte de los propios Síndicos, eso está reconocido en la historia económica y jurídica del país, fue un total fracaso, para luego cambiar en forma radical a una postura en que el Estado fue el gran Síndico y eso es lo que no se quiere hoy. 


Se añade que los agentes del mercado y del sistema económico solicitan que se actúe bien, con honestidad y probidad en materia de quiebras y que, por ejemplo, se rindan las cuentas como corresponde, puesto que muchos Síndicos no las rinden y no rinden cuentas de los convenios y si bien existe la posibilidad de recurrir al juzgado, en algunos lugares del país eso es complicado, porque la gran mayoría de los jueces no son especialistas en quiebras, por lo que, se debe rodear a la actividad concursal de una fiscalización, que hasta el momento ha demostrado respecto de las quiebras, ser relativamente prudente y eficiente, aunque existen falencias en esta materia. 


Lo que se pretende con este mecanismo es de mucha trascendencia para el mercado económico, lo que significa que los Síndicos van a tener que ajustar su conducta a las normas generales, ya que va a existir una autoridad que va a aplicar efectivamente la ley y, en definitiva, se quiere consolidar el sistema de Síndicos privados, ya que el temor es que el día de mañana, por sus malas actuaciones, surja un reclamo ciudadano, que quiera volver al sistema público, con una fiscalía estatal.


Se puntualiza que el artículo que se está sometiendo a consideración de la Comisión tiene indicaciones una de ellas está referida a que siempre queda resguardada la posibilidad de poder recurrir a los tribunales, que corresponde a una observación hecha por la Excma. Corte Suprema. 


-Se acordó discutir y votar cada letra separada.


Numeral 1) letra a) del artículo único del proyecto:

1.
Modifícase el artículo 8º:

a)
Sustitúyese el número 1 por el siguiente:


“1. Fiscalizar las actuaciones de los Síndicos en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, así como las de los administradores de la continuación del giro.


La facultad de fiscalizar comprende la de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas.;”.


-El diputado señor Tuma formuló indicación para modificar la letra a) del Nº 1 del artículo único del proyecto:


Agrégase a continuación del punto y coma, que pasa a ser coma, la frase “ sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que corresponden a los tribunales competentes;”


-La Comisión aprobó por unanimidad el numeral con la indicación precedente-.
-o-


Numeral 1), letra b) del artículo único del proyecto:

b)
Sustitúyese el número 2 por el siguiente:


“2. Examinar, cuando lo estime necesario, los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a la quiebra, convenio o cesión de bienes.


La Superintendencia de Quiebras podrá en casos calificados, que se enmarquen dentro de las normas generales que haya dictado al efecto, exigir auditorías externas de auditores independientes, para determinadas quiebras.

Tanto la documentación de la quiebra como la del fallido deberán ser conservadas por el Síndico hasta por un año después del sobreseimiento definitivo, salvo lo dispuesto en el artículo 168.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo, aun sin sobreseimiento definitivo, y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los Síndicos para conservar reproducciones mecánicas o fotográficas de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente. El Superintendente de Quiebras podrá autorizar a los Síndicos para devolver al fallido parte de sus libros y papeles antes del sobreseimiento definitivo a que se refiere el Título XI;”;

-El diputado señor Tuma formuló indicación para modificar la letra b) del Nº 1 del artículo único del proyecto:


En el numeral 2 que se propone, agrégase a continuación del punto aparte del inciso primero, que pasa a ser punto seguido, el siguiente texto: “La no exhibición o entrega de lo señalado en este inciso por parte del Síndico a la Superintendencia para su examen, se considerará falta grave para los efectos del Nº 9 de este artículo.”.


Reemplázase en el inciso 3º del numeral 2 que se propone todo lo que sigue a la palabra “después” por la frase “de encontrarse ejecutoriada la sentencia que declare el sobreseimiento definitivo a que se refiere el artículo 164”.


Agrégase el siguiente inciso 4º nuevo al numeral 2 que se propone, pasando los actuales 4º, 5º y 6º a ser incisos 5º, 6º y 7º, “ En el caso del sobreseimiento definitivo previsto en el artículo 165, los libros y papeles del deudor le serán entregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y con relación a la documentación de la quiebra se aplicará lo señalado en el inciso anterior.”


Agrégase en el inciso final del numeral 2 que se propone, a continuación del punto y coma que pasa a ser punto seguido, el siguiente texto: “Lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto de este numeral, se entiende sin perjuicio de lo que disponga el tribunal competente;”


Puesta en discusión la letra b) de este numeral y sus indicaciones, el gobierno expresó que la ley actual establece la facultad a la Superintendencia de Quiebras de examinar, cuando lo estime necesario, los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a la quiebra; o sea es la esencia de la labor diaria de la Superintendencia de Quiebras, pero la ley debiera establecer que la no exhibición o la no entrega por parte del Síndico de esa documentación debiera ser considerada falta grave, por que aparte de cometer desfalcos, lo más grave que puede hacer un Síndico es evitar la fiscalización.


Se agregó que la indicación presentada por el diputado Tuma tiene por objeto establecer una mayor seguridad jurídica respecto de la facultad sancionatoria de la Superintendencia de Quiebras, es decir, que no exista posibilidad de interpretación a que la no exhibición constituya o no una falta grave.


Puesta en votación la parte de la letra b) del numeral 1) del artículo único, en su inciso primero referida a la examinación de los documentos y en la indicación referida a la agregación de la frase “La no exhibición o entrega de lo señalado en este inciso por parte del Síndico a la Superintendencia para su examen, se considerará falta grave para los efectos del Nº 9 de este artículo.”


-La Comisión la aprobó por unanimidad.

-o-


El diputado señor Uriarte formuló indicación para reemplazar el inciso segundo de la letra b) por el siguiente:


“La Superintendencia de Quiebras, el fallido o los acreedores cuyos créditos representan al menos el 10% del pasivo de la quiebra, podrán solicitar al juez fundadamente la realización de una auditoría externa por un auditor independiente. En caso que se determine por la auditoría que no ha habido irregularidad en la administración o motivo plausible para solicitarla, se condenará en costas al solicitante.”. 

El Ejecutivo señaló que están de acuerdo con esta indicación que es complementaria a lo que está en discusión, y que comparte el hecho que los acreedores puedan pedir auditorías externas, pero que también la pueda solicitar la Superintendencia de Quiebras y eso porque la Superintendencia tiene muy poco personal y recursos y a veces hay quiebras muy complejas para ser revisadas por ese servicio, pero que no se obligue a la Superintendencia de Quiebras recurrir ante el juez para solicitar esa auditoría, aunque si lo deben hacer los acreedores y el fallido. Aclara que el costo de la auditoria externa, cuando la solicita la Superintendencia de Quiebras la paga la masa, con los bienes de la quiebra.


-La Comisión aprobó por unanimidad la indicación, con adecuaciones formales.
-o-


Incisos 3º, 4º, 5 y 6º del numeral 1 de la letra b) del artículo único del proyecto:


“Tanto la documentación de la quiebra como la del fallido deberán ser conservadas por el Síndico hasta por un año después del sobreseimiento definitivo, salvo lo dispuesto en el artículo 168.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo, aun sin sobreseimiento definitivo, y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los Síndicos para conservar reproducciones mecánicas o fotográficas de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar a los Síndicos para devolver al fallido parte de sus libros y papeles antes del sobreseimiento definitivo a que se refiere el Título XI;”;


-El diputado señor Tuma formuló indicación para reemplazar en el inciso 3º, del numeral 2 que se propone, todo lo que sigue a la palabra “después” por la frase “de encontrarse ejecutoriada la sentencia que declare el sobreseimiento definitivo a que se refiere el artículo 164”.


Se expresó que esta es una observación que hizo la Excma. Corte Suprema y que mejora la redacción del proyecto y se refiere a la documentación de la quiebra y a la incautada por el Síndico, y que debe mantenerla una vez rendida la cuenta definitiva hasta un año después del sobreseimiento definitivo, que pone término a la quiebra. La Excma. Corte Suprema expresa que “en lo que se refiere a la eliminación de archivos es dable observar contradicciones que pudieren producirse entre la formativa propuesta y la que se encuentra en vigencia. En efecto, de acuerdo al numeral 2º del inciso 3º del artículo 8º, el Síndico está obligado a conservar la documentación por el término de un año después del sobreseimiento definitivo, en tanto el artículo 168 dispone su entrega una vez declarado el sobreseimiento definitivo por sentencia ejecutoriada. Del mismo modo resulta particularmente necesario delimitar las atribuciones de la Superintendencia de Quiebras en esta materia, de tal modo de no violentar las atribuciones que corresponden a los tribunales de justicia”. 


Se aclara que la obligación de entregar del artículo 168, es inmediata y no después de un año.


-Puesta en votación la Comisión lo aprobó por unanimidad, los incisos antes transcritos y la indicación.

-o-


El diputado señor Tuma formuló indicación para agregar el siguiente inciso 4º nuevo al numeral 2 que se propone, pasando los actuales 4º, 5º y 6º a ser incisos 5º, 6º y 7º. “En el caso del sobreseimiento definitivo previsto en el artículo 165, los libros y papeles del deudor le serán entregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y en relación a la documentación de la quiebra se aplicará lo señalado en el inciso anterior.”


-La Comisión aprobó por unanimidad esta indicación.

-o-


El diputado señor Tuma formuló indicación para agregar en el inciso final del numeral 2 que se propone, a continuación del punto y coma que pasa a ser punto seguido, el siguiente texto: “Lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto de este numeral, se entiende sin perjuicio de lo que disponga el tribunal competente;”.


Puesta en discusión esta indicación, se señaló que se acoge la tesis de la Excma. Corte Suprema, en orden a que las atribuciones de la Superintendencia de Quiebras están limitadas por las atribuciones de los tribunales de justicia.


-La Comisión aprobó por unanimidad esta indicación.

-o-


Letra c) del numeral 1 del artículo único del proyecto, del tenor que sigue:

c)
Elimínase en el número 3, a continuación de la palabra “Síndicos” la expresión “instrucciones generales” e intercálase en su reemplazo la siguiente frase: “y a los administradores de la continuación del giro instrucciones”;


-Puesta en votación, se aprueba por unanimidad.

-o-


Letra d) del numeral 1 del artículo único del proyecto, del tenor que sigue:

d)
Sustitúyese el número 5 por el siguiente: “5. Aplicar a los Síndicos y a los administradores de la continuación del giro, como sanción por el incumplimiento de las instrucciones que imparta y las normas que fije, censura por escrito, multa a beneficio fiscal de una a cien unidades de fomento o suspensión hasta por seis meses en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios o cesiones de bienes.


Las sanciones que corresponda aplicar serán impuestas administrativamente al infractor, previa audiencia, por resolución fundada, y las multas deberán ser pagadas dentro de diez días contados desde que se comunique la resolución respectiva. La resolución que aplique la multa servirá como suficiente título ejecutivo para su cobro. 


El afectado podrá reclamar de la resolución que lo suspenda temporalmente en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios y cesiones de bienes, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio. El reclamo deberá ser fundado y formularse dentro de diez días contados desde la fecha de comunicación de la resolución respectiva. La Corte dará traslado por seis días al Superintendente de Quiebras y, vencido dicho plazo dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso.


También podrá reclamarse, con sujeción al mismo procedimiento, de la resolución que aplique la multa. En este caso, la reclamación deberá interponerse dentro de diez días contados desde el pago de la multa, siempre que éste se haya efectuado dentro de plazo.


La interposición de reclamos no suspenderá los efectos de las resoluciones;”;


-El diputado señor Tuma formuló indicación para modificar la letra d) del Nº 1 del artículo único del proyecto:


En el numeral 5 que se propone, eliminar a continuación de la expresión “suspensión hasta por seis meses, la frase “en el cargo”. 


-El diputado señor Saffirio formuló indicación para agregar en la letra d), del numeral Nº 1 en su inciso cuarto, a continuación de las palabras “el pago”, la frase: “del 20%”.


Se informa que la indicación tiene por objeto eximir del pago total de la multa y se autoriza que se pague sólo el 20%, para recurrir ante la Corte de Apelaciones, de la aplicación de una multa.


-Puestas en votación la letra d), más las indicaciones de los diputados señores Tuma y Saffirio, la Comisión las aprobó por unanimidad.

-o-


Letra e) del numeral 1 del artículo único del proyecto, del tenor que sigue:

e)
Reemplázase el número 6 por el siguiente:


“6. Objetar las cuentas de administración en conformidad a lo dispuesto en el artículo 30. Asimismo, podrá actuar como parte en este procedimiento, cuando la objeción fuere promovida por los acreedores o el fallido;”.


Puesta en discusión esta letra, se expresó que, si bien esta facultad se la reconoce la jurisprudencia a la Superintendencia de Quiebras y que por lo mismo la utilizan, pretenden que se establezca en la ley. Añade que los Síndicos han pedido que la Superintendencia de Quiebras sea la única que pueda objetar las cuentas, porque eso le da más garantías a que lo hagan los acreedores o los fallidos.


Cuando se objeta la cuenta, se suspende al Síndico y lo que los Síndicos piden es que no se les suspenda, salvo que la Superintendencia de Quiebras avale la suspensión, por lo que el sistema es más favorable para los Síndicos. 


-Puesta en votación, la Comisión la aprobó por unanimidad.

-o-


Letra f) del numeral 1 del artículo único del proyecto:

f)
Sustitúyese el número 9 por el siguiente:


“9. Poner en conocimiento del tribunal de la causa o de la junta de acreedores, cualquier infracción que observare en la conducta del respectivo Síndico o administrador de la continuación del giro, y proponer si lo estima necesario su remoción al juez de la causa o su revocación a la junta de acreedores, en la quiebra, convenio, cesión de bienes o administración de que se trate.


El juez, de oficio o a solicitud de la Superintendencia, conocerá de la remoción a que se refiere el inciso anterior, cuando las personas señaladas hubieren incurrido en faltas reiteradas, en falta grave, en el incumplimiento del pago de las multas señaladas en el número 5 de este artículo, en irregularidades en relación con su desempeño o si se encontraren en notoria insolvencia.


Si la remoción fuere solicitada por el Superintendente, el juez procederá a suspender al Síndico sin más trámite, mientras se tramita el incidente de remoción;”.


-El diputado señor Tuma formuló dos indicaciones:


-Para modificar la letra f) del Nº1 del artículo único del proyecto:


Intercálase en el inciso 2º del numeral 9 que se propone, entre las frases “inciso anterior,” y “cuando las personas”, la frase “en la forma establecida para los incidentes,”


-Para modificar la letra f) del Nº 1 del artículo único del proyecto:


En el numeral 9 que se propone, reemplazar en el inciso segundo las comas (,) existentes a continuación de las frases”faltas reiteradas,”; “en falta grave, “ y “en el incumplimiento del pago de las multas señaladas en el número 5 de este artículo,” por la conjunción “o”. 


Agrégase en el numeral 9 el siguiente inciso final:


“Podrán intervenir como coadyuvantes el fallido y los acreedores individualmente”.


Puesto en discusión este artículo con las indicaciones, el Ejecutivo señaló que en el numeral 9 se da un cambio de redacción a la facultad ya existente, es decir no es una nueva atribución, se pretende precisar la facultad que tiene la Superintendencia de Quiebras de solicitar la remoción al juez del Síndico, porque la Superintendencia de Quiebras tiene dos posibilidades: La primera, es pidiéndole al tribunal de la quiebra que lo remueva y la segunda es poniendo los antecedentes ante la junta de acreedores para que lo revoque y la Superintendencia de Quiebras tiene la obligación de representarles a ambas instancias, cuando existen irregularidades en la actuación del Síndico y eso se ha precisado en este artículo, ya que el Síndico actúa también como administrador de la continuación del giro y se agrega convenios y cesión de bienes y se añade, a sugerencia de la Excma. Corte Suprema, que el juez o la Superintendencia de Quiebras conocerán de estas remociones en la forma establecida para los incidentes.


Se destacó que la Superintendencia de Quiebras, con estas reformas, va a tener facultades sancionatorias, pero no puede remover a un Síndico, ello le incumbe sólo a la justicia.


Un señor diputado comentó que si la Superintendencia de Quiebras solicita la remoción del Síndico, el juez lo debe suspender sin más trámite hasta que se resuelva el incidente de remoción y luego resulta que si no se le remueve, se produce un perjuicio grave y notable al Síndico, por una equivocación de la referida Superintendencia.


El Ejecutivo aclaró que en ese caso, el Síndico queda suspendido en esa quiebra, pero puede seguir actuando en las demás que tenga a su cargo y es bueno que se le suspenda de inmediato, porque los jueces, muchas veces, se demoran en fallar estos incidentes y el Síndico sigue actuando en una quiebra en que ha cometido irregularidades y eso lo sabe la Superintendencia de Quiebras, puesto que tiene todos los antecedentes del juicio de quiebra, ya que fiscalizan al Síndico. 


Añade que lo lógico es que el fallido que a veces es perjudicado por la mala administración del Síndico también pueda actuar como parte y coadyudante en el juicio de remoción de ese Síndico, por ejemplo. 


-Puesto en votación este artículo y las citadas indicaciones, la Comisión las aprobaron por unanimidad.

-o-


Letra g) del numeral 1 del artículo único del proyecto, del tenor que sigue:

g)
Sustitúyese el número 10 por el siguiente:


“10. Informar a los tribunales de justicia, cuando sea requerido por éstos, en materias de su competencia;”.


-Puesta en votación, la Comisión la aprobó por unanimidad.

-o-


Letra h) del numeral 1 del artículo único del proyecto:

h)
Intercálase el siguiente número 11, nuevo, pasando el actual 11 a ser número 12, y el actual número 12, a ser número 13:


“11. Llevar los registros de quiebras, continuaciones de giro, convenios judiciales y cesiones de bienes en el caso del artículo 246, los que tendrán carácter público, y extender las certificaciones y copias que procedan;”.


El Ejecutivo informó que este es un servicio que se ofrece a la comunidad, aparte de ser una Superintendencia fiscalizadora. 


-Puesta en votación, la Comisión la aprobó por unanimidad.

-o-


Letra i) del numeral 1 del artículo único del proyecto: 


i) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Para el cumplimiento de las funciones señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que señala.”;


El diputado señor Tuma formuló indicación para:


i) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“Cuando la Superintendencia representare a un Síndico a través de un oficio de fiscalización cualquier infracción o irregularidad en su desempeño, incumbe a éste probar que ha actuado en conformidad a las leyes, reglamentos y demás normas que le rigen.


“Para el cumplimiento de las funciones señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que señala.”


Puesta en discusión esta indicación, se comentó que diariamente la Superintendencia de Quiebras retira de los tribunales de justicia los expedientes de quiebra, para revisar las actuaciones de los Síndicos, que se materializan fundamentalmente en los procesos judiciales y la mayoría de los tribunales les autoriza a retirar los expedientes en la practica, pero para evitar conflictos en el futuro, quieren que quede específicamente regulado en la ley que se da la facultad para retirar esos expedientes tal como hoy lo hacen los defensores públicos, cuando retiran expedientes, en virtud del artículo 37 del Código de Procedimiento Civil.


-Puesto en votación el artículo con la indicación, la Comisión lo aprobó por unanimidad.

-o-
Artículo 16
2.
Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente: 


“Artículo 16. Sólo podrán optar a ser nombrados Síndicos las personas que tengan el título de Ingeniero Civil o Comercial o Agrónomo o Contador Auditor, otorgados por Universidades del Estado o reconocidas por éste, o de Abogado; haber ejercido la profesión a lo menos por cinco años; y poseer idoneidad suficiente, calificada por el Ministerio de Justicia. 


La Superintendencia de Quiebras podrá establecer como requisito para integrar la nómina nacional de Síndicos un examen de conocimientos de los candidatos, en conformidad a un Reglamento que deberá dictar para tal efecto. 


El ministro de Justicia, mediante Decreto Supremo fundado, podrá restringir en determinados períodos el ingreso a la nómina nacional de Síndicos por causas graves o urgentes o por exceso de Síndicos a nivel nacional o regional”; 


Los diputados señores Tuma y Saffirio, formularon indicación para reemplazar los incisos segundo y tercero del artículo 16, por los siguientes


“La Superintendencia de Quiebras podrá establecer como requisito para integrar la nómina nacional de Síndicos un examen de conocimientos de los candidatos, en conformidad a un reglamento que deberá dictar para tal efecto. Los Síndicos que integran la nómina podrán ser sometidos a examen cada tres años calendario y en caso que lo reprobaren dos veces consecutivas dejaran de formar parte de la nómina de Síndicos. El Síndico que reprobare podrá rendir nuevamente el examen al año siguiente.


El ministro de Justicia, mediante decreto supremo fundado, previo informe favorable de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, podrá restringir en determinados períodos el ingreso a la nómina nacional de Síndicos por causas graves o urgentes o por exceso de Síndicos a nivel nacional o regional.”.


-La Comisión aprobó, por unanimidad, el artículo más la indicación.

-o-

Artículo 17

3.
Modifícase el artículo 17: 

a)
Suprímase en el encabezamiento después de la palabra “Síndicos” la frase: “ni integrar la nómina correspondiente”; 

b)
Reemplázase el número 1 por el siguiente: 


“1. Las que hubieren sido declaradas en quiebra, o se encontraren en estado de notoria insolvencia, y las que, dentro de los dos años anteriores a la declaración de quiebra de una persona jurídica, hubieren actuado como directores o administradores de ella;”. 

c)
Elimínase en el número 3 la conjunción “y”, y reemplázase la coma (,) existente a continuación de la palabra “superior” por un punto y coma (;); 

d)
Reemplázase el número 4 por el siguiente: 


“4. Las que tuvieren incapacidad física o mental para ejercer el cargo, y”;

e)
Agrégase el número 5 nuevo, siguiente: 


“5.Las que hubieren dejado de integrar la nómina nacional en virtud de las causales señaladas en los números 3, 4, 5, 6, 7, 8, 10, 11 y 12 del artículo 22.”;


Se consultó respecto de la letra d), referida al Nº 4, sobre quién evalúa la incapacidad física para ejercer el cargo de Síndico. Establecer aquello parece ser bastante amplio y no queda claro, por lo que sería mejor restringirla a incapacidad mental. Además, podrían presentarse problemas prácticos de interpretación.


El Ejecutivo aclaró que esta causal de cesación nunca se ha presentado.


-La Comisión por unanimidad aprobó este numeral.

-o-

Artículo 21 bis, nuevo

4.
Agrégase el siguiente artículo 21 bis nuevo:


“Artículo 21 bis. Todo Síndico, una vez incluido en la nómina, y para garantizar su correcto desempeño y la indemnización de los perjuicios que pueda causar al fallido, a la masa o a terceros, deberá rendir una caución por el monto de 2.000 unidades de fomento. La caución podrá consistir en una boleta bancaria de garantía u otra equivalente de acuerdo a las normas generales que imparta la Superintendencia de Quiebras. El documento en que conste la caución deberá ser calificado por la Superintendencia de Quiebras y se mantendrá bajo su custodia. 


El Síndico deberá mantener vigente su garantía mientras subsista su responsabilidad.”.


-La Comisión aprobó este numeral por unanimidad.

-o-

Artículo 22

5.
Modifícase el artículo 22: 

a)
Reemplázase en el encabezamiento después de la palabra “Síndicos” la expresión “dejarán de formar parte” por la frase: “serán excluidos”; 

b)
Trasládase el actual número 3 como nuevo número 7, quedando el siguiente número 3, nuevo: 


“3. Por intervenir a cualquier título en quiebras que no estuvieren o hayan estado a su cargo, salvo las actuaciones que le correspondan en su calidad de Síndico, de acreedor con anterioridad a la quiebra, de representante legal en conformidad al artículo 43 del Código Civil, y de lo previsto en el artículo 28;”; 

c)
Sustitúyese el número 4 por el siguiente: 


“4. Por adquirir para sí o para terceros cualquier clase de bienes en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en que intervengan como Síndico;”; 

d)
Introdúcese el siguientes número 5, nuevo, pasando el actual número 5 a reemplazar el actual número 8: 


“5. Por enajenar cualquier clase de bienes de las quiebras o cesiones de bienes en que intervenga como Síndico a su cónyuge; a alguna persona jurídica en que tenga interés económico directo o indirecto; a los socios o accionistas de sociedades en las cuales tenga participación, salvo aquellas que se encuentren inscritas en el Registro de Valores; a las personas con las que posea bienes en comunidad, con excepción de los copropietarios a que se refiere la ley Nº 19.537; a sus dependientes; a los profesionales o técnicos que le presten servicios; y a sus ascendientes y descendientes y colaterales por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive;”.

e)
Intercálase el siguiente número 6, nuevo, pasando el actual número 6 a ser número 9 y éste a ser número 12: 


“6. Por proporcionar u obtener cualquier ventaja indebida en las quiebras o cesiones de bienes en que intervenga como Síndico;”; 

f)
Elimínase el actual número 7; 

g)
Agrégase el siguiente número 10, nuevo, pasando el actual número 10 a ser número 13: 


“10. Por sentencia ejecutoriada que rechace la cuenta definitiva que debe presentar en conformidad a la ley;”; 

h)
Agrégase el siguiente número 11 nuevo: 


“11. Por infracciones reiteradas que constituyan una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia en uso de sus atribuciones;”; 

i)
Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 


“Sin perjuicio de la cesación del Síndico en el cargo, subsistirá la obligación de rendir cuenta de su gestión, cuando proceda, así como la responsabilidad civil, penal y administrativa en que pudiere haber incurrido. 


El Síndico que cese anticipadamente en el cargo deberá hacer entrega de los bienes y antecedentes de cada quiebra, convenio o cesión de bienes bajo su administración o intervención al nuevo Síndico titular, dentro de cinco días contados desde la fecha en que haya asumido. 


En caso de incumplimiento de esta obligación o de la de rendir su cuenta de administración, el tribunal de la quiebra, de oficio o a petición de cualquier interesado, requerirá el cumplimiento de ellas bajo el apercibimiento señalado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, caso en el cual las multas establecidas en dicha disposición podrán alcanzar hasta 60 unidades de fomento, sin perjuicio de que el nuevo Síndico titular incaute inmediatamente los bienes y antecedentes de la quiebra, de acuerdo con los artículos 94 y siguientes de esta ley.”.


Un señor diputado expresa que la letra h) se está refiriendo a las conductas ya calificadas con un dictamen por la Superintendencia de Quiebras.


El Ejecutivo aclaró que la Superintendencia de Quiebras debe informar al Ministerio de Justicia y esa Secretaría de Estado por un decreto, tal como ocurre hoy, elimina de la nómina al Síndico, pero en la actualidad es por infracciones reiteradas, pero con la modificación están siendo menos exigentes con los Síndicos, ya que no serán excluidos de la nómina por cualquier infracción reiterada, si no que por infracciones reiteradas que, en general, constituyan -sumadas unas con otras, una conducta grave o por infracción grave


Se expresó que debería ser más exigente en este punto, porque por ejemplo para un cuentacorrentista que se sobregire más allá de lo autorizado, y le protestan un cheque, se ve perjudicado en sus informes comerciales, por lo que con los Síndicos se debe ser más estricto. 


Se aclaró que, cuando el comportamiento de un Síndico es reiterado en faltas que, en su conjunto, constituyen una conducta grave, por lo que no es que cada una de las conductas sea grave, sino que deben considerarse las reiteradas faltas y eso determinará una conducta grave, en general.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral con la adecuación de agregar en la letra h) la frase “su conjunto”, entre las palabras “que” y “constituyan” y en la letra i) inciso segundo, añadir la frase “este último”, entre las palabras “que” y “haya”.

-o-

Artículo 24

6.
Sustitúyese el artículo 24, por el siguiente:


“Artículo 24. No podrán ser designados Síndicos de una quiebra, convenio o cesión de bienes: 

1.
El cónyuge ni los parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del fallido o deudor; y de los que hayan sido directores titulares o administradores de la persona jurídica, en los dos años anteriores a la quiebra, proposición de convenio o solicitud de cesión de bienes; 

2.
Los acreedores y deudores del fallido o deudor y todos los que tuvieren un interés directo o indirecto en la quiebra, convenio o cesión de bienes; 

3.
Los administradores de bienes del fallido o deudor que fuere persona natural y los que hubieren tenido tal calidad dentro de los dos años anteriores a la declaración de quiebra, convenio o cesión de bienes, como asimismo los trabajadores de los acreedores y deudores de aquél, y 

4.
Los que tengan en alguna de sus quiebras objetada su cuenta, desde el momento en que se insistiere en uno o más reparos.”.


-El diputado señor Tuma formuló indicación para que:

a)
En el numeral 4, a continuación del punto final, que pasará a ser punto seguido, se agregue el texto siguiente.


“Sin embargo, si las objeciones no estuvieren respaldadas por la opinión favorable de la Superintendencia de Quiebras, el Síndico podrá ser designado.”.

b)
Se agregue el siguiente numeral 5 nuevo:


“5. Los que estuvieren suspendidos en conformidad a lo dispuesto en el Nº 5 del artículo 8.”


El diputado, autor de la indicación, expresó que el espíritu de ella es darle una relevancia a los comentarios de la Superintendencia de Quiebras, puesto que es esa entidad la que tiene una opinión formada en lo que está ocurriendo respecto de la actitud de los Síndicos y especialmente cuando se les ha objetado la cuenta que han rendido y en este caso la opinión de la Superintendencia de Quiebras es vinculante..


El Ejecutivo precisó que esta indicación surge a raíz de reclamos de los Síndicos, en orden a que pueden haber personas vinculadas a una quiebra interesadas en perjudicarlos, objetándoles la cuenta artificialmente y así no poder ser designado Síndico en otras quiebras, por lo que esta indicación salva esa situación, dándole participación vinculante a la Superintendencia de Quiebras, y si su opinión no es favorable a la objeción de la cuenta, se puede designar al Síndico. 


-La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 6 referido al artículo 24, más la indicación.
-o-

Artículo 25

7.
Modifícase el artículo 25: 

a)
Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “suplente,” la expresión “en conformidad al artículo 44,”.

b)
Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los Síndicos designados en conformidad a este inciso deberán asumir aun cuando la quiebra no tenga bienes o fondos por repartir o su cuenta final esté aprobada.”.


Se señaló que el artículo 44 de la ley vigente se refiere a la designación del Síndico, cuando la quiebra es pedida por un acreedor, quien puede proponer hasta tres nombres como Síndicos, para que el juez elija a uno de ellos. Con la modificación, se pretende que el acreedor presente un solo nombre, que será nombrado por el juez como Síndico provisional, hasta la primera junta de acreedores, justamente para evitar el “lobby” que se produce en los tribunales, para que uno de los tres sea designado Síndico por el juez, cuando la quiebra es buena, o, por el contrario, para que no se le designe, si la quiebra es de poca monta económica.


-La Comisión aprobó este numeral por unanimidad.

-o-

Artículo 27


-El diputado señor Tuma formuló indicación para que:

8.
a) Se intercale el siguiente numeral 22, nuevo pasando el actual 22 a ser 23:


Cumplir con los acuerdos legalmente adoptados por la junta de acreedores dentro del ámbito de su competencia, y

b)
Se reemplace la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;) al final del numeral 21.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad esta indicación con la adecuación del texto, en orden a reemplazar la frase “cumplir con” por “ejecutar”.

-o-


Numeral 8 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 9:

Artículo 29

8.
Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente: 


“Artículo 29. El Síndico rendirá periódicamente cuentas provisorias de su gestión a la junta de acreedores, en la forma y plazos que establezca la Superintendencia de Quiebras en conformidad al número 3 del artículo 8º. Estos plazos no podrán ser superiores a seis meses. 


El pronunciamiento de la junta de acreedores respecto de las cuentas provisorias no impedirá objetar la cuenta definitiva en las materias incluidas en ellas. 


Si el Síndico no presentare cualquiera de las cuentas provisorias señaladas en este artículo, la Superintendencia podrá aplicarle una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades de fomento.”

El Ejecutivo expresó que este numeral obliga al Síndico a entregar cuentas periódicas y parciales, ya que hoy sólo presenta la cuenta definitiva, que puede ser después de muchos años, y los acreedores no tienen idea de lo que ha pasado en interntanto en la quiebra.


-La Comisión aprobó este numeral por unanimidad.

-o-


Numeral 9 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 10:

Artículo 30

9.
Modifícase el artículo 30:

a)
Trasládase el actual inciso primero del artículo 29 como inciso primero del artículo 30, con las siguientes modificaciones: 


i) Reemplázanse las palabras “presentará la” por el vocablo “rendirá” y elimínase la frase “a la junta de acreedores”; 


ii) Elimínase la frase “dentro de” y agrégase en su reemplazo la preposición “a”; 

b)
Insértese el actual inciso segundo del artículo 29 como inciso segundo del artículo 30; 

c)
Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“La cuenta definitiva se presentará al tribunal, el que ordenará notificarla mediante aviso. El tribunal citará a una junta de acreedores, la que deberá celebrarse al decimoquinto día siguiente a su notificación. El aviso contendrá un extracto de la cuenta definitiva e indicará el lugar y fecha de celebración de la respectiva junta. Conjuntamente con la presentación de la cuenta definitiva al tribunal, el Síndico deberá remitir copia de ella a la Superintendencia de Quiebras. 


A contar de la fecha fijada para la junta, háyase ésta realizado o no, los acreedores y el fallido que no se hayan pronunciado a favor de la aprobación de la cuenta y la Superintendencia de Quiebras, dispondrán del plazo de treinta días hábiles para objetar la cuenta rendida por el Síndico.”;

-El diputado señor Tuma formuló indicación para modificar la letra c) del Nº 9 del artículo único del proyecto:


Sustitúyese, en el inciso tercero nuevo que se propone la expresión “y fecha” por “día y hora”, a continuación de una coma.


Se explicó que conforme a la ley se presenta la cuenta a la junta de acreedores, pero en la mayoría de los casos, cuando se presenta, ya no existe junta, entonces al Síndico se le aprueba la cuenta, de hecho. Con la modificación se establece un procedimiento, para que esa cuenta se presente al tribunal y éste, a su vez, notifique a los interesados y desde allí se empiezan a contar los plazos.


-La Comisión aprobó por unanimidad el numeral y la indicación.
-o-


Numeral 10 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 11:

Artículo 31

10. Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente: 


“Artículo 31. En caso de que algún acreedor, el fallido o la Superintendencia objetaren la cuenta, el Síndico dispondrá del plazo de diez días, contado desde la notificación por cédula de la objeción, para contestar fundadamente las observaciones. Si, no obstante la contestación, el o los objetantes insistieren en sus objeciones, el tribunal resolverá en definitiva, previo informe de la Superintendencia, el que deberá ser evacuado dentro de treinta días.”.

-El diputado señor Tuma formuló indicación para sustituir el texto del artículo 31 de la ley de Quiebras, propuesto en el Nº 10 del proyecto, por el siguiente:


“Artículo 31. En caso de que algún acreedor, el fallido o la Superintendencia objetaren la cuenta, el Síndico dispondrá del plazo de diez días, contado desde la última notificación por cédula de la o las objeciones, para contestar fundadamente las observaciones. Si, no obstante la contestación de la que se dará traslado por el plazo de diez días al o los objetantes, cualquiera de ellos insistiere en sus objeciones, el tribunal resolverá en definitiva, previo informe de la Superintendencia, el que deberá ser evacuado dentro de treinta días.”


El diputado autor de la indicación expresó que esta indicación tiene por objeto precisar el alcance del artículo 31, en orden a referirse a la última notificación y no a cualquiera de ellas, para que los acreedores sepan desde cuando pueden objetar la cuenta y además se añade que cualquier acreedor puede objetar la cuenta, ya que en la actualidad es la junta la que la objeta.


-La Comisión aprobó por unanimidad la indicación, rechazando el artículo 31, propuesto en el mensaje.

-o-


Numeral 11 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 12:

Artículo 32

11. Modifícase el artículo 32: 

a)
Para remplazar el encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 32. El Síndico cesará en su cargo en la quiebra, convenio o cesión de bienes:”; 

b)
Para sustituir en el número 5 el guarismo “6” por el número “9” y reemplázase el punto y coma (;) por una coma (,) y agrégase después de la coma (,) la conjunción “y”; 

c)
Para sustituir el número 6, por el siguiente: 


“6. Por sobrevenir alguna de las causales de inhabilidad contempladas en los números 1, 2 y 3 del artículo 24. El Síndico deberá dar cuenta al juez de la causa y a la Superintendencia de Quiebras de la inhabilidad que le afecte. El incumplimiento de la mencionada obligación será constitutivo de falta grave. Declarada la inhabilidad por el tribunal el Síndico cesará en su cargo. 


La declaración de inhabilidad no podrá ser opuesta a terceros de buena fe; 

d)
Para eliminar el número 7.”


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 12 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 13:

Artículo 33

12. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente: 


“Artículo 33. El Síndico definitivo tendrá como remuneración única por el ejercicio de sus funciones el honorario determinado en la forma señalada en el artículo siguiente. Dicho honorario constituirá gasto de administración de la quiebra, y con cargo a éste el Síndico deberá costear los gastos de su oficina, las remuneraciones de sus trabajadores, todo pago de honorarios a abogados, contadores, asesores, cualquier otra clase de profesionales, técnicos y prestadores de servicios que haya contratado para el cumplimiento de su cometido, y la parte del honorario del ministro de fe a que se refiere el artículo 94, en cuanto exceda el arancel fijado para los notarios. Lo anterior no se aplicará a los gastos comprendidos en el inciso 1º del artículo 111. 


Se prohíbe al Síndico percibir de la quiebra, por sí o por interpósita persona, cualquier ingreso adicional al honorario señalado, sin perjuicio de los honorarios que pudieren corresponderle en conformidad al artículo 113, como administrador de la continuación del giro.”; 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 13 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 14:

Artículo 34, nuevo

13. Trasládase el actual artículo 34, pasando a ser 35; y agrégase el siguiente artículo 34, nuevo: 


“Artículo 34. El honorario único a que se refiere el artículo anterior será proporcional al monto de los repartos de fondos que se efectúen en la quiebra, salvo lo dispuesto para el primer tramo en este artículo, de acuerdo con la escala expresada en unidades de fomento que se señala a continuación, según su valor en pesos a la fecha del respectivo reparto: 


Sobre la parte que exceda de 0 y no sobrepase de 2.000 U.F., 20,00%. 


Sobre la parte que exceda de 2.000 y no sobrepase las 4.000 U.F., 15,00%. 


Sobre la parte que exceda de 4.000 y no sobrepase las 8.000 U.F., 11,00%. 


Sobre la parte que exceda de 8.000 y no sobrepase las 16.000 U.F., 8,00%. 


Sobre la parte que exceda de 16.000 y no sobrepase las 32.000 U.F., 6,00%. 


Sobre la parte que exceda de 32.000 y no sobrepase las 64.000 U.F., 4,00%. 


Sobre la parte que exceda de 64.000 y no sobrepase las 130.000 U.F., 3,00%. 


Sobre la parte que exceda de 130.000 y no sobrepase las 260.000 U.F., 2,25%. 


Sobre la parte que exceda de 260.000 y no sobrepase las 520.000 U.F., 1,75%. 


Sobre la parte que exceda de 520.000 y no sobrepase el 1.000.000 de U.F., 1,50%. 


Sobre la parte que exceda de 1.000.000 de U.F., 1%. 


El primer tramo de la tabla se calculará sobre los ingresos de la quiebra cuando no hubiere repartos o si por su aplicación a los repartos correspondiere al Síndico un honorario inferior a 15 unidades de fomento, y en este caso el honorario no podrá exceder de esta cantidad. 


En todos los repartos de fondos que el Síndico efectúe, deducirá previamente la cantidad que le corresponda por honorarios. 


Para el cálculo del honorario que corresponda al Síndico en cada reparto, la tabla precedente se aplicará en la forma progresiva descrita, a partir del respectivo tramo. 


No obstante lo señalado anteriormente, en junta de acreedores se podrá convenir y fijar un honorario inferior o superior al establecido en este artículo. 


Para los efectos de acordar un honorario superior al de la tabla, bastará el voto favorable de cada uno de los acreedores que acepten concurrir al pago del exceso a su propio cargo y sólo a ellos corresponderá su pago. Estos acreedores podrán convenir con el Síndico los valores correspondientes y su forma de pago, de lo cual deberá quedar constancia en actas. El acta de la respectiva junta será título ejecutivo suficiente para efectuar el cobro por el Síndico a los acreedores de los valores que se convengan. Dicha acta deberá ser firmada además por todos los acreedores que han accedido al aumento de los honorarios. 


La junta de acreedores podrá acordar en casos urgentes anticipos que, en total durante la quiebra, no podrán exceder de 400 unidades de fomento.”; 


-El diputado señor Tuma formuló indicación para agregar, a continuación del punto aparte del inciso 4º, pasando a ser punto seguido, la siguiente frase:


“En consecuencia, para la aplicación de la tabla y determinación del porcentaje de honorario que le corresponde en cada reparto, deberá considerarse el monto total distribuido en repartos anteriores.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad el numeral con la indicación.

-o-


Numeral 14 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 15:

Artículo 36

14. Reemplázase el artículo 36, por el siguiente: 


“Artículo 36. No obstante lo dispuesto en el artículo 33 y previo acuerdo adoptado en junta extraordinaria de acreedores, el Síndico podrá contratar, con cargo a los gastos de la quiebra, personas naturales o jurídicas para que efectúen actividades especializadas debidamente calificadas como tales por la junta. 


Las actividades especializadas deberán referirse directamente al cuidado y mantención del activo del fallido, a la realización del mismo y a su entrega material. La contratación se hará previo informe del Síndico que contendrá los fundamentos de la misma, el grado y alcance de la actividad y la forma en que se beneficiarán los acreedores o se evitarán perjuicios al activo incautado. 


Sólo previo acuerdo adoptado para cada caso en junta extraordinaria de acreedores se podrán recabar informes especializados sobre materias o asuntos de directo interés para la masa, con cargo a los gastos de la quiebra. 


Los acuerdos a que se refiere este artículo se adoptarán por acreedores que representen, a lo menos, dos tercios del pasivo de la quiebra, y podrán ser objetados por el fallido o cualquiera de los acreedores, fundados en que se trata de una actividad comprendida en el artículo 33, dentro de treinta días de celebrada la junta extraordinaria en que se hayan adoptado. La objeción se tramitará como incidente y el juez fallará previo informe de la Superintendencia de Quiebras. 


No se requerirá la autorización señalada en este artículo, para la contratación de la persona especialmente técnica a que se refiere el número 2 del artículo 94. 


El Síndico, su cónyuge y sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, no podrán tener participación alguna en los actos o contratos que se ejecuten o celebren en conformidad a este artículo, como asimismo no podrán participar como socios, accionistas, trabajadores o asesores de las personas jurídicas que sean contratadas para las actividades o informes indicados. La transgresión a esta prohibición será constitutiva de la causal de exclusión de la nómina nacional, prevista en el número 6 del artículo 22.”;.


Un señor diputado opinó que es importante fiscalizar a los Síndicos, respecto de la atribución que se les da, en orden a que el Síndico podrá contratar, con cargo a los gastos de la quiebra, personas naturales o jurídicas para que efectúen actividades especializadas debidamente calificadas como tales por la junta, ya que puede ocurrir que algún acreedor o algún Síndico se aproveche de esta atribución, con el objeto de hacer una maniobra, para distraer fondos de la masa, por concepto de estos gastos y ello debe unirse a las facultades fiscalizadoras, en especial la de fiscalizar las actuaciones de los Síndicos en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, así como las de los administradores de la continuación del giro, según lo señala el Nº 1 del artículo 8º y se podría añadir en su oportunidad, y no ahora, la frase “y la de cualquiera de las personas que presten servicios remunerados con fondos de la masa”. Es decir, fiscalizar al Síndico y a las personas que contrate, de acuerdo a lo prescrito en este numeral.


Otro señor diputado argumentó que al que se debe fiscalizar es al Síndico y no a las personas que el contrate, toda vez que el referido Síndico responde por esas contrataciones.


El Ejecutivo precisó que en este caso, el Síndico va a proponer nombres del o los profesionales o técnicos y la junta va a aprobar esa designación, con todos los informes previos y antecedentes de que disponga la referida junta. En el fondo, el Síndico al contratar al especialista va a estar cumpliendo un acuerdo de la junta, por lo que no es el Síndico exactamente el responsable, si no que la junta de acreedores, que es la que decidió contratarlo, por lo que debería verse si es que el profesional o especialista contratado realmente cumplió con el cometido que se le encargó y la Superintendencia de Quiebras no puede fiscalizar si cumplió o no con su cometido, sino que lo deben hacer quienes dispusieron esa acción, que son justamente los acreedores.


Se precisó que la Superintendencia de Quiebras fiscaliza al Síndico para que actúe de conformidad a la ley y que los acuerdos de la junta de acreedores sean tomados conforme a ésta, y entonces si en conformidad a la ley se acordó contratar a una persona y el Síndico lo contrata en cumplimiento de ese acuerdo, pero el informe o trabajo que hace esa persona es deficiente, la Superintendencia de Quiebras no tiene injerencia en ello, para actuar en ese sentido.


Se precisó que lo que importa es otorgar a la Superintendencia de Quiebras tantas facultades como sea necesario, para fiscalizar aquellas prestaciones de servicios que se hacen con cargo a la masa que es de todos, con el objeto de evitar abusos o llegar a situaciones límites.


Se aclaró que existe un control de mérito y uno formal. Se añade que es muy difícil que el control de mérito se le pueda encargar a un fiscalizador; si, por ejemplo el informe en derecho, agronómico o químico, que se solicita es bueno o malo o equivocado o innecesario, por lo que la Superintendencia de Quiebras no puede fiscalizar eso si no tiene preparación para ello, además que sería demasiado excesivo.


Se estimó que la solución iría por el control formal, en orden a saber si se hizo o no el trabajo o servicio requerido y si el trabajo era absurdo y es un engaño, podría tipificarse el delito de estafa. Se agrega que con el mecanismo de cuentas periódicas va a ver transparencia respecto de la forma en que se está gastando el dinero de la masa. 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 15 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 16:

Artículo 37

15. Sustitúyese en el artículo 37 el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “al igual que las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras.”; 


-El diputado señor Tuma formuló indicación para agregar a continuación del punto final, que se elimina, la frase “y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del ar-tículo 42.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral con la indicación.

-o-


Numeral 16 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 17:

Artículo 42

16. Agréganse en el artículo 42, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto nuevos: 


“Para los efectos de designar un Síndico titular y uno suplente en la sentencia que declare la quiebra, el juzgado citará a los tres acreedores que figuren con los mayores créditos en el estado de deudas presentado por el deudor, o a los que hubiere si fueren menos, con el fin de que señalen los nombres de los Síndicos respectivos, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia. 


Los acreedores señalados serán citados mediante notificación efectuada por cédula, en la cual se indicará el nombre del acreedor y su domicilio, además del objeto de la citación. El tribunal comisionará al receptor de turno para efectuar esta notificación, tan pronto como se haya recibido la solicitud de declaración de quiebra del deudor. La audiencia tendrá lugar dentro de tercero día de efectuada la última notificación, la que el receptor deberá practicar a más tardar el tercero día después de dictada la resolución que la disponga. La notificación extemporánea no invalidará la audiencia señalada. El incumplimiento de esta obligación será sancionado según lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales. Los derechos que correspondan al receptor gozarán de la preferencia que establece el número 4 del artículo 2472 del Código Civil. 


La audiencia se llevará a efecto con el o los acreedores que asistan, y en ella se nominará a los Síndicos. Si asistiere más de un acreedor, la elección se efectuará por la mayoría del total pasivo con derecho a voto, conforme al importe que aparezca en el estado de deudas. Si no compareciere ningún acreedor, el tribunal repetirá el procedimiento con los tres acreedores siguientes, o con los que hubiere si fueren menos, hasta obtener la designación de los Síndicos. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al Síndico mediante sorteo, en el cual deberán incluirse los nombres de todos los Síndicos habilitados para ejercer en el territorio jurisdiccional del tribunal. En estos procedimientos no se dará lugar a incidentes, debiendo resolver el tribunal de plano cualquier asunto que se presentare.”; 

-El diputado señor Tuma formuló indicación para modificar el Nº 16 del artículo único del proyecto:

a)
Agrégase en el inciso sexto nuevo a continuación de la frase “el tribunal repetirá”, la frase “por una vez”.

b)
Suprímase en el inciso sexto nuevo a continuación de la frase “si fueren menos”, la frase “hasta obtener la designación de los Síndicos”.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral con la indicación.

-o-


Numeral 17 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 18:

Artículo 44

17. Modifícase el artículo 44: 

a)
Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra,” la frase: “presentada por un acreedor” y en el inciso segundo, después de la expresión “solicitar la quiebra,” la frase: “el acreedor”; 

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Además el acreedor señalará en su solicitud el nombre del Síndico titular y el del Síndico suplente, y sólo a ellos el tribunal deberá designar en la sentencia que declare la quiebra.”;


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 18 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 19:

Artículo 57

18. Agrégase al artículo 57, el siguiente inciso final, nuevo: 


“Si durante la tramitación del recurso especial de reposición se decretare la suspensión del procedimiento o se dictare orden de no innovar con posterioridad a la incautación de los bienes, ello no obstará a que el Síndico realice todos los actos de administración necesarios para la debida conservación del activo de la quiebra. Corresponderá al tribunal que la hubiere dictado resolver en audiencia verbal cualquier diferencia que se suscite entre el Síndico y el peticionario. El Síndico sólo podrá vender los bienes expuestos a próximo deterioro, sin perjuicio de que con acuerdo del deudor, o con autorización judicial ante la negativa de éste, podrá también vender los bienes sujetos a desvalorización inminente o de dispendiosa conservación. Si la suspensión o la orden de no innovar se concede antes de la incautación de bienes, en la resolución se establecerá que el Síndico deberá actuar como interventor, con indicación de las atribuciones de que estará premunido. La remuneración del Síndico será establecida en la misma resolución y no podrá ser inferior al 75% ni superior al total de la remuneración del gerente o representante legal del fallido. En los demás casos el mismo tribunal resolverá en conciencia.”;


El Ejecutivo informó que declarada la quiebra, el fallido pierde la administración de sus bienes, si se presentan recursos y se pide orden de no innovar y si la Corte de Apelaciones la acoge, quedan todos inhibidos de la administración de los bienes, tanto el fallido, por el desasimiento del tribunal y el Síndico, porque la Corte se lo prohíbe con la orden de no innovar, por lo que en la actualidad nadie responde de los bienes y con la orden de no innovar, puede pasar mucho tiempo y esos bienes pueden deteriorarse o incluso perderse, con esta modificación se autoriza al Síndico a que venda los bienes expuestos a deterioro y los expuestos a desvalorización; debiendo pedir autorización del fallido o del señor juez en su caso, para venderlos. Se recuerda el caso que se dio en una quiebra en Iquique respecto de unos vehículos que fueron incautados y se dictó orden de no innovar y nadie pudo tener acceso a ellos y con el tiempo se oxidaron y perdió valor la masa.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.
-o-


-Los diputados señores Tuma, Saffirio, Uriarte y Molina, formularon indicación que pasa a ser numeral 20 del artículo único del proyecto: 

Artículo 80

20. Sustitúyase el artículo 80, por el siguiente.


“Las acciones a que se refieren los dos párrafos precedentes, prescribirán en el plazo de dos años, contado desde la fecha del acto o contrato. “


Se expresó que se ha buscado extender el plazo de las acciones revocatorias concursales y que es el plazo estándar que se da en el derecho comparado.


-La Comisión aprobó por unanimidad la indicación.

-o-


-Los diputados señores Tuma, Saffirio y Uriarte formularon indicación que pasa a ser numeral 21 del artículo único del proyecto: 

Artículo 81

21. Reemplázase el texto del artículo 81 por el siguiente:


“Articulo 81.- Las acciones a que se refieren los dos párrafos precedentes, se tramitarán con arreglo al procedimiento sumario, y podrán ser ejercitadas por el Síndico, previo acuerdo de la junta de acreedores, o individualmente por cualquiera de los acreedores, en ambos casos, en interés de la masa.


En la adopción del acuerdo de ejercitar algunas de las acciones referidas, no tendrá derecho a voto el acreedor en la quiebra en contra de quien se ejercitarán las acciones, sea por sí o por cualquier otra persona natural o jurídica que esté vinculada en forma directa o indirecta. Tampoco se considerarán sus créditos para los efectos de determinar el quórum a que se refiere el artículo 102.


Los acreedores que individualmente entablen dichas acciones en beneficio de la masa, tendrán derecho, si obtuvieren en el juicio, para que se le indemnice con los ingresos de la quiebra de todo gasto y para que se les abone el honorario correspondiente a sus servicios, todos los que gozarán de la preferencia del Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


En caso de pérdida, soportarán ellos solos los gastos y no tendrán derecho a remuneración.”.


Se precisó que muchos Síndicos han criticado el nuevo sistema de designación, en orden a la presión que pueden ejercer los acreedores mayoritarios, como los bancos, respecto de los Síndicos.


Se complementó que los acreedores mayoritarios, especialmente los bancos, podrían controlar a los Síndicos y exigirles que no interpusieran las acciones revocatorias, por lo que cualquer acreedor puede ejercitarlas.

-La Comisión aprobó por unanimidad la indicación. 

-o-


-Los diputados Tuma, Saffirio Ulloa, Egaña, Uriarte y Molina formularon indicación que pasa a ser numeral 22 del artículo único del proyecto, del tenor que sigue:

Artículo 102

22. Modifícase el artículo 102:

a)
Sustitúyase el inciso primero por los siguientes:


En las juntas de acreedores que se celebren durante el juicio de quiebra sólo tienen derecho a votar:

los acreedores cuyos créditos estén reconocidos; y,

aquellos acreedores cuyos créditos no se encuentren reconocidos y a los cuales, ciñéndose al procedimiento que se establece en el inciso siguiente, el juez de la quiebra les reconozca derecho de votar.


En el día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará una audiencia verbal ante el juez de la quiebra en la cual el Síndico le informará por escrito acerca de la verosimilitud de la existencia y monto de los créditos todavía no reconocidos pero que hayan sido verificados a más tardar el segundo día hábil, que no sea sábado, anterior a la fecha en que corresponda la celebración de esa audiencia. En ésta, oyendo previamente a los acreedores, el juez resolverá en única instancia y sobre la base de los antecedentes disponibles cuáles de los créditos no reconocidos, estén o no impugnados, y por qué monto tendrán derecho a votar en esa junta. El juez apreciará los antecedentes en conciencia. El reconocimiento de derecho a voto sólo producirá efectos para la junta en referencia y, además, en nada limitará la libertad del Síndico y de los acreedores para impugnar el crédito y sus preferencias de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 131 y siguientes, ni la del juez para resolver la impugnación.


La audiencia referida se efectuará el día señalado en la hora que comience a funcionar el tribunal.

b)
Sustitúyese el actual inciso 4, por el siguiente:


Los acreedores que hayan verificado pero que carezcan de derecho a voto tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


Se informó que este artículo es producto de una moción que presentaron los diputados Ulloa, Egaña y Norambuena y que se traduce en esta indicación. 

-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 19 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 23:

Artículo 111

23. Modifícase el artículo 111: 

a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“En la primera reunión ordinaria el Síndico deberá presentar un informe completo, un programa de realización del activo, un plan de pago del pasivo y una estimación de los gastos de administración de la quiebra. En todo caso, los gastos de administración de la quiebra deberán ajustarse a las instrucciones generales de la Superintendencia de Quiebras.”; 

b)
Deróganse los incisos tercero y final; 


El Ejecutivo informó que respecto de la letra b), el sentido de la derogación es que hoy si no se pronuncia la junta de acreedores en la primera reunión, quedaban aprobados los gastos y honorarios propuestos por el Síndico, en cambio con la derogación, la junta debe pronunciarse y no puede, por ende, haber un pronunciamiento tácito, por haber omitido ese acuerdo. 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 20 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 24:

Artículo 120

24. Intercálese en el artículo 120, entre la palabra “acreedores,” y la conjunción “y” la siguiente frase: “si los hay,”; 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 21 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 25:

25. Modifícase el artículo 148: 

a)
Sustitúyese el punto aparte (.) del inciso segundo por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “salvo los señalados en el inciso siguiente.”; 

b)
Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente: 


“Las costas personales del acreedor peticionario de la quiebra, gozarán de la preferencia del número 1 del artículo 2472 del Código Civil, y los gastos de la petición de la quiebra por parte del deudor gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil, hasta los siguientes límites: el 2% del crédito invocado si éste no excede de 10.000 unidades de fomento y el 1% en lo que exceda de dicho valor. Para estos efectos, si la quiebra es solicitada por el propio deudor, y éste invocare más de un crédito, se estará a aquél en cuyo pago hubiere cesado en primer lugar. El saldo, si lo hubiere, se considerará valista.”.


Se informó que esta modificación pretende evitar un abuso que se venía cometiendo hace mucho tiempo y está referido a los honorarios de los abogados peticionarios de las quiebras, porque cuando el deudor o acreedor pide la quiebra requieren del patrocinio de un abogado y esos honorarios estaban siendo, muchas veces, pagados con la máxima preferencia y sin límite alguno, por lo que se establece límite al respecto.


Los diputados señores Saffirio, Uriarte, Urrutia, Molina, Tuma y Kuschel formularon indicación para que en el numeral 25, se agreguen los siguientes incisos penúltimo y final nuevos, al artículo 148:


“a) Los titulares de los créditos laborales que gocen de las preferencias de los números 5 y 8 del artículo 2472 del Código Civil podrán verificar condicionalmente sus respectivos créditos con el solo mérito de la presentación de la demanda interpuesta con anterioridad a la quiebra o con la notificación al Síndico de la demanda interpuesta con posterioridad a la declaración de quiebra ante el tribunal competente, y el Síndico deberá reservar fondos suficientes para el evento de que se acoja dicha demanda, sin perjuicio de los pagos administrativos que procedan.

b)
En caso de quiebra, hay objeto ilícito en la renuncia de cualquier monto de los créditos a que se refieren los números 5, 6 y 8 del artículo 2472 del Código Civil.”


Se informa que, la indicación trascrita tiene por objeto proteger a los trabajadores ante la quiebra de la industria o empresa en que se desempeñan.


El Ejecutivo señala que los trabajadores no tienen título para acreditar sus acreencias, que son las contempladas en el número 5 y 8 del artículo 2472 del Código Civil. Lo que sucede en la práctica es que los trabajadores tienen que interponer la demanda ante el tribunal del trabajo y esperar la sentencia y con el fallo recién ellos van a tener un título para cobrar y cuando eso suceda, en que puede haber pasado mucho tiempo, los fondos se pueden haber agotado o disminuido en demasía, por lo que a través de esta indicación se obliga al Síndico a reservar los fondos, cuando tome conocimiento de que existe una demanda.


Se añade que los trabajadores no están obligados a verificar su crédito y el Síndico, cuando hay fondos en la quiebra y tiene antecedentes documentarios que acrediten quienes eran trabajadores y cuanto ganaban, puede hacer un pago administrativo, es decir, sin aprobación del tribunal, lo que es una ventaja para los trabajadores, pero por otro lado el crédito definitivo lo va a determinar la sentencia laboral, entonces ahí el trabajador que demanda después de la quiebra está perjudicado. Ahora bien, el trabajador que ha sido despedido con antelación a la quiebra, también puede tener un crédito, porque quizás no le han pagado todo lo que le debían, por lo que se debe buscar una fórmula para que el Síndico también conozca esta última situación, porque la demanda va a ser anterior a la quiebra.


Se recuerda que la situación en la actualidad es que el Síndico toma conocimiento de los créditos de los trabajadores con la verificación, pero no está obligado a hacer reserva de fondos.


Se informa que muchas veces los trabajadores, a través de los abogados laboralistas, verifican sus créditos, pidiendo más de lo que se les debe, por eso los Síndicos impugnan eso créditos. 


Se señala que es importante que quede claro que se verifican los créditos contemplados en el Nº 5 y 8 del artículo 2472 del Código Civil y con el tope que a ellos corresponde, para que no se generen reservas mayores a las que efectivamente se deben a los trabajadores, por lo que la indicación debe referirse a sus “respectivos créditos”, para que quede de manifiesto que se refieren a los créditos del Nº 5 y 8 y no el crédito que el trabajador pretende tener.

Se sugiere que se abarquen las dos situaciones, es decir también incluir el caso del trabajador que demanda y luego se produce la quiebra, por lo que esa demanda debe notificársele al Síndico.

-La Comisión aprobó por asentimiento unánime este numeral y la indicación formulada.
-o-


Numeral 22 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 26:

Artículo 168.

26. Agrégase en el artículo 168, el siguiente inciso segundo nuevo: 


“Si no se cumplieren los requisitos señalados en el inciso anterior y no se pudiere aplicar lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 25, en caso de incapacidad física o mental o muerte del Síndico los libros y papeles del deudor serán entregados a la Superintendencia de Quiebras.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 23 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 27:

Artículo 175

27. Modifícase el artículo 175: 

a)
Sustitúyese el número 1, por el siguiente: 


“1. Que el deudor quede sujeto a la intervención de un Síndico de los que formen parte de la nómina nacional. Al efecto, el juez deberá designar al Síndico titular y al suplente que nomine el acreedor residente en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, quien deberá formular la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito para que efectúe la nominación en la forma expresada, y así sucesivamente, hasta obtener la nominación de los Síndicos que corresponda;”.

b)
Agrégase, el siguiente número 7 nuevo: 


“7. Que el Síndico titular entregue al tribunal dentro de tercero día de practicada la notificación que señala el número precedente, una proposición de honorarios, respecto de los cuales deberá el deudor pronunciarse mediante escrito presentado al tribunal, dentro de tres días de formulada la propuesta. Si no hubiere acuerdo, el tribunal citará a los tres acreedores a que se refiere el inciso cuarto del artículo 42, al deudor y al Síndico para lograr un acuerdo, resolviendo el tribunal en definitiva si no se produjere dicho acuerdo. El tribunal podrá decretar que los plazos señalados en los números 2, 3, 4, y 5 de este artículo sean prorrogados, atendidas las circunstancias previstas en este número, prórroga que en caso alguno podrá exceder de 15 días contados desde la notificación señalada en el número anterior. Si el Síndico o alguno de los acreedores no se pronunciare o no concurriere a la citación que formulare el tribunal, se le tendrá por renunciado en su cargo o derecho, según corresponda y el procedimiento se repetirá con el Síndico suplente y el acreedor que le siga en importancia al tercero convocado.”


-El diputado señor Saffirio formuló indicación para suprimir en el numeral 27 letra a), artículo 175, inciso primero, la siguiente frase:


“y así sucesivamente, hasta obtener la nominación de los Síndicos que corresponda.”


Se informa que la indicación busca armonizar con la norma de nombramiento del Síndico, pero referida a los convenios, en que se hace dos veces el llamado a los principales acreedores y si éstos no llegan, se hace sorteo.


-El diputado señor Tuma formuló indicación a este numeral para agregar a continuación del punto y coma que pasa a ser punto seguido, la frase “En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al Síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42;”.


Se informó que en este caso hay una proposición de convenio efectuada por el deudor, que debe proponer un Síndico, cuyo procedimiento se señala en esta modificación.


-La Comisión aprobó por unanimidad el numeral y las indicaciones referidas.

-o-


Numeral 24 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 28:

Artículo 206

28. Agrégase en el artículo 206, el siguiente inciso segundo nuevo: 


“La junta que rechace las proposiciones deberá señalar los nombres de un Síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 175.”;


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 25 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 29:

Artículo 207

29. Modifícase el artículo 207:

a)
Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente: 


“Rechazado el convenio judicial preventivo en conformidad al artículo precedente o desechado en cualquiera de los casos contemplados en los incisos anteriores, el tribunal deberá declarar de oficio la quiebra del deudor.”;.

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“En los casos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo, el tribunal deberá proceder a designar los Síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 175.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 26 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 30:

Artículo 214

30. Agréganse en el artículo 214 los siguientes incisos segundo y final, nuevos: 


“En la demanda de nulidad o resolución del convenio, el demandante señalará el nombre del Síndico titular y el del Síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 175. 


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o resolución del convenio, el juez designará al Síndico señalado en una de las demandas que se acojan.”.


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 27 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 31:

Artículo 222

31. Sustitúyese el inciso primero del artículo 222, por el siguiente: 


“Declarada la quiebra, la junta de acreedores podrá efectuar denuncia y cualquier acreedor podrá efectuar denuncia o interponer querella criminal si estimare que se configura alguno de los hechos previstos en los artículos 219, 220 y 221.”; 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 28 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 32:

Artículo 246

32. Intercálase, en el número 1 del artículo 246, a continuación de la palabra “depositario,” la siguiente frase: “en la forma prevista en el artículo 42,”; 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 29 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 33:

Artículo 251

33. Agrégase en el artículo 251, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final: 


“En forma previa a la dictación de la sentencia se procederá a designar en conformidad al artículo 42, al Síndico titular y al Síndico suplente, no pudiendo recaer dichos nombramientos en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el artículo 246.”. 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-


Numeral 30 del artículo único del proyecto, que pasa a ser 34:

ARTÍULO TRANSITORIO

34. Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.”. 


-La Comisión aprobó por unanimidad este numeral.

-o-

VII. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión acordó que las disposiciones contenidas en los incisos tercero y cuarto de la letra d), del artículo 8º, numeral 1) deben ser votadas con quórum especial, por tener carácter de Ley Orgánica Constitucional ya que establecen nuevas atribuciones a los tribunales de justicia.

-o-

VIII. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS REGLAMENTARIAMENTE POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No corresponde que esta Comisión conozca del proyecto de ley en informe.

-o-

IX. LA COMISIÓN APROBÓ POR UNANIMIDAD LA IDEA DE LEGISLAR.

X. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


El siguiente artículo del mensaje fue rechazado por la Comisión:

Artículo 31


Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente: 


“Artículo 31. En caso de que algún acreedor, el fallido o la Superintendencia objetaren la cuenta, el Síndico dispondrá del plazo de diez días, contado desde la notificación por cédula de la objeción, para contestar fundadamente las observaciones. Si, no obstante la contestación, el o los objetantes insistieren en sus objeciones, el tribunal resolverá en definitiva, previo informe de la Superintendencia, el que deberá ser evacuado dentro de treinta días.”.
-o-


No hubo indicaciones rechazadas por la Comisión.

-o-


En consecuencia, la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.175, de Quiebras:

1. Artículo 8º.

a)
Sustitúyese su número 1 por el siguiente: 


“1. Fiscalizar las actuaciones de los síndicos en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, así como las de los administradores de la continuación del giro.


La facultad de fiscalizar comprende la de interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que corresponden a los tribunales competentes;”.

b)
Sustitúyese su número 2 por el siguiente:


“2. Examinar, cuando lo estime necesario los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a la quiebra, convenio o cesión de bienes. La no exhibición o entrega de lo señalado en este inciso por parte del síndico a la Superintendencia para su examen, se considerará falta grave para los efectos del Nº 9 de este artículo.


La Superintendencia de Quiebras podrá, en casos calificados que se enmarquen dentro de las normas generales que haya dictado al efecto, exigir auditorías externas de auditores independientes, para determinadas quiebras.


El fallido y los acreedores cuyos créditos representen a lo menos el diez por ciento del pasivo de la quiebra con derecho a voto, podrán solicitar al juez, fundadamente, la realización de una auditoría externa de las señaladas en el inciso precedente. También se podrá adoptar en junta el acuerdo de solicitar estas auditorías con el voto favorable de a lo menos el diez por ciento del pasivo de la quiebra con derecho a voto.


En caso de que el fallido, algún acreedor o el síndico consideren que no ha existido motivo plausible para solicitar la auditoría en conformidad al inciso precedente, podrán pedir al juez que condene en costas a los que la han solicitado..


Tanto la documentación de la quiebra como la del fallido deberán ser conservadas por el síndico hasta por un año después de encontrarse ejecutoriada la sentencia que declare el sobreseimiento definitivo a que se refiere el artículo 164.


En el caso del sobreseimiento definitivo previsto en el artículo 165, los libros y papeles del deudor les serán entregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y en relación a la documentación de la quiebra se aplicará lo señalado en el inciso anterior.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo, aun sin sobreseimiento definitivo, y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los síndicos para conservar reproducciones mecánicas o fotográficas de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso, podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.


El Superintendente de Quiebras podrá autorizar a los síndicos para devolver al fallido parte de sus libros y papeles antes del sobreseimiento definitivo a que se refiere el Título XI. Lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto de este numeral, se entiende sin perjuicio de lo que disponga el tribunal competente.”.

c)
Elimínase en su número 3, a continuación de la palabra “síndicos” la expresión “instrucciones generales” e intercálase en su reemplazo la siguiente frase: “y a los administradores de la continuación del giro instrucciones”;

d)
Sustitúyese su número 5 por el siguiente:


“5. Aplicar a los síndicos y a los administradores de la continuación del giro, como sanción por el incumplimiento de las instrucciones que imparta y las normas que fije, censura por escrito, multa a beneficio fiscal de una a cien unidades de fomento o suspensión hasta por seis meses para asumir en nuevas quiebras, convenios o cesiones de bienes.


Las sanciones que corresponda aplicar serán impuestas administrativamente al infractor, previa audiencia, por resolución fundada, y las multas deberán ser pagadas dentro de diez días contados desde que se comunique la resolución respectiva. La resolución que aplique la multa servirá como suficiente título ejecutivo para su cobro. 


El afectado podrá reclamar de la resolución que lo suspenda temporalmente en el cargo para asumir en nuevas quiebras, convenios y cesiones de bienes, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio. El reclamo deberá ser fundado y formularse dentro de diez días contados desde la fecha de comunicación de la resolución respectiva. La Corte dará traslado por seis días al Superintendente de Quiebras y, vencido dicho plazo dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso.


También podrá reclamarse, con sujeción al mismo procedimiento, de la resolución que aplique la multa. En este caso, la reclamación deberá interponerse dentro de diez días contados desde el pago del 20% de la multa, siempre que éste se haya efectuado dentro de plazo.


La interposición de reclamos no suspenderá los efectos de las resoluciones;”.

e)
Reemplázase su número 6 por el siguiente:


“6. Objetar las cuentas de administración en conformidad a lo dispuesto en el artículo 30.


Asimismo, podrá actuar como parte en este procedimiento, cuando la objeción fuere promovida por los acreedores o el fallido;”.

f)
Sustitúyese su número 9 por el siguiente:


“9. Poner en conocimiento del tribunal de la causa o de la junta de acreedores, cualquier infracción que observare en la conducta del respectivo síndico o administrador de la continuación del giro, y proponer si lo estima necesario su remoción al juez de la causa o su revocación a la junta de acreedores, en la quiebra, convenio, cesión de bienes o administración de que se trate.


El juez, de oficio o a solicitud de la Superintendencia, conocerá de la remoción a que se refiere el inciso anterior, en la forma establecida para los incidentes, cuando las personas señaladas hubieren incurrido en faltas reiteradas o en falta grave o en el incumplimiento del pago de las multas señaladas en el número 5 de este artículo o en irregularidades en relación con su desempeño o si se encontraren en notoria insolvencia.


Si la remoción fuere solicitada por el Superintendente, el juez procederá a suspender al síndico sin más trámite, mientras se tramita el incidente de remoción.


Podrán intervenir como coadyuvantes el fallido y los acreedores individualmente.”.

g)
Sustitúyese su número 10 por el siguiente:


“10. Informar a los tribunales de justicia, cuando sea requerido por éstos, en materias de su competencia;”.

h)
Intercálase el siguiente número 11, nuevo, pasando el actual 11 a ser número 12, y el actual número 12, a ser número 13:


“11. Llevar los registros de quiebras, continuaciones de giro, convenios judiciales y cesiones de bienes en el caso del artículo 246, los que tendrán carácter público, y extender las certificaciones y copias que procedan;”.

i)
Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


Cuando la Superintendencia representare a un síndico a través de un oficio de fiscalización, cualquier infracción o irregularidad en su desempeño, incumbe a éste probar que ha actuado en conformidad a las leyes, reglamentos y demás normas que le rigen.


Para el cumplimiento de las funciones señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que señala.”.

2. Artículo 16.


Sustitúyese por el siguiente: 


“Artículo 16. Sólo podrán optar a ser nombrados síndicos las personas que tengan el título de Ingeniero Civil o Comercial o Agrónomo o Contador Auditor, otorgados por Universidades del Estado o reconocidas por éste o de Abogado; haber ejercido la profesión a lo menos por cinco años; y poseer idoneidad suficiente, calificada por el Ministerio de Justicia. 


La Superintendencia de Quiebras podrá establecer como requisito para integrar la nómina nacional de síndicos un examen de conocimientos de los candidatos, en conformidad a un reglamento que deberá dictar para tal efecto. Los síndicos que integran la nómina podrán ser sometidos a examen cada tres años calendario y en caso que lo reprobaren dos veces consecutivas dejaran de formar parte de la nómina de síndicos. El síndico que reprobare podrá rendir nuevamente el examen al año siguiente.


El ministro de Justicia, mediante decreto supremo fundado, previo informe favorable de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, podrá restringir en determinados períodos el ingreso a la nómina nacional de síndicos por causas graves o urgentes o por exceso de síndicos a nivel nacional o regional.”.

3. Artículo 17.

a)
Suprímase en su encabezamiento después de la palabra “síndicos” la frase: “ni integrar la nómina correspondiente”; 

b)
Reemplázase el número 1 por el siguiente:


“1. Las que hubieren sido declaradas en quiebra, o se encontraren en estado de notoria insolvencia, y las que, dentro de los dos años anteriores a la declaración de quiebra de una persona jurídica, hubieren actuado como directores o administradores de ella;”.

c)
Elimínase en el número 3 la conjunción “y”, y reemplázase la coma (,) existente a continuación de la palabra “superior” por un punto y coma (;); 

d)
Reemplázase el número 4 por el siguiente: 


“4. Las que tuvieren incapacidad física o mental para ejercer el cargo, y”;

e)
Agrégase el siguiente número 5, nuevo:


“5. Las que hubieren dejado de integrar la nómina nacional en virtud de las causales señaladas en los números 3, 4, 5, 6, 7, 8, 10, 11 y 12 del artículo 22.”.
4. Artículo 21 bis nuevo.


Agrégase el siguiente artículo 21 bis nuevo: 


“Artículo 21 bis. Todo síndico, una vez incluido en la nómina, y para garantizar su correcto desempeño y la indemnización de los perjuicios que pueda causar al fallido, a la masa o a terceros, deberá rendir una caución por el monto de 2.000 unidades de fomento. La caución podrá consistir en una boleta bancaria de garantía u otra equivalente de acuerdo a las normas generales que imparta la Superintendencia. El documento en que conste la caución deberá ser calificado por la Superintendencia y se mantendrá bajo su custodia. 


El síndico deberá mantener vigente su garantía mientras subsista su responsabilidad.”.

5. Artículo 22.

a)
Reemplázase en su encabezamiento después de la palabra “síndicos” la expresión “dejarán de formar parte” por la frase: “serán excluidos”; 

b)
Trasládase el actual número 3 como nuevo número 7, quedando el siguiente número 3, nuevo: 


“3. Por intervenir a cualquier título en quiebras que no estuvieren o hayan estado a su cargo, salvo las actuaciones que le correspondan en su calidad de síndico, de acreedor con anterioridad a la quiebra, de representante legal en conformidad al artículo 43 del Código Civil, y de lo previsto en el artículo 28;”; 

c)
Sustitúyese el número 4 por el siguiente: 


“4. Por adquirir para sí o para terceros cualquier clase de bienes en las quiebras, convenios o cesiones de bienes en que intervengan como síndico;”.

d)
Introdúcese el siguientes número 5, nuevo, pasando el actual número 5 a reemplazar el actual número 8: 


“5. Por enajenar cualquier clase de bienes de las quiebras o cesiones de bienes en que intervenga como síndico a su cónyuge; a alguna persona jurídica en que tenga interés económico directo o indirecto; a los socios o accionistas de sociedades en las cuales tenga participación, salvo aquellas que se encuentren inscritas en el Registro de Valores; a las personas con las que posea bienes en comunidad, con excepción de los copropietarios a que se refiere la ley Nº 19.537 sobre Propiedad Inmobiliaria; a sus dependientes; a los profesionales o técnicos que le presten servicios; y a sus ascendientes y descendientes y colaterales por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive;”.

e)
Intercálase el siguiente número 6, nuevo, pasando el actual número 6 a ser número 9 y éste a ser número 12: 


“6. Por proporcionar u obtener cualquier ventaja indebida en las quiebras o cesiones de bienes en que intervenga como síndico;”.

f)
Elimínase el actual número 7; 

g)
Agrégase el siguiente número 10, nuevo, pasando el actual número 10 a ser número 13: 


“10. Por sentencia ejecutoriada que rechace la cuenta definitiva que debe presentar en conformidad a la ley;”.

h)
Agrégase el siguiente número 11 nuevo: 


“11. Por infracciones reiteradas que en su conjunto constituyan una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia en uso de sus atribuciones;”.

i)
Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 


“Sin perjuicio de la cesación del síndico en el cargo, subsistirá la obligación de rendir cuenta de su gestión, cuando proceda, así como la responsabilidad civil, penal y administrativa en que pudiere haber incurrido. 


El síndico que cese anticipadamente en el cargo deberá hacer entrega de los bienes y antecedentes de cada quiebra, convenio o cesión de bienes bajo su administración o intervención al nuevo síndico titular, dentro de cinco días contados desde la fecha en que este último haya asumido. 


En caso de incumplimiento de esta obligación o de la de rendir su cuenta de administración, el tribunal de la quiebra, de oficio o a petición de cualquier interesado, requerirá el cumplimiento de ellas bajo el apercibimiento señalado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, caso en el cual las multas establecidas en dicha disposición podrán alcanzar hasta 60 unidades de fomento, sin perjuicio de que el nuevo síndico titular incaute inmediatamente los bienes y antecedentes de la quiebra, de acuerdo con los artículos 94 y siguientes de esta ley.”.

6. Artículo 24.


Sustitúyese por el siguiente: 


“Artículo 24. No podrán ser designados síndicos de una quiebra, convenio o cesión de bienes: 

1.
El cónyuge ni los parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del fallido o deudor; y de los que hayan sido directores titulares o administradores de la persona jurídica, en los dos años anteriores a la quiebra, proposición de convenio o solicitud de cesión de bienes; 

2.
Los acreedores y deudores del fallido o deudor y todos los que tuvieren un interés directo o indirecto en la quiebra, convenio o cesión de bienes; 

3.
Los administradores de bienes del fallido o deudor que fuere persona natural y los que hubieren tenido tal calidad dentro de los dos años anteriores a la declaración de quiebra, convenio o cesión de bienes, como asimismo los trabajadores de los acreedores y deudores de aquél; 

4.
Los que tengan en alguna de sus quiebras objetada su cuenta, desde el momento en que se insistiere en uno o más reparos Sin embargo, si las objeciones no estuvieren respaldadas por la opinión favorable de la Superintendencia de Quiebras el síndico podrá ser designado, y

5.
Los que estuvieren suspendidos en conformidad a lo dispuesto en el Nº 5 del artículo 8º.”.

7. Artículo 25.

a)
Intercálase, en su inciso primero a continuación de la palabra “suplente,” la expresión “en conformidad al artículo 44,”. 

b)
Agrégase en su inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los síndicos designados en conformidad a este inciso deberán asumir aun cuando la quiebra no tenga bienes o fondos por repartir o su cuenta final esté aprobada.”.

8. Artículo 27.


Agrégase en el artículo único del proyecto el siguiente número 7 bis, nuevo: 

a)
intercálase el siguiente numeral 22 nuevo pasando el actual 22 a ser 23:


“22.- Ejecutar los acuerdos legalmente adoptados por la junta de acreedores dentro del ámbito de su competencia, y”.

b)
Reemplázase la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;) al final del numeral 21.

9. Artículo 29.


Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente: 


“Artículo 29. El síndico rendirá periódicamente cuentas provisorias de su gestión a la junta de acreedores, en la forma y plazos que establezca la Superintendencia de Quiebras en conformidad al número 3 del artículo 8º. Estos plazos no podrán ser superiores a seis meses.


El pronunciamiento de la junta de acreedores respecto de las cuentas provisorias no impedirá objetar la cuenta definitiva en las materias incluidas en ellas. 


Si el síndico no presentare cualquiera de las cuentas provisorias señaladas en este artículo, la Superintendencia podrá aplicarle una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades de fomento.”.
10. Artículo 30.

a)
Trasládase el actual inciso primero del artículo 29 como inciso primero del artículo 30, con las siguientes modificaciones: 


i) Reemplázanse las palabras “presentará la” por el vocablo “rendirá” y elimínase la frase “a la junta de acreedores”. 


ii) Elimínase la frase “dentro de” y agrégase en su reemplazo la preposición “a”.

b)
Insértese el actual inciso segundo del artículo 29 como inciso segundo del artículo 30; 

c)
Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“La cuenta definitiva se presentará al tribunal, el que ordenará notificarla mediante aviso. El tribunal citará a una junta de acreedores, la que deberá celebrarse al decimoquinto día siguiente a su notificación. El aviso contendrá un extracto de la cuenta definitiva e indicará el lugar y día y hora de celebración de la respectiva junta. Conjuntamente con la presentación de la cuenta definitiva al tribunal, el síndico deberá remitir copia de ella a la Superintendencia de Quiebras.


A contar de la fecha fijada para la junta, háyase ésta realizado o no, los acreedores y el fallido que no se hayan pronunciado a favor de la aprobación de la cuenta y la Superintendencia de Quiebras, dispondrán del plazo de treinta días hábiles para objetar la cuenta rendida por el síndico.”.

11. Artículo 31.


Sustitúyese por el siguiente:

“Artículo 31. En caso de que algún acreedor, el fallido o la Superintendencia objetaren la cuenta, el síndico dispondrá del plazo de diez días, contado desde la última notificación por cédula de la o las objeciones, para contestar fundadamente las observaciones. Si, no obstante la contestación de la que se dará traslado por el plazo de diez días al o los objetantes, cualquiera de ellos insistiere en sus objeciones, el tribunal resolverá en definitiva, previo informe de la Superintendencia, el que deberá ser evacuado dentro de treinta días.”.

12. Artículo 32.

a)
Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: “Artículo 32. El síndico cesará en su cargo en la quiebra, convenio o cesión de bienes:”. 

b)
Sustitúyese en su número 5 el guarismo “6” por el número “9” y reemplázase el punto y coma (;) por una coma (,) y agrégase después de la coma (,) la conjunción “y”.

c)
Sustitúyese el número 6 por el siguiente:


“6. Por sobrevenir alguna de las causales de inhabilidad contempladas en los números 1, 2 y 3 del artículo 24. El síndico deberá dar cuenta al juez de la causa y a la Superintendencia de Quiebras de la inhabilidad que le afecte. El incumplimiento de la mencionada obligación será constitutivo de falta grave. Declarada la inhabilidad por el tribunal el síndico cesará en su cargo. 


La declaración de inhabilidad no podrá ser opuesta a terceros de buena fe.”.

d)
Elimínase el número 7.

13. Artículo 33.


Sustitúyese por el siguiente: 


“Artículo 33. El síndico definitivo tendrá como remuneración única por el ejercicio de sus funciones el honorario determinado en la forma señalada en el artículo siguiente. Dicho honorario constituirá gasto de administración de la quiebra, y con cargo a éste el síndico deberá costear los gastos de su oficina, las remuneraciones de sus trabajadores, todo pago de honorarios a abogados, contadores, asesores, cualquier otra clase de profesionales, técnicos y prestadores de servicios que haya contratado para el cumplimiento de su cometido, y la parte del honorario del ministro de fe a que se refiere el artículo 94, en cuanto exceda el arancel fijado para los notarios. Lo anterior no se aplicará a los gastos comprendidos en el inciso 1º del artículo 111.


Se prohíbe al síndico percibir de la quiebra, por sí o por interpósita persona, cualquier ingreso adicional al honorario señalado, sin perjuicio de los honorarios que pudieren corresponderle en conformidad al artículo 113, como administrador de la continuación del giro.”.

14. Artículo 34, nuevo.


Trasládase el actual artículo 34, pasando a ser 35; y agrégase el siguiente artículo 34, nuevo: 


“Artículo 34. El honorario único a que se refiere el artículo anterior será proporcional al monto de los repartos de fondos que se efectúen en la quiebra, salvo lo dispuesto para el primer tramo en este artículo, de acuerdo con la escala expresada en unidades de fomento que se señala a continuación, según su valor en pesos a la fecha del respectivo reparto: 


Sobre la parte que exceda de 0 y no sobrepase de 2.000 U.F., 20,00%. 


Sobre la parte que exceda de 2.000 y no sobrepase las 4.000 U.F., 15,00%. 


Sobre la parte que exceda de 4.000 y no sobrepase las 8.000 U.F., 11,00%. 


Sobre la parte que exceda de 8.000 y no sobrepase las 16.000 U.F., 8,00%. 


Sobre la parte que exceda de 16.000 y no sobrepase las 32.000 U.F., 6,00%. 


Sobre la parte que exceda de 32.000 y no sobrepase las 64.000 U.F., 4,00%. 


Sobre la parte que exceda de 64.000 y no sobrepase las 130.000 U.F., 3,00%. 


Sobre la parte que exceda de 130.000 y no sobrepase las 260.000 U.F., 2,25%. 


Sobre la parte que exceda de 260.000 y no sobrepase las 520.000 U.F., 1,75%. 


Sobre la parte que exceda de 520.000 y no sobrepase el 1.000.000 de U.F., 1,50%. 


Sobre la parte que exceda de 1.000.000 de U.F., 1%.


El primer tramo de la tabla se calculará sobre los ingresos de la quiebra cuando no hubiere repartos o si por su aplicación a los repartos correspondiere al síndico un honorario inferior a 15 unidades de fomento, y en este caso el honorario no podrá exceder de esta cantidad. 


En todos los repartos de fondos que el síndico efectúe, deducirá previamente la cantidad que le corresponda por honorarios. 


Para el cálculo del honorario que corresponda al síndico en cada reparto, la tabla precedente se aplicará en la forma progresiva descrita, a partir del respectivo tramo. En consecuencia, para la aplicación de la tabla y determinación del porcentaje de honorario que le corresponde en cada reparto, deberá considerarse el monto total distribuido en repartos anteriores.


No obstante lo señalado anteriormente, en junta de acreedores se podrá convenir y fijar un honorario inferior o superior al establecido en este artículo. 


Para los efectos de acordar un honorario superior al de la tabla, bastará el voto favorable de cada uno de los acreedores que acepten concurrir al pago del exceso a su propio cargo y sólo a ellos corresponderá su pago. Estos acreedores podrán convenir con el síndico los valores correspondientes y su forma de pago, de lo cual deberá quedar constancia en actas. El acta de la respectiva junta será título ejecutivo suficiente para efectuar el cobro por el síndico a los acreedores de los valores que se convengan. Dicha acta deberá ser firmada además por todos los acreedores que han accedido al aumento de los honorarios. 


La junta de acreedores podrá acordar en casos urgentes anticipos que, en total durante la quiebra, no podrán exceder de 400 unidades de fomento.”.

15. Artículo 36


Reemplázase por el siguiente: 


“Artículo 36. No obstante lo dispuesto en el artículo 33 y previo acuerdo adoptado en junta extraordinaria de acreedores, el síndico podrá contratar, con cargo a los gastos de la quiebra, personas naturales o jurídicas para que efectúen actividades especializadas debidamente calificadas como tales por la junta.


Las actividades especializadas deberán referirse directamente al cuidado y mantención del activo del fallido, a la realización del mismo y a su entrega material. La contratación se hará previo informe del síndico que contendrá los fundamentos de la misma, el grado y alcance de la actividad y la forma en que se beneficiarán los acreedores o se evitarán perjuicios al activo incautado. 


Sólo previo acuerdo adoptado para cada caso en junta extraordinaria de acreedores se podrán recabar informes especializados sobre materias o asuntos de directo interés para la masa, con cargo a los gastos de la quiebra. 


Los acuerdos a que se refiere este artículo se adoptarán por acreedores que representen, a lo menos, dos tercios del pasivo de la quiebra, y podrán ser objetados por el fallido o cualquiera de los acreedores, fundados en que se trata de una actividad comprendida en el artículo 33, dentro de treinta días de celebrada la junta extraordinaria en que se hayan adoptado. La objeción se tramitará como incidente y el juez fallará previo informe de la Superintendencia de Quiebras. 


No se requerirá la autorización señalada en este artículo, para la contratación de la persona especialmente técnica a que se refiere el número 2 del artículo 94. 


El Síndico, su cónyuge y sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, no podrán tener participación alguna en los actos o contratos que se ejecuten o celebren en conformidad a este artículo, como asimismo no podrán participar como socios, accionistas, trabajadores o asesores de las personas jurídicas que sean contratadas para las actividades o informes indicados. La transgresión a esta prohibición será constitutiva de la causal de exclusión de la nómina nacional, prevista en el número 6 del artículo 22”.”.

16. Artículo 37


Sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “al igual que las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42.”.

17. Artículo 42


Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:


“Para los efectos de designar un síndico titular y uno suplente en la sentencia que declare la quiebra, el juzgado citará a los tres acreedores que figuren con los mayores créditos en el estado de deudas presentado por el deudor, o a los que hubiere si fueren menos, con el fin de que señalen los nombres de los síndicos respectivos, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia. 


Los acreedores señalados serán citados mediante notificación efectuada por cédula, en la cual se indicará el nombre del acreedor y su domicilio, además del objeto de la citación. El tribunal comisionará al receptor de turno para efectuar esta notificación, tan pronto como se haya recibido la solicitud de declaración de quiebra del deudor. La audiencia tendrá lugar dentro de tercero día de efectuada la última notificación, la que el receptor deberá practicar a más tardar el tercero día después de dictada la resolución que la disponga. La notificación extemporánea no invalidará la audiencia señalada. El incumplimiento de esta obligación será sancionado según lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales. Los derechos que correspondan al receptor gozarán de la preferencia que establece el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


La audiencia se llevará a efecto con el o los acreedores que asistan, y en ella se nominará a los síndicos. Si asistiere más de un acreedor, la elección se efectuará por la mayoría del total pasivo con derecho a voto, conforme al importe que aparezca en el estado de deudas. Si no compareciere ningún acreedor, el tribunal repetirá por una vez el procedimiento con los tres acreedores siguientes, o con los que hubiere si fueren menos. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante sorteo, en el cual deberán incluirse los nombres de todos los síndicos habilitados para ejercer en el territorio jurisdiccional del tribunal. En estos procedimientos no se dará lugar a incidentes, debiendo resolver el tribunal de plano cualquier asunto que se presentare.”.
18. Artículo 44
a)
Intercálase, en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra,” la frase: “presentada por un acreedor” y en su inciso segundo, después de la expresión “solicitar la quiebra,” la frase: “el acreedor”; 

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Además, el acreedor señalará en su solicitud el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a ellos el tribunal deberá designar en la sentencia que declare la quiebra.”.

19. Artículo 57.


Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Si durante la tramitación del recurso especial de reposición se decretare la suspensión del procedimiento o se dictare orden de no innovar con posterioridad a la incautación de los bienes, ello no obstará a que el síndico realice todos los actos de administración necesarios para la debida conservación del activo de la quiebra. Corresponderá al tribunal que la hubiere dictado resolver en audiencia verbal cualquier diferencia que se suscite entre el síndico y el peticionario. El síndico sólo podrá vender los bienes expuestos a próximo deterioro, sin perjuicio de que con acuerdo del deudor, o con autorización judicial ante la negativa de éste, podrá también vender los bienes sujetos a desvalorización inminente o de dispendiosa conservación. Si la suspensión o la orden de no innovar se concede antes de la incautación de bienes, en la resolución se establecerá que el síndico deberá actuar como interventor, con indicación de las atribuciones de que estará premunido. La remuneración del síndico será establecida en la misma resolución y no podrá ser inferior al 75% ni superior al total de la remuneración del gerente o representante legal del fallido. En los demás casos el mismo tribunal resolverá en conciencia.”.

20. Artículo 80.


Sustitúyase el artículo 80, por el siguiente:


“Artículo 80º Las acciones a que se refieren los dos párrafos precedentes prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha del acto o contrato.”.

21. Artículo 81.


Reemplázase por el siguiente:


“Articulo 81. Las acciones a que se refieren los dos párrafos precedentes, se tramitarán con arreglo al procedimiento sumario, y podrán ser ejercitadas por el síndico, previo acuerdo de la junta de acreedores, o individualmente por cualquiera de los acreedores, en ambos casos, en interés de la masa.


En la adopción del acuerdo de ejercitar algunas de las acciones referidas, no tendrá derecho a voto el acreedor en la quiebra en contra de quien se ejercitarán las acciones, sea por sí o por cualquier otra persona natural o jurídica que esté vinculada en forma directa o indirecta. Tampoco se considerarán sus créditos para los efectos de determinar el quórum a que se refiere el artículo 102.


Los acreedores que individualmente entablen dichas acciones en beneficio de la masa, tendrán derecho, si obtuvieren en el juicio, para que se le indemnice con los ingresos de la quiebra de todo gasto y para que se les abone el honorario correspondiente a sus servicios, todos los que gozarán de la preferencia del Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


En caso de pérdida, soportarán ellos solos los gastos y no tendrán derecho a remuneración.”.

22. Artículo 102.

a)
Sustitúyese su inciso primero, por los siguientes: 


“En las juntas de acreedores que se celebren durante el juicio de quiebra, sólo tienen derecho a votar: los acreedores cuyos créditos estén reconocidos y aquellos acreedores cuyos créditos no se encuentren reconocidos y a los cuales, ciñéndose al procedimiento que se establece en el inciso siguiente, el juez de la quiebra les reconozca derecho de votar.


En el día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará una audiencia verbal ante el juez de la quiebra en la cual el síndico le informará por escrito acerca de la verosimilitud de la existencia y monto de los créditos todavía no reconocidos pero que hayan sido verificados a más tardar el segundo día hábil, que no sea sábado, anterior a la fecha en que corresponda la celebración de esa audiencia. En ésta, oyendo previamente a los acreedores, el juez resolverá en única instancia y sobre la base de los antecedentes disponibles cuáles de los créditos no reconocidos, estén o no impugnados, y por qué monto tendrán derecho a votar en esa junta. El juez apreciará los antecedentes en conciencia. El reconocimiento de derecho a voto sólo producirá efectos para la junta en referencia y, además, en nada limitará la libertad del síndico y de los acreedores para impugnar el crédito y sus preferencias de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 131 y siguientes, ni la del juez para resolver la impugnación.


La audiencia referida se efectuará el día señalado, a la hora que comience a funcionar el tribunal.”.

b)
Sustituir el actual inciso cuarto, por el siguiente:


“Los acreedores que hayan verificado pero que carezcan de derecho a voto tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.”.

23. Artículo 111.
a)
Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“En la primera reunión ordinaria el síndico deberá presentar un informe completo, un programa de realización del activo, un plan de pago del pasivo y una estimación de los gastos de administración de la quiebra. En todo caso, los gastos de administración de la quiebra deberán ajustarse a las instrucciones generales de la Superintendencia de Quiebras.”. 

b)
Deróganse los incisos tercero y final; 

24. Artículo 120.


Intercálese entre la palabra “acreedores,” y la conjunción “y” la siguiente frase: “si los hay,”. 

25. Artículo 148.

a)
Sustitúyese el punto aparte (.) del inciso segundo por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “salvo los señalados en el inciso siguiente.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente: 


“Las costas personales del acreedor peticionario de la quiebra, gozarán de la preferencia del número 1 del artículo 2472 del Código Civil, y los gastos de la petición de la quiebra por parte del deudor gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil, hasta los siguientes límites: el 2% del crédito invocado si éste no excede de 10.000 unidades de fomento y el 1% en lo que exceda de dicho valor. Para estos efectos, si la quiebra es solicitada por el propio deudor, y éste invocare más de un crédito, se estará a aquél en cuyo pago hubiere cesado en primer lugar. El saldo, si lo hubiere, se considerará valista.”.

c)
Agregánse los siguientes incisos penúltimo y final nuevos: 


“Los titulares de los créditos laborales que gocen de las preferencias de los números 5 y 8 del artículo 2472 del Código Civil podrán verificar condicionalmente sus respectivos créditos con el solo mérito de la presentación de la demanda interpuesta con anterioridad a la quiebra o con la notificación al Síndico de la demanda interpuesta con posterioridad a la declaración de quiebra ante el tribunal competente, y el Síndico deberá reservar fondos suficientes para el evento de que se acoja dicha demanda, sin perjuicio de los pagos administrativos que procedan. 


En caso de quiebra, hay objeto ilícito en la renuncia de cualquier monto de los créditos a que se refieren los números 5, 6 y 8 del artículo 2472 del Código Civil.”

26. Artículo 168.


Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Si no se cumplieren los requisitos señalados en el inciso anterior y no se pudiere aplicar lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 25, en caso de incapacidad física o mental o muerte del síndico los libros y papeles del deudor serán entregados a la Superintendencia de Quiebras.”.

27. Artículo 175

a)
Sustitúyese su número 1, por el siguiente: 


“1. Que el deudor quede sujeto a la intervención de un síndico de los que formen parte de la nómina nacional. Al efecto, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor residente en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, quien deberá formular la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al Síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42.”.

b)
Agrégase, el siguiente número 7 nuevo: 


“7. Que el síndico titular entregue al tribunal dentro de tercero día de practicada la notificación que señala el número precedente, una proposición de honorarios, respecto de los cuales deberá el deudor pronunciarse mediante escrito presentado al tribunal, dentro de tres días de formulada la propuesta. Si no hubiere acuerdo, el tribunal citará a los tres acreedores a que se refiere el inciso cuarto del artículo 42, al deudor y al síndico para lograr un acuerdo, resolviendo el tribunal en definitiva si no se produjere dicho acuerdo. El tribunal podrá decretar que los plazos señalados en los números 2, 3, 4, y 5 de este artículo sean prorrogados, atendidas las circunstancias previstas en este número, prórroga que en caso alguno podrá exceder de 15 días contados desde la notificación señalada en el número anterior. Si el síndico o alguno de los acreedores no se pronunciare o no concurriere a la citación que formulare el tribunal, se le tendrá por renunciado en su cargo o derecho, según corresponda y el procedimiento se repetirá con el síndico suplente y el acreedor que le siga en importancia al tercero convocado.”.

28. Artículo 206.


Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La junta que rechace las proposiciones deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del ar-tículo 175.”.

29. Artículo 207.
a)
Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente: 


“Rechazado el convenio judicial preventivo en conformidad al artículo precedente o desechado en cualquiera de los casos contemplados en los incisos anteriores, el tribunal deberá declarar de oficio la quiebra del deudor.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“En los casos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 175.”.

30. Artículo 214.


Agréganse los siguientes incisos segundo y final, nuevos: 


“En la demanda de nulidad o resolución del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 175. 


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o resolución del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.”.

31. Artículo 222.

Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Declarada la quiebra, la junta de acreedores podrá efectuar denuncia y cualquier acreedor podrá efectuar denuncia o interponer querella criminal si estimare que se configura alguno de los hechos previstos en los artículos 219, 220 y 221.”.

32. Artículo 246.


Intercálase, en su número 1, a continuación de la palabra “depositario,” la siguiente frase: “en la forma prevista en el artículo 42,”.

33. Artículo 251.


Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:


“En forma previa a la dictación de la sentencia se procederá a designar en conformidad al artículo 42, al síndico titular y al síndico suplente, no pudiendo recaer dichos nombramientos en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el artículo 246.”.

34. Artículo transitorio.

“Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.”.

-o-


Sala de la Comisión, 18 de agosto de 2003.


Se designa diputado informante al señor Gonzalo Uriarte Herrera.


Acordado en sesiones de fecha 11 y 18 de marzo; 1 de abril; 6 y 13 de mayo; 3, 10 y 17 de junio; 1 y 8 de julio y 12 de agosto de 2003, con asistencia de los diputados señora y señores: Eugenio Tuma Zedan (Presidente), Eduardo Saffirio Suárez (Presidente), Víctor J. Barrueto, Sergio Correa de la Cerda, Francisco Encina Moriamez, Pablo Galilea Carrillo, Carlos Hidalgo González, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Darío Molina Sanhueza, Fulvio Rossi Ciocca, Edmundo Salas de la Fuente, Carolina Tohá Morales, Gonzalo Uriarte 
Herrera, Ignacio Urrutia Bonilla, y Patricio Walker Prieto.


(Fdo.): LUIS PINTO LEIGHTON, Secretario de la Comisión”.

6.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional”, adoptada por la asamblea general de la Organización de las Naciones Unidas, el 15 de noviembre de 2000. (boletín N° 3246-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional”, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 15 de noviembre de 2000, en la llamada Asamblea del Milenio, con el objeto de promover la cooperación entre los Estados para prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional, entendiéndose por tal la estructurada por personas que se conciertan durante cierto tiempo con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material de uno o más de los delitos tipificados con arreglo a la Convención (artículos 1 y 2, letra a).

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Al tenor del mensaje, el Presidente de la República somete esta Convención a la aprobación parlamentaria, conforme lo ordena el N° 17 del artículo 32 de la Constitución Política, en consideración, en primer lugar, a su compromiso de proteger a la sociedad de la delincuencia organizada en todas sus formas y luchar junto a la comunidad internacional contra la expansión y la diversificación de la delincuencia transnacional organizada, y, en segundo lugar, atendido a que, en términos generales, tanto los institutos penales y de enjuiciamiento penal como las figuras o tipos criminales que se consignan en la Convención se encuentran mayoritariamente incorporados en los distintos cuerpos legales que conforman nuestro ordenamiento jurídico.

2.
Esta Convención, calificada durante los debates de la Asamblea General como “conjunto normativo ejemplar” y como “primer instrumento jurídico mundial en la lucha contra la criminalidad transnacional organizada”, al mes de julio de 2003 había sido suscrita por 146 Estados, entre ellos, veintidós países americanos, y ratificada por 39, que incluyen a Argentina, Canadá, Ecuador, México, Nicaragua, Perú, Uruguay y Venezuela. Entrará en vigencia el nonagésimo día después de la fecha en que deposite en la Secretaría General de la ONU, el cuadragésimo instrumento de ratificación.

3.
Según antecedentes proporcionados por el Director de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Luis Winter, esta Convención surgió de la preocupación general existente en la comunidad internacional frente al creciente problema del crimen transnacional organizado, lo que llevó a la ONU a crear un Comité ad hoc que celebró diez sesiones, entre enero de 1999 y octubre del 2000, con una participación promedio de representantes de 100 Estados en cada una de ellas. Chile participó activamente en los trabajos del Comité, a través de funcionarios del Ministerio del Interior y de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, con el apoyo de la Dirección de Política Especial de la Cancillería y de la Misión de Chile en Viena.

4.
El Ministerio del Interior, en su informe N° 838, de 3 de noviembre de 2000, dirigido al Ministerio de Relaciones Exteriores, ha recomendado la aprobación de esta Convención no sólo por haber contribuido a la elaboración de su texto, sino porque sus términos, instituciones, alcances y procedimientos en nada contravienen el ordenamiento constitucional, penal y procesal vigente en Chile. Por el contrario, este instrumento perfecciona y actualiza la normativa interna, uniformándola con la legislación internacional en lo que se refiere a la prevención, investigación, persecución y castigo de las conductas delictivas que trascienden las fronteras del Estado.


Cabría precisar que entre dichas conductas delictivas se previenen y reprimen los atentados terroristas, el financiamiento del terrorismo, el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, el cohecho y la corrupción de funcionarios públicos, cuyas respectivas convenciones han sido incorporadas al orden interno y publicadas en el Diario Oficial de los días 6 de febrero de 2002; 13 de septiembre de 2002; 6 de febrero de 1989; 30 de enero de 2002; 30 de enero de 2002, y 2 de febrero de 1999, respectivamente.

5.
Debe tenerse presente, además, que nuestro país se ha comprometido a dar cumplimiento a la resolución N° 1.373, de 28 de septiembre de 2001, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en la que, a propósito de los ataques terroristas ocurridos en Nueva York, Washington, D.C., y Pennsylvania el 11 de septiembre de dicho año, el Consejo de Seguridad observa con preocupación la conexión estrecha que existe entre el terrorismo internacional y la delincuencia transnacional organizada, las drogas ilícitas, el blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de armas y la circulación ilícita de materiales nucleares, químicos, biológicos y otros materiales potencialmente letales, y a ese respecto pone de relieve la necesidad de promover la coordinación de las iniciativas en los planos nacional, subregional, regional e internacional, para reforzar la respuesta internacional a este reto y amenaza graves a la seguridad internacional. 


El decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 488, de 2001, publicado en el Diario Oficial del 13 de noviembre del mismo año, dispone en su artículo segundo, que para dar cumplimiento a dicha resolución, las autoridades y organismos públicos velarán para que, en la esfera de sus atribuciones, se cumpla con lo dispuesto en la mencionada resolución. 

6.
Por último, entre estos antecedentes generales, se informa que Naciones Unidas aprobó, en su oportunidad, dos protocolos que complementan la Convención: uno destinado a prevenir, reprimir y castigar la trata de personas, en particular de mujeres y niños, y el otro dirigido a prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes por tierra, aire y mar, los que, al no existir inconvenientes de derecho para que sean aprobados separadamente de la Convención, serán sometidos a la consideración de la honorable Cámara, próximamente, según informaciones recibidas por la Comisión. 

II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA CONVENCIÓN.


En 41 artículos la Convención regula las materias siguientes: el ámbito de aplicación de la Convención; los principios que deberán observar los Estados Parte durante su aplicación y el juzgamiento y sanción de los acusados; el decomiso e incautación de los bienes, equipo u otros instrumentos que correspondan al producto de los delitos; el alcance de la obligación de establecer jurisdicción de los Estados sobre los delitos tipificados en la Convención; la extradición de las personas acusadas de participación en estos delitos y la cooperación judicial correspondiente; los órganos que se ocuparán de la aplicación de la Convención, y las cláusulas finales de este instrumento internacional.

1)
El ámbito de aplicación de la Convención.


La Convención compromete a los Estados a adoptar las medidas legales, administrativas o de otra índole que fueren necesarias para prevenir, investigar y juzgar los delitos que los Estados Parte se comprometen a tipificar en su orden interno, ya sea que se cometan en su territorio; a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave registrada conforme a sus leyes; en contra uno de sus nacionales o por uno de ellos o por una persona apátrida que tenga su residencia habitual en su territorio, o, por último, que se cometa fuera de su territorio con los propósitos de producir efectos en su territorio (artículos 3 y 15). 


Los delitos a tipificar son los siguientes:


-La participación en un grupo delictivo organizado, entendiéndose por tal, el grupo estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos que, directa o indirectamente, les permita obtener un beneficio económico u otro beneficio de orden material (artículo 5, en relación con letra a) del 2).


En el orden jurídico interno, la participación en asociaciones u organizaciones con fines delictivos está penada principalmente, en los artículos 292 y siguientes del Código Penal; en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas; en la ley Nº 12.297, de Seguridad del Estado, y en la ley Nº 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


-El blanqueo del producto del delito, consistente, sustancialmente, en la conversión o la transferencia de bienes, o en la ocultación o disimulación de su verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, movimiento o propiedad, en ambos casos a sabiendas de que esos bienes son producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular su origen ilícito o ayudar a cualquier persona involucrada en la comisión del delito a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos (artículo 6).


A propósito del alcance de estas disposiciones de la Convención en el orden jurídico interno, cabría consignar que ellas se relacionan con el delito de receptación incorporado por la ley Nº 19.413 en el artículo 456 bis A del Código Penal, que lo comete quien conociendo su origen no pudiendo menos que conocerlo, tenga en su poder, a cualquier título, especies hurtadas o robadas, o las compre, venda a comercialice en cualquier forma, aun cuando ya hubiere dispuesto de ellas.


También se relacionan con el delito de lavado de dinero sancionado en el orden interno en el artículo 12 de le ley Nº 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, el que sanciona a quien, a sabiendas que determinados bienes, valores, dineros, utilidad, provecho o beneficio se han obtenido o provienen de la perpetración, en Chile o en el extranjero, de hechos constitutivos de algunos de los delitos contemplados en la ley, participe o colabore en su uso, aprovechamiento o destino.


-La corrupción, considerándose como tal, en términos amplios, la promesa, ofrecimiento o concesión a un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales, y la solicitud o aceptación por un tal funcionario de un beneficio indebido que tenga los alcances de la conducta anterior (artículo 8).


En el orden interno, el Código Penal en sus artículos 223, 248, 248 bis, 249, 250, 250 bis, y el artículo 21 de la ley Nº 19.366, ya citada, contemplan diversas disposiciones que sancionan la corrupción de funcionarios públicos.


-La obstrucción de la justicia, consistente, en lo principal, en el uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de pruebas en un proceso o el cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley, en relación a los delitos comprendidos en la Convención (artículo 23).


En el Código Penal (artículos 261, 264, 267, 296, 297 y 494); en el Código de Justicia Militar (artículos 416 y 416 bis) y en el decreto ley Nº 2.460, de 1979, ley orgánica constitucional de la Policía de Investigaciones de Chile (artículo 17), se contemplan disposiciones que sancionan en el país diversas formas de obstrucción a la justicia(.

2)
Los principios que los Estados parte deberán observar durante la aplicación de la Convención, el juzgamiento y sanción de los acusados.


En resguardo de la soberanía de los Estados Parte, éstos deberán observar en la aplicación de la Convención los principios de la igualdad soberana, el de la integridad territorial, el de la no intervención en los asuntos internos de otros Estados, y el del debido respeto de la jurisdicción de la jurisdicción y funciones internas de los Estados.


Además, no podrán ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades (artículo 4).


Los Estados deberán penalizar los delitos teniendo en cuenta su gravedad, considerando los derechos de la defensa de las personas acusadas y garantizando su comparecencia en todo el procedimiento penal.


También deberán tener presente su gravedad al imponer condiciones para otorgar la libertad anticipada o condicional a personas declaradas culpables de tales delitos y al establecer un plazo de prescripción dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de estos delitos, el que deberá ser prolongado (artículo 11).

3)
La responsabilidad de las personas jurídicas en los delitos tipificados conforme a la Convención.


Cada Estado Parte deberá adoptar, de conformidad con sus principios jurídicos, las medidas legales, administrativas o de otro que sean necesarias para establecer la responsabilidad penal, civil o administrativa de las personas jurídicas por participación en delitos graves en que esté involucrado un grupo delictivo organizado, así como en los delitos de lavado de dinero, corrupción de un funcionario público o de obstrucción de la justicia tipificados en virtud de esta Convención; sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas naturales que hayan perpetrado tales delitos (artículo 10).

4)
El decomiso e incautación de los bienes, equipo u otros instrumentos producto de los delitos.


Los Estados Parte deberán autorizar en su orden interno el decomiso del producto de los delitos o de los bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto, los mismo que de los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión de los delitos, comprendido el compromiso de no interpretar estas normas en perjuicio de terceros de buena fe (artículo 12).


Con miras a facilitar el decomiso en los términos previstos en la Convención, se regula la cooperación internacional correspondiente (artículos 13 y 14).

5)
La extradición de las personas acusadas de participación en delitos tipificados en conformidad a la Convención y cooperación judicial en otras materias.


La Convención contempla normas que ordinariamente se establecen en instrumentos de este tipo, fundadas en el principio de la doble incriminación; el compromiso de los Estados Parte de considerar incluida extradición por estos delitos en todo tratado vigente y en los que se celebren en el futuro, y el que obliga a tener presente esta Convención como base para conceder la extradición en los casos de no existir tratado específico que la permita (artículo 16).


Las Partes Contratantes se comprometen, además, a regular, convencionalmente o mediante normas de derecho interno, las materias siguientes:


-El traslado de personas condenadas por los delitos tipificados en virtud de la Convención en los casos que ello fuere necesario para el cumplimiento de penas privativas de libertad (artículo 17);


-La asistencia judicial recíproca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con dichos delitos. (artículo 18);


-La práctica de investigaciones conjuntas en cuestiones de interés para el cumplimiento de la Convención, velando los Estados Parte por que la soberanía del Estado en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada (artículo 19);


-La aplicación de técnicas especiales de investigación, dentro de las posibilidades y en las condiciones prescritas por el derecho interno del Estado, comprendidas la entrega vigilada, la vigilancia electrónica, entre otras medidas (artículo 20);


-La remisión de actuaciones penales necesarias para el enjuiciamiento de los acusados cuando se estime necesaria para la debida administración de justicia (artículo 21);


-El establecimiento de antecedentes penales para ser tenidos en cuenta ante cualquier declaración de culpabilidad en otro Estado (artículo 22);


-La penalización de la obstrucción intencional de la justicia, mediante el uso de la fuerza, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de pruebas en un proceso en relación con los delitos comprendidos en la Convención (artículo 23);


-La protección de los testigos con actos de represalia o intimidación así como de sus familiares o personas cercanas (artículo 24);


-La asistencia y protección a las víctimas en casos de amenaza de represalias o intimidación (artículo 25);


-La cooperación con las autoridades encargadas del cumplimiento de la ley, adoptando entre otras medidas las que permitan proporcionarse recíprocamente informaciones sobre la identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las actividades de grupos delictivos organizados, y los delitos que los grupos hayan cometido o puedan cometer. Se admite, incluso, que los Estados convengan en la concesión de inmunidad judicial a las personas que presten una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos que interesan a la Convención (artículos 26 y 27);


-La recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza de la delincuencia organizada (artículo 28);


-La capacitación y asistencia técnica para el personal de los servicios encargados de hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, jueces y personal de aduanas (artículos 29 y 30), y


-La prevención de la delincuencia organizada transnacional mediante la adopción de políticas o medidas legislativas, administrativas o de otro orden que reduzcan las oportunidades de que dispongan los grupos delictivos organizados para participar en mercados lícitos con el producto del delito (artículo 31).

6)
Los órganos que se ocuparán de la aplicación de la Convención.


Estos serán:

a.
La Conferencia de los Estados Parte. Este órgano tendrá por objeto principal mejorar la capacidad de los Estados para combatir la delincuencia organizada transnacional y promover y examinar la aplicación de la Convención y será convocado por el Secretario General de las Naciones Unidas un año después de entrada en vigor esta Convención, efecto que aún no se produce, según se señaló en los antecedentes de este informe (artículos 32 y 33).
b.
La Secretaría de la Conferencia. Este será el órgano administrativo y técnico que asistirá a la Conferencia de las Partes Contratantes y a los Estados miembros durante su desarrollo (artículo 34).

7)
Las cláusulas finales.


Estas son las propias de un tratado multilateral y regulan la aplicación de la Convención en los Estados Parte, en conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno (artículos 34).


Además, se ocupan de las materias siguientes:


-La solución de controversias relacionadas con la interpretación y aplicación de la Convención, mediante la negociación entre las Partes o el arbitraje internacional organizado con la intervención de la Corte Internacional de Justicia (artículo 35);


-La firma de la Convención queda abierta a todos los Estados, inclusive las organizaciones de integración económica, y el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y adhesión deberá hacerse ante el Secretario General de la ONU (artículo 36);


-La entrada en vigor de este instrumento internacional, que se producirá una vez depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión (artículo 38);


-Las enmiendas de la Convención, que podrán ser propuestas por los Estados después de cinco años de su entrada en vigencia (artículo 39);


-La denuncia de la misma, mediante notificación al Secretario General de la ONU (artículo 40), y


-Los idiomas: árabe, chino, español, francés, inglés y ruso, textos todos igualmente auténticos (artículo 41).

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Personas escuchadas por la Comisión.


La Comisión escuchó al ministro de Justicia, señor Luis Bates Hidalgo; al Director de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Luis Winter Igualt; al Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, abogado Francisco Maldonado, y al profesor y abogado penalista, señor Waldo del Villar.


En lo sustancial, todos coinciden en juzgar conveniente la participación de Chile en esta Convención. El profesor del Villar concluyó su exposición afirmando que no se visualiza contradicción entre esta Convención con el derecho interno, el que en gran medida ya se ha hecho eco de las inquietudes que justifican la Convención. Además, hizo notar la norma de este instrumento que señala textualmente: “Cada Estado Parte adoptará de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno las medidas que sean necesarias para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.”.

B)
Aprobación de la Convención.


Por lo expuesto en este informe, la Comisión decidió por unanimidad recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación a la Convención en trámite, para lo cual sugiere adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo con modificaciones formales de menor entidad, que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:


“Artículo único.- Apruébase la “Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, el 15 de noviembre de 2000.”.


Concurren a la unanimidad los votos de los señores diputados Riveros, don Edgardo (Presidente de la Comisión); Bayo, don Francisco; Encina, don Edmundo; Kuschel, don Carlos Ignacio; Longton, don Arturo; Mora, don Waldo; Masferrer, don Juan; Moreira, don Iván, y Villouta, don Edmundo.

C)
Designación de diputado Informante.


Esta nominación recayó por unanimidad en el honorable diputado Iván Moreira Barros.

D)
Menciones reglamentarias.


Para los efectos reglamentarios pertinentes se deja constancia que esta Convención no contempla normas que requieran quórum especial para su aprobación ni tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la honorable Comisión de Hacienda.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 17 de junio y 1 de julio, de 2003, con asistencia de los diputados Riveros, don Edgardo (Presidente de la Comisión; Bayo, don 
Francisco; Encina, don Edmundo; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Leay, don Cristián; Longton, don Arturo; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Soto, doña Laura; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 25 de agosto de 2003.


(Fdo.): Federico Vallejos de la Barra, Abogado Secretario de la Comisión”.

7.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e integración Latinoamericana recaído en el proyecto de acuerdo que aproba el “Tratado de Libre Comercio entre las Repúblicas de Chile y de Corea, suscrito en Seúl, el 15 de febrero de 2003. (boletín Nº 3279-10)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea” y sus anexos, suscritos en Seúl, el 15 de febrero de 2003; y las correcciones introducidas al texto en español en el título de la Parte II y al párrafo 2. (a), del Anexo 19.2, por Notas Verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, y al artículo 4.3, por otas Verbales de fechas 10 y 21 de julio de 2003.


Estos instrumentos internacionales son sometidos a la consideración de la honorable Cámara en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 17, y 50; N° 1, de la Constitución Política.


Por la extensión de este informe, se ha estimado conveniente dar una visión general de su contenido. 


El primer capítulo, proporciona antecedentes generales sobre la República de Corea; acerca de la importancia del Tratado en informe en el marco de la política exterior chilena y en el desarrollo de la estrategia exportadora chilena. 


En el segundo capítulo, se hace una reseña general de los objetivos, estructura y contenido normativo de dicho instrumento internacional. 


En el capítulo tercero, se informa de las personas escuchadas durante el estudio hecho por la Comisión y de las decisiones adoptadas destacando la constancia que se hace respecto de la necesidad de aprobar este instrumento en la Sala con quórum orgánico constitucional en virtud de la reserva que ha formulado Chile para facultar al Banco Central para que en la aplicación de este tratado establezca montos de encaje y plazos máximos para tales medidas en términos diferentes a los previstos en el artículo 49 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Instituto Emisor. 


Por último, en el anexo N° I, se adjunta el análisis comercial del TLC, elaborado por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores; y en el anexo N° II, se consigna lo sustancial de las exposiciones de las opiniones recibidas por la Comisión, tanto de Autoridades y funcionarios de Gobierno como de representantes del Sector Privado. 

I. ANTECEDENTES GENERALES.

A)
Principales indicadores sobre la República de Corea. 


Corea del Sur es un Estado del este de Asia, que ocupa la parte sur de la Península de Corea, bordeando el Mar del Japón y el Mar Amarillo; pero su nombre oficial es República de Corea. Su superficie es de 98.480 Km2, y su población es de 48.289.037 habitantes, con una tasa de alfabetismo del 98%.


Sus principales indicadores económicos (estimaciones 2001) son los siguientes:


-Fuerza laboral: 22 millones (servicios: 69%, industria: 21,55%, agricultura 9,5%),


-Tasa de cesantía: 3,9%,


-Tasa de inflación: 4,3%,


-Tasa de cesantía del 3,9%,


-Tasa de inflación del 4,3%,


-Tasa de crecimiento real de 3,3%,


-Exportaciones: US$ 168,3 mil millones (FOB 2001),


-Importaciones: US$ 152.3 mil millones (CIF 2001),


-Deuda externa: US$ 77 mil millones,


-Principales productos naturales: carbón, cebada, tungsteno, grafito, molibdeno, plomo, energía hidráulica,


-Principales productos agrícolas: arroz, cebada, hortalizas, frutas, ganado, cerdos, avicultura, leche y huevos.


-Principales socios comerciales: estados Unidos de América, Japón, República Popular China, Hong Kong, Taiwán, Arabia Saudita y Australia. 

B)
Importancia del Tratado de Libre Comercio con la República de Corea en el marco de la política exterior chilena.


El mensaje de S.E. el Presidente de la República, al insertar el Tratado de Libre Comercio celebrado con la República de Corea, en el marco de la política exterior chilena, en lo sustancial señala que éste instrumento crea una sólida y profunda zona de libre comercio entre Chile y la República de Corea y constituye un factor fundamental para dar seguridad y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial bilateral, incorporando las reglas y disciplinas comerciales correspondientes. 


Destaca que se trata de un acuerdo histórico, ya que es el primer tratado de libre comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental; es el primero para la República de Corea; y es el primer acuerdo de libre comercio transpacífico, logro que distingue a nuestro país como pionero en la apertura y profundización de vínculos con el Asia Pacífico.


Precisa que a través de este Tratado, Chile estará en condiciones de ser un puente efectivo entre Asia y América y de seguir aumentando su mercado, el que llega a 858 millones de personas con los acuerdos comerciales vigentes, cantidad que se verá aumentada con los 47 millones de habitantes de la República de Corea. Más aún, se ampliará el vasto espectro de eventuales compradores de exportaciones chilenas si se tiene presente la participación de la República de Corea en la Asociación de Países del Sudeste Asiático (Asean) y en el esquema de Cooperación Económica entre Países de la Región Asia-Pacífico (Apec).


Hace notar, también, que en la medida en que este Tratado incremente el flujo del comercio bilateral, se reducirán los costos del transporte marítimo, generando condiciones favorables para elevar nuestras exportaciones a otras economías asiáticas.


Refiriéndose a la importancia comercial que la República de Corea tiene para Chile, señala que éste país se ubica en el cuarto a sexto destino de nuestras exportaciones, compitiendo con Brasil y México. Indica que es la economía número 11 del globo, con 47 millones de habitantes y un ingreso per cápita de US$ 9.400. Es, además, una de las economías de mayor crecimiento en las últimas décadas, pues ha tenido niveles de crecimiento sostenidos de 8,9% durante la década de los ochenta y de 5,7% en los noventa.


Sostiene que una de las claves del éxito de la economía de la República de Corea ha sido el crecimiento de las exportaciones, las que tienen un elevado porcentaje de bienes de alta tecnología, que alcanza al 35% de las ventas externas coreanas. Destacan sus envíos de componentes informáticos, automotrices e instrumentos médicos. 


Así, el Tratado de Libre Comercio sometido a la consideración de la honorable Cámara dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos de exportación claves. Hoy, los aranceles de la República de Corea son altos: varían desde niveles del 7% en el sector industrial y 50% en la agricultura. En este último sector, abundan los aranceles sobre 40%, y no son escasos aquellos superiores al 100%. 


De manera que los exportadores chilenos, por ser éste el único Tratado de Libre Comercio negociado por la República de Corea, disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos, particularmente para productos pesqueros, mineros, forestales, agrícolas, industriales y agroindustriales. 


Por otro lado, las ventajas arancelarias, junto a disciplinas diversas, orientadas a otorgar estabilidad a las decisiones bilaterales de comercio e inversión, y a un adecuado sistema de solución de controversias, transforman a este Tratado en un instrumento preciso para consolidar favorables expectativas de inversión, exportaciones y crecimiento.


Finalmente, el mensaje señala que este Tratado forma parte de los esfuerzos realizados en la última década por Chile para avanzar en la liberalización e integración comercial, y en la creación de un marco claro de normas y disciplinas comerciales, tanto a nivel multilateral y unilateral, como en las negociaciones bilaterales y regionales.


De este modo, la política comercial de Chile, señala el mensaje, es una pieza clave del modelo de desarrollo nacional, que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos.

C)
Importancia del Tratado de Libre Comercio con la República de Corea en el marco de la estrategia exportadora chilena.

Por su parte, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (Direcon), órgano técnico negociador de este tipo de los tratados de libre comercio (TLC), al referirse a la importancia de la República de Corea en la consolidación de la estrategia exportadora chilena, señala que el TLC celebrado con la República de Corea establece entre ambos países una nueva alianza de proyecciones estratégicas en un escenario global y regional en pleno cambio.


Sostiene que la República de Corea, aunque fue una de las economías más afectadas por la crisis asiática de 1997/98, ha recuperado su dinamismo productivo y ha tomado la delantera en Asia en la implementación de reformas estructurales conducentes a una plena inserción de su economía en los flujos internacionales de bienes, servicios y capitales. La negociación de acuerdos bilaterales de libre comercio, partiendo por el TLC con Chile, es precisamente, la innovación más trascendente de la nueva política comercial coreana, que entre otras cosas incluyó una sustantiva apertura unilateral del comercio y de las inversiones. 


Afirma que las perspectivas de la economía de la República de Corea, aún considerando el impacto regional que ha causado la epidemia del SARS en el Este de Asia, son auspiciosas. Se proyecta una tasa de crecimiento del PGB del orden del 3,5% para este año, la segunda más alta en el Este de Asia, después de la República Popular China, y se proyecta una tasa de expansión del producto superior al 5% para los próximos cinco años, también una de las más altas de la Región.


Informa que la República de Corea es uno de los socios más antiguos e importantes de Chile en Asia Pacífico, la principal región de destino de nuestras exportaciones, ocupando en el 2002, el décimo lugar entre nuestros socios comerciales, con un intercambio de bienes y servicios de casi US$ 1.150 millones. Ese mismo año, fue el tercer destino para las exportaciones chilenas al Asia, detrás de Japón y la República Popular China, países que tienen un tamaño mucho mayor; y séptimo a nivel mundial.


El intercambio comercial ha crecido desde los US$ 382 millones registrados en 1990 hasta un máximo de US$ 1.577 millones, momento en que irrumpe la crisis asiática. Luego de la marcada caída del intercambio comercial en 1998, tal como se aprecia en el cuadro 
Nº 1, éste se ha venido recuperando. De hecho los datos del primer semestre 2003 muestran un ritmo espectacular de incremento, superando los US$ 510 millones, con un aumento de 46% respecto de similar lapso del año anterior. De mantenerse el mismo ritmo en la segunda mitad del año, las exportaciones a ese país podrían sobrepasar los US$ 1.000 millones, superando el record alcanzado en 1997. 






Cuadro Nº1

Intercambio Comercial con Corea 

	(Millones de US$)
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Exportaciones
	987,57
	384,73
	683,68
	808,77
	578,18
	710,5

	Importaciones
	588,76
	545,25
	405,70
	535,11
	540,02
	438,8

	Balanza Comercial
	398,81
	-160,52
	277,99
	273,65
	38,16
	271,7

	Intercambio Comercial
	1.576,34
	929,98
	1.089,38
	1.343,88
	1.118,21
	1.149,4


Fuente: Direcon - Estudios


Agrega la Direcon que este TLC es un poderoso instrumento para que las tradicionales complementariedades entre las economías asiáticas y latinoamericanas se proyecten hacia los nuevos ámbitos de las relaciones económicas e involucren a un universo mayor de empresas y agentes económicos, en especial a las pequeñas y medianas empresas. Por la cobertura y profundidad del Acuerdo, éste es también un aporte significativo a los avances que se logren en las negociaciones multilaterales en la Ronda Doha, en el seno de la OMC, para mejorar sustantivamente el clima de negocios, su transparencia y predictibilidad, profundizando la liberalización comercial multilateral. 


Sostiene que al concluir exitosamente las negociaciones con la Unión Europea, el Área de Libre Comercio Europea (Efta), los Estados Unidos de América y la República de Corea, Chile se ha convertido en un nodo directamente conectado a buena parte de los grandes espacios económicos de la economía global. Sólo estos cuatro acuerdos permiten el acceso preferencial de nuestros productos al 57% del PIB mundial.


Con los acuerdos vigentes y con los que resta su ratificación parlamentaria, Chile está consiguiendo que el 70% de sus exportaciones ingrese con trato preferencial a un mercado equivalente a 2/3 del PIB mundial. Lo acontecido con las últimas negociaciones es muy significativo pues gracias a ellas hemos dado un salto histórico: hoy tenemos acceso preferencial a sólo un 7% del PIB mundial, cifra que ascendería al 64% del PIB mundial en el 2004.


Desde otro punto de vista, señala que en su conjunto, la red de acuerdos permite convertir al país en una plataforma estable y transparente de negocios hacia el hemisferio americano. Ello se ve también potenciado por los avances en la liberalización y protección de las inversiones, por los acuerdos que evitan doble tributación y por el propósito de las autoridades de convertir a Chile en una plataforma de inversiones y servicios. El TLC entre Chile y la República de Corea es una pieza fundamental de esta nueva arquitectura, que busca expandir la frontera y la escala del intercambio económico entre América Latina y el Este de Asia. 


La existencia de este TLC debiera estimular las inversiones coreanas en Chile, al aumentar sus garantías y las oportunidades comerciales. Los beneficios arancelarios que Chile ha obtenido en las últimas negociaciones están disponibles para cualquier inversionista internacional que se instale en el país, considerando el trato no discriminatorio que Chile ofrece al inversionista externo. La República de Corea tiene un patrón de inversión altamente intensivo en innovación tecnológica, destacando los sectores de telecomunicaciones, automotriz, siderurgia, metalurgia, textiles y confección, y tecnologías de información. Chile ofrecería a los empresarios coreanos el atractivo de un mercado sudamericano ampliado, producto de los acuerdos comerciales negociados en la región, además del atractivo para las inversiones coreanas en los sectores agroindustrial, silvícola, pesquero y minero, reforzando sus potencialidades como plataforma de negocios en América del Sur. El vínculo entre la modernización productiva de estos sectores y los avances en tecnologías de la información, ámbito donde la República de Corea ejerce liderazgo a nivel mundial, abre interesantes posibilidades de joint-ventures. 


El TLC también estimula las alianzas estratégicas empresariales en sectores que gozan de preferencias arancelarias en otros países sudamericanos, México, Canadá y Estados Unidos de América y cuyos insumos productivos provengan en una medida importante desde la República de Corea. Destacan en este sentido los sectores intensivos en el uso de productos derivados de la petroquímica (textiles y confección), así como también una amplia variedad de insumos industriales (máquinas, bombas, ascensores, palas mecánicas, motores y tornos), donde la República de Corea es un importante productor mundial.


Finalmente señala, Direcon, que la política comercial es una pieza clave del modelo de desarrollo chileno, que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos. Reforzar en esta política el vínculo con Asia Pacífico, la zona de mayor crecimiento en la economía mundial en los últimos 30 años, es un objetivo estratégico. Hemos partido por Corea y, probablemente, en años próximos, podremos ir sumando nuevos acuerdos con otros significativos mercados asiáticos.


En el documento anexo N° I, se adjunta in extenso el informe de Direcon, titulado “Tratado de Libre Comercio Chile-Corea. Agosto, 2003”, en el que se puede consultar, entre otras materias, sobre los alcances de la liberalización arancelaria; las nuevas oportunidades comerciales: recursos naturales con mayor valor agregado; los impactos en la agricultura y la agroindustria nacional; el impulso exportador a las PymeS y las regiones, y el acceso de productos coreanos a Chile.

II. RESEÑA DE LOS OBJETIVOS, ESTRUCTURA Y CONTENIDO NORMATIVO DEL TRATADO EN INFORME.

A)
Objetivos.


El Tratado establece una zona de libre comercio entre los Estados signatarios de conformidad con la disposiciones de la OMC.


Sus objetivos son los siguientes (artículo 1.2 capítulo 1, parte I):

1)
Estimular la expansión y diversificación del intercambio comercial bilateral;

2)
Eliminar los obstáculos técnicos al comercio y facilitar el movimiento transfronterizo de bienes y servicios entre los territorios de los dos países;

3)
Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio;

4)
Aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión entre los dos países;

5)
Proporcionar protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual y para el cumplimiento de los mismos;

6)
Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias, y

7)
Establecer un marco para la ulterior cooperación bilateral y multilateral, encaminados a ampliar y mejorar los beneficios del Tratado.

B)
Estructura del Tratado.


El Tratado consta de un preámbulo y siete partes, 21 capítulos, más anexos y apéndices al articulado, conformando un texto de 257 páginas.


A lo anterior, se agregan los anexos I, II, III y IV, los que suman, en total, aproximadamente, 1000 páginas.


Dichos anexos son los siguientes:


-Anexo I, reservas en relación a medidas existentes y compromisos de liberalización (capítulos 10 y 11);


-Anexo II, reservas en relación con medidas futuras, inclusive la lista de Chile y la lista de Corea (capítulos 10 y 11);


-Anexo III, restricciones cuantitativas, inclusive la lista de Chile y la lista de Corea; (capítulo 11), y


-Anexo IV, compromisos diversos reservado para uso futuro (capítulo 11).


Mención especial merecen el anexo 3.4, con sus listas de aranceles aduaneros; la del apéndice 1, sección B, corresponde a la lista de Chile, y la del apéndice 2, sección C, a la de la República de Corea, y el anexo 4, reglas específicas de origen.

C)
Contenido del Tratado.


En el preámbulo se formulan las declaraciones de propósitos políticos fundamentales que inspiran la decisión de los Gobiernos en la celebración de este Tratado, entre los que destacan su voluntad de fortalecer los lazos de amistad y cooperación bilateral; la convicción común de que un TLC chileno-coreano producirá beneficios mutuos y contribuirá a la expansión del comercio internacional bajo el sistema multilateral de la OMC, inclusive conforme los acuerdos celebrados en el marco de la Apec.


La parte I, relativa a los “Aspectos Generales”, consta de dos capítulos.


El capítulo 1, contiene “Disposiciones Iniciales”, entre las que se formaliza la decisión gubernamental de establecer una zona de libre comercio entre ambos países (artículo 1.1); define los objetivos del Tratado, ya enunciados en este documento; se confirma la relación de este instrumento con los derechos y obligaciones contraídos entre las Partes, principalmente, en el marco de la OMC (artículo 1.3), y se compromete a los Gobiernos a hacer efectivo el cumplimiento de este tratado en sus respectivos territorios (artículo 1.5).


El capítulo 2, contempla “Definiciones Generales” de términos y expresiones técnicas que se emplean en el texto del Tratado y “Definiciones Específicas por país”, dirigidas a precisar el alcance de los términos “ciudadano”, equivalente al de nacional del respectivo país, y el de “territorio”, que se hace extensivo al espacio terrestre, marítimo aéreo bajo la soberanía de cada Estado, comprendidos los espacios marítimos que sancionan el derecho internacional y el derecho interno (anexo 2.1).


La parte II, se refiere al “Comercio de Bienes”, comprende del capítulo 3 al 9, que se refieren, respectivamente, al trato nacional y acceso de bienes al mercado; a las reglas de origen; a procedimientos aduaneros; a las medidas de salvaguardia; a los derechos antidumping y compensatorios; a las medidas sanitarias y fitosanitarias, y a materias relativas a normalización.


En virtud del trato nacional en materia arancelaria, los bienes de una Parte, una vez ingresados al territorio de la otra Parte, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de la Parte importadora (capítulo 3).


El anexo 3.4, contiene los compromisos de “eliminación de aranceles aduaneros”. En su sección 1, se establece el calendario de eliminación para las importaciones en la República de Corea de productos originarios chilenos, y en su sección 2 el calendario para las importaciones en Chile de productos originarios de la República de Corea. El apéndice 1 del anexo 3.4 constituye la “Lista de eliminación arancelaria de Chile, y el apéndice 2 del mismo anexo corresponde a la “Lista de eliminación arancelaria de Corea”-


En el caso de las exportaciones procedentes de la República de Corea al mercado chileno, se negoció un calendario de desgravación que considera 5 listas, con distintos plazos para llegar al arancel cero: desgravación inmediata, a 5, 7, 10 y 13 años (en este último caso se incluyen 5 años de gracia antes de comenzar a desgravarse).


Por su parte, para las exportaciones chilenas al mercado de la República de Corea se incluyen 6 listas, con plazos de desgravación inmediata, a 5, 7, 9, 10 y 16 años (en este último caso con 6 años de gracia).


Considerando estos cronogramas, señala el mensaje, se observa que el 87% de los ítems arancelarios tendrá una desgravación inmediata, una vez entrado en vigor el Tratado, cifra que representa el 41% del valor de las ventas chilenas al mercado de la República de Corea.


En desgravación a 5 años se incluye el 6,3% de los ítems, que constituyen un 2,9% de las exportaciones chilenas. Luego, en desgravación a 7 años la República de Corea ubica el 53,5% del total de las ventas de Chile a ese mercado. En consecuencia, luego de 7 años, Chile tendrá acceso libre de aranceles para el 97% del valor de las exportaciones al mercado de la República de Corea.


El 41% de las actuales exportaciones chilenas se ubican en desgravación inmediata. Distinguiendo entre exportaciones cobre o no cobre, el 78% de las exportaciones no cobre de Chile a la República de Corea está en lista de desgravación inmediata. En el año 5, Chile gozará de arancel 0% para un 88% de este tipo de exportaciones.


Si se consideran los principales productos de exportación chilenos, se observa que 13 de los 20 productos que ocupan los primeros lugares llegarán a arancel cero en forma inmediata, una vez que entre en vigor el Tratado.


Respecto a las importaciones procedentes de la República de Corea que llegan a Chile, el 70% de ellas tendrá un acceso inmediato libre de arancel al momento de la entrada en vigor del Tratado, lo que corresponde a 2.437 ítems arancelarios (41% del total de los ítems). En un plazo de 5 años estarían libres de arancel un 84% de las importaciones procedentes de la República de Corea. Mientras que en 10 años entrarían libres de arancel casi el 90% de los productos importados desde de dicho país.


En los plazos más largos, que en este caso es de 13 años, con 5 de gracia, se han incluido productos que son sensibles para la industria nacional, como el polietileno, los textiles, calzado y algunos aceros.


En tanto, en las excepciones han quedado incluidos productos como las lavadoras, refrigeradores neumáticos y los productos con bandas de precios.


Respecto de los productos chilenos sensibles, ellos se ubican en categorías de desgravación de muy largo plazo, con períodos suficientemente largos para el ajuste frente a las nuevas condiciones de competencia provocadas por el Tratado.


Es el caso de:

a)
Algunos textiles, algunos aceros, calzados y neumáticos nuevos de autos: 13 años con 5 de gracia, y

b)
Textiles (la mayor parte del sector), algunos cementos y acumuladores eléctricos: 10 años.


Se incorpora una salvaguardia especial para el sector agrícola.


Las principales características de esta salvaguardia son:


Primero: se activa cuando se produce un aumento en las importaciones que causen o amenacen causar grave daño en los mercados de la otra Parte;


Segundo: debe ser consultada con la Parte involucrada;


Tercero: podrán tomarse medidas de emergencia, y


Cuarto: las Partes podrán acordar compensaciones a la Parte afectada.


Las reglas de origen (capítulo 4) tienen por objetivo general asegurar que los beneficios del Tratado sean concedidos a bienes producidos en Chile y en la República de Corea y no a bienes que se elaboren total o mayoritariamente en otros países. Con ese fin se reducen obstáculos administrativos para los exportadores, importadores y productores que realicen actividades comerciales en el marco del Acuerdo.


Se establecen tres criterios fundamentales para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias de la zona de libre comercio chileno-coreana:

a)
Totalmente obtenidas, esto es, que se trate de bienes totalmente obtenidos o producidos en territorio de las Partes;

b)
Cambio de clasificación arancelaria, es decir, el producto terminado se clasifica en una partida arancelaria diferente que la de los materiales no originarios incorporados en el producto, y

c)
Valor de contenido regional.


Para determinar si un producto puede acceder a la preferencia, el exportador requerirá conocer la regla específica del producto que desea exportar, sin necesidad de entender el capítulo completo de reglas de origen.


Los procedimientos aduaneros (capítulo 5) tienen por objeto impedir que los procedimientos de certificación y verificación del origen se utilicen como barreras no arancelarias al comercio y reglamentar la aplicación y fiscalización de cumplimiento de las normas de origen.


Estos procedimientos ya han sido incorporados en los TLC con Canadá y México. La certificación de origen, en el caso de Chile, corresponde a los principales responsables de la observancia de las reglas de origen: los exportadores y productores. En la República de Corea esta tarea ha sido asignada a una entidad habilitada especialmente, atendida la inexperiencia que tendrían sus exportadores para realizarle, según lo indica el mensaje. Los procesos de verificación se basan en investigaciones que pueda hacer la Aduana de importación, a través de cuestionarios o visitas al país importador si el monto del eventual fraude lo amerita.


Las medidas de salvaguardia, los derechos antidumping y compensatorios, las medidas sanitarias y fitosanitarias y las medidas relativas a la normalización (capítulo 6, 7, 8 y 9, respectivamente) continuarán rigiéndose por los acuerdos multilaterales vigentes en el marco de la OMC.


La parte III, referida a “Inversiones, servicios y asuntos relacionados a inversiones”, contempla normas análogas a las convenidas en los tratados bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones celebrados por Chile con una cincuentena de países, y, particularmente, en los TLC con Canadá y México (capítulo 10).


Lo señalado explica que ambos países hayan convenido dejar sin efecto el Acuerdo bilateral de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones suscrito el 6 de septiembre de 1996 y sancionado por el Congreso Nacional el 9 de agosto de 1999 (artículo 21.4).


Cabe hacer notar, sin embargo, que en materia de transferencias relativas con la inversión de la otra Parte, los Gobiernos de Chile y de la República de Corea se comprometen a que ellas puedan realizarse libremente y sin demora, en una divisa de libre uso al tipo de cambio vigente en el mercado (artículo 10.11). El mensaje hace notar que la aplicación irrestricta de la norma del Tratado podría ir en detrimento de las atribuciones que su ley orgánica constitucional confiere a Banco Central de Chile (ley Nº 18.840). Por ello, dice, el Gobierno de Chile ha incluido una reserva a dicho artículo (anexo 10.11), que permitiría que el Banco Central aplique ciertas medidas con el propósito de mantener la estabilidad de la moneda; sin embargo, el requisito de reserva que puede aplicar en virtud de párrafo 2 del artículo 49 de la citada ley, no podrá ser superior al 30 por ciento de la cantidad transferida y no se podrá imponer por un período superior a dos años (inciso final del anexo 10.11).


La reserva, así formulada, afecta las facultades que el referido texto legal otorga al Banco Central para fijar el requisito de reserva, ya que reduce de 40% a 30% el monto máximo del encaje exigible y, además, limita su vigencia a un plazo no superior a dos años, que la norma legal citada no contempla.


Por tales motivos, la adopción del proyecto de acuerdo en trámite requerirá, respecto de dicho inciso de la reserva consignada en el anexo 10.11, del quórum especial exigido por el artículo 63 de la Constitución Política para la aprobación de las normas legales de carácter orgánico constitucional.


Los servicios transfronterizos (parte III, capítulo 11) son regulados en términos más amplios que lo establecido en las negociaciones de la Ronda Uruguay del GATT ya que este TLC chileno-coreano abarca la casi totalidad de los sectores de servicios y comprende más aspectos de cada sector, incluyendo medidas respecto de la producción, distribución, comercialización y venta de los servicios; la compra y pago, el acceso y uso de transporte relacionados con los servicios; la presencia en el territorio de un proveedor de servicios de la otra Parte; y la provisión de un valor financiero como condición para la prestación de un servicio.


Dado que los servicios profesionales son una de las principales actividades del sector servicios, estas normas contemplan disciplinas orientadas a facilitar y promover la prestación de este tipo de servicios. En efecto, a objeto de evitar barreras innecesarias al comercio de servicios profesionales, se establecen procedimientos para la expedición de licencias y certificación de profesionales. Estos se llevarán a cabo con criterios objetivos y transparencia como es la capacidad profesional; no podrán ser más gravosos de los necesario para garantizar la calidad de los servicios; y no podrán constituir una restricción para la prestación de un servicio.


Adicionalmente, se fijan mecanismos para el reconocimiento mutuo de licencias y certificados, por cuanto no existe obligación de reconocer automáticamente los estudios o experiencia de un prestador de servicios proveniente de la otra Parte.


En materia de servicios de telecomunicaciones (parte III, capítulo 12) las Partes podrán adoptar medidas que regulen el acceso y uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones, incluido el acceso y uso de redes privadas para las comunicaciones internas de las empresas, la prestación de servicios mejorados de valor agregado y la normalización de la conexión de equipo termina y otro equipo a las redes públicas de telecomunicaciones.


El Tratado garantiza el acceso y posibilidades de uso, en términos no discriminatorios y en condiciones razonables, a cualquier red o servicio público o de manera transfronteriza para la conducción de negocios.


En materia de servicios de telecomunicaciones de valor agregado, los procedimientos de cada Parte para otorgar licencias, permisos, concesiones u otras autorizaciones para la prestación de estos servicios, deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos.


La entrada temporal de personas de negocios (parte III, capítulo 13) comprende tres categorías:


-Comerciantes o inversionistas;


-Visitantes de negocios, y


-Personal transferido dentro de una empresa.


Respecto de ellas se procura facilitar su movimiento cuando participen en el comercio de bienes o prestación de servicios, o en actividades de inversión, complementando de esta manera las disposiciones del Tratado. Adicionalmente, se consagra el derecho de los países de velar por la protección de su mercado laboral y la soberanía de determinar las políticas migratorias que estimen convenientes.


Los compromisos adquiridos en esta materia no alteran los requisitos nacionales generales de inmigración, relativos al orden público, seguridad nacional, requisitos sanitarios y de pasaporte.


Las reglas sobre competencia (parte III, capítulo 14) tiene por objeto prevenir las prácticas comerciales que restrinjan la competencia y que con ello afecten el comercio de bienes y servicios, menoscabándose los beneficios del proceso de liberación del TLC.


La parte IV, relativa a “Contratación Pública” (capítulo 15) tiene por objeto asegurar una efectiva y recíproca apertura de los mercados públicos de las Partes.


El TLC contempla un conjunto de disciplinas procesales orientadas a otorgar mayor certeza y predictibilidad jurídica al momento de acceder al mercado público de las Partes. En efecto, se establece como regla general de contratación la licitación abierta, en tanto que incorpora un listado de causales específicas que permiten a las Partes recurrir a procedimientos distintos a dicha modalidad de contratación.


El mensaje destaca que estas normas representan un importante potencial de oportunidades de negocios para el sector privado chileno, en tanto que asegura la participación de proveedores y eventuales inversionistas en los procesos de contratación pública.


La parte V, relativa a “Derechos de Propiedad Intelectual” (capítulo 16) impone a cada Parte la obligación de otorgar en su territorio a los nacionales de la otra Parte, protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual, garantizando que las medidas destinadas a cumplir esos derechos no se conviertan en obstáculos a comercio legítimo. Para estos efecto, se comprometen los Gobiernos a aplicar los acuerdos OMC sobre la materia (Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (Adpic). 


En lo relativo a indicaciones geográficas, las Partes se comprometen a proteger recíprocamente las indicaciones geográficas de la otra Parte, que cumplan con la definición de indicación geográfica del Adpic. Se prohibe la fabricación y venta de productos con indicaciones geográficas de la otra Parte, y se contempla un mecanismo para listar las indicaciones geográficas que deben ser protegidas, incluso se admite la posibilidad de ampliarlas, como en el caso de Chile, a futuras zonas vitivinícolas.


La parte VI, concerniente a “Disposiciones Administrativas e Institucionales” (capítulo 17) contiene disposiciones relativas a “Transparencia”, que obligan a las Partes a publicar las normas legales y las resoluciones administrativas de aplicación general dando oportunidad a los interesados a formular observaciones.


Para la “Administración del Tratado” (capítulo 18) se establece la Comisión de Libre Comercio, encabezada por los ministros de Relaciones Exteriores de ambos Gobiernos; un Secretariado, a cargo de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (Direcon), en el caso de Chile, y Comités y Grupos de Trabajo.


La “Solución de Controversias” (capítulo 19) admite la posibilidad de recurrir a los procedimientos previstos en la OMC o a los especiales que se contemplan en este TLC. Entre éstos, están las consultas entre las Partes, y si ellas no prosperaren, la constitución de un Grupo Arbitral de tres miembros elegidos en la forma prevista en el Tratado, cuyo informe final es obligatorio e inapelable para las Partes, sin perjuicio que ellas puedan convenir otra cosa.


La parte VII, relativa a “Otras Disposiciones” contiene las “excepciones” (capítulo 20) que tienen por objeto, por una parte, precisar que se entenderán incorporadas al régimen de este TLC, determinadas disposiciones de los artículos XIV y XX del GATT (artículo 20.1); y se contempla autoriza a las Partes a no dar aplicación al Tratado en casos que se estimen necesarios para resguardar la seguridad nacional en materias de información; de protección de intereses esenciales de seguridad militar e internacional, y de interés para los compromisos que las Partes hayan contraído en el marco de las Naciones Unidas a favor del mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales.


También se excepciona la aplicación del TLC en casos que sus normas sean incompatibles con otros tratados celebrados por las Partes (artículo 20.3), en los que éstos tendrán aplicación preferente por sobre el TLC, y se permite adoptar medidas que restrinjan las transferencias en casos de dificultades de balanza de pagos (artículo 20.4).


Por último, las “Disposiciones Finales” (capítulo 21) se refieren a materias propias de este tipo de tratados. Entre ellas, se dispone que los anexos apéndices y notas del TLC forman parte del mismo (artículo 21.1); se autoriza la modificación futura del tratado (artículo 21.2); se dispone que este instrumento entrará en vigor 30 días después del intercambio de las notificaciones que certifiquen el cumplimiento de los procedimientos internos correspondientes (artículo 21.3); se acuerda, como está dicho, del APPI bilateral del año 1996 (artículo 21.4); se conviene analizar la factibilidad de incorporar al TLC los servicios financieros (artículo 21.5); se dispone que este tratado regirá indefinidamente, salvo que una de las Partes lo denuncie con seis meses de anticipación (artículo 21.6), y se declara haber suscrito el tratado en español, coreano e inglés, y que en caso de dudas prevalecerá este último (artículo 21.7).

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.

1)
Autoridades y funcionarios de Gobierno.


-La ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear Valenzuela;


-El Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Osvaldo Rosales Villavicencio;


-Director de Asuntos Económicos para América Latina y encargado del Departamento de Acceso a Mercado de Direcon, SEÑOR Andrés Rebolledo;


-El Asesor Jurídico del Departamento de Acceso a Mercado de la Direcon, abogado señor Leonardo Humeres;


-El Jefe del Departamento de Servicios, Inversiones y Transportes de Direcon, señor Alejandro Buvinic, y


-El Asesor de la ministra de Relaciones Exteriores, señor Juan Pablo Glasinovic.

2)
Representantes del entidades del Sector Privado.


-La Gerente de Estudios de la Corporación de la Madera (Corma), señora María Teresa Arana,

-El Presidente de la Asociación de Exportadores de Chile, señor Ronald Bown, 


-El Presidente de la Asociación de Productores Avícolas, señor Juan Miguel Ovalle,


-El Vicepresidente de Coesam Ltda., señor Carlos Fernando Amin, 


-El Presidente de la Asociación de Viñas de Chile, señor Rafael Guilisasti, y asesor jurídico de la misma Asociación, abogado señor Federico Mekis;


-El Gerente de Operaciones de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA), señor 
Gustavo Rojas,


-El Gerente de Comercio Exterior de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), señor Hugo Baierlein,


-El Presidente del Instituto Textil, señor Mario García,


-El Ingeniero de Estudios de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, señor Mario Ruz,


-El Gerente de Comercio Exterior de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), señor Hugo Baierlein, y


-El Presidente de la Cámara Chileno-Coreana de Comercio, Ricardo Lessman.


Las opiniones de las personas escuchadas, tanto de Gobierno como del Sector Privado, formularon opiniones favorables a la aprobación de este tratado, con excepción del representante del Instituto Textil, cuya exposición se reseña, especialmente, por ser la única ampliamente desfavorable al instrumento en trámite.


El representante del Instituto Textil, señor García, manifestó que desde 1999, en que se empezó a promover la idea de un TLC con la República de Corea, su organización ha estado reiterando su oposición, principalmente ante el Director General del Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también ante el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y el propio Presidente de la República, en carta del 14 de mayo de 2001, suscrita por los Presidentes de los gremios: Metalúrgico, Plásticos, Muebles de Madera, Impresores, Químicos, Cuero y Calzado y Textil-Confecciones.


Señaló que en la citada nota al Primer Mandatario, junto con manifestar su “inquebrantable apego a la libre competencia”, expresamos que “la conducta de Corea del Sur en su comercio exterior ha sido objeto de sanciones por parte de varios países, incluido el nuestro, cuyas industrias manufactureras se han visto seriamente amenazadas por prácticas de competencia desleal. Su comercio poco transparente, las barreras al comercio internacional, el rechazo social a lo importado, los subsidios a la exportación y la subfacturación sistemática en sus exportaciones, entre otras prácticas, son algunos de los procedimientos habituales que caracterizan el comercio exterior de ese país.


Por último -dijo el representante del Instituto Textil- tenemos fundadas razones para asegurar que la industria chilena no tendrá ninguna posibilidad de éxito en los litigios que, con seguridad, surgirán como resultado del incumplimiento de los términos del Acuerdo por parte del Corea del Sur.”.


En el anexo N° II, se proporciona lo sustancial de los expuesto por las Autoridades y funcionarios de Gobierno y por los representantes de las entidades del Sector Privado.

B)
APROBACIÓN DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y LA REPÚBLICA DE COREA.


Durante su estudio la Comisión pudo constatar que este TLC con la República de Corea es un tratado de contenido análogo a otros ya aprobados por el Congreso Nacional, como los celebrados con la Unión Europea, Canadá, México y Centroamérica, y se remite en diversas materias a tratados internacionales multilaterales ya vigentes en el orden interno, como los suscritos en el marco de la OMC; de manera que no hay inconvenientes de derecho para su aprobación parlamentaria.


De modo que por lo señalado y atendidos los antecedentes recibidos, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación al “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea” y sus anexos, con las correcciones formales introducidas a su texto en español por las Notas Verbales que se señalan en el artículo único del proyecto de acuerdo que S.E. el Presidente de la República ha propuesto en indicación sustitutiva que la Comisión propone adoptar, con modificaciones de menor entidad que no se estima necesario detallar ya que se salvan en el texto siguiente:


“Artículo único.- Apruébanse el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea” y sus Anexos, suscritos en Seúl, el 15 de febrero de 2003; y las correcciones introducidas a su texto en español en el título de la Parte III y al párrafo 2. (a), del Anexo 19.2, por Notas Verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, y al artículo 4.3, por Notas Verbales de fechas 10 y 21 de julio de 2003.”.


Concurrieron con su voto favorable a la unanimidad los señores diputados Riveros, don Edgardo (Presidente de la Comisión); Bayo, don Francisco; Correa, don Sergio; Encina, don Francisco; González, doña Rosa; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Soto, doña Laura; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.

C)
DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE..


Esta nominación recayó, por unanimidad, en la honorable diputada Laura Soto González. 

D)
MENCIONES REGLAMENTARIAS.

1)
Necesidad de aprobar el Tratado con quórum orgánico constitucional.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes procede consignar que este Tratado, del mismo modo como ocurrió con los TLC celebrados con Canadá y México, debe ser aprobado con quórum orgánico constitucional, como se hizo notar en el análisis de sus disposiciones, atendida la reserva hecha por el Gobierno de Chile al inciso final del anexo 10.11, con el objeto de armonizar dicho precepto con el párrafo 2 del artículo 49 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, que permite al Instituto Emisor, por razones de estabilidad monetaria, fijar montos máximos del encaje y por plazos de vigencia superiores a los permitidos por el instrumento en trámite.

2.
Conocimiento del Tratado por la honorable Comisión de Hacienda.


Visto lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, este Tratado y sus anexos, deben ser conocidos por la honorable Comisión de Hacienda, por su incidencia financiera para el Estado y por el alcance de sus normas sobre la economía del país.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 5, 6, 7 y 12 de agosto de 2003, con asistencia de los señores diputados Riveros, don Edgardo (Presidente de la Comisión); Bertolino, don Mario; Bayo, don Francisco; Correa, don Sergio; Encina, don Francisco; González, doña Rosa; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Ortiz, don José Manuel; Saffirio, don Eduardo; Soto, doña Laura; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.


También asistieron los diputados no integrantes de la Comisión, señores Araya, don Pedro, e Ibáñez, don Gonzalo.


Sala de la Comisión, a 12 de agosto de 2003.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

ANEXO N° I.

TRATADO DE LIBRE COMERCIO CHILE - COREA
I. LA IMPORTANCIA DE COREA EN LA CONSOLIDACIÓN DE LA ESTRATEGIA EXPORTADORA CHILENA.

1.
El Tratado de Libre Comercio (TLC) negociado entre Chile y la República de Corea establece entre ambos países una nueva alianza de proyecciones estratégicas en un escenario global y regional en pleno cambio. Se trata no sólo del primer acuerdo comercial que concreta Corea sino también del primer acuerdo de libre comercio entre una economía asiática y otra extra-asiática. Estamos pues frente a la primera asociación comercial transpacífica que refleja muy bien nuestra apuesta estratégica de constituirnos en un puente de comercio e inversión entre Asia Pacífico y el sur de América Latina. 

2.
Corea, con una población cercana a 47 millones de habitantes y un ingreso per cápita de 9.400 dólares, es la 13ª economía mundial, en tamaño, medido de acuerdo a su Producto Geográfico Bruto. Es una de las economías de mayor crecimiento en las últimas décadas, registrando niveles sostenidos de expansión productiva en torno al 9% durante la década de los ochenta, y de 6% en la década de los noventa.
3.
Aunque fue una de las economías más afectadas por la crisis asiática de 1997/98, Corea ha recuperado su dinamismo productivo y ha tomado la delantera en Asia en la implementación de reformas estructurales conducentes a una plena inserción de su economía en los flujos internacionales de bienes, servicios y capitales. La negociación de acuerdos bilaterales de libre comercio, partiendo por el TLC con Chile, es precisamente, la innovación más trascendente de la nueva política comercial coreana, que entre otras cosas incluyó una sustantiva apertura unilateral del comercio y de las inversiones. 

4.
Las perspectivas de la economía coreana, aún considerando el impacto regional que ha causado la epidemia del Sars en el Este de Asia, son auspiciosas. Se proyecta una tasa de crecimiento del PGB del orden del 3,5% para este año, la segunda más alta en el Este de Asia, después de China, y se proyecta una tasa de expansión del producto superior al 5% para los próximos cinco años, también una de las más altas de la región.

5.
Corea es uno de los socios más antiguos e importantes de Chile en Asia Pacífico, la principal región de destino de nuestras exportaciones. En el 2002, Corea ocupó el décimo lugar entre nuestros socios comerciales, con un intercambio de bienes y servicios de casi US$ 1.150 millones. Ese mismo año, fue el tercer destino para las exportaciones chilenas al Asia, detrás de Japón y China, países que tienen un tamaño mucho mayor; y séptimo a nivel mundial.

6.
El intercambio comercial ha crecido desde los US$ 382 millones registrados en 1990 hasta un máximo de US$ 1.577 millones, momento en que irrumpe la crisis asiática. Luego de la marcada caída del intercambio comercial en 1998, tal como se aprecia en el Cuadro Nº 1, éste se ha venido recuperando. De hecho los datos del primer semestre 2003 muestran un ritmo espectacular de incremento, superando los US$ 510 millones, con un aumento de 46% respecto de similar lapso del año anterior. De mantenerse el mismo ritmo en la segunda mitad del año, las exportaciones a ese país podrían sobrepasar los 
US$ 1.000 millones, superando el record alcanzado en 1997. 

Cuadro Nº 1

Intercambio Comercial con Corea

	(Millones de US$)
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Exportaciones
	987,57
	384,73
	683,68
	808,77
	578,18
	710,5

	Importaciones
	588,76
	545,25
	405,70
	535,11
	540,02
	438,8

	Balanza Comercial
	398,81
	-160,52
	277,99
	273,65
	38,16
	271,7

	Intercambio Comercial
	1.576,34
	929,98
	1.089,38
	1.343,88
	1.118,21
	1.149,4


Fuente: Direcon - Estudios

7.
Este TLC es un poderoso instrumento para que las tradicionales complementariedades entre las economías asiáticas y latinoamericanas se proyecten hacia los nuevos ámbitos de las relaciones económicas e involucren a un universo mayor de empresas y agentes económicos, en especial a las pequeñas y medianas empresas. Por la cobertura y profundidad del Acuerdo, éste es también un aporte significativo a los avances que se logren en las negociaciones multilaterales en la Ronda Doha, en el seno de la OMC, para mejorar sustantivamente el clima de negocios, su transparencia y predictibilidad, profundizando la liberalización comercial multilateral. 

8.
Gracias a este acuerdo, Chile mejora sus condiciones para convertirse en un puente efectivo entre Asia y América, sobre la base del megamercado que nuestro país ha venido construyendo a través de la red de acuerdos comerciales a lo largo de la última década y cuyo hitos más relevantes son los TLC´s con la Unión Europea, Estados Unidos y este primer acuerdo transpacífico.

9.
La red chilena de acuerdos, en su gran mayoría de última generación, asegura un acceso privilegiado, tanto de bienes como de servicios, a un amplio mercado de más de 1.200 millones de personas. Al concluir exitosamente las negociaciones con la Unión Europea, Efta, Estados Unidos y Corea del Sur, Chile se ha convertido en un nodo directamente conectado a buena parte de los grandes espacios económicos de la economía global. Sólo estos cuatro acuerdos permiten el acceso preferencial de nuestros productos al 57% del PIB mundial. 

10. En su conjunto, la red de acuerdos permite convertir al país en una plataforma estable y transparente de negocios hacia el hemisferio americano. Ello se ve también potenciado por los avances en la liberalización y protección de las inversiones, por los acuerdos que evitan doble tributación y por el propósito de las autoridades de convertir a Chile en una plataforma de inversiones y servicios. El TLC entre Chile y Corea es una pieza fundamental de esta nueva arquitectura, que busca expandir la frontera y la escala del intercambio económico entre América Latina y el Este de Asia. 

11. La existencia del Acuerdo debiera estimular las inversiones coreanas en Chile, al aumentar sus garantías y las oportunidades comerciales. Los beneficios arancelarios que Chile ha obtenido en las últimas negociaciones están disponibles para cualquier inversionista internacional que se instale en el país, considerando el trato no discriminatorio que Chile ofrece al inversionista externo. Corea tiene un patrón de inversión altamente intensivo en innovación tecnológica, destacando los sectores de telecomunicaciones, automotriz, siderurgia, metalurgia, textiles y confección, y tecnologías de información. Chile ofrecería a los empresarios coreanos el atractivo de un mercado sudamericano ampliado, producto de los acuerdos comerciales negociados en la región, además del atractivo para las inversiones coreanas en los sectores agroindustrial, silvícola, pesquero y minero, reforzando sus potencialidades como plataforma de negocios en América del Sur. El vínculo entre la modernización productiva de estos sectores y los avances en tecnologías de la información, ámbito donde Corea ejerce liderazgo a nivel mundial, abre interesantes posibilidades de joint-ventures. 

12. El Acuerdo también estimula las alianzas estratégicas empresariales en sectores que gozan de preferencias arancelarias en otros países sudamericanos, México, Canadá y Estados Unidos y cuyos insumos productivos provengan en una medida importante desde Corea. Destacan en este sentido los sectores intensivos en el uso de productos derivados de la petroquímica (textiles y confección), así como también una amplia variedad de insumos industriales (máquinas, bombas, ascensores, palas mecánicas, motores y tornos), donde Corea es un importante productor mundial.

13. El Acuerdo con Corea forma parte de los esfuerzos realizados en la última década por Chile por avanzar en la liberalización e integración comercial y en la creación de un marco claro de normas y disciplinas comerciales, tanto a nivel multilateral y unilateral como en las negociaciones bilaterales y regionales. Con los acuerdos vigentes y los que resta su ratificación parlamentaria, Chile está consiguiendo que el 70% de sus exportaciones ingrese con trato preferencial a un mercado equivalente a 2/3 del PIB mundial. Lo acontecido con las últimas negociaciones es muy significativo pues gracias a ellas hemos dado un salto histórico: hoy tenemos acceso preferencial a sólo un 7% del PIB mundial, cifra que ascendería al 64% del PIB mundial en el 2004. 

14. La política comercial es una pieza clave del modelo de desarrollo chileno, que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos. Reforzar en esta política el vínculo con Asia Pacífico, la zona de mayor crecimiento en la economía mundial en los últimos 30 años, es un objetivo estratégico. Hemos partido por Corea y, probablemente en años próximos, podremos ir sumando nuevos acuerdos con otros significativos mercados asiáticos. 
II. UNA NEGOCIACIÓN EN TORNO AL APEC.

15. El 27 de octubre pasado, en el marco de la Cumbre de Líderes de Apec, el Presidente de Chile, Ricardo Lagos y el Presidente de Corea, Kim Dae-Jung, se reunieron para analizar en mayor detalle el cierre de las negociaciones comerciales y planificar las respectivas ratificaciones parlamentarias.

16. El inicio de las negociaciones comerciales entre ambos países fue anunciado por los Presidentes Frei y Kim Dae-jung en el encuentro que los Líderes de Apec sostuvieron en 1999 en Auckland, Nueva Zelandia, por lo que fue de especial simbolismo que su término fuera anunciado también días previos a la Cumbre del 2002. El compromiso político a nivel de Jefes de Estado se vería reforzado, si en la próxima Cumbre en Tailandia (octubre 2003) los Presidentes Lagos y Roh Moo-hyun pudiesen anunciar la ratificación parlamentaria del TLC en ambos congresos. Como es conocido, Chile será sede de Apec 2004, y el hecho de contar ese año con el primer TLC transpacífico favorecerá avances adicionales con otros grandes socios asiáticos. 

III. EL COMERCIO CHILE - COREA

17. El TLC negociado entre Chile y Corea dota de considerables ventajas competitivas a los productos claves de la canasta exportadora chilena. El arancel promedio que afecta a nuestras exportaciones es un 14%, sin embargo, la varianza del arancel es elevada. Estos van desde niveles del 7% en la industria hasta 50% en la agricultura. En este último sector, abundan los aranceles sobre 40%, y no son escasos aquellos superiores al 100%.

18. Siendo éste el único tratado comercial negociado por Corea, los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos. Esto es válido para productos pesqueros, mineros, forestales, agropecuarios, industriales y agroindustriales. 

19. El 2002, Chile exportó 138 productos distintos al mercado coreano, a través de 251 empresas. Para este grupo y las que se incorporen al comercio con el país asiático, las ventajas arancelarias, junto a las diversas disciplinas, darán estabilidad a las decisiones bilaterales de comercio e inversión. Junto a ello, contarán con un adecuado sistema de solución de controversias, lo que transforma a este tratado en un valioso instrumento para consolidar expectativas favorables de inversión, exportaciones y crecimiento.
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20. Según se observa el Cuadro Nº2, las exportaciones chilenas hacia Corea se concentran en el sector minero, particularmente, la minería del cobre. Las exportaciones originadas en el sector agrícola se han incrementado, si bien persisten en niveles aún bastante bajos. Las exportaciones chilenas de productos industriales, provienen mayoritariamente de la industria de la celulosa, seguidas por los embarques de productos químicos y luego por los de alimentos.

Cuadro Nº 3
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21. Por otra parte, en el Cuadro Nº3 se constata que Chile importa una amplia variedad de productos industriales, mayoritariamente bienes de capital, maquinarias y herramientas, así como de vehículos. Las importaciones de productos textiles y de prendas de vestir ha disminuido en el tiempo, reflejando de esta manera la creciente especialización coreana en el comercio de bienes industriales de alta tecnología. Como el cuadro 4 lo indica, no se detectan importaciones coreanas en agricultura, silvicultura, pesca ni minería.

Cuadro Nº 4
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22. Según se registra en el Cuadro Nº4, el saldo de la balanza comercial entre ambos países refleja la complementariedad que caracteriza el intercambio bilateral de bienes. Chile goza de superávit en el intercambio de bienes mineros, agrícolas, así como en silvicultura e industria forestal. Corea exhibe un superávit en bienes industriales, en especial maquinaria, equipos y vehículos. Cabe señalar que el déficit del intercambio chileno en bienes de la industria textil y de la confección ha disminuido en los últimos años.
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23. En el Cuadro Nº 5 se aprecia que entre los envíos chilenos destacados que fueron exportados a Corea durante el año pasado se encuentran los cátodos de cobre, los minerales de cobre y sus concentrados, y pasta química de madera de coníferas con participaciones del 53%, 18% y 5%, respectivamente. Por otro lado, los productos que mostraron un mayor crecimiento en sus exportaciones respecto del 2001 fueron los troncos para aserrar con un alza en sus embarques del 180%, si bien desde una base muy reducida.

24. Estas cifras dan cuenta de una canasta exportadora muy concentrada en recursos naturales, situación que sin duda mejorará a partir de la vigencia del TLC, ya que se elimina gradualmente el escalonamiento arancelario, que, como sabemos, desincentiva las exportaciones con mayor valor agregado.

25. Las exportaciones chilenas a Corea corresponden sólo al 4,1% de nuestros envíos totales y al 0,6% del total de los embarques no tradicionales. Se trata de valores pequeños que se verán incrementados por la confluencia del TLC y del elevado ritmo de expansión económica que viene mostrando Corea del Sur. En el grupo de embarques no tradicionales (US$ 38 millones), destaca la presencia de productos industriales (85% del total), con la industria alimenticia representando el 56%. Aquí encontramos productos como pescados congelados, jamones congelados sin deshuesar, carnes de porcino congeladas, vinos con denominación de origen, salmones y meros congelados.

26. Entre los principales productos provenientes de Corea -de acuerdo al Cuadro Nº6- figuran los demás vehículos con motor de émbolo de cilindrada superior a 1.500 cm3 pero inferior o igual a 3.000 cm3 con una participación del 8,4%, los demás vehículos con motor de émbolo, de encendido por chispa de cilindrada superior a 1.000 cm3 pero igual o inferior a 1.500 cm3 (7,6%) y los demás emisores receptores (7,3%).

Cuadro Nº 6
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27. El perfil de las importaciones da cuenta de bienes con alto componente tecnológico, que, en la mayoría de los casos, no son producidos en Chile. Es decir, se trata de economías complementarias, que refuerzan su convergencia productiva con el TLC, abriendo espacio a nuevas exportaciones e inversiones. De los 50 principales rubros que importamos desde Corea, 20 corresponden a la industria automovilística, 5 a productos de línea blanca, 5 a aparatos de televisión, grabadoras y videocámaras. Ninguno de esos 50 rubros corresponde a la agricultura, sector donde prácticamente no importamos ningún producto coreano. 

28. Respecto de las inversiones extranjeras recibidas en Chile desde Corea, según la información del Comité de Inversiones Extranjeras, entre 1974 y 2002, a través del DL 600 han ingresado al país US$56 millones. Sin embargo, las últimas inversiones materializadas datan de 1998, es decir, son previas a la crisis asiática, con su correlato del impacto en Brasil (1999) y Argentina (2001-2002). Del total invertido por Corea, la mayor parte (US$ 50 millones) se ha destinado al área industrial. Respecto de su distribución regional, US$ 21 millones se orientaron a proyectos en la Región Metropolitana y US$ 19 millones a la Novena Región.

Recuadro Nº 1: Asociación en tecnologías de la información


En marzo de este año se creó Visionaria, empresa de alta tecnología con capitales chilenos y coreanos, que nació tras un trabajo con Corfo. Esta empresa ofrece servicios de cyber-visualización o monitoreo a distancia. El socio coreano es Webgate Inc., que consideró a Chile como punta de lanza para ingresar al mercado latinoamericano.


Esta alianza nació como iniciativa en el viaje del presidente Ricardo Lagos a Silicon Valley y se concretó a través de un proyecto del Fondo de Desarrollo e Innovación de Corfo. Ya han anunciado dar sus primeros pasos en Buenos Aires y Lima.


En Chile, Visionaria mantiene alianzas estratégicas como una amplia gama de empresas tales como Telefónica Chile; es proveedor tecnológico de Telemergencia, para monitoreo de casa y recintos comerciales; e incluso es utilizado enjardines infantiles a través el soporte entregado a Mihijo.net.
29. A mediados de junio recién pasado, el Congreso chileno ratificó el Convenio para Evitar Doble Tributación entre Chile y Corea. La iniciativa fue firmada en Seúl el 18 de abril de 2002 y busca además prevenir la evasión fiscal de los impuestos a la renta y al patrimonio. Este instrumento viene a complementar al TLC en materia de inversiones, ofreciendo aún más facilidades e incentivos para la inversión entre ambos países. 

Recuadro Nº 2: Corea: crecimiento y estructura exportadora

Corea y su Importancia para la consolidación de la Estrategia Exportadora Chilena

Ubicada en el Asia oriental, Corea del Sur tiene una superficie de 98.480 kilómetros cuadrados, una población cercana a los 47 millones de habitantes, con un ingreso per cápita que es 2,3 veces el chileno. Su Producto Interno Bruto (PIB) alcanzalos 461.484 millones de dólares, con una economía que ha exhibido las mayores tasas de crecimiento en las últimas décadas, registrando niveles sostenidos de expansión productiva en torno al 9% durante los ochenta, y de 5,7% en los noventa.
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Como se puede comprobar en el gráfico, el acelerado ritmo de expansión de la economía coreana resintió con especial fuerza el impacto de la crisis asiática de1997/98, pero se sobrepuso rápidamente y hoy nuevamente exhibe un crecimiento que la ubica dentro de las más pujantes del Este de Asia. El nuevo impulso de laeconomía coreana se logró gracias a la implementación de profundas reformas estructurales conducentes a una plena inserción a los flujos internacionales de bienes, servicios y capitales.
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Durante la fase más aguda de la crisis asiática, Corea del Sur vio caer su producto en6,7% y la participación de las exportaciones en el PIB logró su punto más alto, registrando un 49,7% y manteniéndose en los años posteriores en cifras superiores al 40%. Se puede afirmar que la baja de la demanda interna coreana, durante la crisis, fue compensada por el crecimiento de las exportaciones, y permitió alcanzar en 1999 y 2000 tasas de crecimiento del PIB de 10,9% y 9,3% respectivamente.


El sector agrícola representó para Corea del Sur, en el año 2001, el 4,4% de su PIB. Las importaciones de los sectores, agrícola, caza, pesca extractiva y forestal, alcanzaron en su conjunto los 4.147,5 millones de dólares, siendo la participación chilena en ellas de sólo un 0,4% . 
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Corea del Sur es claramente un país exportador de productos industriales: durante el 2001, los embarques sectoriales superaron los 149.348 millones de dólares, lo que representó un 99,5% del total de las exportaciones. Dentro de este sector destacan las exportaciones de maquinaria y equipamiento, las que representan un41,3% del total exportado. Le siguen los equipos de transporte y productos del sector químico, plástico, caucho y derivados del petróleo, con un 17,3% y un 17% respectivamente.

IV. EL ACUERDO DE LIBRE COMERCIO

30. El Acuerdo incluye una amplia gama de aspectos relacionados con el comercio y las inversiones, abordados con un enfoque similar al estampado en los TLC´s con Canadá, México y Centroamérica. Precisando las obligaciones OMC, se establecen disciplinas comerciales que tienden a garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas, incluyendo un sistema de solución de controversias fuerte y con capacidad de coacción comercial. Se trata de un acuerdo moderno, que abarca el conjunto de las preocupaciones que están presentes en la Ronda Doha y que, por ende, puede contribuir a gestar acercamientos en las posturas de las diversas economías de Apec en la negociación OMC.

31. A la fecha de inicio de la negociación, el único tratado comercial de Chile de estas características, en idioma inglés, era el de Chile-Canadá. En el plano doméstico, los acuerdos con Canadá y México son exactamente los mejor evaluados por el sector privado. Por ello, utilizamos el acuerdo con Canadá como documento maestro, tanto en su estructura como en las disciplinas. 

32. Las innovaciones frente al texto canadiense son consecuencia de: (i) mejoras producto de la experiencia negociadora con Canadá y México; (ii) búsqueda de compatibilidad con tratados comerciales posteriores, especialmente con la Unión Europea; y, (iii) en algunas materias, se postergó la aplicación de alguna disciplina específica, a la espera de lo que ocurriese finalmente en las negociaciones con Estados Unidos, pues este último acuerdo tendría implicaciones sobre la negociación para el Alca, ciertos aspectos de la OMC y, eventualmente, sobre la propia Apec, considerando el acuerdo Singapur - Estados Unidos.

33. Los capítulos más importantes son los siguientes:

Disposiciones Iniciales


Establece la zona de libre comercio, los objetivos generales del tratado, su preeminencia frente a otros acuerdos de carácter comercial y la obligación de hacer cumplir el mismo en el territorio de cada una de las partes. 

Comercio de bienes

Regula la liberalización comercial arancelaria y no arancelaria, y la garantiza por la aplicación del principio de trato nacional (ver Liberalización Comercial)

Reglas de origen


Las normas de origen tienen por objeto determinar el país donde una mercancía fue producida, con el fin de establecer si puede beneficiarse de las rebajas arancelarias pactadas entre las Partes. Las normas consideradas en el Acuerdo se basan en dos principios fundamentales para obtener “la condición originaria”: un producto es originario si se ha obtenido totalmente en una de las Partes, o bien, en caso de haber usado insumos no originarios en su producción, ha sido suficientemente elaborado o transformado en Chile o en Corea. Normalmente la transformación suficiente se expresa a través de un salto de partida arancelaria, es decir, el producto terminado se clasifica en una partida arancelaria diferente que la de los materiales no originarios incorporados en el producto. En otros casos, se establece un porcentaje límite al valor de los materiales no originarios que pueden ser usados o se establece un proceso de fabricación específico que debe ser llevado a cabo en los materiales no originarios.

Procedimientos aduaneros


Se establecen diversos compromisos que van destinados a facilitar los negocios en materia aduanera, a través de los cuales las Partes se obligan, por ejemplo, a mantener procedimientos simplificados, cooperar en el intercambio de distinto tipo de información pertinente, mejorar la eficiencia y la transparencia de los procedimientos aduaneros. También se comprometen a ampliar lo más posible la automatización de los procedimientos aduaneros, emitir resoluciones anticipadas vinculantes sobre clasificación arancelaria y reglas de origen, aplicar en la medida de lo posible reglas y estándares internacionales, así como cooperar en todas las materias relacionadas con la aplicación del Acuerdo de Valoración de la OMC. También se establecen procedimientos para la certificación y verificación.


Defensa comercial: Salvaguardias, antidumping y derechos compensatorios

En el Acuerdo se confirman las disciplinas de la OMC en materia de Salvaguardias Globales, permitiendo su uso para el comercio recíproco. Igual cosa sucede en materia Antidumping y Derechos Compensatorios, donde las Partes acordaron no innovar y, por lo tanto, mantienen sus derechos y obligaciones ante la OMC. Las Partes conservan intacta su opción de acudir al sistema de Solución de Controversias del organismo internacional. Se incorpora una salvaguardia especial para el sector agrícola.

Temas sanitarios y fitosanitarios


El Acuerdo busca facilitar el comercio entre Corea y Chile en materias sanitarias y fitosanitarias, reduciendo el riesgo de barreras proteccionistas por estos motivos y generando condiciones que refuercen la fluidez del comercio. Con este fin, ambas Partes se comprometen a implementar los principios de la OMC y, en particular, dar pleno cumplimiento al Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC. A este efecto, se crea un Comité especial para el desarrollo del capítulo.

Normas técnicas y estándares


Al igual que en el tópico sanitario y fitosanitario, el Tratado busca facilitar el comercio entre Corea y Chile en materia de estándares técnicos, reduciendo el riesgo de medidas para-arancelarias de carácter proteccionista. Se propende a un comercio fluido y libre de trabas ilegítimas. Con este fin, ambas Partes se comprometen a implementar los principios de la OMC, esto es, que las normas técnicas deben estar fundadas en criterios científicos o técnicos para ser lícitas. También aquí se crea un Comité especial para el desarrollo del capítulo. 

Inversiones y Servicios Transfronterizos


El Acuerdo consolida la actual certidumbre jurídica respecto a las condiciones de acceso y establecimiento de la inversión extranjera en Chile. En el Acuerdo se consagra el derecho de acceso a los inversionistas de ambas Partes en bienes y servicios. Se siguió la lógica del Tratado con la Unión Europea en cuanto a conceder nación más favorecida para la etapa de post establecimiento y se resguardaron las facultades del Banco Central en materia monetaria y cambiaria, así como las capacidades del Comité de Inversiones Extranjeras para fijar los términos y condiciones de los contratos de inversión extranjera. Como una forma de minimizar el riesgo de demandas frívolas, se autorizó un sistema de solución de controversias Inversionistas-Estado sólo para aquellos que hubiesen realizado inversiones en el país. Sin embargo, hubo compromiso de evaluar los procedimientos dentro de un año desde la entrada en vigor del Acuerdo. En materia de restricciones a las inversiones, el Acuerdo contempla un sistema de listas negativas, esto es, similar al de Canadá. Este capítulo reemplaza al Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones para evitar la duplicidad de derechos y obligaciones.


Una de las principales dificultades, que fue superada y dio paso al cierre de las negociaciones, fue el tema de las inversiones en el sector financiero. Este quedó excluido del Tratado, pero ambas Partes acordaron evaluar la conveniencia de incorporar servicios financieros, luego de cuatro años de su entrada en vigencia. En materia de restricciones a los servicios transfronterizos, el Acuerdo también contempla un sistema de listas negativas, esto es, similar al de Canadá.

Telecomunicaciones


Se siguió la lógica de los TLC anteriores, regulando de manera especial el acceso a las redes de telecomunicaciones básicas y su interconexión, y servicios de valor agregado. En lo central, se consolida la legislación vigente y se asegura trato no discriminatorio al inversionista de la otra parte.


Entrada temporal de personas de negocios
El acuerdo reconoce las facultades reguladoras de las autoridades nacionales para administrar el ingreso de extranjeros al país. Se establecen procedimientos especiales para facilitar el ingreso temporal de personas de negocios, prestadores de servicios e inversionistas, cuando viajen a realizar transitoriamente tales actividades en la otra parte. 

Competencia


Este capítulo busca prevenir conductas de empresas privadas o públicas que restrinjan la competencia, afectando así el comercio de bienes o servicios y menoscabando los beneficios del proceso de liberación del presente Acuerdo. Para ello, las Partes convinieron en cooperar y coordinar sus actuaciones para la aplicación de leyes en materia de competencia. Esta cooperación incluye la notificación, la consulta, el intercambio de información no confidencial y la asistencia técnica.

Compras de gobierno


El objetivo del Capítulo es lograr una apertura real y recíproca de los respectivos mercados públicos, en forma transparente y no discriminatoria. El Acuerdo busca asegurar a los proveedores de ambas Partes significativas oportunidades de negocios. A los productores y exportadores chilenos se les garantiza una participación no discriminatoria en los procesos de contratación pública de Corea. El Capítulo abarca los procesos de contratación de bienes y servicios así como las concesiones de obra pública realizadas por las entidades públicas cubiertas por el Acuerdo.

Propiedad intelectual


El Acuerdo expresa el compromiso de ambas partes de otorgar una protección efectiva a los derechos de propiedad intelectual, a través de reafirmar las obligaciones asumidas por las Partes en TRIPS, estableciendo regulaciones específicas en materia de marcas, así como en el reconocimiento de indicaciones geográficas de ambos países. En particular, Corea del Sur reconoce las indicaciones geográficas del pisco, pajarete y vino asoleado, junto a las indicaciones geográficas de los vinos que se originan en las regiones vitivinícolas de Atacama, Coquimbo, Aconcagua, Valle Central y Sur de Chile.

Transparencia y Administración del acuerdo


Se siguió la lógica de Chile-Canadá aunque con normas de administración más simples y operativas, que no implican crear una institucionalidad especial. 

Solución de diferencias


Sigue la estructura clásica, esto es, dos etapas: (i) consultas entre las partes; y (ii) un “panel” de tres árbitros neutrales seleccionados de una lista pre-establecida. Los plazos son breves y hay sanciones comerciales en caso de incumplimiento del fallo. Existiendo varios foros posibles para resolver la controversia, se concordó en que la elección de uno de ellos elimina la opción de recurrir a los demás. Los buenos oficios, la conciliación o la mediación pueden ser utilizados en cualquier momento para solucionar la controversia.

Excepciones


Se reconocen las llamadas excepciones generales contenidas en la OMC (artículo XX del Gatt y XIV del Gats), según corresponda.1 Se garantiza además la legitimidad de no cumplir con el Tratado por razones de seguridad nacional, se mantiene incólume la facultad soberana para imponer impuestos domésticos y para adoptar medidas de emergencia en caso de eventuales dificultades en la balanza de pagos. 

V. LIBERALIZACIÓN ARANCELARIA.

34. Las exportaciones chilenas al mercado coreano se dividen en 6 listas, dependiendo de los plazos de desgravación. Las listas corresponden a: desgravación inmediata, a 5, 7, 9, 10 y 16 años (en este último plazo, con 6 años de gracia). También se incluye una categoría sujeta a revisión después de finalizada la ronda de negociación de Doha en la OMC, así como productos sujetos a cuotas libres de arancel.

35. En el caso de las importaciones procedentes de Corea, se negoció un calendario de desgravación que considera 5 listas: desgravación inmediata, a 5, 7, 10 y 13 años (en este último plazo se incluyen 5 años de gracia antes de comenzar a desgravarse).

36. Ambas partes acordaron además una lista reducida de productos sensibles que han quedado exceptuados de la desgravación arancelaria. Aquí se incluyen peras, manzanas y arroz chilenos, y lavadoras y refrigeradores coreanos.

37. Si se analiza la situación de las exportaciones chilenas considerando estos cronogramas, se observa en el Cuadro Nº7 que el 87% de los ítems arancelarios tendrá una desgravación inmediata, una vez entrado en vigencia el Acuerdo, cifra que representa el 41% del valor de las ventas chilenas al mercado coreano, monto que asciende al 78%, en el caso de las exportaciones no cobre.

38. En desgravación lineal a 5 años se incluye al 6,3% de los ítems, que constituyen un 2,9% del valor de las exportaciones chilenas. Luego, en desgravación a 7 años, Corea ubica el 53,5% del total de las ventas de Chile a ese mercado. En consecuencia, luego de 7 años, Chile tendrá acceso libre de aranceles para el 97% del valor de las exportaciones al mercado coreano.

Cuadro Nº 7

Desgravación de productos chilenos en Corea

(Exportaciones en miles de dólares)
	Lista
	Nº items
	%
	Exportaciones chilenas
	%

	 
	 
	 
	(Miles US$ 1999)
	 

	Inmediata
	9.740
	87,2%
	330.582 
	40,5%

	5 años
	701
	6,3%
	23.776 
	2,9%

	7 años
	35
	0,3%
	435.917 
	53,5%

	9 años
	1
	0,0%
	-
	-

	10 años
	263
	2,4%
	24.521 
	3,0%

	Cat. Especiales
	409
	3,7%
	504 
	0,1%

	Excepciones
	21
	0,2%
	-
	-

	Total
	11.170 
	100%
	815.300 
	100%


Fuente: Depto. Acceso a mercados - Dirección Económica 

39. Si se analiza la situación de las exportaciones chilenas excluyendo el cobre, tal como lo muestra el Cuadro Nº 8, se observa que el impacto de liberalización es mayor. En este caso, el 87% de los ítems arancelarios se sitúa en desgravación inmediata, lo que corresponde a un 77,5% de los montos exportados.

Cuadro Nº 8

Desgravación de productos chilenos en Corea (excluido el cobre)

(Exportaciones en miles de dólares)

	Lista
	Nº items
	%
	Exportaciones

chilenas
	%

	º
	
	
	(Miles US$ 1999)
	

	Inmediata
	9.649 
	87,1%
	169.128 
	77,5%

	5 años
	701 
	6,3%
	23.776 
	10.9%

	7 años
	34 
	0,3%
	220 
	0.1%

	9 años
	1 
	0,0%
	-
	-

	10 años
	262 
	2,4%
	15.067 
	6.9%

	Cat. Especiales
	410
	3,7%
	504 
	4.6%

	Excepciones
	21 
	0,2%
	-
	-

	Total
	11.170 
	100%
	218.149 
	100%

	(excl. el cobre)
	 
	 
	 
	 


Fuente: Depto. Acceso a mercados - Dirección Económica 

40. Es importante indicar que 13 de los 20 principales productos de exportación tendrán desgravación inmediata, es decir, ingresarán libres de arancel desde el momento que entre en vigor el acuerdo, tal como se observa en Cuadro Nº 9.

41. El mayor beneficio de este acuerdo está en las rebajas de los aranceles para productos con potencial exportador que actualmente no se exportan hacia Corea. Esto abre posibilidades a los sectores agrícola y agroindustrial, forestal, minero, maderero, pesquero, y ciertos productos industriales especialmente químicos.

Cuadro Nº 9: Desgravación Principales Productos de Exportación a Corea

	Código
	Descripción del producto
	Exportaciones

(Miles de dólares)
	% del total exportado
	Plazo de desgravación
	Arancel

Actual

	7403.11.00
	Cátodos y secciones de cátodos, de cobre refinado
	242.168
	41,9%
	7 años
	5

	2603.00.00
	Minerales de cobre y sus concentrados
	130.859
	22,6%
	Inmediata
	1

	2905.11.00
	Alcohol metílico (metanol)
	30.968
	5,4%
	Inmediata
	3

	7403.19.00
	Los demás cobres refinados, en bruto
	29.813
	5,2%
	Inmediata
	5

	4703.21.00
	Pasta química de madera de coníferas
	29.111
	5,0%
	Inmediata
	2

	2601.12.10
	Pellets de hierro
	23.732
	4,1%
	Inmediata
	1

	4703.11.00
	Pasta química de madera cruda de coníferas
	19.878
	3,4%
	Inmediata
	2

	2301.20.10
	Harina de pescado
	12.897
	2,2%
	10 años
	5

	4703.29.00
	Pasta química de madera semiblanqueada o blanqueada
	11.573
	2,0%
	Inmediata
	2

	0806.10.00
	Uvas frescas
	6.165
	1,1%
	10 años *
	47

	4407.10.19
	Las demás tablas aserradas de pino insigne
	4.512
	0,8%
	5 años
	5

	2613.10.10
	Concentrados de molibdeno, tostados
	3.699
	0,6%
	Inmediata
	1

	0303.79.90
	Los demás pescados congelados, excluidos filetes
	3.498
	0,6%
	Inm, 5, 10 años
	10

	4410.19.00
	Los demás tableros de partículas y tableros similares
	3.194
	0,6%
	10 años
	8

	4409.10.90
	Las demás maderas perfiladas logitudinalmente
	2.473
	0,4%
	5 años
	8

	7404.00.00
	Desperdicios y desechos de cobre
	2.153
	0,4%
	Inmediata
	1

	0303.71.00
	Sardinas, sardinelas, espadines congelados, excluidos filete
	1.925
	0,3%
	10 años
	10

	2608.00.00
	Minerales de cinc y sus concentrados
	1.611
	0,3%
	Inmediata
	1

	4403.20.20
	Troncos para aserrar y hacer chapas, de pino insigne
	1.361
	0,2%
	Inmediata
	3

	2601.11.10
	Minerales de hierro fino granzas y run of mine
	1.270
	0,2%
	Inmediata
	1

	
	Total principales productos
	562.860
	97,4%
	
	

	
	Total exportaciones
	578.181
	
	
	

	Fuente:
	Direcon
	Acceso a mercados
	
	
	


*Desgravación correspondiente a una ventana estacional entre el 1 de noviembre y el 31 de abril

VI. NUEVAS OPORTUNIDADES COMERCIALES: RECURSOS NATURALES CON MAYOR VALOR AGREGADO.
42. Los beneficios arancelarios que tendrá Chile, la única economía en el mundo que se beneficia de estas preferencias en Corea, permitirán ampliar la gama de productos derivados de la agricultura, la ganadería, la pesca, la minería y la madera. El aplanamiento de los escalonamientos arancelarios favorecerá la maduración del perfil de nuestras exportaciones, incrementándose la participación de los productos manufacturados, a partir de nuestra base de recursos naturales.

43. El Cuadro Nº 10 muestra algunos ejemplos de los aranceles aplicados por Corea a productos de interés chileno:

CuadroNº10

Aranceles coreanos actuales a productos de interés de Chile

	Producto
	Arancel en Corea del Sur

	Carne de bovino 
	42%

	Carne de pollo
	20-30%

	Carne de cerdo
	25-30%

	Carne de pavo
	18-30%

	Queso
	37-40%

	Mantequilla
	93%

	Suero
	69%

	Frutas frescas
	26-50%

	Hortalizas
	28-50%

	Conservas de frutas
	47-66%

	Jugos de frutas
	30-56%

	Productos de la pesca
	10-20%

	Madera
	2%

	Fertilizantes
	8%


44. Dados estos niveles, algunos estudios indican que cuando se alcance el arancel 0% en el mercado coreano, las exportaciones chilenas de productos agrícolas y pesqueros podrían aumentar en alrededor de US$ 200 millones.

45. En los sectores de pesca y madera, la gran mayoría de nuestra oferta exportable se desgravará inmediatamente, a partir de la entrada en vigencia del Tratado: 67% en sector pesca y 61% en forestal, tal como se observa en los Cuadros Nº 11, Nº 12.

Cuadro Nº 11

Evaluación Desgravación Coreana para el Sector Pesquero Chileno

(exportaciones en miles de dólares)
	Categoría
	Nº de ítems
	Exportaciones a Corea
	Arancel

(%)

	Inmediata
	80
	5.248
	12,1

	5 años
	16
	1.943
	10,0

	10 años
	5
	2.366
	10,0


Fuente: Direcon - ACCESO A MERCADOS

Cuadro Nº 12

Evaluación Desgravación Coreana para el Sector Forestal Chileno

(exportaciones en miles de dólares)
	Categoría
	Nº de ítems
	Exportaciones a Corea
	Arancel

(%)

	Inmediata
	158
	63.366
	2,1

	5 años
	24
	7.784
	6,0

	10 años
	15
	3.557
	8,0


Fuente: Direcon - Acceso a mercados

46. Si se analiza en detalle la oferta chilena en los distintos sectores se pueden obtener conclusiones aún más detalladas. Por ejemplo, en el caso de la minería, el Cuadro Nº 13 muestra que de las 50 principales exportaciones mineras que Chile realiza al mundo, 49 de ellas quedaron con desgravación total e inmediata, a partir del día uno de vigencia del acuerdo. Los cátodos de cobre, que enfrentaron un arancel de 5%, se desgravarán linealmente en siete años, reduciéndose cada año el arancel en 0,7 puntos porcentuales, hasta extinguirse el año 2010. Rebajas sustantivas en el arancel se reflejan en yodo, carbonato de litio, nitrato de sodio, nitrato sódico potásico, sulfato de disodio, trióxido de arsénico, abonos de origen animal o vegetal, y cloruro de sodio, entre otros.

47. El Cuadro Nº 14 muestra que 22 de las principales exportaciones pesqueras enfrentarán desgravación inmediata. Por la magnitud de la desgravación arancelaria destacan las carnes de filetes de salmón frescos y refrigerados, jurel en conserva, salmones del pacífico, lenguas de erizo, merluza fresca o refrigerada, mero fresco o refrigerado, algas gracilarias, centollas y centollón, almejas, camarones, filetes de albacora, locos preparados o en conserva, etc.

48. El Cuadro Nº 15 da cuenta de la conocida complejidad que hubo de enfrentar la negociación agrícola. Pese a importaciones agrícolas muy reducidas, la presión sectorial en las instancias públicas estuvo a punto de hacer fracasar la negociación en varias ocasiones. De hecho, la misma estuvo suspendida durante prácticamente un año, ante las dificultades de la contraparte coreana para ofrecer apertura en los rubros agrícolas. Pese a ello, el balance de la negociación muestra que para 11 de los principales 50 productos agrícolas de exportación, la desgravación total tomará cinco años; siete años para 12 de estos productos y 10 años para 13 de tales bienes. Vale decir, 39 de los 50 principales productos agrícolas enfrentarán arancel cero en el mercado coreano al cabo de 10 años. Las pastas de tomates, vinos, paltas y semillas de maíz, se encuentran entre los productos con beneficios mayormente concentrados en el corto plazo.

49. En el Cuadro Nº 16 se aprecia que 34 de las 50 principales exportaciones forestales enfrentarán desgravación inmediata. Otras diez de ellas se desgravarán completamente en cinco años. Entre los productos beneficiados se encuentran la pasta química de madera, tablas aserradas de pino insigne, papeles y cartones multicajas, pañales, toallas y tampones higiénicos, y muebles de madera.

50. De acuerdo a un análisis del Instituto Forestal, Corea posee recursos forestales escasos por lo que debe importar grandes volúmenes de madera para cubrir sus necesidades. Por ello se estima que las rebajas arancelarias permitirán al sector aumentar y consolidar su competitividad en pulpa, y también abrirá posibilidades para la industria de tableros de madera y para la madera aserrada y elaborada. Esto significa oportunidades concretas para las regiones VIII, IX, VII y V. La totalidad de las exportaciones de la IX Región a Corea, cercana a 1 millón de dólares en el 2001, provienen del sector forestal. La VIII Región exportó hacia Corea, en el mismo año, cerca de 59 millones de dólares de productos forestales, en tanto que la VII Región registró exportaciones por 7 millones de dólares y la V embarques por 400 mil dólares concentrados en productos industriales de la madera.
51. Los Cuadros Nº 17 y Nº 18 muestran que la totalidad de las 50 principales exportaciones industriales y textiles que Chile realiza al mundo se beneficiarán con desgravación inmediata en el mercado coreano. Los casos más destacados son metanol, nitrato de potasio, alambres de cobre refinado, y en el caso textil, los tejidos de mezclilla, tejidos de lana peinada, trajes de lana, panty-medias, prendas y complementos de vestir, verán caer el arancel de 13% a cero.
Cuadro Nº 13

Situación de las principales exportaciones mineras de Chile al mundo en Corea
	SACH
	GLOSA
	Exportaciones

(mundo)
	Cor
	ea

	
	
	(Miles de dólares)
	Año
	Arancel

	7403.11.00
	CATODOS Y SECCIONES DE CATODOS, DE COBRE REFINADO
	4.061.929
	7
	5%

	2603.00.00
	MINERALES DE COBRE Y SUS CONCENTRADOS.
	2.068.871
	0
	1%

	7108.12.00
	ORO EN BRUTO, EXCEPTO EN POLVO, PARA USO NO MONET
	254.566
	0
	3%

	7402.00.10
	COBRE PARA EL AFINO (BLISTER)
	253.367
	0
	2%

	7403.19.00
	LOS DEMAS COBRE REFINADOS, EN BRUTO
	236.028
	0
	5%

	2801.20.00
	YODO
	141.910
	0
	8%

	2613.10.10
	CONCENTRADOS DE MOLIBDENO, TOSTADOS.
	138.944
	0
	1%

	2601.12.10
	PELLETS DE HIERRO
	98.732
	0
	1%

	7106.91.20
	PLATA EN BRUTO ALEADA (METAL DORE)
	87.739
	0
	3%

	2836.91.00
	CARBONATO DE LITIO
	50.733
	0
	8%

	2616.90.10
	MINERALES DE ORO
	46.657
	0
	1%

	3102.50.00
	NITRATO DE SODIO
	38.223
	0
	8%

	2601.11.10
	MINERALES DE HIERRO FINO GRANZAS Y RUN OF MINE
	35.638
	0
	1%

	3105.90.10
	NITRATO SODICO POTASICO (FERTILIZANTE).
	29.024
	0
	8%

	2501.00.10
	SAL GEMA , SAL DE SALINAS, SAL MARINA Y SAL DE MESA.
	28.611
	0
	1%

	2613.90.10
	CONCENTRADOS DE MOLIBDENO SIN TOSTAR
	20.870
	0
	1%

	7106.91.10
	PLATA SIN ALEAR EN BRUTO
	15.252
	0
	3%

	7202.70.00
	FERROMOLIBDENO
	12.187
	0
	5%

	2608.00.00
	MINERALES DE CINC Y SUS CONCENTRADOS.
	10.883
	0
	1%

	7402.00.90
	ANODOS DE COBRE PARA REFINADO ELECTROLITICO
	7.905
	0
	2%

	2528.90.00
	LOS DEMAS BORATOS NATURALES Y SUS CONCENTRADOS
	6.761
	0
	3%

	7108.11.00
	ORO EN POLVO PARA USO NO MONETARIO
	4.815
	0
	3%

	2833.11.00
	SULFATOS DE DISODIO
	3.340
	0
	8%

	2811.29.10
	TRIOXIDO DE ARSENICO, OXIDO ARSENIOSO, ARSENICO BLA
	3.317
	0
	8%

	2512.00.00
	HARINAS SILICEAS FOSILES Y OTRAS TIERRAS SILICEAS AN
	2.911
	0
	3%

	2616.10.00
	MINERALES DE PLATA Y SUS CONCENTRADOS.
	1.727
	0
	1%

	7403.13.00
	TOCHOS, DE COBRE REFINADO
	943
	0
	5%

	7401.20.00
	COBRE DE CEMENTACION (COBRE PRECIPITADO)
	900
	0
	1%

	2616.90.90
	LOS DEMAS MINERALES DE LOS METALES PRECIOSOS Y SUS 
	795
	0
	1%

	2709.00.00
	ACEITES CRUDOS DE PETROLEO O DE MINERALES BITUMIN
	464
	0
	5%

	7106.92.00
	PLATA SEMILABRADA
	336
	0
	3%

	2520.20.00
	YESOS CALCINADOS
	280
	0
	5%

	2505.10.00
	ARENAS SILICEAS Y ARENAS CUARZOSAS.
	242
	0
	3%

	7106.10.00
	PLATA EN POLVO
	219
	0
	3%

	2515.12.00
	MARMOL Y TRAVERTINOS, SIMPLEMENTE TROCEADOS, POR 
	213
	0
	3%

	2510.20.00
	FOSFATO DE CALCIO NATURALES, FOSFATOS ALUMINOCA
	182
	0
	3%

	3101.00.00
	ABONOS DE ORIGEN ANIMAL O VEGETAL, INCLUSO MEZCLAD
	167
	0
	8%

	2619.00.00
	ESCORIAS (EXCEPTO LAS GRANULADAS) BATIDURAS Y DEMA
	141
	0
	2%

	2610.00.00
	MINERALES DE CROMO Y SUS CONCENTRADOS.
	128
	0
	1%

	2528.10.00
	BORATO DE SODIO NATURALES
	118
	0
	3%

	2508.10.00
	BENTONITA.
	87
	0
	3%

	2503.00.00
	AZUFRE DE CUALQUIER CLASE, CON EXCLUSION DEL SUBLIM
	86
	0
	2%

	2516.12.00
	GRANITO, SIMPLEMENTE TROCEADO, POR ASERRADO O DE O
	82
	0
	3%

	2618.00.00
	ESCORIAS GRANULADAS (ARENA DE ESCORIAS) DE LA SIDER
	79
	0
	2%

	2501.00.90
	LAS DEMAS SALES Y CLORURO DE SODIO, INCLUSO EN DISO
	69
	0
	8%

	2520.10.00
	YESO NATURAL; ANHIDRITA.
	53
	0
	5%

	2621.00.10
	CENIZAS DE HUESO.
	48
	0
	2%

	2702.10.00
	LIGNITOS, INCLUSO PULVERIZADOS, PERO SIN AGLOMERAR.
	41
	0
	1%

	2701.11.00
	ANTRACITAS, INCLUSO PULVERIZADAS, SIN AGLOMERAR.
	29
	0
	1%

	2701.19.00
	LAS DEMAS HULLAS, INCLUSO PULVERIZADAS, SIN AGLOMER
	28
	0
	1%


Cuadro Nº 14

Situación de las principales exportaciones pesqueras de Chile al mundo en Corea
	SACH
	GLOSA
	Exportaciones

(mundo)
	Corea
	

	
	
	(Miles de dólares)
	Años
	Arancel

	2301.20.10
	HARINA DE PESCADO
	254.859
	DDA
	9%

	0304.10.50
	FILETES Y DEMAS CARNES DE SALMON, FRESCOS O REFRIGER
	253.144
	0
	20%

	0303.10.00
	SALMONES DEL PACIFICO CONGELADO, EXCLUIDOS FILETES, 
	244.501
	5
	10%

	0303.21.00
	TRUCHAS CONGELADAS, EXCLUIDOS LOS FILETES, HIGADOS, 
	126.471
	10
	10%

	0304.20.50
	FILETES DE SALMON, CONGELADOS.
	102.644
	10
	10%

	1604.19.10
	JUREL EN CONSERVA ENTERO O EN TROZOS
	58.996
	5
	20%

	0304.20.40
	FILETES DE MERLUZA, CONGELADOS.
	53.480
	10
	10%

	0304.20.60
	FILETES DE TRUCHA, CONGELADOS.
	51.385
	10
	10%

	0302.12.00
	SALMONES DEL PACIFICO, ATLANTICO Y DANUBIO, FRESCO O 
	42.722
	5
	20%

	0304.20.30
	FILETES DE MERO O BACALAO, CONGELADOS.
	35.798
	10
	10%

	1302.31.00
	AGAR-AGAR
	35.044
	0
	8%

	0304.90.50
	LAS DEMAS CARNES DE SALMON, CONGELADAS, EXCEPTO FILE
	29.963
	10
	10%

	1605.90.90
	LOS DEMAS CRUSTACEOS, MOLUSCOS, INVERTEBRADOS PR
	29.365
	10
	20%

	0303.78.00
	MERLUZAS CONGELADAS, EXCLUIDOS FILETES, HIGADOS HUEV
	25.505
	5
	10%

	0307.99.60
	LENGUAS DE ERIZO DE MAR, CONGELADAS, SECAS, SALADAS O 
	25.331
	0
	20%

	0302.69.20
	MERLUZA FRESCA O REFRIGERADA,EXCLUIDO FILETES,HIGAD
	24.932
	0
	20%

	0307.29.10
	LOS DEMAS OSTIONES DEL NORTE VIVOS, FRESCOS O REFRI
	22.118
	0
	20%

	0307.91.90
	LOS DEMAS MOLUSCOS E INVERTEBRADOS ACUATICOS, VIVO
	21.539
	0
	20%

	0303.22.00
	SALMONES DEL ATLANTICO Y DEL DANUBIO CONGELADOS, 
	19.871
	5
	10%

	0302.69.10
	MERO FRESCO O REFRIGERADO, EXCLUIDO FILETES, HIGADOS
	18.860
	0
	20%

	1604.20.90
	LAS DEMAS PREPARACIONES Y CONSERVAS DE PESCADOS.
	18.482
	5
	20%

	0303.79.10
	MERO CONGELADO, EXCLUIDOS FILETES, HIGADOS, HUEVAS Y 
	17.800
	10
	10%

	0304.20.90
	LOS DEMAS FILETES DE PESCADO, CONGELADOS.
	15.524
	10
	10%

	1605.20.90
	LOS DEMAS CAMARONES, LANGOSTINOS, QUISQUILLAS Y GAM
	13.636
	5
	20%

	1212.20.10
	ALGAS GRACILARIAS, LESSONIA, IRIDAE, FRESCAS O SECAS, IN
	12.948
	0
	20%

	0305.69.00
	LOS DEMAS PESCADOS SALADOS SIN SECAR NI AHUMAR O EN 
	12.919
	0
	20%

	1605.90.10
	ERIZOS DE MAR PREPARADOS O CONSERVADOS
	12.868
	5
	20%

	1212.20.90
	LAS DEMAS ALGAS (INCLUYE: DURVILLAEA, FLAVICANS, GIGA
	11.717
	0
	20%

	0302.69.90
	LOS DEMAS PESCADOS FRESCOS O REFRIGERADOS, EXCLUIDO 
	11.312
	0
	20%

	0305.49.00
	LOS DEMAS PESCADOS AHUMADOS, INCLUIDOS FILETES.
	10.418
	5
	20%

	0303.79.90
	LOS DEMAS PESCADOS CONGELADOS, EXCLUIDOS FILETES, 
	9.587
	5
	10%

	0303.79.30
	CONGRIO,COJINOVA,BROTULA Y PEJERREY DE MAR, CONG
	9.274
	5
	10%

	0306.14.20
	CENTOLLAS Y CENTOLLON CONGELADOS.
	9.087
	5
	20%

	0304.90.40
	LAS DEMAS CARNES DE MERLUZA, CONGELADA, EXCEPTO FILE
	8.863
	10
	10%

	0303.79.20
	JUREL CONGELADO, EXCLUIDO FILETES, HIGADOS, HUEVAS Y
	8.862
	5
	10%

	0304.90.60
	LAS DEMAS CARNES DE TRUCHA, CONGELADA, EXCEPTO FILET
	8.410
	10
	10%

	1605.90.70
	CHOLGAS, CHORITOS Y CHOROS PREPARADOS O EN CONSERV
	8.121
	0
	20%

	1605.90.20
	ALMEJAS PREPARADAS O CONSERVADAS
	7.927
	0
	20%

	1605.10.14
	CENTOLLAS Y CENTOLLON CONSERVADOS CONGELADOS.
	7.785
	0
	20%

	0305.41.00
	SALMONES DEL PACIFICO, ATLANTICO O DANUBIO, AHUMADO
	7.215
	0
	20%

	1605.20.12
	CAMARONES CONSERVADOS, CONGELADOS
	7.199
	0
	20%

	0304.10.10
	FILETES Y DEMAS CARNES DE ALBACORA, FRESCOS O REFRI
	6.125
	0
	20%

	1605.90.40
	LOCOS PREPARADOS O EN CONSERVA
	5.622
	0
	20%

	1604.11.00
	SALMON EN CONSERVA, ENTERO O EN TROZOS
	5.408
	5
	20%

	0303.80.00
	HIGADOS, HUEVAS Y LECHAS DE PESCADOS, CONGELADOS.
	5.094
	0
	10%

	0304.90.30
	LAS DEMAS CARNES DE MERO O BACALAO CONGELADAS, EXCE
	4.986
	10
	10%

	0307.59.00
	PULPOS, CONGELADOS, SECOS, SALADOS O EN SALMUERA.
	4.899
	5
	20%

	0305.30.00
	FILETES DE PESCADO, SECOS, SALADOS O EN SALMUERA, SIN 
	4.511
	0
	20%

	1605.10.13
	CENTOLLAS Y CENTOLLON CONSERVADOS EN RECIPIENTES HE
	4.309
	0
	20%

	0307.99.30
	LOCOS, CONGELADOS, SECOS, SALADOS O EN SALMUERA.
	4.233
	0
	20%


Cuadro Nº 15:

Situación de las principales exportaciones agrícolas de Chile al mundo en Corea
	SACH
	GLOSA
	Exportaciones

(mundo)
	Corea
	

	
	
	(Miles de dólares)
	Años
	Arancel

	0806.10.00
	UVAS FRESCAS
	524.742
	10 Est
	47%

	2204.21.10
	VINOS CON DENOMINACION DE ORIGEN
	425.637
	5
	15%

	0808.10.00
	MANZANAS FRESCAS
	220.414
	Exclui.
	47%

	2106.90.20
	PREPARACIONES COMPUESTAS NO ALCOHOLICAS PARA LA FABRI
	82.873
	7
	30%

	2002.90.10
	PURES Y JUGOS DE TOMATES, CUYO CONTENIDO EN PESO , DE 
	72.563
	0
	5%

	0804.40.00
	PALTAS (AGUACATES)
	68.590
	7
	30%

	2204.29.90
	LOS DEMAS MOSTOS DE UVAS FERMENTADOS PARCIALMENTE Y 
	66.915
	5
	15%

	0810.50.00
	KIWIS FRESCOS.
	65.781
	10
	47%

	0808.20.10
	PERAS FRESCAS
	64.873
	Exclui.
	50%

	1005.10.00
	SEMILLAS DE MAIZ (ZEA MAYS L.)
	64.279
	7
	343%

	0809.40.10
	CIRUELAS FRESCAS
	61.766
	TQ
	47%

	2204.21.90
	LOS DEMAS VINOS
	60.483
	5
	15%

	2009.70.00
	JUGO DE MANZANAS
	49.871
	10
	47%

	0806.20.00
	PASAS
	43.231
	10
	27%

	0809.30.10
	NECTARINES FRESCOS
	39.869
	10
	50%

	0203.29.00
	LAS DEMAS CARNES DE PORCINO, CONGELADAS.
	38.149
	10
	30%

	2008.70.10
	DURAZNOS PREPARADOS O CONSERVADOS AL NATURAL O EN AL
	32.563
	7
	50%

	0811.20.90
	LAS DEMAS FRAMBUESAS, MORAS, GROSELLAS, CONGELADAS
	32.534
	7
	30%

	1209.91.90
	LAS DEMAS SEMILLAS DE HORTALIZAS
	30.841
	0
	0%

	0809.30.90
	LAS DEMAS FRUTAS CON CAROSO
	29.334
	10
	50%

	0813.20.00
	CIRUELAS DESECADAS O DESHIDRATADAS
	28.432
	10
	23%

	0809.20.00
	CEREZAS FRESCAS
	21.465
	10
	30%

	1302.39.00
	LOS DEMAS MUCILAGOS Y ESPESATIVOS DERIVADOS DE LOS V
	20.700
	5
	8%

	2009.80.00
	JUGO DE LAS DEMAS FRUTAS O DE LEGUMBRES U HORTALIZAS
	20.178
	9
	50%

	0904.20.00
	PIMIENTOS SECOS, TRITURADOS O PULVERIZADOS (PIMENTON)
	18.010
	DDA
	282%

	0810.20.00
	FRAMBUESAS, ZARZAMORAS, MORAS Y MORAS-FRAMBUESAS, FR
	16.959
	10
	47%

	0810.40.00
	ARANDANOS O MURTONES Y DEMAS FRUTOS DEL GENERO VACC
	16.835
	10
	50%

	1209.30.00
	SEMILLAS DE PLANTAS HERBACEAS UTILIZADAS PRINCIPALM
	16.834
	0
	0%

	0802.32.00
	NUECES DE NOGAL SIN CASCARA, FRESCAS O SECAS
	14.716
	7
	38%

	0207.14.00
	TROZOS Y DESPOJOS DE GALLO O GALLINA, CONGELADOS
	14.340
	Cuota
	26%

	0710.80.00
	LAS DEMAS LEGUMBRES Y HORTALIZAS
	14.304
	7
	28%

	0805.30.10
	LIMONES FRESCOS O SECOS
	13.433
	10
	38%

	0402.99.00
	LAS DEMAS LECHES Y NATAS CONCENTRADAS AZUCADAS O ED
	13.432
	DDA
	93%

	2007.99.90
	LAS DEMAS MERMELADAS
	12.727
	7
	30%

	0813.30.00
	MANZANAS DESECADAS O DESHIDRATADAS
	12.349
	10
	47%

	1107.10.00
	MALTA, SIN TOSTAR
	11.790
	DDA
	281%

	1602.31.00
	PREPARACIONES Y CONSERVAS, DE PAVO.
	11.179
	7, Cuota
	30%

	1704.90.10
	BOMBONES, CARAMELOS, CONFITES Y PASTILLAS.
	10.977
	5
	8%

	0703.20.00
	AJOS FRESCOS O REFRIGERADOS
	10.921
	DDA
	376%

	2105.00.00
	HELADOS Y PRODUCTOS SIMILARES, INCLUSO CON CACAO
	10.828
	5
	8%

	0402.21.80
	LECHE EN POLVO,SIN EDULCORAR CON 26% O MAS DE MATERIA 
	10.797
	DDA
	194%

	1211.90.40
	MOSQUETA, FRESCA O SECA, INCLUSO CORTADA, QUEBRANTA
	10.624
	5
	8%

	1806.90.00
	LOS DEMAS CHOCOLATES Y DEMAS PREPARACIONES ALIMENTI
	10.520
	5
	8%

	1905.30.00
	GALLETAS DULCES; GAUFRES O WAFFLES, BARQUILLOS Y OBLEA
	10.027
	5
	8%

	1206.00.00
	SEMILLAS DE GIRASOL (MARAVILLA; HELIANTHUS ANNUUS L.)
	10.006
	7
	25%

	2303.20.10
	COSETA DE REMOLACHA
	9.759
	5
	5%

	0811.20.10
	MORAS CONGELADAS
	9.687
	7
	30%

	1806.32.00
	LOS DEMAS CHOCOLATES, EN BLOQUES, EN TABLETAS O EN BAR
	9.669
	5
	8%

	0703.10.10
	CEBOLLAS FRESCAS O REFRIGERADAS
	9.572
	DDA
	141%

	0802.31.00
	NUECES DE NOGAL CON CASCARA FRESCAS O SECAS
	9.491
	7
	47%


Cuadro Nº 16

Situación de las principales exportaciones forestales de Chile al mundo en Corea

	SACH
	GLOSA
	Exportaciones

(mundo)
	Corea
	

	
	
	(Miles de dólares)
	Años
	Aran-cel

	4703.21.00
	PASTA QUIMICA DE MADERA DE CONIFERAS SEMIBLANQUEADAS O 
	593.698
	0
	2%

	4407.10.19
	LAS DEMAS TABLAS ASERRADAS DE PINO INSIGNE
	299.817
	5
	5%

	4703.29.00
	PASTA QUIMICA DE MADERA SEMIBLANQUEADA O BLANQUEADA D
	170.232
	0
	2%

	4401.22.00
	LAS DEMAS MADERAS EN PLAQUITAS O EN PARTICULAS, EXCEPTO 
	137.086
	0
	2%

	4703.11.00
	PASTA QUIMICA DE MADERA CRUDA DE CONIFERAS.
	136.745
	0
	2%

	4409.10.20
	LISTONES Y MOLDURAS DE MADERA DE CONIFERAS, PARA MUEBL
	124.212
	5
	8%

	4801.00.00
	PAPEL PRENSA EN BOBINAS O EN HOJAS
	99.160
	0
	8%

	4418.20.00
	PUERTAS Y SUS MARCOS Y UMBRALES.
	72.082
	5
	8%

	4810.91.00
	LOS DEMAS PAPELES Y CARTONES, MULTICAPAS
	56.195
	0
	8%

	4412.19.10
	MADERAS CONTRACHAPADAS CONSTITUIDAS CON UNA HOJA EXTE
	43.706
	10
	8%

	4411.39.00
	LOS DEMAS TABLEROS DE FIBRA MASA VOLUMICA SUP. 0,35 G/CM
	35.391
	5
	8%

	4411.21.00
	TABLEROS DE FIBRA DE MADERA CON MASA VOLUMICA SUPERIOR 
	30.923
	10
	8%

	4818.40.00
	PAÑALES, TOALLAS Y TAMPONES HIGIENICOS Y ARTICULOS HIGIE
	21.084
	0
	8%

	4403.99.90
	LOS DEMAS MADERAS EN BRUTOS DESCORTEZADAS, DESALBUR
	20.426
	0
	2%

	4411.19.00
	TABLEROS DE FIBRA DE MADERA CON MASA VOLUMICA SUPERIOR 
	16.451
	10
	8%

	4409.10.90
	LAS DEMAS MADERAS PERFILADAS LOGITUDINALMENTE.
	16.269
	5
	8%

	9403.50.00
	MUEBLES DE MADERA DEL TIPO DE LOS UTILIZADOS EN LOS DO
	15.653
	0
	8%

	4407.99.90
	LAS DEMAS MADERAS ASERRADAS O DESBASTADAS LONGITUD
	13.945
	5
	5%

	4411.11.00
	TABLEROS DE FIBRA DE MADERA CON MASA VOLUMICA SUPERIOR 
	13.933
	10
	8%

	4408.10.10
	HOJAS PARA CHAPADO Y CONTRACHAPADO DE PINO INSIGNE DE 
	12.023
	0
	5%

	4802.60.10
	PAPELES PARA ESCRITURA, DIBUJO O IMPRESIONES, EN LOS QUE 
	11.770
	0
	8%

	4415.20.00
	PALETAS, PALETAS-CAJA Y OTRAS PLATAFORMAS PARA CARGA, DE 
	10.942
	0
	8%

	4411.31.00
	TABLEROS DE FIBRA MASA VOLUMICA SUP. 0,35 G/CM3 E INF. O 
	10.772
	5
	8%

	4804.29.00
	PAPEL KRAFT PARA SACOS, LOS DEMAS.
	10.190
	0
	8%

	9403.30.00
	MUEBLES DE MADERA PARA OFICINA
	7.978
	0
	8%

	4403.10.00
	MADERAS EN BRUTO TRATADAS CON PINTURA, CREOSOTA U OTR
	7.057
	0
	2%

	4403.20.30
	MADERA PARA PULPA SIMPLEMENTE ESCUADRADAS DE PINO INS
	6.845
	0
	2%

	4410.19.00
	LOS DEMAS TABLEROS DE PARTICULAS Y TABLEROS SIMILARES DE 
	6.415
	10
	8%

	4408.90.90
	LAS DEMAS HOJAS PARA CHAPADO Y CONTRACHAPADO
	5.705
	0
	5%

	4421.90.90
	LAS DEMAS MANUFACTURAS DE MADERA
	5.146
	5
	8%

	4819.10.00
	CAJAS DE PAPEL O CARTON ONDULADO
	4.955
	0
	8%

	4418.90.00
	LAS DEMAS OBRAS DE CARPINTERIAS PARA CONSTRUCCION DE M
	4.800
	5
	8%

	4403.20.20
	TRONCOS PARA ASERRAR Y HACER CHAPAS, DE PINO INSIGNE.
	4.487
	0
	2%

	4403.20.11
	MADERAS PARA PULPA DE PINO INSIGNE (RADIATA)
	4.345
	0
	2%

	4803.00.00
	PAPEL HIGIENICO Y PAPEL PARA TOALLAS, SERVILLETAS O PARA 
	4.119
	0
	8%

	9403.60.00
	LOS DEMAS MUEBLES DE MADERA
	3.955
	0
	8%

	4403.20.90
	LAS DEMAS MADERAS PARA PULPA.
	3.647
	0
	2%

	4417.00.00
	HERRAMIENTAS, MONTURAS Y MANGOS DE HERRAMIENTAS, 
	3.103
	0
	8%

	4819.30.00
	SACOS Y BOLSAS DE PAPEL, CON UNA ANCHURA EN LA BASE 
	3.013
	0
	8%

	4820.10.00
	LIBROS REGISTRO,LIBROS DE CONTABILIDAD, TALONARIOS, 
	2.981
	0
	8%

	4819.20.00
	CAJAS Y CARTONAJES, PLEGABLES, DE PAPEL O CARTON SIN 
	2.534
	0
	8%

	4403.20.19
	LAS DEMAS MADERAS PARA PULPA, DE CONIFERAS
	2.508
	0
	2%

	4818.20.00
	PAÑUELOS Y TOALLITAS DE PASTA DE PAPEL
	2.378
	0
	8%

	4416.00.00
	BARRILES, CUBAS, TINAS Y DEMAS MANUFACTURAS DE 
	2.358
	0
	8%

	4823.60.00
	BANDEJAS, FUENTES, PLATOS, TAZAS, VASOS Y ARTICULOS 
	2.148
	0
	8%

	4820.20.00
	CUADERNOS
	1.970
	0
	8%

	4407.99.10
	MADERAS ASERRADAS O DESBASTADA LONGITUDINALMENTE DE R
	1.858
	5
	5%

	4403.99.10
	TRONCOS PARA ASERRAR Y HACER CHAPAS.
	1.830
	0
	2%

	4411.29.00
	LOS DEMAS TABLEROS DE FIBRA DE MADERA CON MASA 
	1.792
	10
	8%

	4820.30.00
	CLASIFICADORES, ENCUADERNACIONES, CARPETAS Y CUBIERTAS
	1.727
	0
	8%


Cuadro Nº 17

Situación de las principales exportaciones industriales de Chile al mundo en Corea

	SACH
	GLOSA
	Exporta-ciones
	Core
	a

	
	
	(Miles de dólares)
	Año
	Aran-cel

	2905.11.00
	ALCOHOL METILICO (METANOL)
	263.073
	0
	3%

	2834.21.00
	NITRATO DE POTASIO FERTILIZANTE
	89.831
	0
	8%

	2620.90.00
	LAS DEMAS CENIZAS Y RESIDUOS (EXCEPTO DE SIDERURGIA) QUE CON
	74.651
	0
	2%

	2710.00.29
	GASOLINA PARA OTROS USOS.
	69.323
	0
	1%

	7408.11.00
	ALAMBRES DE COBRE REFINADO EN EL QUE LA MAYOR DIMENSION DE L
	59.123
	0
	8%

	8704.31.20
	VEHICULOS CON MOTOR DE EMBOLO, DE ENCENDIDO POR CHISPA, CON 
	50.153
	0
	10%

	2710.00.40
	ACEITES COMBUSTIBLES DESTILADOS (GAS OIL Y DIESEL OIL).
	48.182
	0
	5%

	8708.40.00
	CAJAS DE CAMBIO
	35.685
	0
	8%

	4011.10.00
	NEUMATICOS NUEVOS DE CAUCHO DEL TIPO UTILIZADO EN 
	35.059
	0
	8%

	8803.30.00
	LAS DEMAS PARTES DE AVIONES O DE HELICOPTEROS
	28.204
	0
	0%

	3004.90.10
	LOS DEMAS MEDICAMENTOS PREPARADOS PARA USOS TERAPEUTICOS 
	22.442
	0
	8%

	4902.90.00
	REVISTAS Y PUBLICACIONES INCLUSO ILUSTRADOS O CON PUBLICIDAD, 
	22.257
	0
	0%

	4011.99.00
	LOS DEMAS NEUMATICOS NUEVOS DE CAUCHO
	22.154
	0
	8%

	8703.22.90
	LOS DEMAS VEHICULOS CON MOTOR DE EMBOLO, DE ENCENDIDO POR 
	21.711
	0
	8%

	8431.43.00
	PARTES DE MAQUINAS O APARATOS DE SONDEO O DE PERFORACION D 
	21.694
	0
	5%

	2710.00.51
	ACEITES DE COMBUSTIBLES.
	21.277
	0
	5%

	3104.30.00
	SULFATO DE POTASIO.
	20.929
	0
	1%

	8703.23.90
	LOS DEMAS VEHICULOS CON MOTOR DE EMBOLO, DE ENCENDIDO POR 
	19.701
	0
	8%

	4901.99.90
	LOS DEMAS FOLLETOS E IMPRESOS, EXCEPTO EN HOJAS SUELTAS
	19.323
	0
	0%

	2825.70.00
	OXIDO E HIDROXIDO DE MOLIBDENO
	19.204
	0
	8%

	3902.10.00
	POLIPROPILENO, EN FORMAS PRIMARIAS.
	19.105
	0
	8%

	7326.11.00
	BOLAS Y ARTICULOS SIMILARES PARA MOLINOS
	18.973
	0
	8%

	9403.90.00
	PARTES Y PIEZAS DE MADERA, PARA MUEBLES
	17.870
	0
	8%

	2810.00.00
	ACIDO BORICO; ACIDOS BORICOS.
	16.550
	0
	8%

	8704.21.20
	VEHICULOS CON CAPACIDAD DE CARGA UTIL DE MAS DE 500 KG. Y 
	15.970
	0
	10%

	7411.10.00
	TUBOS DE COBRE REFINADO
	15.889
	0
	8%

	8112.99.00
	MANUFACTURAS DE (INCLUYE: GALIO, HAFNIO (CELTIO), INDIO, 
	15.757
	0
	5%

	3104.20.00
	CLORURO DE POTASIO.
	15.635
	0
	1%

	7409.11.00
	COBRE REFINADO, CHAPAS, PLANCHAS, HOJAS Y TIRAS ENROLLADAS DE 
	14.788
	0
	8%

	4011.20.00
	NEUMATICOS NUEVOS DE CAUCHO DEL TIPO UTILIZADO EN AUTOBUSES 
	14.564
	0
	8%

	8704.31.60
	CHASIS CABINADOS DE VEHICULOS, CON MOTOR DE ÉMBOLO, CON 
	14.077
	0
	10%

	3304.99.00
	LAS DEMAS PREPARACIONES DE MAQUILLAJE
	13.332
	0
	8%

	3920.20.00
	PLACAS, HOJAS, PELICULAS, BANDAS Y LAMINAS DE POLIMEROS DE 
	13.113
	0
	8%

	3307.20.00
	DESODORANTES CORPORALES Y ANTITRANSPIRANTES
	13.047
	0
	8%

	3901.10.00
	POLIETILENO DE DENSIDAD INFERIOR A 0,94
	12.948
	0
	8%

	8418.10.00
	COMBINACIONES DE REFRIGERADOR Y CONGELADOR-CONSERVADOR 
	12.758
	0
	5%

	2711.13.00
	BUTANOS, LICUADO.
	11.510
	0
	5%

	7209.18.00
	PROD. LAMINADOS PLANOS EN FRIO, ESPESOR INFERIOR A 0.5 MM HI
	11.400
	0
	8%

	7005.29.00
	LAS DEMAS LUNAS SIN ARMAR, DE VIDRIO FLOTADO, DESBASTADO O P
	10.930
	0
	8%

	3105.90.90
	LOS DEMAS ABONOS
	10.066
	0
	8%

	6910.90.20
	LOS DEMAS TAZAS DE RETRETES Y ESTANQUES.
	9.879
	0
	8%

	4104.22.00
	CUEROS Y PIELES, DE BOVINO, PRECURTIDOS DE OTRA FORMA.
	8.893
	0
	5%

	8524.53.00
	LAS DEMAS CINTAS MAGNETICAS DE ANCHURA SUPERIOR A 6,5 MM
	8.853
	0
	0%

	8904.00.00
	REMOLCADORES Y BARCOS EMPUJADORES.
	8.370
	0
	5%

	3102.30.00
	NITRATO DE AMONIO, INCLUSO EN DISOLUCION ACUOSA.
	8.281
	0
	8%

	8902.00.10
	BARCOS DE PESCA.
	8.183
	0
	0%

	8418.50.00
	LOS DEMAS ARMARIOS, ARCAS, VITRINAS Y MUEBLES SIMILARES PARA 
	7.954
	0
	5%

	2918.12.00
	ACIDO TARTARICO
	7.889
	0
	8%

	2905.42.00
	PENTAERITRITOL
	7.873
	0
	8%

	4901.99.20
	LIBROS ACADEMICOS, CIENTIFICOS Y TECNICOS
	7.850
	0
	0%


Cuadro Nº 18

Situación de las principales exportaciones textiles de Chile al mundo en Corea

	SACH
	GLOSA
	Exportacion.

(mundo)
	Core
	a

	
	
	(Miles de dólares)
	Año
	Aran-cel

	5209.42.00
	TEJIDOS DE MEZCLILLA (“DENIM”), CON HILADOS DE DISTINTOS 
	20.963
	0
	10%

	5402.31.00
	HILADOS TEXTURADOS: DE NAILON O DE OTRAS POLIAMIDAS, DE 
	7.686
	0
	8%

	5515.11.00
	TEJIDOS DE FIBRAS DISCONTINUAS DE POLIESTER, MEZCLADOS 
	7.563
	0
	10%

	5603.94.90
	LAS DEMASTELAS SIN TEJER DE FILAMENTO SINTETICO O ARTIFICIAL
	7.012
	0
	10%

	5112.11.10
	TEJIDOS DE LANA PEINADA, DE GRAMAJE INFERIOR O IGUAL A 200 G
	6.808
	0
	13%

	5105.29.00
	LAS DEMAS LANAS PEINADAS, EXCEPTO A GRANEL.
	6.405
	0
	1%

	6203.11.00
	TRAJES O TERNOS DE LANA O DE PELO FINO, PARA HOMBRES O NIÑ
	5.053
	0
	13%

	6305.33.20
	LOS DEMAS SACOS Y TALEGAS PARA ENVASAR DE POLIPROPILENO.
	4.190
	0
	8%

	5509.32.00
	HILADOS RETORCIDOS O CABLEADOS CON UN CONTENIDO DE 
	3.943
	0
	8%

	5407.20.00
	TEJIDOS FABRICADOS CON TIRAS O FORMAS SIMILARES.
	3.833
	0
	8%

	5515.13.00
	TEJIDOS DE FIBRAS DISCONTINUAS DE POLIESTER, MEZCLADOS EXC
	3.832
	0
	10%

	6115.11.00
	CALZAS (PANTY-MEDIAS), DE PUNTO DE FIBRAS SINTETICAS, CON TI
	3.813
	0
	13%

	6111.20.00
	PRENDAS Y COMPLEMENTOS DE VESTIR, DE PUNTO DE ALGODON, PA
	3.789
	0
	13%

	5101.11.00
	LANA ESQUILADA, SUCIA O LAVADA EN VIVO SIN CARDAR NI PEINAR.
	3.638
	0
	1%

	5807.10.00
	ETIQUETAS, ESCUDOS Y ARTICULOS SIMILARES, DE MATERIAS TEX
	3.567
	0
	13%

	5112.19.10
	LOS DEMAS TEJIDOS DE LANA CON UN CONTENIDO DE LANA SUPERI
	3.359
	0
	13%

	6002.43.00
	LOS DEMAS TEJIDOS DE PUNTO POR URDIMBRE DE FIBRAS SINTETIC
	3.107
	0
	13%

	5903.20.90
	LOS DEMAS TEJIDOS RECUBIERTOS, REVESTIDOS O ESTRATIFICADOS 
	2.649
	0
	13%

	6203.31.00
	CHAQUETAS (SACOS) DE LANA O DE PELO FINO, PARA HOMBRES O NI
	2.247
	0
	13%

	6203.12.00
	TRAJES O TERNOS DE FIBRAS SINTETICAS, PARA HOMBRES O NIÑOS
	2.068
	0
	13%

	5903.10.90
	LOS DEMAS TEJIDOS RECUBIERTOS, REVESTIDOS O ESTRATIFICADOS 
	1.420
	0
	13%

	5209.32.00
	TEJIDOS DE ALGODON TEÑIDOS, DE LIGAMENTO SARGA O CRUZADO 
	1.277
	0
	10%

	6203.41.00
	PANTALONES, PANTALONES CON PETO Y PANTALONES CORTOS, DE L
	1.265
	0
	13%

	5309.19.00
	LOS DEMAS TEJIDOS DE LINO CON UN CONTENIDO DE LINO, EN PES
	1.173
	0
	8%

	4303.10.00
	PRENDAS Y COMPLEMENTOS DE VESTIR, DE PELETERIA
	1.165
	0
	16%

	5511.10.20
	HILADOS DE FIBRAS ACRILICAS, CON UN CONTENIDO DE ESTAS 
	1.054
	0
	8%

	5209.49.00
	LOS DEMAS TEJIDOS DE ALGODON CON HILADOS DE DISTINTOS 
	1.035
	0
	10%

	6110.30.00
	SUETERES, JERSEIS, “PULLOVERS”, “CARDIGANS”, CHALECOS Y 
	992
	0
	13%

	5408.22.00
	LOS DEMAS TEJIDOS CON UN CONTENIDO DE FILAMENTOS O DE 
	969
	0
	8%

	6115.92.00
	LOS DEMAS CALCETINES DE PUNTO DE ALGODON.
	914
	0
	13%

	6302.22.10
	SABANAS Y FUNDAS DE PUNTO, DE FIBRAS SINTÉTICAS O 
	869
	0
	13%

	6204.33.00
	CHAQUETAS (SACOS) DE FIBRAS SINTETICAS, PARA MUJERES O NIÑA
	792
	0
	13%

	5509.69.00
	LOS DEMAS HILADOS DE FIBRAS DISCONTINUAS ACRILICAS O MODAC
	791
	0
	8%

	5208.42.00
	TEJIDOS DE ALGODON CON HILADOS DE DISTINTOS COLORES DE LI
	790
	0
	10%

	6109.90.00
	CAMISETAS DE PUNTO DE LAS DEMAS MATERIAS TEXTILES.
	709
	0
	13%

	5111.19.10
	LOS DEMAS TEJIDOS DE LANA CARDADA CON UN CONTENIDO DE LAN
	707
	0
	13%

	5209.41.00
	TEJIDOS DE ALGODON CON HILADOS DE DISTINTOS COLORES, DE LI
	700
	0
	10%

	6205.20.00
	CAMISAS DE ALGODON, PARA HOMBRES O NIÑOS
	685
	0
	13%

	6110.20.00
	SUETERES, JERSEIS, “PULLOVERS”, “CARDIGANS”, CHALECOS Y ARTIC
	679
	0
	13%

	6204.63.00
	PANTALONES, PANTALONES CON PETO Y PANTALONES CORTOS DE FI
	656
	0
	13%

	5007.90.00
	LOS DEMAS TEJIDOS DE SEDA O DE DESPERDICIOS DE SEDA.
	612
	0
	13%

	6115.93.00
	LOS DEMAS CALCETINES DE FIBRAS SINTETICAS.
	596
	0
	13%

	6109.10.00
	CAMISETAS DE PUNTO DE ALGODON, PARA MUJERES O NIÑAS
	589
	0
	13%

	6115.20.00
	MEDIAS DE PUNTO DE MUJER CON TITULO DE HILADO A UN CABO IN
	587
	0
	13%

	6302.60.10
	TOALLAS DE TEJIDO BUCLE, DE ALGODON
	581
	0
	13%

	5402.41.00
	LOS DEMAS HILADOS SENCILLOS SIN TORSION O CON UNA TORSION 
	554
	0
	8%

	6203.42.90
	LOS DEMAS PANTALONES, PANTALONES CON PETO Y PANTALONES 
	540
	0
	13%

	6203.39.90
	CHAQUETAS (SACOS) DE LAS DEMAS MATERIAS TEXTILES, PARA 
	528
	0
	13%

	6203.42.10
	PANTALONES DE MEZCLILLA ( DENIM) PARA HOMBRES O NIÑOS.
	505
	0
	13%

	5209.12.00
	TEJIDOS DE ALGODON CRUDOS DE LIGAMENTO SARGA O CRUZADO 
	477
	0
	10%


VII. IMPACTOS EN LA AGRICULTURA Y LA AGROINDUSTRIA NACIONAL 

52. Las estimaciones de impactos que se han realizado para el sector agroindustrial tienen como referencia la propuesta coreana de desgravación arancelaria, la que concentra lo principal de la oferta a un plazo de diez años de desgravación plena, coincidiendo con lo más relevante de la oferta exportable chilena de origen agropecuario.

53. Es importante destacar que el patrón coreano de hábitos de consumo todavía está preso de sus propias tradiciones ancestrales, lo que, sin embargo, no obsta para que esté sometido a una rápida modernización. Este hecho impide que la oferta exportable chilena, principalmente la de origen hortofrutícola, calce desde un principio con el patrón prevaleciente. 

54. Esto se refleja en la menor importancia relativa que, por ejemplo, estaría teniendo la expansión exportadora de fruta fresca, vinos, jugos y productos congelados. Pero, es evidente que la apertura coreana abre un margen muy amplio para que la presencia de productos chilenos a precios muy bajos, por la fuerte reducción arancelaria, induzca un aumento persistente del consumo interno importado (creación de comercio). 

55. Estos márgenes estarían explicando cómo un mercado con población e ingresos per cápita menor que el europeo podría estar generando impactos próximos a los que se lograrían en la Unión Europea, incluso, para una magnitud similar de desgravaciones arancelarias. En definitiva, se puede sostener que las elasticidades teóricas de la demanda precio e ingreso de Corea frente a nuestra oferta exportable son considerablemente mayores que las europeas.

Cuadro Nº 19

Impacto del arancel cero en las exportaciones agroalimentarias chilenas

	
	Aumento Exportaciones

Chilenas (miles USD, FOB)

	Carnes
	32.015

	Fruta fresca
	11.084

	Hortalizas frescas
	712

	Prod Congelados
	5.257

	Prod Deshidratados
	519

	Conservas
	34.633

	Jugos
	11.076

	Vinos
	1.244

	Prod del Mar
	74.994

	Otros Relevantes
	13.425

	TOTAL
	184.958


Fuente: Direcon Dirección de Estudios

56. En el Cuadro Nº19 se comprueba que los tipos de productos más beneficiados serían productos del mar (US$ 75 millones) y conservas (US$ 35 millones). Luego vendría el sector de carnes (US$ 32 millones), sin embargo, la propuesta coreana postergó post Ronda OMC la negociación de la carne bovina, que representa el principal mercado importador coreano en el ámbito de lo agroalimentario y que para Chile tiene un interesante potencial exportable.

57. Los tipos de productos que muestran un impacto intermedio son fruta fresca, jugos y productos congelados, en ese orden (entre once y cinco millones de dólares). Vinos, hortalizas frescas y productos deshidratados observarían una expansión menor.

58. En el Cuadro Nº20 se puede apreciar que, peses a aranceles elevados, 47%, Chile ya exporta uva fresca y kiwis frescos a Corea en montos de US$7 millones y US$1 millón, respectivamente. Vale decir, con las desgravaciones concordadas, ese flujo de exportaciones debiera crecer de un modo significativo. Algo parecido puede decirse respecto de vinos, pasta de tomates, entre otros.

Cuadro Nº 20
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Cuadro Nº 21
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59. El Cuadro Nº 21 ratifica que realizamos desde Corea son poco significativas.

VIII. IMPULSO EXPORTADOR A LAS PYMES Y LAS REGIONES

60. El Tratado con Corea abre grandes posibilidades para estimular y afianzar el desarrollo exportador de las regiones, incorporando a un mayor número de pequeñas y medianas empresas de la cadena agropecuaria, forestal, pesquera y minera.

61. El Cuadro Nº 22 nos muestra algunos ejemplos concretos de posibilidades regionales. En el caso de las exportaciones de productos de la madera (hojas para chapados y contrachapados de pino insigne; y demás hojas para chapado y contrachapado), cuyas exportaciones por parte de las pequeñas y medianas empresas exportadoras alcanzaron el año 2000 una cifra cercana a 1,6 millones de dólares, y cuyo arancel vigente en Corea es de 5%, ingresarán libre de tarifas cuando entre en vigencia el Tratado. Este conjunto de empresas están localizadas en las regiones VIII y IX. 

62. Asimismo, productos de la industria alimenticia, como purés y jugos de tomates; hígados, huevas y lechas de pescados congelados, que enfrentan aranceles del 5, 10 y 20% respectivamente, también ingresarán libre de arancel de forma inmediata, beneficiando a Pymes exportadoras que embarcaron a Corea productos por un valor total superior a 1,56 millones de dólares el 2000. Este conjunto de empresas se distribuyen entre las regiones V, X, XI y XII.

63. En el sector de las manufacturas de la madera, hay que agregar los beneficios que derivarán de aquellos productos cuya desgravación se llevará a cabo en un plazo de cinco años (las demás tablas aserradas de pino insigne; las demás maderas aserradas o desbastadas longitudinalmente) y que enfrentan en la actualidad aranceles del 5%, así como las demás maderas perfiladas longitudinalmente, con arancel del 8%. En su conjunto, las Pymes chilenas ubicadas en las regiones V, VIII, XI y XII, exportaron a Corea mercancías por un valor de 2.800.000 dólares, en el año 2000. 

64. Mención especial merece la industria vitivinícola, cuya desgravación está programada para un plazo de 5 años, a partir de un arancel del 15% para los vinos con denominación de origen. En el marco del incremento general de las exportaciones de vinos a Corea, se beneficiarán Pymes que ya exportaron a Corea del Sur, en el año 2000, vinos por un valor de US$ 560.000, estimulando el desarrollo exportador de las regiones VI, VII y Metropolitana.

Recuadro Nº 3: Mercado del vino en Corea


Según informaciones de ProChile, el mercado del vino, especialmente tinto, se está expandiendo rápidamente en Corea del Sur debido a que la opinión pública coreana ha identificado sus beneficios para la salud, elemento clave para la población de ese país a la hora de decidir sus compras de alimentos.
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65. Los productos del mar presentan un mercado en Corea de casi US$ 700 millones, por lo que la desgravación del sector promete generar un impacto exportador expansivo importante. Los productos del mar, que en la actualidad enfrentan una tarifa del 10%, tienen un calendario de desgravación arancelaria de cinco años: los demás pescados planos congelados; congrio, cojinova, brotula y pejerrey de mar, congelados; y los demás pescados congelados, excluidos filetes. 

66. En su conjunto, en el 2000, se registraron exportaciones de Pymes a Corea por un valor de 6.200.000 dólares, desde las regiones Metropolitana, VIII, X y XII. Varios productos del mar, se verán además favorecidos por las desgravaciones que se producirán en el lapso de 10 años, en especial, además de la harina de pescado (arancel vigente de 5%); las sardinas y sardinelas; los filetes de trucha congelados; los demás filetes de pescado, congelados; y las demás carnes de pescado congeladas; todos con aranceles del 10%, más las algas gracilarias (arancel de 20%). Un total de cinco regiones (I, II, IV, VIII, X), cuyas Pymes exportaron a Corea más de 3.000.000 de dólares, en el año 2000, tendrán un acceso privilegiado a dicho mercado. 

67.La pequeña y mediana agricultura exportadora de las regiones III, IV, V, VI, VII y Metropolitana, se verán favorecidas por la desgravación a 10 años plazo de los kiwis y uvas frescas, productos sujetos a un arancel del 47%.

Recuadro Nº 4: Avances sanitarios y fitosanitarios


En febrero de este año, una misión del Ministerio de Agricultura de Corea visitó la VII Región para verificar el control de la mosca de la fruta y la situación fitosanitaria de los huertos de kiwis, una de las especies en que hay mayor interés por exportar a ese país. La Región del Maule es la que posee mayor superficie plantada por lo que existe un gran interés en nuevas exportaciones.

68. En síntesis, las oportunidades que se abrirán en las cadenas productivas de la madera, pesca y productos del mar, y agropecuaria, permitirían estimular fuertemente el desarrollo exportador de las pequeñas y medianas empresas, en particular de la VII región (donde registraron exportaciones por 25.710.044 de dólares en el 2000), VIII (8.633.682), X (7.132.140), Metropolitana (3.461.112) y V (1.815.685). Cabe destacar que en estas dos últimas regiones entre las Pymes exportadoras a Corea, la gran mayoría se definen como empresas que exportan individualmente entre 50.000 y un millón de dólares. 

IX. ACCESO DE PRODUCTOS COREANOS A CHILE.

69. Chile, por su parte, ha otorgado un acceso inmediato libre de arancel al 66% de las importaciones provenientes de Corea, que corresponden a 2.422 ítems arancelarios (41% del total de ítems). Tal como se observa en el Cuadro Nº23, en un plazo de 5 años estarían libres de arancel un 84% de las importaciones chilenas. Mientras que en 10 años, entrarían libres de arancel casi el 90% de los productos importados desde Corea.

70. En los plazos más largos, que en este caso es 13 años, con 5 de gracia, se han incluido productos que son sensibles para la industria nacional como el polietileno, los textiles, calzado y algunos aceros.

Cuadro Nº 23

Desgravación de productos coreanos en Chile

(Importaciones en miles de dólares, año 2001)
	Categoría
	Nº items
	%
	Imp. Desde Corea
	%

	
	
	
	(Miles US$ 2001)
	

	Inmediata
	2.422 
	41,4%
	359.949 
	66,7%

	5 años
	2.018 
	34,5%
	91.542 
	17,0%

	7 años
	14 
	0,2%
	4.521 
	0,8%

	10 años
	1.194 
	20,4%
	25.536 
	4,7%

	13 (5 gracia)
	152 
	2,6%
	21.525 
	4,0%

	Excepciones
	54 
	0,9%
	36.340 
	6,7%

	Total
	5.854 
	100%
	539.413 
	100%


Fuente: Direcon - Acceso a mercados

Productos chilenos sensibles

71. La complementariedad de ambas economías se reflejó en que la agricultura chilena no planteó sensibilidades especiales en la negociación con Corea, siendo la industria la que planteó algunas de ellas. Los productos industriales sensibles de Chile se ubicaron en nuestra oferta arancelaria en categorías de desgravación de muy largo plazo con períodos suficientes para permitir un eventual ajuste frente a las nuevas condiciones de competencia provocadas por la suscripción del TLC. 


Estos productos son:


Textiles (la mayor parte del sector), algunos cementos, acumuladores eléctricos, desgravación a 10 años.


Algunos textiles, algunos acero, calzado, neumáticos nuevos de autos: desgravación en 13 años, con 5 años de gracia.


Refrigeradores, lavadoras y neumáticos recauchados: excepciones

72. El Tratado de Libre Comercio con Corea tendrá un efecto importante de mayor competencia para sectores manufactureros nacionales específicos, en particular en los rubros neumáticos, textiles, plásticos, automotriz, metalmecánico (línea blanca) y químico. Hay que precisar, sin embargo, que el impacto se concentra en un grupo acotado de productos que, por lo general, ya van a enfrentar una mayor competencia internacional como consecuencia del acuerdo con la Unión Europea y, eventualmente, con los Estados Unidos. 

73. Las modalidades de desgravación negociadas con Corea permitirían, además de los plazos tradicionales de desgravación inmediata, cinco años y diez años, modalidades que contemplen un período de gracia de hasta cinco años y plazos finales que se extiendan a cerca de 13 años. De esta manera, y de común acuerdo con asociaciones gremiales privadas, se negociaron plazos y modalidades especiales para tratar adecuadamente las sensibilidades sectoriales más agudas.

X. CONSIDERACIONES FINALES.

74. Corea, así como Unión Europea y Estados Unidos, es proveedor de una amplia gama de productos industriales, por consiguiente, el acuerdo tendrá un efecto positivo considerable al abaratar los insumos de bienes intermedios y de capital para la industria, la agricultura, minería, pesca, forestal, construcción, transportes, comunicaciones y actividades de servicios, generando un avance en competitividad en nuestra estructura productiva.

75. El acuerdo abre un gran potencial para que se lleven a cabo joint-ventures y alianzas estratégicas empresariales en sectores de la actividad productiva que gozan de preferencias arancelarias en otros países sudamericanos y cuyos insumos productivos provengan en una medida importante desde Corea. Destacan en este sentido los productos derivados de la petroquímica, en el caso de la industria de los textiles y la confección -donde Corea es el principal proveedor de las importaciones de telas de filamentos sintéticos o artificiales-, como también una amplia variedad de insumos industriales para la metalmecánica - donde Corea es un importante abastecedor de máquinas, bombas, ascensores, palas mecánicas, motores y tornos. 

76. En síntesis, Corea, en estos rubros, se especializa en la producción intensiva en tecnología, la que se podría complementar con la producción chilena más intensiva en mano de obra y destinada a los mercados regionales.

77. Producto de un mutuo proceso de aprendizaje, hoy, ambos países han acordado los términos de una nueva alianza, con grandes proyecciones estratégicas en un escenario global y regional en pleno cambio. El TLC suscrito entre ambos países, aporta una solución global y moderna que sienta las bases de una nueva relación transpacífica y potencia los beneficios concretos del intercambio de bienes, servicios y capitales para el bienestar de ambas poblaciones. Es un poderoso instrumento para que las tradicionales complementariedades entre las economías asiáticas y latinoamericanas se proyecten hacia los nuevos ámbitos de las relaciones económicas e involucren a un universo mayor de empresas y agentes económicos, en especial a las pequeñas. 

78. Es también un aporte fundamental, complementario a los avances que se logren en el seno de la OMC, para mejorar sustantivamente el clima de negocios, su transparencia y predictibilidad, permitiendo una alianza productiva y financiera que estreche los lazos transpacíficos.

79. Al concluir exitosamente las negociaciones con los Estados Unidos, la Unión Europea y Corea, Chile se ha convertido en un nodo directamente conectado a la casi totalidad de los grandes espacios económicos de la economía global. La red chilena de acuerdos, en su gran mayoría de última generación, asegura un acceso privilegiado, tanto de bienes como de servicios, a un amplio mercado de más de 1.200 millones de personas. 

80. En su conjunto, la red de acuerdos permite convertir al país en una plataforma estable y transparente de negocios hacia el hemisferio americano, en particular, apoyada por los sustantivos avances en la liberalización y protección de las inversiones, y el propósito de sus autoridades de convertir a Chile en una plataforma de inversiones y servicios. El TLC entre Chile y Corea es una pieza fundamental de esta nueva arquitectura, la que permite expandir la frontera y la escala del intercambio económico entre América Latina y el Este de Asia.


Documento elaborado por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores. Agosto 2003

ANEXO N° II.

RESEÑA DE LO SUSTANCIAL EXPUESTO POR LAS AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS DE GOBIERNO Y POR LOS REPRESENTANTES DE ENTIDADES DEL SECTOR PRIVADO ESCUCHADOS POR LA COMISIÓN.
1)
Lo sustancial de lo expuesto por la ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear Valenzuela.


La señora ministra indicó que este tratado de libre comercio se inserta dentro de una definición política de nuestro país, en orden a abrirse al mundo en busca de mejores oportunidades, ejemplo de lo cual son los acuerdos de libre comercio alcanzados con la Unión Europea -cuyo capítulo comercial se encuentra en vigencia desde el 1º de febrero del presente año-; con Estados Unidos de América de América -firmado el 6 de junio pasado y ya aprobado por el Congreso estadounidense- y con los países de la Efta.(European Free Trade Association).


Sostuvo que éste es el primer tratado de libre comercio que suscribe la República de Corea, lo que ha generado una gran discusión en su Parlamento y en la sociedad de ese país. Además, es el primero que se suscribe entre un país de Asia y uno de América Latina. Con la firma de este acuerdo, la República de Corea pretende hacer de Chile una plataforma para sus inversiones en América Latina. Además, este tratado genera nuevas posibilidades de producción y empleo en nuestro país y mayores niveles de prosperidad y bienestar para todos los chilenos. Adicionalmente, permite contar con reglas claras y permanentes para el comercio de bienes y servicios y para las inversiones, lo que favorece a los consumidores y usuarios de bienes y servicios que tienen su origen en los países con los que nos hemos asociado. Sin lugar a dudas, este tratado incrementará los flujos de comercio e inversión entre las partes. 


Destacó que este acuerdo se enmarca dentro de los objetivos que Chile se ha planteado como integrante del Asia Pacific Economic Cooperation (Apec). Entre sus objetivos, el Apec se ha planteado las llamadas metas de Bogor, a través de las cuales se pretende establecer una área de libre comercio e inversiones en el 2010, para de las economías desarrolladas, y en el 2020, para las economías en desarrollo. Como país tenemos el desafío de estar entre aquellos que alcancen las metas el 2010. Las veintiuna economías que integran el Apec, principal eje del desarrollo económico mundial, representan el 50 por ciento del producto interno bruto mundial, el 47 por ciento del comercio global y casi la mitad de la población mundial, con cerca de tres mil millones de habitantes. 


Hizo hincapié en que el conjunto de los países miembros del Apec constituye el principal receptor de nuestras exportaciones, ya que representa el 54 por ciento de las ventas que realizamos al exterior durante el 2002. Además, gran parte de los principales inversionistas extranjeros en Chile provienen de esos países. En efecto, ellos representan el 56,5 por ciento del total de las inversiones realizadas en Chile entre 1974 y 2002. Al alero del Apec y con el horizonte de Bogor trazado, nuestro país ha negociado acuerdos de libre comercio con México, Canadá, Estados Unidos de América de América y la República de Corea.


Indicó que en la cumbre del Apec celebrada en 1998, durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei, surgió el interés por negociar un acuerdo de libre comercio entre la República de Corea y nuestro país. En diciembre de 1999 se iniciaron las negociaciones. Finalmente, durante la reunión del Apec realizada el año pasado, los Presidentes de ambos países pudieron informar que se había alcanzado el acuerdo, que fue suscrito en febrero de este año, con ocasión de una visita que el Presidente Ricardo Lagos realizó a la República de Corea.


Explicó que la República de Corea representa un universo de 47 millones de habitantes, con un ingreso per cápita de 9 mil 400 dólares y con un crecimiento muy alto. De acuerdo con el Informe de Economía Mundial, es la 13ª economía mundial en tamaño, medido según el producto geográfico bruto. Tras la crisis asiática que afectó a República de Corea, este país emprendió un conjunto de reformas estructurales tendientes a buscar mayor inserción de su economía en el mundo. A ello obedece el primer acuerdo que haya suscrito República de Corea con nuestro país.


Informó que, sin acuerdo, Chile tiene un intercambio comercial interesante con la República de Corea. Por ejemplo, vemos que en 1997 hubo 1.576 millones de dólares de intercambio comercial; sin embargo, vemos los efectos de la crisis asiática en 1998. Hubo un pequeño repunte en 1999 y aumenta algo más en 2000. Ahora podemos apreciar que se mantiene relativamente estable entre 2001 y 2002. Si bien la tendencia decrece, en el primer semestre de 2003 ya hemos logrado superar las exportaciones chilenas a República de Corea.


Por otro lado, expresó que en 2002 hubo 710 millones de dólares en exportaciones. En el primer semestre de 2003, se registran más de 510 millones de dólares en exportaciones de Chile a la República de Corea, fruto del incremento que se ha producido en atención a esta negociación que ya se ha cerrado, por cuanto va dando certeza a inversionistas chilenos que se atreven con mayor razón a explorar estos mercados, dado que saben que a continuación vendrá este acuerdo. Hay un incremento que representa el 46 por ciento de las exportaciones respecto del mismo período anterior, es decir, en 2002.


Señaló que las características de este tratado de libre comercio, son las siguientes: es un acuerdo moderno que abarca el conjunto de los temas presentes en la Ronda de Doha. Incluye aspectos relacionados con el comercio e inversiones que ya han sido abordados con este mismo enfoque amplio en otros tratados que este Congreso Nacional ha aprobado, como los de Canadá, México, Centroamérica y la Unión Europea.


Afirmó que los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que no estarán disponibles para otros proveedores. En promedio el arancel de la República de Corea es de, aproximadamente, 14 por ciento con tarifa media de 7 por ciento en la industria y con 50 por ciento en la agricultura, lo que es altísimo. En algunos productos llegan al ciento por ciento. Esto ha hecho que este acuerdo para el sector agrícola chileno sea extraordinariamente beneficioso.


Dijo que en 2002 Chile exportó 138 productos distintos al mercado de la República de Corea a través de 251 empresas chilenas. Para este grupo y para aquellos que se incorporen en el futuro, las ventajas arancelarias junto con las diversas disciplinas darán estabilidad a las decisiones bilaterales de comercio e inversión. Junto con ello podrán contar con un adecuado sistema de solución de controversias, lo que transforma a este tratado en un valioso instrumento para consolidar las expectativas de inversión, exportaciones y crecimiento.


Dio a conocer que las exportaciones chilenas a la República de Corea corresponden sólo al 4,1 por ciento de nuestros envíos totales y a un 0,6 por ciento del total de embarques no tradicionales. No le cabe duda de que estas cifras van a ser incrementadas, producto del tratado, facilitando la diversificación de exportaciones hacia el mercado de la República de Corea.


Destacó, en el grupo de embarques no tradicionales, que equivale a 38 millones de dólares, la presencia de bienes industriales con un 85 por ciento del total y con una industria alimenticia que representa el 56 por ciento. En este sentido, si se mantuviese la actual estructura de exportaciones, concentrándose en este ámbito, el acuerdo va a favorecer a productos como pescados congelados, jamones congelados sin deshuesar, carnes de porcino congeladas, vinos con denominación de origen, salmones y meros congelados.


Desde el punto de vista de la desgravación, observó que se contemplan seis listas de desgravación para las exportaciones chilenas al mercado de la República de Corea. Una comprende la desgravación inmediata con 9.740 ítems que representa el 87,2 por ciento de las exportaciones y a cinco años, 701 ítems con el 6,3 por ciento de las exportaciones. En los primeros cinco años y con un porcentaje altísimo el primer año, hay una desgravación casi de los ingresos completos, quedando exceptuado apenas el 0,2 por ciento de las exportaciones.


Explicó que en el caso de las importaciones procedentes de la República de Corea, se negoció un calendario de desgravación con listas inmediatas a 5, 7, 10 y 13 años. Esta última lista considera cinco años de gracia antes de comenzar a desgravarse. Asimismo, las partes acordaron una lista reducida de productos sensibles que han quedado exceptuados de la desgravación arancelaria, como son, en el caso de la República de Corea, las manzanas, las peras y el arroz. Chile excluyó las importaciones de lavadoras, refrigeradores y los neumáticos recauchados. El 87% de los envíos chilenos quedan con desgravación inmediata. De este modo, después de siete años nuestro país tendrá acceso libre de aranceles para el 97 por ciento del valor de sus exportaciones al mercado de la República de Corea, lo que merece ser destacado. Excluyendo el cobre, el 87,1 por ciento de las exportaciones tiene desgravación inmediata. En montos de exportación, ello representa un 77,5 por ciento.


Precisó que, si bien el sector agrícola ha aumentado su participación en las exportaciones a la República de Corea, las cifras aún son bastante bajas. En diez años, 36 de los 50 productos exportados por el sector agrícola ingresarán a la República de Corea libres de arancel, lo cual es de extraordinaria importancia. En el corto plazo se verán favorecidas las pastas de tomates, los vinos, las paltas y las semillas de maíz, como productos agrícolas que podrán ingresar de inmediato. Por otra parte, algunos productos que tenían aranceles altos podrán ingresar al mercado de la República de Corea libres de arancel. Por ejemplo, la mantequilla, que en este momento tiene un arancel de 93 por ciento, ingresará con arancel cero. Las conservas de fruta, cuyo arancel fluctúa entre 47 y 66 por ciento, tendrán arancel cero. El queso -lo mencionó porque hay regiones que pueden exportarlo-, que tiene un arancel que fluctúa entre 37 y 40 por ciento, tendrá arancel cero, lo cual abre muchas oportunidades para algunas regiones del país.


Opinó que el tratado permitirá cambiar el escenario con una nueva canasta exportadora que debiera incorporar otros productos. Los estudios de la Direcon indican que una vez que el mercado de la República de Corea se haya liberalizado, producto del acuerdo, las exportaciones chilenas de productos agrícolas y pesqueros aumentarán en 200 millones de dólares, de acuerdo con una estimación bastante conservadora de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería.


Agregó que uno de los principales beneficios de este acuerdo son las rebajas de aranceles para productos con potencial exportador que actualmente no se exportan a la República de Corea. Ello genera enormes posibilidades para nuestros sectores agrícola y agroindustrial, forestal, minero, maderero, pesquero y para ciertos productos industriales, especialmente los químicos, que tendrán arancel cero. En cuanto a las Regiones del país, en relación con la agricultura, la pequeña y mediana empresa exportadora de las regiones de Atacama, de Coquimbo, de Valparaíso, del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y Metropolitana se verán favorecidas, entre otras cosas, por una desgravación para los kiwis y uvas frescas, que actualmente tienen un arancel de 47 por ciento.


Destacó que los purés y jugos de tomates son productos cuya elaboración genera mucha mano de obra. Actualmente tienen un arancel de 5 por ciento y podrán ingresar al mercado de la República de Corea libres de él.


Dijo que la industria vitivinícola fue incluida en una lista de desgravación a cinco años, estimulando el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y Metropolitana.


Consideró que, en el caso de los productos forestales, existe un gran potencial para Chile, ya que la República de Corea posee escasos recursos en esa área. Destacó que 34 de las 50 principales exportaciones forestales enfrentarán desgravación inmediata, mientras que otras 10 serán liberalizadas en cinco años. En este caso, se encuentran la pasta química de madera, las tablas aserradas de pino insigne, papales y cartones multicapas, pañales y toallas.


Afirmó que la totalidad de las 50 principales exportaciones industriales y de las 50 principales exportaciones textiles de Chile se beneficiarán con desgravación inmediata en el mercado de la República de Corea, destacando el metanol y los tejidos de mezclilla, entre otros.


Informó que, en lo que se refiere a los productos del mar, que actualmente tienen una tarifa de 10 por ciento, se favorecerán a las regiones de Tarapacá, de Antofagasta, de Coquimbo, del Bio Bío y de Los Lagos.


Destacó que en la balanza comercial bilateral existe una marcada complementariedad en el intercambio de bienes con la República de Corea, que resulta muy favorable para nuestros empresarios. La República de Corea exhibe un superávit en bienes industriales, como maquinarias con altos componentes tecnológicos, que en la mayoría de los casos no son producidas en Chile. Esto quiere decir que a partir del tratado, ambas economías reforzarán su convergencia productiva, abriendo espacios a nuevas exportaciones e inversiones. Al momento de entrar en vigencia este acuerdo, el 66 por ciento de las importaciones provenientes de la República de Corea gozarán de acceso libre de arancel en forma inmediata.


Explicó que, en los plazos más largos, como el de 13 años, con 5 años de gracia, se ubicó la desgravación para productos sensibles de la industria chilena, como el polietileno, el calzado y algunos accesorios, entre otros.


Dió a conocer que la estrategia negociadora nacional se orientó a ubicar aquellos productos sensibles para nuestro país en la categoría de desgravación de muy largo plazo, estimando períodos que permiten llevar a cabo el eventual ajuste que debamos hacer de nuestra industria a las nuevas condiciones derivadas de este tratado. Esta estrategia fue definida en conjunto con el Sector Privado, con quienes se trabajó en cada una de las rondas de negociación, con el objeto de generar las complicidades necesarias que nos permitieron arribar a este acuerdo.


Hizo hincapié que los cuatro acuerdos comerciales que Chile ha cerrado en estos últimos meses significan que tenemos acceso preferencial de nuestros productos al 57 por ciento del producto interno bruto mundial. Se podrá acceder a un mercado preferente del 64 por ciento del producto interno bruto mundial en el 2004, superando notablemente la cifra del 7 por ciento del producto interno bruto mundial en el 2002.


Subrayó que la asociación comercial alcanzada con la República de Corea refleja la estrategia de constituir a nuestro país en un puente de inversión entre el Asia Pacífico y el sur de América Latina. Coherente con esa definición es todo lo que dice relación con obras de infraestructura que Chile está desarrollando en estos momentos; tiene que ver con los corredores bioceánicos que permitan el ingreso, a través de nuestro país, a diferentes países de América del Sur. Además, 
Chile ofrece a los empresarios de la República de Corea el atractivo de un mercado sudamericano ampliado producto de la red de acuerdos de complementación económica o de libre comercio con los otros países de América del Sur.


Opinó que este acuerdo estimula las alianzas estratégicas empresariales en sectores que gozan de preferencias arancelarias en otros países sudamericanos y cuyos insumos productivos provengan de una medida importante de la República de Corea. También estimula joint ventures en el ámbito de la informática y alta tecnología.


Valoró altamente que se haya trabajado como un equipo-país, es decir, un esfuerzo colectivo en el cual nos hemos fijado, con una clara visión, qué es lo que queremos hacer como país para dar saltos en el crecimiento. Para esos efectos, los Sectores Público y Privado han sido capaces de trabajar juntos.


Realzó el hecho de que en el foro de la Apec que este año se efectuará en Tailandia, en octubre, tanto la República de Corea como Chile quieren un encuentro de ambos presidentes, que sería propicio que a esa fecha ambos Parlamentos ya hayan ratificado el tratado de libre comercio, para poder intercambiar los instrumentos de ratificación

2)
Lo sustancial de lo expuesto por el Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Osvaldo Rosales Villavicencio.

El Director General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería iindicó que las exportaciones agrícolas a la República de Corea son muy bajas y las industriales están concentradas preferentemente en la celulosa. Sumadas a las exportaciones pesqueras suman 15 millones de dólares. Las exportaciones mineras ascienden, en la actualidad, a 571 millones de dólares.


Observó que Chile importa fundamentalmente bienes de capital, maquinarias, herramientas y vehículos. No se detectan importaciones en agricultura ni en silvicultura ni en pesca ni en minería. Por ende, el saldo comercial da cuenta de esta complementariedad. Chile tiene superávit a nivel de sectores primarios -agricultura, minería, silvicultura e industria forestal- y déficit en bienes industriales, especialmente en maquinarias, equipos y vehículos.


Sostuvo que de los 20 principales productos de importación que Chile realiza al mundo, 13 tendrán desgravación inmediata. Las exportaciones chilenas de productos agrícolas y pesqueros podrían aumentar en alrededor de 200 millones de dólares en un lapso de tres o cuatro años, partiendo de los 15 millones de dólares actuales.


Señaló que, en el caso de la minería, de las cincuenta principales exportaciones, 49 quedarán en desgravación total inmediata a partir del día 1. En cuanto a los productos pesqueros veintidós de los principales cincuenta productos quedan en desgravación inmediata.


Expresó que, en materia agrícola, al cabo de diez años, treinta y nueve de los cincuenta principales productos agrícolas de importación chilena enfrentarán arancel cero en el mercado de la República de Corea. En cuanto a los productos forestales, treinta y cuatro de los cincuenta productos enfrentarán desgravación inmediata, y otros diez se desgravarán completamente en cinco años.


Opinó que Chile tiene ganancias notables con este acuerdo en cada uno de los sectores y que la República de Corea, virtualmente, no vende a nuestro país ningún producto primario, por lo que la complementariedad de sus economías es evidente, lo que permite asegurar que el efecto neto, incluso en el corto plazo, será bastante considerable. Además, a medida que la desgravación se vaya acumulando, el efecto será, incluso, más importante.


En cuanto a normas fitosanitarias, señaló que el tratado de libre comercio incorpora disciplina en estos temas, lo cual garantiza transparencia en la relación bilateral. La principal obligación de las Partes en la materia es no aplicar ninguna medida que constituya una restricción encubierta al comercio; que cualquier medida que este plano esté basada en principios científicos y que no se establezca ninguna discriminación ni arbitraria ni injustificable entre los bienes de las Partes. Hay compromisos de las Partes de someterse a las recomendaciones internacionales relevantes; mecanismos para establecer equivalencias entre las medidas sanitarias, fitosanitarias; mecanismos para asegurar que la evaluación de riesgo que va a hacer cada Parte también esté basada en evidencia científica; mecanismos a través de los cuales las agencias operarán cuando existan plagas; cuál será el mecanismo de información a la Contraparte; cuáles serán los procedimientos de control, inspección, aprobación y, además, un ítem especial de transparencia, para asegurarnos que la información sea oportunamente entregada a las Partes.


Agregó que, adicionalmente, el acuerdo establece un comité de medidas sanitarias y fitosanitarias que deberá constituirse 30 días después de la entrada en vigor del tratado. Tendrá reuniones anuales o bianuales, según lo acuerden en su primera reunión. En nuestro caso, en los comités de este tipo participan coordinadamente el Servicio Agrícola y Ganadero y la Dirección Económica.


En materia de productos agropecuarios, destaca que, por ejemplo, para las carnes rojas, no obstante haber quedado excluidas de la desgravación y tener aranceles bastante elevados (42 por ciento), se obtuvo una cuota de cuatrocientas toneladas con arancel cero. Si se comparan con las mil toneladas obtenidas en la negociación con la Unión Europea, sin duda adquieren gran relevancia, más aún si sumamos esas dos cantidades, porque el 2004 ambas estarán operando simultáneamente.


Agregó que, en el caso de los pollos, el arancel es 24 por ciento y se mantendrá, pero se obtuvo una cuota de 2.000 toneladas con arancel cero. Para los pavos se obtuvieron 600 toneladas y para los corderos, que tienen un arancel de 25 por ciento, desgravación en cinco años. En el caso de los cerdos, el arancel es 30 por ciento y tendrán una desgravación a diez años.


Sostuvo que la República de Corea tenía muy claro que Chile estaba negociando acuerdos similares con Estados Unidos de América y la Unión Europea. Por lo tanto, sabían que, sin desgravación, sus vehículos quedarían en clara desventaja frente a los europeos y norteamericanos. En consecuencia, para ellos era fundamental obtener la desgravación antes o al mismo tiempo que Estados Unidos de América y la Unión Europea en estos rubros. Lo mismo sucede en el ámbito de los bienes de capital, maquinarias, equipos electrónicos, entre otros.


Aseveró que otro objetivo importante para la República de Corea se relaciona con el tema financiero, porque, ciertamente, tienen capacidad para exportar capitales. Sin embargo, como en la negociación nuestro interés fundamental era la agricultura y ellos pusieron los productos agrícolas con plazos largos para la desgravación, señalamos que no estaríamos en condiciones de negociar servicios financieros sino al cabo de cuatro años. Eso nos permitirá reunirnos nuevamente, en cuatro años más, para evaluar si nos abrimos e incorporamos sus servicios financieros y si ellos están en condiciones de abrirse un poco más en materia de productos agrícolas. De esta forma, se mantiene una posibilidad de negociación, ya que para República de Corea el nuestro es un mercado muy importante por la proyección hacia otros países de la Región, como Argentina y Brasil.


Expresó que la probabilidad de ampliarse a otros productos o de modificar las desgravaciones concordadas será motivo de reuniones bianuales de la Comisión Organizadora, que evaluará si es posible incorporar productos que estaban excluidos o modificar la desgravación. 


Acotó que el sector textil, que también fue uno ámbitos donde nuestra industria planteó sensibilidad, es necesario señalar que la mayor parte de ese sector quedó en una desgravación a diez años, y algunos, que habría que precisar, quedaron en trece años, con cinco años de gracia. 

3)
Lo sustancial de lo expuesto por el Presidente de la Asociación de Exportadores, señor Ronald Bown.


El Presidente de la Asociación de Exportadores indicó que Asia no alcanza más allá del 7 por ciento de nuestras exportaciones de fruta fresca, en términos globales, de manera que con este TLC se espera un incremento. En el caso específico de la República de Corea, y con relación al tratado, señaló que su Asociación no quedó conforme con la negociación, pero sí la acepta plenamente. Acotó que están conscientes de que a veces deben ceder a objeto de que otros -el país en general- puedan obtener los beneficios del tratado. El sector frutícola recibió una desgravación a diez años. Pero parte de aranceles tremendamente altos, lo que complica la situación. No obstante, reconoce que Chile es prácticamente el único país de América Latina presente en el mercado frutícola de la República de Corea, fundamentalmente con una de mesa y kiwi. 


Manifestó que en el sector exportador hay aprehensiones con la conducta que pueda tener el Gobierno de la República de Corea con este tratado, especialmente en los aspectos zoo-fitosanitarios, respecto de los cuales existen graves problemas con la República de Corea, que se suman a la dificultad que para nosotros representa el alto nivel arancelario. Con otros países de Asia los problemas se repiten: alto nivel arancelario y barreras zoo-fitosanitarias.


Aseveró que su sector lleva más de cuatro años negociando con la República de Corea el ingreso de productos cítricos a ese país. Los antecedentes técnicos que, a su juicio, dan respuesta a todas las inquietudes zoo-fitosanitarias que manifestaron las autoridades de la República de Corea fueron entregados hace más de dos años, por lo que ya se debería haber finiquitado la negociación. Es una situación que preocupa porque a raíz de los inconvenientes domésticos que ha tenido el gobierno de la República de Corea se podría seguir demorando la respuesta. En ese sentido, todas las autoridades: la Cancillería, el Poder Legislativo y el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), deberían colaborar para que esta situación se dirima a la brevedad posible.


Reiteró que la República de Corea es un mercado muy importante para Chile. Afirmó que si bien el TLC alcanzado no satisface totalmente, su Asociación tiene claro que en el futuro el arancel llegará a cero para los principales productos del sector. Pero también estima que se debe hacer un esfuerzo en relación con otros productos, ya que existe una prohibición expresa de ingreso para manzanas y peras. También existe prohibición para otros productos que forman parte del acuerdo, entre ellos paltas, duraznos, nectarines, cerezas, ciruelas y los cítricos, todos los cuales podrían contar con autorización definitiva.


Explicó que las exportaciones chilenas a la República de Corea se realizan vía marítima. Para el Asia, salvo algunas cerezas que se envían en forma muy puntual a los mercados de Japón y Taiwán, se usa la vía marítima, con containeres. En el futuro, no se visualiza problema alguno. Al contrario, se visualiza mayor cantidad de flujo hacia el Asia.


Dijo que se excluyeron las peras y las manzanas para evitar mayores conflictos internos con los productores domésticos de la República de Corea. No obstante, puede que se incluyan en negociaciones futuras. También fueron excluidas estas frutas por la existencia de la polilla de la manzana, que sin ser plaga en Chile, está presente. 


Consideró que Chile debe contar con una infraestructura institucional para defender a los exportadores en forma oportuna y adecuada. Ellos han logrado realizar un trabajo muy coordinado con el SAG. No obstante, a pesar de que el Servicio ha obtenido logros muy importantes desde el punto de vista fitosanitario, requiere todavía de mayor capacidad técnica y flexibilidad y menos complejidad desde el punto de vista administrativo. Este no es un problema de apertura de mercado solamente, sino que también de defensa de mercados, pero existe la paradójica situación que, en ocasiones, es necesario enfrentar situaciones inesperadas, pero el SAG está atado de manos, porque un funcionario tiene que cumplir una serie de mecanismos y solucionar situaciones administrativas que le impiden salir en tres días, por ejemplo. 


Indicó que la uva y el kiwi tienen un arancel alto; en ambos casos, de 47 por ciento. Sin embargo, se ha podido ingresar al mercado sin mayores inconvenientes. Los precios internos han sido relativamente aceptables y adecuados para abordar una situación arancelaria de ese tipo, que es muy similar en otros países de Asia. En el caso de la República de Corea, hemos logrado llegar a niveles de venta de uva de mesa muy similares a los de Japón. Eso implica que hemos podido abrir un mercado y de que podemos crecer aún más, en función de lo que hagamos en cuanto a promoción y mayor penetración de ese mercado. Si bien el arancel constituye una restricción, no ha sido una limitante seria para ingresar al mismo.


Destacó que la ventaja que tenemos con este tratado, es que ahora sabemos que en diez años el arancel será cero por ciento y que cada año ganaremos y ascenderemos en términos de nivel de competitividad, pues los aranceles de otros países no consideran su desgravación. La ganancia está en que otros países no tienen ingreso a la República de Corea, lo que nos permitirá ir ganando más espacio en ese mercado por la baja que se producirá en diez años en el arancel de la uva y del kiwi. 

4)
Lo sustancial de lo expuesto por el Presidente de la Asociación de Productores Avícolas, señor Juan Miguel Ovalle.


El Presidente de la Asociación de Productores de Avícolas
manifestó que, en general, coincide con lo expresado por los representantes del sector frutícola, en cuanto a que los logros obtenidos en el acuerdo, tanto en materia de cuotas, aranceles y plazos de desgravación, son menores.


Destacó que el tratado establece un período de desgravación que para su sector que es extremadamente importante y valioso. Así, el 14 por ciento de las exportaciones de carne porcina es recepcionado por la República de Corea, con lo cual se ha desplazado a productores tan importantes como Holanda y Dinamarca. Sin embargo, y en general, los logros en materia de carnes han sido menores. Las cuotas que se obtuvieron para productos avícolas, incluyendo pavos y pollos, suman 2.600 toneladas. En el caso de los pollos, que están fuera de cuota, se excluyen de desgravación arancelaria.


Dijo que en el caso de la carne de cerdo, se optó por un período de desgravación a 10 años, ante una cuota pequeña que ofrecía la República de Corea importa, aproximadamente, 400 millones de dólares en productos porcinos, los que provienen principalmente de Europa. 


Explicó que, en el caso de la carne de cerdo, en el marco de la desgravación a 10 años plazo, el arancel alcanza, en este momento, a alrededor de un 27 por ciento, el que se irá desgravando linealmente a lo largo de ese período. Para las otras especies, fundamentalmente, las especies bovinas y ovinas -vacunos, corderos-, las concesiones fueron marginales. Para el caso de los bovinos -vacunos-, se obtuvo una cuota de 400 toneladas, de un producto que paga en su ingreso a la República de Corea, aproximadamente, 42 por ciento de arancel. Por lo tanto, las posibilidades de que pueda ser un mercado significativo para bovinos es bastante relativo. En el caso de los ovinos -cordero-, quedaron sin cuota y con un arancel de un 25 por ciento. 


Afirmó que, en general, el tratado plantea el inicio cierto de un período de desgravación, y eso abre un panorama y un horizonte promisorio. 


Opinó que en la República de Corea existió una alta sensibilidad en los temas agrícolas, de ahí los términos de este tratado. En cambio, existió gran receptividad en relación a productos no sensibles, como las carnes de cerdo. En materia fitosanitarias, pueden surgir dificultades en la medida que Chile se transforme en un competidor de otros exportadores a la República de Corea.


Relató que hace poco tiempo se registró un incidente de una supuesta muestra positiva de toxina en un embarque de 7.500 toneladas de carne de cerdo. Agregó que en este tipo de situaciones se aprecia que el SAG tiene una gran capacidad de actuar en la defensa de enfermedades, pero que cuando llega el momento de defender y abrir mercados, no tan sólo tienen problemas presupuestarios y administrativos, sino que tienen problemas culturales en cuanto a que esa función tradicionalmente no ha sido parte de su quehacer. Pero, en este caso particular, actuaron con extraordinaria presteza y a los dos días tenían dos funcionarios expertos en la República de Corea, que coordinaron muy bien el accionar con nuestra embajada en la República de Corea, en términos que se aclaró la situación y se le bajó el perfil. 


Sostiene que el proceso ideal de desgravación es sin cuotas, las que son engorrosas, difíciles de administrar y crean distorsiones. Más aún en el caso de las cuotas que se concedieron con la República de Corea, que se manejan bajo el esquema de licencias y no de que sean otorgadas al país exportador bajo la modalidad first country for sure, que es la modalidad de entrar primero en ser atendido.


Respecto del sistema de solución de controversias, desea hacer un comentario muy general. Una de las grandes potencialidades en este tipo de acuerdo, es la existencia de un sistema de solución de controversias, es decir, contar con una instancia clara y determinada, a través de un acuerdo, con pasos y paneles, para poder recurrir frente a las controversias que es normal que se presenten en un acuerdo, y que claramente en los acuerdos con América Latina las comisiones de administración no han operado, y tenemos problemas con todos los países de América Latina. Los mecanismos de solución de controversias en general, que se han practicado en los últimos tratados, claramente recogen la debilidad anterior y nos abre una muy buena posibilidad de solucionar nuestros problemas sin mayores conflictos dentro y al interior del acuerdo. Somos grandes partidarios de este capítulo específico dentro de los acuerdos.

5)
Lo sustancial de lo expuesto por el Director de Asuntos Económicos para América Latina y Encargado del Departamento de Acceso a Mercado de Direcon, señor Andrés 
Rebolledo.

El Director de Asuntos Económicos para América Latina y Encargado del Departamento de Acceso a Mercado de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería resaltó que una de las cláusulas estándar que contienen estos acuerdos, muy fundamentales en lo que se refiere al comercio futuro, es la cláusula que congela los aranceles al socio al momento de la suscripción. De tal forma, si la política de la República de Corea decide subir los aranceles, lo podrá hacer al resto del mundo, pero no lo podrá hacer a Chile, por cuanto el acuerdo establece esa cláusula como una de las buenas disposiciones, que da mucha certeza con respecto a los flujos de exportación.


Explicó que este tratado de libre comercio contempla también el tratamiento de los temas fitosanitarios, lo que significa que se le da disciplina específica, en el sentido de que se establecen medidas de transparencia, incluso, posibilidades de consultas previas y, quizás, lo más importante, que este tema, que hoy no está sujeto a ningún mecanismo institucional entre las Partes, al estar incorporado en el acuerdo, estará sujeto a un mecanismo de solución de controversias. 


Agregó que, en el propio capítulo sobre temas sanitarios, se crea un comité integrado por técnicos que abordarán los aspectos fitosanitarios, a fin de avanzar con mayor rapidez que lo que se ha hecho hasta ahora en la tramitación de la apertura de los productos agrícolas al mercado de la República de Corea.


Destacó que si bien en este acuerdo algunos productos están rezagados en el tiempo, en términos de desgravación o excluidos, se permite a las Partes evaluar cada cierto tiempo la posibilidad de incorporar productos que quedaron con desgravaciones largas o que simplemente quedaron afuera.


Aseveró que en la negociación arancelaria hubo que enfrentar el desafío de lograr el mejor acceso de los productos agrícolas chilenos al mercado de la República de Corea, y también que fue necesario dialogar con algunos sectores industriales nacionales que plantearon ciertas aprensiones respecto de esta negociación, solicitando algunos períodos de desgravación un poco más largos. Se trata de productos industriales en el ámbito metal-mecánico y textil, fundamentalmente. El desafío en esta negociación fue conjugar ambos puntos: generar el mejor acceso para los bienes agrícolas en la República de Corea y dar algún grado de protección a esos sectores industriales chilenos, lo que finalmente fue posible abordar de manera conveniente.


Hizo hincapié en que éste es el único acuerdo que tiene la República de Corea. En este sentido, cualquier concesión que le dé a Chile cobra mayor atractivo relativo respecto de la posibilidad de acceder a un mercado que no tienen otros socios de ese país. Considerando la magnitud de los aranceles de que estamos hablando, los arándanos son un buen ejemplo. Se trata de un producto agrícola que tiene un 50 por ciento de arancel. Si bien es cierto que se desgravará a diez años, en el fondo significa cinco puntos porcentuales cada año, lo que es prácticamente el arancel de Chile. 


Estimó que el acuerdo, en su globalidad, es atractivo. Aproximadamente el 45 por ciento de las exportaciones quedarán con desgravación inmediata, es decir, alcanzarán arancel cero el primer día de vigencia del acuerdo. El producto que figura de manera importante es el cobre, que en las exportaciones a la República de Corea representan aproximadamente el 60 por ciento. Por lo tanto, si uno saca al cobre de este cálculo, la cifra sube significativamente a más de 70 por ciento. 

6)
Lo sustancial de lo expuesto por el Jefe del Departamento de Servicios, Inversiones y Transportes de Direcon, señor Alejandro Buvinic.


El Jefe del Departamento de Servicios, Inversiones y Transportes de Direcon consideró importante destacar que el atractivo del tratado de libre comercio es que incluye otras áreas, no sólo la referente al acceso a los mercados de productos agrícolas y no agrícolas. Por ejemplo, está el tema de las inversiones y los servicios transfronterizos. Las estadísticas nos dicen que la inversión de la República de Corea en Chile representa alrededor del 0,05 por ciento del total de inversión extranjera en el país, por lo cual el potencial de captar inversión extranjera de parte de República de Corea es bastante grande. 


Destacó que el 6 de septiembre de 1996, Chile suscribió un acuerdo de promoción y protección de inversión con la República de Corea, que fue aprobado por el Congreso Nacional y que, en la actualidad, está vigente. Este fue reemplazado por un mayor estándar dentro del capítulo inversiones, lo que significa no desmejorar las reglas, sino que mejorarlas respecto del acceso a los mercados y del tratamiento que se da al inversionista, en el sentido de no discriminarlo y tratarlo igual que cualquier inversionista de un tercer país.


Agregó que fue posible regular de mejor manera el tema de la solución de controversias entre un inversionista y el Estado. Los servicios financieros fueron excluidos del ámbito de aplicación del tratado por un período de cuatro años y después de ese periodo, vamos a iniciar conversaciones para incluirlos. Por otra parte, se contempla un capítulo en materia de servicios transfronterizos, ya sea que haya o no desplazamiento del proveedor o consumidor por el servicio, que sigue la misma lógica. Es decir, se abre el mercado y se quitan todas las restricciones que hoy en día existen en materia de trato nacional.


Indicó que existe un capítulo específico respecto de la entrada temporal de personas de negocios, lo que es importante no solamente para el área de los servicios y las inversiones, sino para el caso del comerciante o el exportador chileno, pues tendrá una vía de acceso fácil y no tendrá una limitación fronteriza, a través de visas, cuando van a promocionar sus productos a la República de Corea o a prestar un servicio. Entonces, es como un paquete que se forma entre inversiones, servicios y la entrada temporal de las personas al negocio. En este último caso, deja en claro que, en ningún momento, se habla de las masas laborales, sino de movimiento de personas eminentemente temporal. Es decir, las personas que prestan un servicio para un acto y regresan a su país. 


Sostuvo que no sólo los temas fitosanitarios se tomaron como disciplina general del tratado. Es posible que, según bajen los aranceles, las medidas no arancelarias que sean materia de inversión y servicios empezarán a cundir más; por ello, es importante el hecho de que el tratado obligue a que exista un nivel de transparencia. Todo este cúmulo de derechos que tenemos, ya sea en aranceles o en división y servicios, no sirven de nada si no tenemos una real y efectiva solución de controversias. Acá, el capítulo solución de controversias pasa a dar protección a todos los derechos que están otorgados en el tratado. Es por ello que hay un capítulo específico en solución de controversias, en el cual se establece que hay un periodo de consultas, que de no resultar permiten pasar inmediatamente a constituir un arbitraje internacional, en el cual no hay excusas. 


Recalcó que, para el caso del sector agrícola, los plazos son más reducidos en el tema solución de controversias. Por ejemplo, se pone un plazo de 15 días en vez de 30 si es un producto perecedero; el grupo arbitral debe constituirse en no más allá de 30 días y si fuera cualquier otro tema, no más allá de 45 días. En definitiva, si hay incumplimiento a lo resuelto en definitiva, existe el derecho de retaliación o retorsión; es decir, se quitarán beneficios equivalentes al monto de lo que se ha estado incumpliendo.

7)
Lo sustancial de lo expuesto por el Vicepresidente de Coesam Ltda., señor Carlos 
Fernando Amin.


El Vicepresidente de Coesam Ltda. explicó que Coesam, es una empresa Pyme, exportadora del 96 por ciento de su producción, con doce años de presencia en la República de 
Corea, en pequeña escala, pero con productos manufacturados.


Estimó que este tratado de libre comercio, sin duda, es altamente conveniente para Coesam, como productores Pyme, por el crecimiento de opciones a las que se tendrá acceso. Sin embargo, esto plantea desafíos en lo que respecta a controles de calidad y/o certificación bilateral de los productos exportados e importados.


Señaló que es muy fácil, y, de hecho, así ha ocurrido en innumerables ocasiones, caer en la tentación de exportar productos de calidad dudosa a cambio de utilidades en el corto plazo. Dado que en nuestro país no existen regulaciones oficiales que controlen la calidad de lo exportado, la autorregulación de los propios productores se transforma en el gran riesgo, que puede implicar para la imagen de Chile, una falta en este aspecto, al no existir organismos de control que regulen la salida de productos chilenos al exterior. Con lo anterior, no estamos pidiendo certificación estatal de los productos, sino que se fomente un sistema de autorregulación y certificación de las empresas chilenas que deseen participar en estas grandes ligas.


Precisó que, en el área en que su empresa se desempeña -producción, elaboración, manufactura de productos derivados fundamentalmente de la rosa mosqueta y otras hierbas medicinales, además de una nueva línea de productos derivados de los polifenoles contenidos en las pepas de las uvas- el fenómeno descrito anteriormente es relevante.


Así, aseveró que en la nueva legislación cosmética chilena, se libera la obligación de registro sanitario para exportaciones, lo que constituye un grave error, ya que el Instituto de Salud Pública es un aval protector ante los importadores extranjeros, lo cual ahora sólo queda entregado a una competencia que podría llegar a ser desleal y que, lamentablemente, afectaría la imagen de nuestro país. Esta restricción también nos debería proteger en forma bilateral ante el ingreso de productos cosméticos extranjeros, los cuales, si bien deben someterse a este proceso, en la práctica gozan de privilegios que los locales no tenemos.


Solicita que exista una gran campaña a nivel nacional para crear elementos de autocontrol de calidad en todos los empresarios, productores y empleados y que se extienda hasta el último operario, para que los productos chilenos se posicionen de tal forma que se logre asegurar el concepto “Calidad Chile”. La certificación tanto orgánica como la ISO nos fortalecerán ante mercados tremendamente competitivos y exigentes, de lo contrario quedaremos fuera en muy corto plazo.


Opinó que las PymeS debieran contar con más apoyo de la Banca. En Chile, no se valoriza el tremendo esfuerzo que desarrolla la pequeña empresa para intentar colocar sus productos, muchas veces perdiendo viajes y altos costos. Es más, se critica con mucha liviandad la falta de resultados en el corto plazo. En el caso de su empresa, llevan 29 años en la misma actividad, logrando consolidar recién la actividad familiar iniciada con mucha visión, una maleza que da trabajo directo a 150 familias y trae de 3 a 4 millones de dólares de retorno al país, teniendo presencia en 30 países con marcas y registros sanitarios vigentes que no figuran en los balances.


Expresó que su experiencia en el mercado asiático le hace concluir con una sola orientación: es el mercado donde está el dinero del mundo. Es el mercado más agresivo del mundo. A su vez, es el más receptivo a los productos de este país. 


Subrayó que la certificación orgánica de los productos de su empresa está hecha en Suiza, pero que han tenido que ratificarla con otro laboratorio en Japón. A los japoneses las normas ISO realizadas en Chile no les interesan. En el caso de la República de Corea, que funciona en gran parte imitando a Japón, sus ventas han renacido y están en un muy buen pie. 

8)
Lo sustancial de lo expuesto por la Gerente de Estudios de la Corporación Chilena de la Madera A.G., señora María Teresa Arana.


Opinó que sin duda este acuerdo es de gran importancia comercial y un aporte para la imagen de Chile por ser el primer país no asiático que suscribe un tratado de esta naturaleza con un país de Asia. Este acuerdo se potencia con los demás suscritos por Chile, fortaleciendo su estrategia comercial internacional, entregando además reglas claras y permanentes, lo cual entrega seguridad jurídica.


Aseveró que Corma solicitó desde un comienzo a las autoridades, la desgravación reciproca, total e inmediata de los productos del sector forestal para todos los capítulos relacionados con este ámbito: 44 (maderas), 47 (celulosa) y 48 (papeles) y parte del 94 (parte y piezas de muebles). No obstante, el sector forestal no quedó plenamente satisfecho con el Acuerdo, pues hubo varios productos importantes que quedaron a una desgravación de 5 a 8 años.


Afirmó que las exportaciones han tenido un ritmo ascendente. Así, en 1980 se exportaban 36 millones de dólares; en 1990, 55 millones de dólares; y en el 2000, 90 millones de dólares. Aun cuando, previo a la crisis asiática, los embarques llegaron a 228 millones de dólares.


Dijo que la República de Corea posee una de las economías de mayor crecimiento en los últimos decenios teniendo niveles de crecimiento sostenidos de 8,9% durante la década de los ochenta y 5,7% en los noventa. Ocupa el 12° lugar como importador de productos forestales, con 3.600 millones de dólares.


Consideró que siendo éste el único tratado de libre Comercio negociado por la República de Corea, los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos. Esto, junto a disciplinas diversas, y a un adecuado sistema de solución de controversias, transforman a este tratado en un instrumento preciso para consolidar favorables expectativas de inversión, exportaciones y crecimiento. la regulación del comercio bilateral, al contener normativas que complementan los mecanismos de la OMC. De este modo, Chile podrá contar con herramientas para reducir o eliminar los problemas comerciales existentes, tales como subfacturación, triangulación de productos, entre otros.


Expuso que, antes de la crisis asiática, en 1996, Chile exportaba 228 millones de dólares en productos forestales hacia la República de Corea y era el segundo destino de los embarques del sector, con una participación de 10,8% del total de estos. En la actualidad, en el 2002, ocupa el 6° lugar de importancia, con US$ 87,6 millones y una participación del 3,8%. 


Precisó que los principales productos que actualmente se exportan a ese mercado son: pulpa blanqueada (52,5 millones de dólares), pulpa cruda (14,5 millones de dólares), trozos aserrables (6 millones de dólares), entre otros.


Indicó que el crecimiento a futuro del sector, producto del próximo aumento de la cosecha sustentable de 25 millones de metros cúbicos a 44 millones de metros cúbicos hacia el 2020, así como inversiones comprometidas entre el 2003 2010 por 3.235 millones de dólares, demandan al sector productivo exportador un gran esfuerzo por apertura y crecimiento en los mercados externos. El sector participa con el 3, 1 % del producto interno bruto, con el 12,2 de las exportaciones del país, que ocupa el segundo lugar en los embarques y el primero basado en recursos naturales renovables y da empleo a más de 400.000 personas.

9)
Lo sustancial de lo expuesto por el Presidente del Instituto Textil, señor Mario García.


Citó diversos indicadores básicos, para demostrar que en Chile la producción textil, como la de prendas de vestir, ha bajado en los últimos años, como asimismo los precios y la ocupación de mano de obra. Así, a modo de ejemplo, señaló que en 2002 la producción textil bajó un 33 por ciento respecto a 1989 y que el volumen de importaciones en el área ha crecido de 350 millones de dólares en 1990 a 856,4 millones de dólares en 2002, de los cuales el 54,7 por ciento corresponde a productos asiáticos, registrándose una pérdida de 28.973 puestos de trabajo en el sector, entre 1989 y 2001.


Aseveró que desde que se empezó a promover la idea de un tratado de libre comercio con la República de Corea su sector ha manifestado a la autoridad su oposición al mismo, basándose en la política comercial de ese país, conocido por sus practicas desleales y la nula posibilidad que tendrá Chile en los litigios que podrán surgir como resultado del incumplimiento de los términos del Acuerdo por parte de la República de Corea.


Informó que la industria manufacturera tradicional en Chile, a fines del año 2000 empleó 426.000 trabajadores y que, por su parte, Corea es una super potencia mundial, exportando al mundo sobre 14.000 millones de dólares , entre textiles y confecciones, mientras Chile exportó, como máximo, sólo 200 millones de dólares en 1997. La República de Corea tiene plantas manufactureras textiles en países de Asia y el 14% de su fuerza de trabajo se ocupa en el área textil, la cual es altamente competitiva.


Afirmó que la República de Corea ha provocado serios problemas de competencia desleal, vía precios bonificados o simplemente subfacturados. Gran parte de las sobretasas arancelarias aplicadas en Chile entre 1982 y 1987 estuvieron referidas a productos de ese origen. A modo de ejemplo, en 1999 denunciaron a la Aduana la subfacturación masiva de productos de tejidos de punto, provenientes de la República de Corea, tales como poleras, sweaters y similares, más calcetería, lo que implicó una sanción cercana al millón de dólares a 160 comerciantes importadores de esta plaza.


Sostuvo que el intercambio con la República de Corea es absolutamente perjudicial a los intereses del área textil nacional, con 23,8 millones de dólares en importaciones, versus sólo 217 mil dólares de exportaciones, de lana en bruto. Esto, como promedio del trienio 2000 2002.


Mencionó, a modo de ejemplo de las distorsiones de precios coreanos, que siguen afectando a su sector, que sobre la base de valores promedios de importación en el año recién pasado, la tela de mezclilla índigo, para confeccionar jeans llego a un precio de 4,01dólares el kilo desde Corea, versus 11,10 dólares desde España y 6,39 dólares desde Taiwán.


Solicitó que los productos textiles y de la confección, comprendidos entre los Capítulos 50 al 63 del Arancel Aduanero, se excluyan de este tratado. En subsidio de lo anterior, adjuntó una lista de productos, indicando los artículos que deberían quedar a 0 por ciento o desgravación inmediata arancelaria ; a 5 años de desgravación arancelaria; a 10 años de desgravación arancelaria, y para los productos “hipersensibles” de este sector, denominados “especiales”, solicitó un cronograma de desgravación arancelaria a 15 años, con un período de gracia de 5 años, sin desgravación alguna. A lo anterior, sumó la necesidad imperiosa de contar en este tratado con cláusulas de salvaguardia de ágil operación, ante aumentos abruptos de importaciones coreanas, más un estricto control del origen, para evitar las posibles triangulaciones desde otros países del Asia.


Posteriormente, procedió a explicar los fundamentos por los cuales se escogió cada plazo de desgravación, fundamentalmente en relación a la mayor o menor competitividad de la República de Corea en cada producto.

10) Lo sustancial de lo expuesto por el Ingeniero de Estudios de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, señor Mario Ruz. 


Opinó que este tratado constituye un puente entre Asia y Sudamérica, siendo sus principales características la eliminación de aranceles, inmediata o progresiva, como también el establecimiento de disciplinas comerciales y el establecimiento de un sistema de solución de controversias.


Acompañó una serie de cuadros demostrativos de las producciones que en Chile y Corea, de pulpa y papel, destacando que en el primer país la celulosa se obtiene fundamentalmente del papel recuperado, por ello es un buen mercado para Chile.


Indicó que todos los productos nacionales, de su área, ingresarán con arancel cero desde el primer día, siendo los aranceles actuales de un orden de 0,5 por ciento. También ingresarán en igual forma los productos equivalentes desde la República de Corea.


Aseveró que el tratado produce una suerte de desprotección efectiva para el área en Chile, por cuanto las maquinarias e insumos químicos ingresarán a Chile con arancel cero, sólo a partir del quinto año de vigencia del tratado.


Sostuvo que las materias de dumping, subsidios y salvaguardias no son recurribles vía solución de controversias. Asimismo, abordó las normas sobre regímenes de origen para los productos de su sector. En materia de políticas de competencia, cada parte es soberana para desarrollar y aplicar su legislación dentro de su territorio y se establece un sistema de notificación y consulta entre las partes.


Dijo que el tratado carecía de normas sobre materias laborales y sólo había referencia a materias medioambientales en el capítulo sobre inversiones, sin que puedan dar origen a controversias.


Describió las normas técnicas y estándares que contempla el comercio, y resumió las principales características del sistema de solución de controversias del acuerdo, evaluándolo positivamente.


En general evaluó positivamente este tratado, reiteró aspectos no contemplados en el mismo, incluyendo la falta de normas sobre doble tributación; describe las principales oportunidades y amenazas a largo plazo, y destacó que el hecho de ser Chile el primero de tener un tratado de esta naturaleza con un país de Asia, significa una gran oportunidad.

11) Lo sustancial de lo expuesto por el Gerente de Operaciones de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Gustavo Rojas.


Informó sobre las principales características de la economía de la República de Corea, comparándola con la chilena, caracterizándose por una baja dotación de recursos naturales y una alta industrialización y un PIB de 422 mil millones de dólares, comparados con los 42 mil millones de dólares de Chile.


Entregó cifras sobre los antecedentes de la agricultura en Chile y Corea, comparativamente, relativas a productos como el arroz, cereales y otros. Lo mismo, respecto a antecedentes pecuarios y de consumo per cápita d de productos agrícolas, lo cual es indiciario del tipo de posibilidades y potencialidades para las exportaciones chilenas, que son, en general complementarias y con diferencia estacional.


Indicó que Chile exportó a la República de Corea el año 2002 710 millones de dólares, importando 438 millones de dólares, siendo la balanza de pagos favorable a nuestro país. Asimismo, agregó que el tratado contempla un sistema de desgravación que oscila entre la inmediata o a 5,7 y diez años plazo.


Sostuvo que la reducción arancelaria, en relación con los productos de la categoría DDA, queda pendiente hasta el cierre de la siguiente ronda de la OMC. Asimismo, hay productos excluidos de la desgravación, como las peras y las manzanas, como también otros productos con cuotas de ingreso a la República de Corea, sin arancel, como es el caso de las carnes bovinas. Entregó ejemplos de cada tipo de situación mediante gráficos y tablas.


Opinó que la gran mayoría de los productos relevantes para la agricultura chilena tienen un plazo de desgravación a diez años plazo. En general, las carnes rojas y blancas obtuvieron cotas de ingreso libre de arancel. 


Estimó que las exportaciones silvoagropecuarias se incrementarán en 185 millones de dólares anuales, ante un escenario de tratado con arancel cero.


Concluyó, afirmando que el acuerdo representa, en el corto plazo, bajas expectativas de crecimiento para el sector agropecuario chileno y que se deberá poner especial atención a la renegociación de los productos en categoría DDA.

12) Lo sustancial de lo expuesto por el Presidente de la Asociación de Viñas, señor Rafael Guilisasti.


Dijo que el sector vinos ha desarrollado unas estrategia de penetración de mercados, logrando ventas de relativa importancia en Asia, con potencial de incremento. No obstante, el vino enfrenta altos aranceles y políticas proteccionistas en ese continente.


Señaló que los aranceles aplicables a los vinos, conforme a este acuerdo, se reducirán a un 15 por ciento al quinto año, lo cual otorgará una ventaja relativa frente a nuestros competidores. El potencial de consumo de vino en la República de Corea es considerable.


Concluyó afirmando que este tratado es beneficioso para el sector por las potencialidades que implica la rebaja arancelaria señalada.

13) Lo sustancial de lo expuesto por el Gerente de Comercio Exterior de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Hugo Baierlein.


Relató que al inicio de las negociaciones el sector manufacturero buscó plazos de desgravación más largos, con el propósito de darse un tiempo de adaptación, lo cual se logró. Productos como los refrigeradores, lavadoras, neumáticos usados y el acerdo, quedaron con un desgravamen a 10 años plazo.


Señaló que el año 1997 Chile tuvo un peak de exportaciones a la República de Corea, con una cifra superior a 1000 millones de dólares, principalmente de cobre y madera.


Consideró que hay algunos productos que quedaron con arancel cero que presentan grandes potencialidades, como la pasta de tomate, los concentrados de Coca Cola; los fertilizantes; el metanol; las manufacturas de cobre; el sulfato de Potasio, y otros productos químicos.


En lo que se refiere a reglas de origen afirmó que lo pactado está bien, existiendo alguna dudad sobre los mecanismos de verificación, tomando en consideración las capacidades que pueda tener para ello nuestro Servicio de Aduanas, en especial, considerando que hay autocertificación de origen, lo cual es un tema importante porque deben evitarse las triangulaciones.


Finalmente, expresó que el mecanismo de solución de controversias y las salvaguardias posibles, entregan tranquilidad al sector que representa, el cual apoya este tratado.

14) Lo sustancial de lo expuesto por el Presidente de la Cámara Chileno Coreana de Comercio, señor Ricardo Lessman.


Relató que lleva 17 años comerciando con la República de Corea, país con el cual se registró un comercio bilateral de 1180 millones de dólares en 2002 y que se estima llegará a 1500 millones de dólares este año. Normalmente la balanza de pagos con Corea es favorable a Chile.


Destacó que esta acuerdo permite que el 75 por ciento del universo de los productos nacionales goce de arancel cero en forma inmediata. En lo que se refiere al rubro textil, los coreanos estiman que nuestro mercado no le representa mayor atractivo, frente a la gran competencia de productos provenientes de China e Indonesia.


Realzó el hecho de que la República de Corea sea un país con 4000 años de historia, con altos niveles de educación y con una cultura de respeto a los compromisos. Por razones culturales consumen poca carne, pero progresivamente van occidentalizando sus costumbres.


Aseveró que las protestas contra este tratado, acontecidas en la República de Corea, se debieron a que es un indicio de futuros tratados con países que sí constituyen una gran competencia para los agricultores coreanos, como China, por ejemplo. Agregó que cuando se gana la confianza de un país asiático, se va generando una reacción de confianza en los demás países del área.


Afirmó que la importancia como mercado, que Chile representa para la República de Corea, es mínima. Chile representa potencialidades a ese país, por ser una conveniente plataforma de inversiones hacia el resto de Latinoamérica, como también por las posibilidades de desarrollar joint ventures y participar en inversiones en infraestructura en nuestro país. Se trata de dos economías complementarias, por cuanto Chile puede proporcionar materias primas y tiene una industria incipiente.


Concluyó manifestando que este acuerdo representa ventajas y beneficios para ambos países.

8.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el tratado de libre comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea y sus anexos, suscritos en Seúl, el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español, adoptadas por notas verbales de fecha 7 y 17 de abril de 2003. (boletín Nº 3279-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de Acuerdo mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Asistieron a la Comisión durante el análisis del proyecto los señores Andrés Rebolledo, Director de Asuntos Económicos para América Latina del Ministerio de Relaciones Exteriores; Raúl Sáez, Coordinador de Asuntos Internacionales y Director de Política Comercial del Ministerio de Hacienda, y Simón Accorsi, Asesor del Ministerio de Hacienda.


El propósito de la iniciativa consiste en la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea y sus Anexos, suscritos en Seúl, el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español en el título de la Parte III y al párrafo 2. (a), de su Anexo 19.2, adoptadas por Notas Verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, respectivamente.


El Tratado establece una zona de libre comercio entre los dos países, constituyendo un factor fundamental para dar seguridad y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial bilateral, incorporando las reglas y disciplinas comerciales correspondientes.


A decir del Mensaje se trata de un Acuerdo histórico, ya que es el primer Tratado de Libre Comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental; es el primero para Corea del Sur, y es el primer acuerdo de libre comercio transpacífico.


El Tratado dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos de exportación. Los aranceles sudcoreanos son altos, variando desde niveles del 7% en el sector industrial a 50% en la agricultura. En este último sector, abundan los aranceles sobre 40%, y no son escasos aquéllos superiores al 100%. Los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos en productos pesqueros, mineros, forestales, agrícolas, industriales y agroindustriales.


Lo anterior se enmarca en la política comercial de Chile que es una pieza clave del modelo de desarrollo nacional, ya que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos.


Las economías de ambos países son complementarias dado que Chile exporta a Corea del Sur productos intensivos en recursos naturales (minería, pesca, agricultura y sector forestal), al tiempo que importa bienes industriales. Lo opuesto ocurre en Corea del Sur, lo que viene a reforzar el potencial de crecimiento del comercio.


La regulación del comercio bilateral conforme a las normas de la OMC permitirá a Chile contar con herramientas para reducir o eliminar los problemas comerciales existentes en la actualidad, tales como subfacturación, triangulación de productos y aplicación arbitraria de medidas sanitarias, fitosanitarias y estándares técnicos.


La existencia de este Acuerdo debiera estimular las inversiones sudcoreanas en Chile al aumentar sus garantías y la certidumbre jurídica de ellas.


El intercambio comercial entre ambas Partes sumó US$ 1.149,3 millones, en el año 2002, inclinándose la balanza comercial a favor de nuestro país. Las exportaciones chilenas a Corea del Sur sumaron US$ 710,5 millones FOB, en tanto que las importaciones sudcoreanas alcanzaron los US$ 438,8 millones CIF.


Al analizar las exportaciones por sector productivo, se observa que el 80,4% de los envíos destinados a Corea del Sur provienen del sector minero. Le siguen el sector forestal, con el 12,3%, y la pesca y agroindustria, con un 2,8% cada uno.


Cabe señalar que este instrumento internacional consta de veintiún Capítulos, distribuidos en siete Partes.


El Tratado contiene cuatro Anexos Generales que se relacionan con los Capítulos 10 (Inversiones) y 11 (Comercio Transfronterizo de Servicios). Además, cuando ha sido necesario detallar alguna obligación o derecho específico de una o ambas Partes, se ha recurrido a la redacción de Anexos particulares de determinados artículos o párrafos de los mismos.


El informe financiero remitido por la Dirección de Presupuestos plantea que el proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio con Corea, que en el caso de las exportaciones de ese país a Chile se lleva a cabo en 5 etapas, desde la aprobación de la iniciativa hasta un plazo de catorce años.


Agrega que el impacto financiero se ha estimado en términos estáticos, es decir, sin considerar cambios en las distintas variables de la economía. Señala que un Acuerdo de las características descritas impacta negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de la recaudación de los aranceles y su correspondiente IVA, por las importaciones provenientes de Corea. Puntualiza que en la metodología de cálculo, que se adjunta a este informe como Anexo, se contempla una desviación de comercio originada en el estímulo por importar mercaderías a menor arancel desde este país, en desmedro de las provenientes del resto del mundo.


Finalmente, estima que la pérdida fiscal para el primer año de reducción arancelaria y para el último año de rebaja alcanza a US$ 30.8 y US$ 42,6 millones, respectivamente, en cifras expresadas en dólares de 2004 y en situación de 2004.


La presentación general del proyecto en la Comisión la efectuó el señor Andrés Rebolledo, quien destacó la trascendencia del Tratado objeto del proyecto de Acuerdo en informe, haciendo hincapié en que el próximo año le corresponderá a Chile presidir la Apec.


Explicó que se trata de un TLC similar a los ya celebrados con México y Canadá. En tal sentido, entre las materias estipuladas destacó, además de las normas sobre desgravación, el tratamiento a las inversiones, los servicios y el sistema de solución de controversias.


Señaló que, respecto a la negociación de los bienes, este Acuerdo concilia dos aspectos: a) facilitar el acceso de las exportaciones agrícolas y pesqueras de nuestro país y b) dar un adecuado tratamiento a las sensibilidades del sector industrial.


En el debate de la Comisión el diputado Dittborn, don Julio, expresó que en una economía tan cerrada como la coreana puede ocurrir que con la entrada en vigencia de un TLC surjan serios problemas para su aplicación. Al respecto, preguntó si se contemplan normas ágiles y adecuadas para la solución de controversias, particularmente en relación con las eventuales medidas proteccionistas que pudieran existir.


El señor Rebolledo resaltó que el sistema de solución de controversias contemplado en el Tratado está estandarizado con respecto a los demás tratados de esta naturaleza y que considera una opción para que la Parte reclamante recurra a su elección al procedimiento establecido bajo la OMC o al Tratado, y eligiendo este último, se establece un sistema de consultas que de no prosperar, se recurre a un panel de árbitros elegidos por las Partes. Añadió que, en todo caso, si no se cumpliera con el fallo por una de las Partes, se permite a la otra proceder a retaliar con medidas equivalentes.


Sostuvo que, en cuanto a las medidas sanitarias y fitosanitarias se ha contemplado un capítulo especial sobre la materia, encargando a un comité específico las tareas de coordinación y control correspondientes.


El diputado Escalona, don Camilo, argumentó que los vínculos de los países asiáticos entre sí son muy fuertes, por lo que le preocupa especialmente el tema de las reglas de origen. Consultó si se trata adecuadamente esta cuestión en el Tratado y si existen normas sobre porcentaje máximo de integración.


El señor Rebolledo manifestó que se consideran disposiciones encaminadas a evitar las triangulaciones. Destacó que las normas de origen en el ámbito textil son las que tuvieron una mayor regulación, toda vez que se trata de un sector sensible para nuestra industria. Puntualizó que se prohíbe realizar procesos productivos fuera de los países signatarios. Precisó, además, que en materia de integración existen reglas para cada producto, correspondiendo ejercer un control expost sobre la mercadería importada.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del Tratado y sus Anexos.


Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fue sometido a votación el artículo único del proyecto de Acuerdo aprobado por la Comisión Técnica, siendo aprobado por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 19 de agosto de 2003.


Acordado en sesión de fecha 14 de agosto de 2003, con la asistencia de los diputados señores Ortiz, don José Miguel (Presidente Accidental); Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Pérez, don José y Silva, don Exequiel.


Se designó diputado informante al señor Pérez, don José.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

9.
Moción de la diputada señora María Angélica Cristi, y de los señores diputados Araya, Bayo, Delmastro, García, Hales, Molina, Norambuena, Salaberry y Varela.


Modifica la ley N° 18.290, de tránsito, estableciendo los elementos mínimos que debe contener el botiquín de primeros auxilios. (boletín N° 3320-15)


En el mundo, más de un millón de personas fallece cada año por accidentes de tránsito, la mayoría de ellas en los países en desarrollo. Según información entregada por la Organización Mundial de la Salud, si no se mejoran las condiciones de seguridad en materia vial, de los conductores y la infraestructura y el equipamiento de los vehículo motorizados, al año 2020 se habrá doblado el número de víctimas por accidentes.


Aunque el número de automóviles es mayor en lo países industrializados que en los países en desarrollo, los estudio demuestran que, en el año 2000, el 90% de los accidentes fatales se produjo en sociedades de ingresos bajos o medios (entre ellos, Chile). La gran mayoría de las víctimas catastradas fueron peatones, ciclistas y usuarios del transporte público.


Según estadísticas aportadas por la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, en Chile durante el año 2002 se registraron 41.557 accidentes de tránsito, en los cuales fallecieron 1.549 personas. Asimismo, en términos económicos, nuestro país pierde anualmente más de 500 millones dólares, producto de los accidentes de tránsito.


Estas alarmantes cifras podrían disminuirse significativamente, si la legislación vigente precisará y obligará a todos lo vehículos a contar con implementos de primeros auxilios e instrumental básico, cuyo correcto uso permitiría mejorar las condiciones físicas de las víctimas de un accidente, antes de que reciban ayuda médica, especializada.


El artículo 79 de la Ley N° 18.290 de Tránsito, que señala los elementos de los que deberán estar provistos los vehículo motorizados, exige un botiquín “que contenga elementos de primeros auxilios ...”. La imprecisión de la norma permite mantener en los autos una caja que cuenta, a lo más, con un parche curita, una aspirina y una botella de agua oxigenada, elementos que, en la práctica, son de escasa utilidad al momento de enfrentar un accidente automovilístico.


Asimismo, la Resolución N° 333 de 1970, define la características y el contenido mínimo de los botiquines para los vehículos de carga y de locomoción colectiva que circulan en el país. Esa resolución, no obstante, no tiene alcance para los dos millones de vehículos ligeros particulares que circulan hoy en Chile.


Nuestro país se encuentra en proceso de modernización de normas de seguridad, en materia de tránsito, sanitaria, industrial, etc con el propósito de alinearnos a los estándares internacionales. En lo países desarrollados las exigencias respecto de los botiquines de emergencia, se han orientado hacia una atención de primeros auxilios, que permita reducir al máximo los daños ocasionados a las personas por un accidente de tránsito: evitar hemorragias, el estado de shock y mantener al afectado estable, mientras llega la atención especializada.


En virtud de lo anterior, se propone un proyecto de ley para modificar tres artículos de la Ley Nº 18.290 de Tránsito, con el propósito de especificar cada uno de los elementos mínimos que debe contener un botiquín de primeros auxilios; y garantizar que los conductores profesionales y no profesionales, tengan los conocimientos necesarios para su correcto uso.


Al mismo tiempo, es necesario que la Subsecretaría de Transportes y Telecomunicaciones actualice las especificaciones contenidas en la Resolución N° 333, que data del año 1970, para adecuarlas a las actuales prácticas y elementos de primeros auxilios.

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.290 de Tránsito.

1)
Sustitúyese el numeral 2) del articulo 13 por el siguiente:


“2.- Acreditar conocimientos teóricos y prácticos d conducción; conocimientos básicos de primeros auxilios y de seguridad, que lo habiliten para utilizar el botiquín y los elementos de seguridad obligatorios; así como conocimiento de las disposiciones legales reglamentarias que rigen el tránsito público, y”.

2)
Reemplácese la letra d) del artículo 31-A, por la siguiente:


“d) Conocer las normas de seguridad en la conducción, en la carga y estiba; primeros auxilios, incluyendo el uso del botiquín obligatorio a que se refiere el N° 9 del articulo 79; prevención, combate de incendios y transporte de sustancias peligrosas.”.

3)
Sustitúyese el N° 9 del artículo 79, por el que se indica a continuación:


“9.- Botiquín que contenga a lo menos los siguientes elementos de primeros auxilios: folleto de uso del botiquín de primero auxilios; un rollo de vendas de 5 a 7 cm de ancho; una almohadilla de ojos; gasa de limpieza; parchecuritas; toallas de limpieza.; alfileres de seguridad; 100 cc. de agua oxigenada de 10 volúmenes; un paquete de 25 grs. de algodón; dos tabletas de analgésico; manta isotérmica; tijeras; linterna; tubo para dar respiración artificial. Los vehículos de carga, de locomoción colectiva y de transporte de escolares, deberán estar provistos, además, de dos cuñas de seguridad y”.”.

10. Moción de las diputadas señoras Carolina Tohá y Pía Guzmán y de los diputados señores Luksic y Montes.


Modifica el codigo orgánico de tribunales en relación con el conservador de bienes raíces de Santiago y confiere una nueva estructura para el de San Miguel. (boletín N° 3321-07)


La presente moción parlamentaria tiene por objeto proponer, en primer lugar, la división del Conservador de Bienes Raíces de Santiago; enseguida, y por las razones que se expresan, proponer que se establezca para el Conservador de Bienes Raíces de San Miguel la misma estructura y organización del oficio conservatorio de Santiago. Por último creemos necesario establecer, en una disposición transitoria que no se incorpora al texto del Código Orgánico de Tribunales, la obligación para todos los conservadores del país de implementar páginas web en internet para el servicio de los usuarios.

I. DIVISIÓN DEL CONSERVADOR DE SANTIAGO.


Actualmente el único Conservador de Bienes Raíces de Santiago, al que corresponde atender el territorio jurisdiccional de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, comprende veinticinco comunas y una población que se aproxima a los cuatro millones de habitantes.


Al respecto, resulta necesario recordar que ya en 1931 se señalaba que “las nuevas necesidades que han sido fruto del notable desenvolvimiento de los negocios, actos y transacciones que requieren la intervención de la mencionada oficina.” motivaron la dictación del Decreto con Fuerza de Ley N° 247, mediante el cual se aumentaron a tres los funcionarios que, con todos los deberes y obligaciones de los conservadores se hicieron cargo, por separado, de los diferentes Registro del Oficio, de acuerdo a las disposiciones del citado cuerpo legal.


Sin embargo, la realidad es que desde hace muchos años esta solución se ha tornado insuficiente: el acelerado aumento demográfico unido a la multiplicidad de actuaciones que se celebran ante el Conservador de Santiago, provocan grandes dilaciones y demoras en los usuarios y retardan más allá de lo razonable las diligencias, trámites y actuaciones que en esa oficina se celebran, llegando a ser actualmente un verdadero clamor del público, abogados y autoridades, la necesidad de hallar pronta solución a estos problemas. A lo anterior, debe agregarse la incidencia que causa en el tema el vastísimo territorio que abarca este importante servicio auxiliar de la Administración de Justicia.


Por otra parte, constituye un hecho público y notorio que el Gobierno del Presidente Lagos se encuentra impulsando decididamente un proceso de modernización del aparato público, pues, no pocos de los problemas de los cuales el país ha sido testigo en el último tiempo, derivan de la existencia de un Estado prisionero de estructuras arcaicas y de organismos que se resisten a la implantación de medidas modernizadoras, que les otorguen la flexibilidad que la ciudadanía demanda.


En este contexto, si bien el Conservador de Bienes Raíces no forma parte del núcleo central de lo que se entiende por la Administración del Estado, ubicándose más bien en la frontera de la misma, el ciudadano común y corriente lo percibe como parte del aparato público, y ciertamente en alguna medida lo es desde el momento que se trata de auxiliares de la administración de justicia, cuya organización y atribuciones son reguladas por el Código Orgánico de Tribunales. Lamentablemente, la falta de voluntad política, la misma que es responsable de otras tantas postergaciones, es la que ha impedido la necesaria modificación de la estructura y jurisdicción del Conservador de Bienes Raíces de Santiago, entidad que hasta el día de hoy mantiene la misma estructura y jurisdicción que hace 70 años.


Recordemos que esta idea de dividir el Conservador de Bienes Raíces de Santiago, estableciendo distintos oficios conservatorios en las comunas de la Región Metropolitana, fue una valiosa iniciativa que el Gobierno del Presidente Aylwin propuso al Congreso Nacional en abril de 1991 y que, lamentablemente, no experimentó ningún avance en su trámite legislativo. Tal iniciativa, sin embargo, parece más necesaria y vigente que nunca. Tal como lo señalábamos, el único oficio conservatorio de Santiago, correspondiente al territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, comprende cerca de veinticinco comunas y una población que se aproxima a los cuatro millones de habitantes.


La iniciativa anterior presenta diversas ventajas y, por el contrario, no alcanzamos a vislumbrar costos o desventajas asociados: En primer lugar, la implementación de esta medida no representa costo alguno para el erario público, pues todos los costos asociados a su materialización deberán ser asumidos en su totalidad por los titulares que asuman los nuevos oficios que se creen a partir de la división del conservador de Santiago.


En segundo lugar, constituye una medida de fácil tramitación legislativa, puesto que la implementación de ella implica la modificación de sólo dos disposiciones de rango común del Código Orgánico de Tribunales (arts. 447 y 449).


Enseguida, surge como una medida coherente con las políticas urbanas diseñadas por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo en orden a crear y fortalecer diversos microcentros, desincentivando por consiguiente el desplazamiento de las personas desde las comunas periféricas hacia el centro de la ciudad, desde el momento que le permitiría a los ciudadanos la realización de trámites en el entorno más cercano al lugar de su residencia.


Por otra parte, es una medida que indudablemente genera nuevas fuentes de trabajo, pues cada oficio lleva implícita la contratación de un considerable número de funcionarios administrativos y auxiliares.


Sobre la base de las razones y argumentos señalados, es que nos parece impostergable proponer como moción parlamentaria una modificación al Código Orgánico de Tribunales con el fin de establecer en Santiago distintos oficios conservatorios, de acuerdo con las comunas y agrupaciones de comunas que se pasan a indicar:


Uno con asiento en la comuna de Santiago, con jurisdicción en las comunas de Santiago, Pudahuel, Recoleta, Independencia y Lo Prado;


Uno con asiento en la comuna de Quinta Normal, con jurisdicción en las comunas de Quinta Normal, Renca, Conchalí y Cerro Navia;


Uno con asiento en la comuna de Maipú, con jurisdicción en las comunas de Maipú, Estación Central y Cerrillos;


Uno con asiento en la comuna de Colina, con jurisdicción en las comunas de Colina, Lampa, Til Til, Quilicura y Huechuraba;


Uno con asiento en la comuna de Vitacura, con jurisdicción sobre la misma comuna;


Uno con asiento en la comuna de Lo Barnechea, con jurisdicción sobre la misma comuna;


Uno con asiento en la comuna de Las Condes, con jurisdicción sobre la misma comuna;


Uno con asiento en la comuna de Providencia, con jurisdicción sobre la misma comuna;


Uno con asiento en la comuna de La Reina, con jurisdicción sobre las comunas de La Reina y Peñalolén;


Uno con asiento en la comuna de La Florida, con jurisdicción en la comuna de La Florida, y


Uno con asiento en la comuna de Ñuñoa, con jurisdicción en las comunas de Ñuñoa y Macul.


En atención a que respecto al conservador con asiento en la comuna de Santiago ‑ pese a la reducción en el número de usuarios‑ su volumen de usuarios seguirá siendo relevante, creemos necesario mantener el actual sistema de un solo oficio servido por tres funcionarios.


Por otra parte, con el fin de aminorar los gastos de quienes deban cambiar sus inscripciones a los nuevos oficios conservatorios, proponemos reducir su costo al cincuenta por ciento de los derechos arancelarios que correspondan.

II. REORGANIZACIÓN DEL CONSERVADOR DE SAN MIGUEL.


Una segunda idea matriz de esta iniciativa, propone la reorganización del Conservador de Bienes Raíces de San Miguel, en el sentido de que se le aplique la misma estructura y organización que el articulo 449 del Código Orgánico de Tribunales establece para el Conservador de Santiago, esto es, un solo oficio servido por tres funcionarios: un Conservador del Registro de Propiedad, un Conservador del Registro de Hipotecas y Gravámenes y un Conservador del Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar.


Como es sabido, el Conservador de San Miguel agrupa bajo su jurisdicción nueve comunas del área sur de la región metropolitana con una población que se acerca al millón de habitantes. Al estar los tres Registros actualmente servidos por un solo funcionario auxiliar de la administración de justicia, se presentan los mismos problemas de atraso y tardanza con una gravedad incluso mayor que la que se observa en Santiago, situación que a todas luces hace aconsejable nominar un responsable por cada uno de los tres Registros que lleva el Conservador, a efectos de agilizar todas las actuaciones que allí se realizan.

III. INDEPENDENCIA DE LOS ESCALAFONES PRIMARIO Y SECUNDARIO DEL PODER JUDICIAL.


Una última modificación que proponemos en el texto de esta moción parlamentaria, se relaciona con la necesidad de separar o independizar definitivamente los cargos del Escalafón Primario y del Escalafón Secundario del Poder Judicial, teniendo en cuenta las trascendentales reformas a las que se enfrenta ese Poder del Estado, evitando para ello el traslado de funcionarios de un Escalafón al otro. Para lograr tal objetivo, basta introducir una simple modificación al artículo 287 del Código Orgánico de Tribunales.


Al efecto, cabe señalar que el texto original del citado art. 287 obligaba a las Cortes de Apelaciones a incluir en las ternas para cargos del Escalafón Secundario (notarios y conservadores), a funcionarios del Escalafón Primario del Poder Judicial, esto es, secretarios, jueces, ministros de corte, relatores, etc.


A través de la Ley Nº 19.390, promulgada en 1995 y que se iniciara en un proyecto de ley presentado durante la Administración Aylwin, se modificó la citada disposición en diversos aspectos. Una de tales modificaciones, eliminó la posibilidad de que figuraran en las ternas para las dos primeras categorías (ciudades asientos de corte y capitales de provincia) miembros del Escalafón Primario, dejando abierta, sin embargo, la posibilidad de permitirles postular a cargos de la tercera categoría, aunque sin otorgarles derecho preferente alguno.


Esta modificación se fundó, por una parte, en la natural diferencia que existe entre las funciones de los jueces y de los notarios, conservadores o archiveros, que no justifica favorecer el paso de los primeros a estos últimos cargos y, por otra, en el propósito de fortalecer la carrera judicial, de cara a los profundos e históricos cambios que por aquellos días empezaban a ver la luz. Fundamentos que, está de más decirlo, son válidas y aplicables a todas las categorías.


Resulta útil recordar que los acuerdos tendientes a modificar el citado art. 287 fueron adoptados, en el primer trámite constitucional, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado.


No hubo unanimidad, sin embargo, en lo relativo a la inclusión en las ternas para cargos de la tercera categoría del Escalafón Secundario a miembros de Escalafón Primario, norma que fue aprobada con el voto favorable de los senadores Díez, Fernández y ‑el ex ministro de la Corte Suprema‑ Letelier y la oposición de los ex senadores Máximo Pacheco y Hernán Vodanovic, quienes fueron de opinión de que los integrantes del aludido Escalafón Primario no pudieran postular bajo ninguna circunstancia a los cargos a que se refiere esta norma, sin abandonar previamente la carrera judicial.


Lo que mediante la presente moción proponemos es insistir en la imperiosa necesidad de modificar el citado art. 287, a fin de eliminar definitivamente toda posibilidad de que los funcionarios del Escalafón Primario de Poder Judicial puedan integrar las ternas para proveer los cargos de notario, conservador de bienes raíces o archivero judicial, para lo cual proponemos que los referidos funcionarios no puedan integrar ternas ni siquiera para la tercera categoría.


Es decir, no hacemos sino recoger en esta oportunidad el acertado criterio del Ejecutivo de la época que, con ocasión de la tramitación de la ley Nº 19.390, defendieron los ex senadores Máximo Pacheco y Hernán Vodanovic.


Además, creemos que a diferencia de lo que ocurrió en aquella oportunidad, actualmente hay dos nuevas y poderosas razones que justifican la materialización de esta iniciativa.


La primera de estas razones se relaciona con el hecho de que en la actualidad todos los funcionarios que ingresan al Escalafón Primario del Poder Judicial, deben previamente cursar estudios en la Academia Judicial, estudios que son financiados en su integridad con fondos fiscales, y estimamos que no resulta conveniente, justo ni prudente para el propio Poder Judicial que estos profesionales, que se benefician de tales estudios financiados con recursos públicos, incluidas becas de estudio, abandonen posteriormente el Poder Judicial, para optar por la carrera notarial o registral, quitándole de paso la posibilidad de ingresar a dicha Academia a profesionales con verdadera vocación judicial.


Una segunda razón está dada por la incorporación en nuestro derecho positivo de nuevos criterios en materia de inhabilidades e incompatibilidades entre funciones públicas y funciones privadas o semipúblicas, limitaciones que encuentran su fundamento en la necesidad de introducir más estrictos criterios de probidad en el ejercicio de las funciones públicas, desafío al cual la magistratura no puede estar ajena.


A modo de ejemplo de lo señalado en el párrafo anterior, podemos señalar que el art. 54 de la Constitución Política establece que no pueden ser candidatos a diputados ni a senadores: ministros, intendentes, gobernadores, miembros de los CORE y concejales; consejeros del Banco Central, jueces; miembros del Tribunal Constitucional; Contralor General de la República, Fiscal Nacional, etc.


El inciso final de la citada norma constitucional señala que las inhabilidades allí establecidas serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente a la elección. Tratándose del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales y adjuntos del Ministerio Público el plazo de la inhabilidad será de dos años. Si no fueren elegidos en una elección no podrán volver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempeñaron hasta un año después del acto electoral.


En la misma línea de la norma constitucional, el art. 58 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado establece, como principio general, que todos los funcionarios tendrán derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio conciliable con su posición en la Administración del Estado, sin perturbar desde luego el fiel y oportuno cumplimiento de sus obligaciones funcionarias.


El inciso final de este artículo establece, sin embargo, que son incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades de las ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización de ese organismo. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.


Tenemos la convicción de que los fundamentos, criterios y razones que explican la introducción de semejantes normas en nuestro ordenamiento constitucional y legal, son perfectamente aplicables a los miembros del Poder Judicial, lo cual explica la necesidad de aumentar el nivel de prohibiciones e inhabilidades que afecta a tales funcionarios. No hacerlo, implicaría mantener una situación asimétrica y de evidente privilegio con relación a otros servidores públicos, y, de paso, implicaría mantener un sistema autogenerativo en la provisión de determinados cargos, idea que se opone abiertamente a toda noción de probidad. transparencia e igualdad ante la ley.

IV. IMPLEMENTACIÓN DE SITIOS EN INTERNET.


Como es de público conocimiento, uno de los énfasis de la autoridad en los últimos años ha estado puesto en la aplicación al interior de los organismos públicos del uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación, conocidas como TIC. En efecto, en busca de una gestión más eficiente y transparente, las autoridades del país han asumido como uno de sus desafíos prioritarios, avanzar y profundizar en la reforma y modernización de la administración pública a través del uso de las TIC, orientándolas hacia el desarrollo y concreción de una Administración al servicio de los ciudadanos. El Estado chileno ha desempeñado un papel pionero al incorporar las TIC a diversos procesos administrativos, lo que ha repercutido indudablemente en el aumento de la eficiencia en la gestión, la mejoría de la calidad de la atención, una mayor transparencia y un mejor acceso a la información pública por parte de los ciudadanos. El Poder Judicial, ciertamente, no ha estado ajeno a este desafío.


En este contexto y con el objeto de facilitar y optimizar los procesos de vinculación de las personas con los organismos públicos en el ámbito de los servicios y productos que éstos ofrecen, es que nos parece imprescindible que los auxiliares de la administración de justicia asuman la obligación de prestar sus servicios propios utilizando los medios de información y comunicación que la tecnología nos ofrece. En razón de lo anterior, es que también proponemos, a través de una norma de carácter transitorio, que todos los conservadores de bienes raíces deban implementar, dentro de un determinado plazo, sitios en internet a través del cual los usuarios de estos oficios puedan recabar información, solicitar certificados y, en general, seguir en línea los procesos de inscripción que se realizan en los oficios conservatorios.


Resulta útil precisar que, en estricto rigor, esta última exigencia que proponemos no constituye materia de ley. Prueba de ello es el hecho que el Conservador de Bienes Raíces de Santiago ha implementado un sitio en internet con magníficos resultados, sin necesidad que una norma legal así lo haya establecido. Sin embargo, a efectos de uniformar esta medida y como una forma de asegurar un cierto estándar en los niveles de atención de los conservadores, es que creemos útil que esta exigencia emane de una norma legal de carácter imperativo, de modo que no quede entregada a la mera voluntad de los conservadores la implementación de esta medida.


Por consiguiente, animados del decidido propósito de contribuir en el proceso de modernización de los organismos públicos y de agilizar las diversas diligencias a efectuar ante los oficios conservatorios, tenemos el honor de someter a vuestra consideración, la siguiente moción parlamentaria:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1.
Introdúcese al artículo 447 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“En Santiago habrá un conservador con asiento en la comuna de Santiago, para las comunas de Santiago, Pudahuel, Recoleta, Independencia y Lo Prado; un conservador con asiento en la comuna de Quinta Normal, para las comunas de Quinta Normal, Renca, Conchalí y Cerro Navia; un conservador con asiento en la comuna de Maipú, para las comunas de Maipú, Estación Central y Cerrillos; un conservador con asiento en la comuna de Colina, con asiento en las comunas de Colina, Lampa, Til Til, Quilicura y Huechuraba; un conservador con asiento en la comuna de Vitacura, para la misma comuna; un conservador con asiento en la comuna de Lo Barnechea, para la misma comuna; un conservador con asiento en la comuna de Las Condes, para la misma comuna; un conservador con asiento en la comuna de Providencia, para la misma comuna; un conservador con asiento en la comuna de La Reina, para las comunas de La Reina y Peñalolén; un conservador con asiento en la comuna de La Florida, para la misma comuna; un conservador con asiento en la comuna de Ñuñoa, para las comunas de Nuñoa y Macul.”.

2.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 449, por el siguiente:


“Art. 449.- El registro conservatorio con asiento en la comuna de Santiago constituirá un solo oficio desempeñado por tres funcionarios. Similar organización deberá tener el registro conservatorio para el servicio del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de San Miguel.”.

3.
Introdúcense al artículo 287 las siguientes modificaciones:

a)
Elimínase la frase final de la letra b) que dice “Entre estos abogados extraños no podrá figurar un miembro del Escalafón Primario, y”, y

b)
Agrégase a continuación de la letra c), el siguiente inciso final, nuevo:


“Entre los abogados extraños no podrá figurar un miembro del Escalafón Primario, cualquiera sea la categoría del Escalafón Secundario que se trate de proveer, prohibición que se mantendrá hasta dos años después de haber expirado en funciones.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Los interesados que, por aplicación de la presente ley, deban trasladar sus inscripciones a los nuevos registros, cancelarán sólo el 50% del total que corresponda pagar por derechos arancelarios.


Artículo Segundo.- La Corte de Apelaciones de Santiago y la Corte de Apelaciones de San Miguel abrirán los concursos para designar a los nuevos conservadores que se crean en virtud de la presente ley, al tercer día siguiente a su publicación.


Artículo Tercero.- Todos los Conservadores de Bienes Raíces del país y el Archivo Judicial de Santiago, deberán, dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la publicación de la presente ley, implementar la creación de sitios en internet para el servicio de los usuarios. Los contenidos mínimos de cada sitio serán fijados a través de un auto acordado que la Corte Suprema de Justicia deberá dictar dentro del plazo de treinta días de publicada la presente ley.”.

11. Moción de los diputados señores Bayo, Bertolino, Delmastro, García, Hidalgo y Vargas.


Hace aplicable, en lo pertinente, el procedimiento ordinario contenido en el capítulo II, título I, libro V del Código del Trabajo, al reclamo judicial de multas administrativas impuestas por funcionarios de la Inspeccion del Trabajo. (boletín N° 3322-13)

Considerando:

1.
Que, los Tribunales de Justicia vienen determinando que el conocimiento y resolución del reclamo judicial de las multas impuestas por la Inspección del Trabajo, establecido en el artículo 474 del Código del Trabajo, se ha de tramitar en única instancia, vale decir, sin posibilidad de recurrir por la vía de la apelación ante la I. Corte de Apelaciones.

2.
Que, si se hace una debida interpretación de la ley con arreglo a las normas consagradas al efecto en los artículos 19 al 24 del Código Civil, especialmente en cuanto a que el contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, naturalmente se habrá de concluir que obviamente la sentencia pronunciada por el Juez de Letras del Trabajo, ante el reclamo judicial de las multas impuestas por la Inspección del Trabajo, es susceptible de apelación.


En efecto, si se revisa el Código del Trabajo, nos encontramos con que invariablemente cuando una causa ha de ser excepcionalmente conocida por los tribunales en única instancia, el legislador así lo ha establecido expresamente, empleando la expresión "quien resolverá en única instancia", como consta en los artículos 12, 27, 297 y 305.

3.
Que, en virtud de la propia historia fidedigna de la ley, no existe duda alguna en cuanto a que la intención del legislador fue que este tipo de reclamos se tramitase conforme al procedimiento ordinario para causas laborales, toda vez que el actual artículo 474 del Código del Trabajo es de idéntico tenor al artículo 2° de la Ley Nº 14.972, con la sola salvedad de habérsele suprimido el inciso que precisamente establecía que "Los Juzgados del Trabajo conocerán en única instancia de estas reclamaciones". Queda claro, entonces, que la intención del legislador fue que estas causas son susceptibles de ser apeladas.

4.
Que, es necesario establecer expresamente la procedencia del recurso de apelación para este tipo de causas, a fin de evitar una interpretación jurídica errada que no se condiga con el espíritu que tuvo el legislador al crear la norma jurídica, y por estimar que estas importantes resoluciones no pueden quedar entregadas a tribunales de primera instancia que, en muchísimos casos, son de jurisdicción común, esto es, no especiales del trabajo; sin perjuicio que, además, la regla general en materia procesal la constituye la doble instancia, que permite que los fallos sean revisados por un tribunal colegiado.


Todo ello con el propósito de salvaguardar los principios de igualdad ante la ley y el debido proceso, básicos en todo procedimiento para asegurar la obtención del valor justicia envuelto en todo juicio.


Por tanto, con el objeto de rescatar el verdadero sentido de la ley y evitar que sobre la base de una errada interpretación se prive a los afectados la posibilidad de recurrir por la vía de la apelación ante las Cortes respectivas, cuando sus reclamos no son acogidos en primera instancia, venimos en presentar el siguiente proyecto de ley.

PROYECTO DE LEY


“Artículo único: Sustitúyase el inciso 3° del artículo 474 del Código del Trabajo por el siguiente: "La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días de notificada por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile, previa consignación de la tercera parte de la multa, conforme al procedimiento ordinario contenido en el Capítulo II, Título I, Libro V de este Código.".

12. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 13 de agosto de 2003.


Oficio Nº 1.932

Excelentísima señora Presidenta

de la Cámara de Diputados:


Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución dictada por este Tribunal, en los autos rol Nº 384, relativos al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar la posesión efectiva de la herencia, en la forma que indica, y adecua la normativa procesal, civil y tributaria sobre la materia, cuyo tenor es el siguiente:


“Santiago, doce de agosto de dos mil tres.


Para entrar a la vista de la causa, ofíciese a la Cámara de Diputados a fin de que informe a este Tribunal sobre el quórum de aprobación de los artículos 5º y 8º permanentes del proyecto, en su segundo trámite constitucional, y del artículo 1º transitorio, en todos sus trámites constitucionales”.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA PRESIDENTA

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ISABEL ALLENDE BUSSI

PRESENTE”.

13. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 13 de agosto de 2003.


Oficio Nº 1.933

Excelentísima señora Presidenta

de la Cámara de Diputados:


Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución dictada por este Tribunal, en los autos rol Nº 385, relativos al proyecto de ley que modifica la ley de Tránsito, para permitir la eliminación de anotaciones en el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados en las condiciones que indica, cuyo tenor es el siguiente:


“Santiago, doce de agosto de dos mil tres.


Para entrar a la vista de la causa, ofíciese a la Cámara de Diputados a fin de que informe a este Tribunal sobre el quórum de aprobación del artículo 219 que se sustituye mediante el artículo único del proyecto, y del artículo transitorio del mismo, en todos sus trámites constitucionales”.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA PRESIDENTA

DE LA ´CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ISABEL ALLENDE BUSSI

PRESENTE”.

14. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 20 de agosto de 2003.


Oficio Nº 1.937

Excelentísima señora Presidenta

de la Cámara de Diputados:


Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución dictada en los autos rol Nº 383, relativos al requerimiento de inconstitucionalidad formulado en contra del proyecto de acuerdo que aprueba la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.


“Santiago, diecinueve de agosto de dos mil tres.


Con el mérito de la presentación de la parte requierente de fojas 37, se admite a tramitación el requerimiento de fojas 1.


Al primer otrosí, por acompañados los documentos que se indican.


Al segundo y tercero otrosí, téngase presente.


Dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 42 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal, póngase en conocimiento del señor Presidente de la República, del Senado y de la Cámara de Diputados, en sus calidades de órganos constitucionales interesados, la presente resolución, acompañándoles copia del requerimiento de la presentación antes mencionada y de los antecedentes adjuntados”.


Esta resolución fue adoptada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su presidente don Juan Colombo Campbell y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedisnky Tschorne, y José Luis Cea Egaña. Autorizada por el Secretario del Tribunal, don Rafael Larraín Cruz.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA

PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

SEÑORA ISABEL ALLENDE BUSSI

PRESENTE”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� La pena de prisión tiene una duración que se extiende de uno a sesenta días. En su grado mínimo, dicha pena se extiende de uno a veinte días; en su grado medio, se extiende de veintiuno a cuarenta días y, en el grado máximo, lo hace de cuarenta y uno a sesenta días.





1 Tomado de la minuta proporcionado por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional


2 La traducción literal es “Bancarrota”.


3 El Departamento de Justicia (Department of Justice) es el equivalente a nuestro Ministerio de Justicia.


4 La traducción sería “Programa o Proyecto de Síndicos de los Estados Unidos de Norteamérica”


5 Existe un procedimiento especial de quiebras para las empresas familiares agrícolas, que corresponde al capítulo 12 de la Ley de Quiebras de Estados Unidos de Norteamérica.


6 Desde la modificación de la Ley de Quiebras de 1978, el US Trustee ha adquirido un mayor grado de influencia en los procedimientos, especialmente en la responsabilidad y control del día a día de la administración de la masa.





7 MORENO Murciano, Honorato. Procedimiento de Quiebras. Barcelona, 1999. p.52


8 La prohibición que hacía el artículo 1.215 LEC al omitir a las hembras, debe considerarse discriminación por razón de sexo, contraria al artículo 14 de la Constitución Española 


9 SOTO Vasquez, Rodolfo. Quiebras y Concursos de Acreedores. Granada, 1994. p 186


10 En Francia, a la persona que quebraba se le desnudaba, era exhibida en público en las plazas y la gente que pasaba, le lanzaba todo tipo de objetos y después se le mandaba a las galeras.





11 	Proyecto de Ley de los Tribunales de Defensa de la libre Competencia y Proyecto de Ley sobre Trabajos Transitorios.


( Mayores antecedentes sobre los tipos penales en la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional y legislación nacional, en estudio preparado por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, a disposición en la Secretaría de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


1 El Artículo XX del Gatt y el Artículo XIV del Gats establecen las posibilidades de desviación de los países respecto de las obligaciones generales. Normalmente, estas excepciones se refieren a medidas para proteger la salud animal, vegetal, o de las personas, o alcanzar determinados objetivos legítimos de política, por ejemplo, combate al narcotráfico.
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